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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- El acta de la sesión 73ª, extraordinaria, en 7 de diciembre del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.358-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, con relación al proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



Con los tres siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (boletín Nº 3.800-15).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (boletín N° 7.309-21).



3.- Proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.358-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero requiere el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras María de los Ángeles Covarrubias y María Elena Hermosilla, a los señores Andrés Egaña, Gastón Gómez y Óscar Reyes y, asimismo, a los señores Hernán Viguera y Jaime Gazmuri, integrantes del Consejo Nacional de Televisión (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (boletín N° S 1.317-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, integrando la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), que cumple operaciones de paz en la Misión de Bosnia-Herzegovina (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (boletín N° S 1.318-05). (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre cuota anual de captura en materia pesquera (boletín N° 7.255-03).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los tres restantes comunica que prestó su aprobación a las siguientes iniciativas:



l.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal para establecer la suspensión de la prescripción en delitos contra la Administración Pública y otros que indica (boletín N° 7.133-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto que modifica la ley N° 20.248, de Subvención Escolar Preferencial, en materia de rendición (boletín N° 7.248-04) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



3.- Proyecto de ley que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 7.309-21) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y 7° y 11 del decreto ley N° 2.974, de 1979.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los cinco siguientes remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 1° de la ley N° 19.989, y 4° de la ley N° 19.983.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con el último remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (boletín N° 6.648-02).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Lagos, Navarro y Escalona, con el que solicitan crear un fondo de ayuda para hijos de pescadores artesanales fallecidos (boletín N° S 1.286-12).



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre el traspaso a los Gobiernos Regionales de los recursos aprobados por la ley N° 20.378, que estableció un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.



Del señor Ministro de Planificación, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Quintana, acerca de la política de entrega de tierras a las comunidades indígenas.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor García, respecto de los planes y proyectos incluidos en el “Plan Araucanía” para el 2011 y que serán financiados con cargo al Presupuesto del próximo año.



Con el segundo responde un oficio despachado en nombre de la Senadora señora Rincón, relativo a los problemas que afectan a los Hospitales de Parral y Cauquenes, en la Región del Maule.



Del señor Ministro del Medio Ambiente subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor García, respecto de los planes y proyectos incluidos en el “Plan Araucanía” para el 2011 y que serán financiados con cargo al Presupuesto del próximo año.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Tuma, concerniente a las tarifas del proyecto “Red de Internet Rural: Todo Chile Comunicado”.



Dos del señor Director Nacional del INDAP:



Con el primero responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, tocante al cierre de la oficina del Servicio en Puerto Cisnes.



Con el segundo da respuesta a un oficio despachado en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre beneficios a pequeños huertos de frambuesas en la comuna de Yerbas Buenas.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 4.248-06) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Espina, señoras Matthei y Lily Pérez y señores Allamand y García, en primer trámite constitucional, relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores (boletín N° 7.256-03) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Desarrollo Social (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 7.196-06) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe comercializar recursos hidrobiológicos enfermos o contaminados (boletín N° 7.353-03) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Dos del Senador señor Navarro, con las que inicia los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre interceptación telefónica en materia procesal penal (boletín N° 7.354-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley referido a la distancia entre establecimientos educacionales y lugares de venta de tabaco (boletín N° 7.355-11) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con la que inician un proyecto de ley que prohíbe nuevos cobros por servicios suspendidos (boletín N° 7.356-03) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que obliga a constituir servidumbres de paso para acceder a las montañas (boletín N° 7.357-12) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Andrés Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prorroga los servicios de los trabajadores públicos a contrata y a honorarios.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en los números 2° y 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con los que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo con el que se solicita al Ejecutivo promover la adopción de una Declaración Internacional de Derechos Humanos de la Tercera Edad (boletín N° S 1.314-12) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2.- Proyecto de acuerdo con el que se requiere al Ejecutivo el establecimiento de una política pública en materia de discapacidad psíquica infantil (boletín N° S 1.315-12) (Véase en los Anexos, documento 16).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Tuma, con el que solicitan la creación de un proceso nacional único sobre concesiones portuarias, que incluya a todos los trabajadores del sector (boletín N° S 1.316-12) (Véase en los Anexos, documento 17).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente: 



1.- Unificar el plazo, fijándolo hasta el lunes 10 de enero de 2011, a las 13, para presentar indicaciones a tres proyectos sobre protección de los derechos de los consumidores (boletines números 6.973-03, 7.047-03 y 6.543-03). 



2.- Establecer un nuevo término, hasta hoy, a las 17, para formular indicaciones al proyecto que aumenta los incentivos para la forestación (boletín N° 7.102-01).



3.- Fijar un nuevo plazo, hasta el lunes 10 de enero de 2011, a las 13, para presentar indicaciones al proyecto que evita la contaminación de las cuencas hidrográficas por algas (boletín N° 7.192-12). 



4.- Establecer un nuevo plazo, hasta hoy, a las 18, para formular indicaciones al proyecto sobre ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08). 



5.- Fijar un nuevo plazo, hasta el viernes 17 del mes en curso, a las 12, para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley de pesca en lo relativo al descarte (boletín N° 3.777-03). 



6.- Citar, a petición del Honorable señor Bianchi, a sesión especial para el miércoles 22 de diciembre del presente año, a la hora que el señor Presidente determinará, con el objeto de analizar la situación de la Empresa Nacional del Petróleo a raíz de los despidos de alrededor de 500 trabajadores durante las últimas semanas.



A esta sesión se invitará al Ministro de Energía y al Gerente General de dicha empresa.



7.- Fijar las semanas regionales para el año 2011 y enero de 2012 en coincidencia con las distritales, a proposición de la Cámara de Diputados, de acuerdo al siguiente calendario:



Marzo: desde el 28 al 1º de abril.



Abril: desde el 25 al 29.



Mayo: desde el 23 al 27.



Junio: desde el 27 al 1º de julio.



Julio: desde el 25 al 29.



Agosto: desde el 22 al 26.



Septiembre: desde el 19 al 23.



Octubre: desde el 24 al 28.



Noviembre: desde el 28 al 2 de diciembre.



Diciembre: desde el 26 al 30.



Enero del 2012: desde el 23 al 27.

DEDICACIÓN EXCLUSIVA PARA CARGOS DE SUBDIRECTOR MÉDICO

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Con relación al proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.882, en materia de dedicación exclusiva respecto de cargos de subdirector médico, debo informar a la Sala que, transcurrido el plazo para presentar indicaciones, no se formuló ninguna. 



Por consiguiente, como ya fue aprobado en general (24 votos a favor), corresponde, conforme al Reglamento, darlo por aprobado también en particular, con la misma votación anterior. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (7140-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Informe de Comisión:


Salud, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.


Discusión:



Sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010 (se aprueba en general).



--Reglamentariamente, la iniciativa queda aprobada en particular (24 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y se despacha en este trámite.

V. ORDEN DEL DÍA

COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE ALIMENTOS Y PUBLICIDAD SOBRE LA MATERIA

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, con informe de la Comisión de Salud.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4921-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor Girardi y señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide).


En primer trámite, sesión 5ª, en 21 de marzo de 2007.


En tercer trámite, sesión 56ª, en 29 de septiembre de 2010.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 80ª, en 9 de enero de 2008.


Salud (nuevo), sesión 30ª, en 18 de junio de 2008.


Salud (segundo), sesión 6ª, en 1 de abril de 2009.


Salud (tercer trámite), sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2010).


Discusión:



Sesiones 2ª, en 12 de marzo de 2008 (vuelve a Comisión); 31ª, en 1 de julio de 2008 (se aprueba en general); 9ª, en 14 de abril de 2009 (se aprueba en particular); 73ª, en 7 de diciembre de 2010 (queda pendiente su discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La discusión de este proyecto, en tercer trámite constitucional, comenzó el día 7 del presente mes. 



Cabe recordar que la Cámara de Diputados, durante el segundo trámite, realizó una serie de modificaciones al texto despachado por el Senado. 



La Comisión de Salud propone el rechazo de algunas de esas enmiendas, como se consigna en la parte pertinente del boletín comparado, por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide), con excepción de 4 modificaciones, que contaron con el voto a favor del Senador señor Chahuán.



En la sesión del 7 de diciembre último quedaron inscritos para intervenir los Honorables señores Girardi, Ruiz-Esquide, Navarro y Chahuán.

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la discusión de las proposiciones de la Comisión.



De acuerdo al orden señalado, ofrezco la palabra al Senador señor Girardi, quien no intervendrá, así como tampoco los Honorables señores Ruiz-Esquide y Navarro, que no se encuentran presentes en este instante.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- ¿En qué proposición estamos? ¿Todavía no se aprueba ninguna?

El señor PIZARRO (Presidente).- Nos hallamos iniciando el debate.

La señora MATTHEI.- Entonces, me voy a referir...

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, Su Señoría. Usted tiene razón, las propuestas acogidas por unanimidad en la Comisión deben ser aprobadas reglamentariamente, y proceder...

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, pido que las votemos una por una. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. Así se procederá.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera propuesta de la Comisión es para rechazar, en el artículo 2º, inciso primero, el reemplazo de la conjunción copulativa “y” por la expresión “y/o”, lo cual fue acordado por unanimidad.



Seguidamente,...

La señora MATTHEI.- ¿Por qué no empezamos por ella?

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la proposición. 



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, creo que deberíamos rechazar algunas modificaciones de la Cámara de Diputados. Pero, en este caso, lo que propone resulta muy razonable.



Ahora bien, en la medida que mandemos muchas enmiendas a la Comisión Mixta lo único que lograremos será retrasar la aprobación de este proyecto, que es importante para contar con una buena rotulación de los alimentos.



Respecto de la propuesta en debate, la verdad es que se está enviando al trámite de Comisión Mixta solo porque se ha reemplazo la conjunción copulativa “y” por la expresión “y/o”. La primera impone las dos condiciones y la segunda, que puede ser una o la otra. Es decir, esta última es más amplia.



Señor Presidente, creo que no tiene sentido enviar esto a Comisión Mixta solo porque dice “y/o”, cuando con la conjunción “o” se cumple la condición, por lo cual se puede aprobar.



Solicito aceptar las modificaciones de la Cámara de Diputados al artículo 2°.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero en dicho artículo hay otras dos enmiendas sobre las cuales debemos pronunciarnos. 



Ahora, tenemos que emitir el voto respecto a la expresión “y/o”.

La señora MATTHEI.- Exactamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- El informe de la Comisión recomienda rechazarla y entiendo que Su Señoría propone aprobarla.

La señora MATTHEI.- Aprobar esa y las otras dos también. 



Había pedido votación una por una, pero, en este caso, podemos resolver las tres en conjunto.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Algún miembro de la Comisión desea aclarar el punto?



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este proyecto lleva bastante tiempo en el Senado. Hicimos un encuentro internacional sobre la materia y hemos contado con la asesoría de los principales expertos a nivel mundial: los doctores Phillip James y Pekka Puska, de la Sociedad Mundial de Cardiología y Obesidad, quienes elaboraron la iniciativa, y el doctor Ricardo Uauy, eminencia a nivel internacional.



La rotulación efectivamente existe, pero no se entiende. Aseguro a Sus Señorías que, si leen el envase de un cereal de cualquiera de las marcas más relevantes (Nestlé, Kellogg’s), no podrían saber si tienen altos contendidos de sal, grasa y azúcar. Y la Organización Mundial de la Salud recomienda reducir, precisamente, esos elementos.



Como está establecida la rotulación y según la plantea la Cámara de Diputados, seguirá siendo críptica y nadie la va a entender. Porque quién puede concebir que aquella informe que un producto contiene 400 miligramos por 100 de sal, 2 por ciento de ácidos grasos trans o que determinado elemento es dañino, porque presenta 40 por ciento, por ejemplo, de azúcares libres.



Entonces, la iniciativa clarifica la situación, pues la señalética establecida en estos descriptores permite que hasta un niño la pueda comprender, porque resuelve lo relativo a la comida chatarra. Resulta evidente que ostentamos la obesidad infantil más importante a nivel mundial. Ningún país alcanza el 22 por ciento de prevalencia que tenemos nosotros. Y, si los niños permanecen en esa situación, serán todos obesos a futuro. 



También poseemos el mayor porcentaje de obesidad en adultos. Somos los primeros a nivel mundial, lo que nos augura una inmensa carga de infartos, accidentes vasculares, diabetes, cáncer. 



Por eso, en esta ocasión, hay que resolver algo de sentido común. ¿Vamos a privilegiar el derecho humano o fundamental a saber o a defender el derecho de las empresas a seguir manteniendo descriptores que nadie entiende?



En el artículo en discusión, la conjunción copulativa “y” no es tan menor. Porque dice -quiero dar un ejemplo de esto-: “Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos deberán informar en sus envases y rótulos los ingredientes que contienen, incluyendo todos sus aditivos y su información nutricional”. Y es evidente que si les damos la opción no van a incluir una información nutricional clara o no van a indicar los aditivos incorporados cuando estos no sean los mejores.



Tenemos que exigir el derecho humano a saber, en particular cuando se están consumiendo alimentos dañinos para la salud.



Todas las galletas que ingerimos contienen niveles de sal elevadísimos y cantidades de azúcar inaceptables. En los pollos que compramos en el supermercado la cantidad de sal no se halla rotulada.



Por ello, acá planteamos que debe haber un descriptor claro, de fácil alcance para la ciudadanía. 



Por lo demás, la enmienda fue acogida por 4 votos en la Comisión. Y pienso que sería sorprendente que algo con ese nivel de aprobación ahora se votara en contra.



O despachamos un proyecto de ley que sirva a la ciudadanía o mejor no hacemos nada. De hecho, la reforma de la Cámara de Diputados que modifica el texto original del Senado permite la publicidad para la comida chatarra, en circunstancias de que la tendencia mundial es a prohibir este tipo de propaganda dirigida a los menores, porque son indefensos y no saben distinguir que detrás de los monitos, de los stickers, de los adhesivos hay un daño para su salud.



Entonces, el informe que nos ocupa sobre las indicaciones de la Cámara de Diputados -que propongo enviar a Comisión Mixta- defiende el derecho de la ciudadanía a saber. Si se dice que podrán poner los aditivos y/o su información nutricional,  uno de los dos va a perder, y seguramente esta última no se incorporará, porque no será obligatorio.



Chile adolece de un problema de regulación total en materia de alimentos, lo que quiere decir que la autorregulación en las empresas ha sido un fracaso.



Por lo anterior, propongo al Senado privilegiar el derecho a la información y la salud de los niños. No creo que sea otra la discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, es impresionante la cantidad de tonteras que acabamos de escuchar. Porque no tiene nada que ver lo que ha alegado el Senador...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Honorable señora Matthei, no se pueden emplear ciertos términos.

La señora MATTHEI.- No hay problema, señor Presidente, pero lo sigo sosteniendo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría puede sostener lo que quiera, pero le otorgué la palabra a pesar de que ya había hablado.

La señora MATTHEI.- Me asiste el derecho al segundo discurso.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pero no a usar un lenguaje que no corresponde. 



Entonces, le pido, por favor, usar el lenguaje que corresponde.

La señora MATTHEI.- La conjunción copulativa “y” se refiere claramente a lo que está entre “envases y rótulos” y no entre “aditivos y su información nutricional”. 



Por lo tanto, primero pido informarse bien antes de hablar.



Acá deben quedar incluidos todos los aditivos y la información nutricional que se expresa. Y lo señalado por el Senador señor Girardi es totalmente falso.



Por otro lado, señor Presidente, acá no se trata de informar o no al público, sino de que  la información que se entregue sea la adecuada. 



De acuerdo al proyecto que quiere volver a presentar el Senador Girardi, el agua mineral obtendría luz roja -¡el agua mineral!-, por no tener fibra. Nadie ha pedido que el agua mineral contenga ese elemento, pero obtendría luz roja por no poseerla.



¡Esa es la iniciativa que defiende el Senador Girardi!



Para información de Sus Señorías, el presente proyecto fue aprobado en general en la Cámara Baja por 103 contra cero. Y no creo que alguien pueda pensar que todos los Diputados están vendidos a la industria alimenticia, pues lo que quieren es instaurar el mismo sistema que se aplica en Europa.



El proyecto de la Cámara de Diputados pretende instaurar en Chile un sistema igual al del Viejo Continente. 



Aquí no se trata de esconder nada. Se pretende dar toda la información y que esta sea clara y que, además, sea análoga a la vigente en distintos países del mundo.



Y lo único que quiero destacar es que el proyecto que defiende el Senador Girardi no se ha instaurado nunca en parte alguna del orbe. ¡Nunca!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, pocos proyectos poseen más trascendencia que este, por lo cual requiere ser discutido con cierta tranquilidad. Yo comprendo lo que sucede en nuestro país hoy día: los ánimos están irascibles, todos nos enojamos por todo. Es un fenómeno del milenio.



Pero a la Senadora señora Matthei, a quien aprecio y quiero tanto, le he pedido en innumerables ocasiones que no nos irrite con sus aseveraciones molestas para todos nosotros. Porque en esto de “tonterías”, uno podría mencionar muchas acepciones para referirse a lo que ella piensa: “tontera”, “imbecilidad”, “estulticia”, palabras todas equivalentes.



Entonces, ¿por qué no debatimos con calma y tranquilidad? Aquí nadie puede insultar a nadie. En consecuencia, por favor, discutamos la cuestión en su mérito.



Voy a respaldar los artículos que aprobé en la Comisión, que es el órgano técnico para informar, estando nosotros para resolver.



Por otra parte, nadie sostiene que los Diputados sean imbéciles. Opinamos distinto, pero eso no significa que unos sean torpes y otros inteligentes ni tampoco que en Europa lo hagan bien o mal, porque somos continentes distintos. Si es por eso, analicemos que está pasando allá, que a mí me duele mucho.



Por lo tanto, pasemos a lo importante.



En el artículo 2o, según señaló el Secretario, se rechazó la modificación, porque la expresión “y/o” incorporada por la Cámara de Diputados no es castellana. Por lo tanto, se propone reponer la conjunción “y”, que es la correcta y cuyo uso se encuentra incluso dentro de los cambios efectuados por la Real Academia Española.



Por otro lado, como estamos frente a un problema de apreciación, pediré al Senado que,  en la medida en que se pueda, nos pronunciemos conforme a como procedimos en la Comisión. Nada más que eso. Si perdemos la votación...

El señor FREI (don Eduardo).- Va a Comisión Mixta.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Efectivamente. A mí no me gusta llegar mucho a esa instancia, porque allí se demora el trámite de los proyectos. Pero, de una vez por todas, seamos consistentes en lo que estamos haciendo. Si algún Senador votó blanco, que se mantenga en eso, para tener un orden sobre los criterios que estamos manejando.



Por lo tanto, conforme a lo dicho, adelanto que votaré en los mismos términos en que se acordó en la Comisión, cualquiera que sea la consecuencia. Y el Secretario verá si me contradigo con mi posición en aquella.



Creo que la iniciativa en análisis es buena.



Señor Presidente, hace 72 horas la debatimos en el Departamento de Nutrición de la Universidad Católica en presencia de la Subsecretaria de Salud y del profesor Francisco Mardones, a quienes les dimos a conocer los alcances del proyecto. Lo leímos, lo discutimos y lo analizamos. Estuvieron absolutamente de acuerdo con él profesionales de las más distintas áreas. Y debo informar que la mayoría de las personas que se encontraban ahí eran de Gobierno.



Entonces, ¿para qué tanto escándalo frente a una materia que se puede discutir en forma tranquila y serena, sin irritarnos?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, el artículo 114 del Reglamento señala:



“La referencia que un orador haga a un Senador o a cualquier individuo deberá ser en tercera persona, y sólo cuando la claridad lo exija lo designará por su nombre.



“Cuando la referencia dañe el buen nombre de alguna de las personas señaladas en el artículo 109, ésta tendrá derecho a usar de la palabra con preferencia a fin de vindicarse, para lo cual dispondrá de hasta diez minutos, en cualquiera parte de la misma o de otra sesión, sea ésta ordinaria, extraordinaria o especial.”.



Como consecuencia de lo que sucedió hace un momento, ofreceré la palabra al Senador señor Girardi...

La señora MATTHEI.- Yo no hablé de él. No lo mencioné.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí lo hizo.



Reitero que le otorgaré la palabra al Senador señor Girardi, pero al final de la discusión del proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, ya intervine en la oportunidad en que quedó trunco el debate de la iniciativa. Sin embargo, ahora quiero precisar los puntos en que hay alguna diferencia mínima, porque en general todas las modificaciones de la Cámara de Diputados fueron aprobadas o rechazadas de manera unánime, salvo las relativas a los artículos 4o y 5o, respecto de las cuales se tomó una decisión por mayoría de tres a uno.



Tales enmiendas tienen que ver básicamente con dos aspectos, 



Para información de quienes no integran la Comisión de Salud, debo decir que las enmiendas tienen que ver básicamente con dos aspectos. 



En primer término, se pretende que el Ministerio de Salud establezca que ciertos alimentos, por contener algún tipo de nutriente en determinada concentración de la llamada “dosis diaria de referencia”, podrían generar un efecto negativo para la salud.



Estamos hablando de las grasas saturadas. Todos sabemos que ciertos alimentos son ricos en ellas y que, en consecuencia, no son saludables. Por lo tanto, es bueno entregar un mensaje claro en orden a que su consumo conlleva un riesgo aumentado de enfermedad coronaria, de dislipidemia, de hipertensión, en fin.



Lo mismo sucede con alimentos ricos en sal, en grasas trans, que son las que se transforman en colesterol en el torrente sanguíneo y que aumentan la incidencia de enfermedades cardiovasculares.



En general, nosotros pensamos que nuestra propuesta es positiva. Porque, en términos muy simples y didácticos, el Ministerio de Salud, a través de un reglamento y con una comisión que actuará con antecedentes científicos y de acuerdo con la composición nutricional de los alimentos, determinará cuáles son los elementos riesgosos y que deberán figurar en un rótulo claro.



Y el artículo 5o -que también aprobó por mayoría la Comisión, pues solo un Senador no estuvo de acuerdo- se refiere a que los alimentos, que son riesgosos, ricos en grasas saturadas, en sal y en calorías, no pueden ser regalados ni promocionados en las escuelas. Ello resulta bastante razonable. Porque, si estamos promoviendo la vida saludable, el obsequiar en los colegios alimentos ricos en grasas saturadas resulta contradictorio y poco formativo.



Esos son los únicos dos puntos donde no hubo consenso. Pero, en general, todas las demás enmiendas de la Cámara de Diputados fueron aprobadas o rechazadas por unanimidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en mi concepto, no vale la pena llevar el debate a un extremo de apasionamiento.



Más que nada, me parece que nos encontramos ante un proyecto importante. Y, como ha mencionado el Senador señor Rossi, se trata de una materia que se ha aprobado casi por la unanimidad de la Comisión.



En cuanto al tema gramatical, efectivamente desde hace mucho tiempo se ha discutido si se puede utilizar o no la expresión “y/o”. En muchas leyes, se emplea dicho término. Pero también es efectivo lo que plantea el Senador señor Ruiz-Esquide de que, desde el punto de vista gramatical,  no se usa.



Pero quiero hacer una pregunta.



Estoy totalmente de acuerdo con el artículo 2o en cuanto a que debe informarse en los envases acerca de los ingredientes de los alimentos, incluyendo sus aditivos y su composición nutricional. Perfecto, pero ¿también en los rótulos? O es en los envases o en los rótulos. Porque creo que eso es lo que quiso hacer la Cámara de Diputados -a lo mejor con buena intención- al incorporar la expresión “y/o”. Ahora bien, si se trata de dos cosas diferentes, digamos “en sus envases o rótulos”.



Quiero saber si efectivamente esto va contra el proyecto. Porque, donde debe cumplirse la normativa es en el envase o en los rótulos. Y no me cabe la menor duda de que esa fue la intención de la Cámara Baja. No introdujo el cambio para dañar la iniciativa, sino para que en uno o en otro caso se incorpore la información, que es muy necesaria.



A eso apunta mi pregunta. Porque, si no, el asunto carece de importancia. En lo personal, pondría “o” en vez de “y”. Pero la enmienda de la Cámara de Diputados no me molesta.

El señor LAGOS.- Creo que nos estamos ahogando en un vaso de agua.

El señor BIANCHI.- ¡En un envase...!
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, quiero referirme al contenido de la iniciativa.



En efecto, nosotros planteamos originalmente un proyecto que tomaba la experiencia inglesa en cuanto a incorporar colores. Porque cuando uno establece el porcentaje de los niveles de sal, de grasa y de azúcar, la gran mayoría de la población no lo entiende. Y la idea de introducir colores apuntaba a que cuando hubiera alto contenido de esos elementos ellos resultarían indicativos, lo que hasta los niños podrían entender.



Como eso fue cuestionado, llegamos a un acuerdo con el Ministerio de Salud, y sacamos los colores de la rotulación. Se consensuó con dicha Cartera que solo se establecería la definición de alimentos con alto contenido de sal, de grasa y de azúcar. Y quedó toda la dimensión de gradación de estos altos contenidos para ser resuelta en el reglamento.



Entonces, no me parece correcta la forma como se ha planteado este debate. Se trata de una discusión técnica sobre un proyecto  que hemos trabajado y discutido latamente con los científicos más importantes del mundo.



A mayor abundamiento, llevé esta iniciativa al Congreso Mundial sobre Obesidad y Salud Pública, realizado en Oporto en septiembre del presente año, donde fue analizada, valorada y promovida como un documento interesante.



En Chile, las empresas rotulan de manera inadecuada los productos. Por ejemplo, de modo ilegal -nosotros hicimos una presentación ante la autoridad sanitaria- algunas se tomaron el derecho a clasificar por sí mismas, agregando una nueva rotulación llamada “GDA”, pues no quieren que la ciudadanía comprenda claramente los rotulados. Eso es evidente porque, de lo contrario, sus productos no contendrían los actuales niveles de sal, grasa y azúcar, particularmente los cereales, respecto de los cuales fijaron un etiquetado no autorizado que establece porcentajes inapropiados acerca del consumo diario recomendado de sal, grasa y azúcar y que además contiene publicidad engañosa.



El documento aludido emanó de todas las entidades científicas del país -la Sociedad Chilena de Pediatría, la Sociedad Chilena de Nutrición-, fue entregado al Ministro Mañalich y establece que la recomendación de tales etiquetados relativa al consumo de 90 gramos diarios de azúcar contraviene la normativa internacional.



¿Por qué nosotros aceptamos eso? Porque existe una desregulación sobre la materia y los derechos de los niños no se hallan debidamente resguardados.



De una vez por todas, debemos entender que si Chile muestra las mayores tasas y prevalencias de obesidad en el mundo es por algo. En consecuencia, hay que tomar medidas al respecto.



Y el que tenemos ante nosotros es un proyecto serio, que fue elaborado por destacados expertos chilenos, que contó con la asesoría de la Sociedad Chilena de Pediatría y en el cual participaron los más eminentes e importantes técnicos de la Universidad Católica.



Por eso, resulta bastante incomprensible que se pretenda reponer en la discusión indicaciones que fueron rechazadas por 4 votos contra cero. Tal vez hay razones muy poderosas que no se hallan en el ámbito de la discusión técnica.



En consecuencia, pido al Senado que resguarde el derecho de los niños en esta materia, así como el derecho de la sociedad a contar con información sobre el particular; que proscriba todo tipo de publicidad cuando se trata de comida chatarra para los más pequeños, y que exija que los envases y rótulos -asunto que veremos más adelante- alerten claramente sobre altos contenidos de sal, grasa o azúcar.



Eso es lo que consideramos correcto.



Le hemos dedicado largo tiempo al presente proyecto y hemos trabajado arduamente en él. Tenemos interés en el tema y nos parece que aquí estamos ante un problema de fondo, crucial. Y si no se toman medidas adecuadas vamos a fracasar en nuestros objetivos. Chile se había planteado una meta de 12 por ciento de obesidad para este año. Pues bien, ya duplicamos esa cifra -estamos en 24 por ciento-, transformándonos en el primer país del mundo en este ámbito.



Por lo tanto, en forma seria, con conocimiento de causa y tras haber dialogado, como señalé, con los expertos más importantes sobre la materia a nivel nacional e internacional, pido a mis colegas que no cuestionen este proyecto de la forma en que se ha hecho esta tarde.



Además, en la Comisión de Salud se aprobaron muchas indicaciones en forma unánime, razón por la cual solicito a la Sala legislar en función del interés superior del país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Voy a poner en votación la enmienda.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Cómo se vota, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Respecto del inciso primero del artículo 2º, la Comisión propone rechazar la enmienda introducida por la Cámara de Diputados, consistente en reemplazar la conjunción “y” por la expresión “y/o”. 



Por lo tanto, votar “sí” significa acoger la proposición de la Comisión de Salud; votar “no”, rechazarla.



La Senadora señora Matthei pidió votar modificación por modificación.

La señora ALLENDE.- ¿Podría repetir cómo se vota, señor Secretario?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señora Senadora, votar “sí” implica aprobar la proposición de nuestra Comisión de Salud, mediante la cual se suprime la enmienda de la Cámara Baja. Votar “no” significa rechazar la sugerencia de ese órgano técnico. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Exactamente.



En votación la proposición de la Comisión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por rechazar la propuesta de la Comisión, 13 votos; por aprobarla, 12; 7 abstenciones y 2 pareos.


Votaron por la negativa las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Se abstuvieron las señoras Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Cantero y Kuschel.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como las abstenciones influyen en el resultado, corresponde repetir la votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Insto a los señores Senadores que se abstuvieron a manifestar un pronunciamiento positivo o negativo.



En votación nuevamente la proposición de la Comisión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por aprobar...

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Un momento!

La señora MATTHEI.- ¡Un segundo, señor Presidente!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por aprobar la proposición de la Comisión, 15 votos; por rechazarla, 14; una abstención y un pareo.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Alvear y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Matthei y Rincón y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Bianchi.



No votó, por estar pareado, el señor Cantero.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Nuevamente, las abstenciones influyen en el resultado.



En consecuencia, creo que correspondería dirimir el punto en el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

La señora RINCÓN.- ¿Por qué mañana?

El señor LAGOS.- ¡Hagámoslo hoy, señor Presidente!

El señor PÉREZ VARELA.- Perdón, señor Presidente. Pido que se agregue mi voto.

La señora MATTHEI.- ¡Hay que contabilizar el voto del Senador Pérez Varela!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Revisaremos el Reglamento, señores Senadores.



El inciso segundo de su artículo 178 dispone que, “Si en la segunda votación insisten en su abstención o en votar de manera diferente, se considerarán sus votos como favorables a la posición que haya obtenido mayor número de votos”.

La señora RINCÓN.- ¡No, señor Presidente!

El señor LAGOS.- Repitamos la votación ahora.

La señora MATTHEI.- ¡Altiro!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el artículo 182 de nuestro Reglamento dispone: “El empate que se produzca se resolverá como sigue:



“Producido en una votación,” -es lo que ocurrió aquí- “ésta se repetirá de inmediato. Si nuevamente se produce, se dará la proposición por desechada si se trata de un asunto cuya urgencia venza antes de la sesión siguiente. En los demás casos,”. Y este es uno de esos casos, pues, si se suma un voto a los 14, daría un total de 15. Sin embargo, si se añade a los 15, el resultado sería 16 votos contra 14, quedando aprobada la proposición.



Leo la parte final de la norma, a la cual se está refiriendo el Senador señor Larraín desde su pupitre: “En los demás casos, quedará para ser definida en el Tiempo de Votaciones de primera hora de la sesión ordinaria siguiente”.

La señora RINCÓN.- ¡Pero no es el caso, señor Secretario! 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No es el caso. Hay que sumar la abstención a la mayoría.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Yo pedí agregar mi voto, señor Presidente! ¡Estaba en la Sala al momento de la votación!

La señora MATTHEI.- ¡El Senador Pérez Varela no alcanzó a votar!

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor PÉREZ VARELA.- Yo estaba en la Sala en el momento en que usted cerró la votación. Estaba llegando a mi lugar. 



Mi voto es “no” y, por lo tanto, habiendo estado -repito- en la Sala, le pido que se sume mi voto negativo.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta Corporación es un organismo de caballeros. Aquí no se actúa “por secretaría”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdónenme, señoras y señores Senadores.



Estamos en la Sala del Senado. Yo, efectivamente, vi al Senador Pérez Varela acercándose a su escritorio al momento de cerrar la votación. Sin embargo, no considero razonable usar un subterfugio para aprobar la proposición.



Repitamos la votación, si así se considera conveniente, pero no me parece correcto cambiar un resultado porque alguien no alcanzó a llegar a su pupitre.

El señor LARRAÍN.- Debe prevalecer la regla entre caballeros.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, de acuerdo a la lectura del Reglamento, estimo que en este caso la abstención debe sumarse a la posición mayoritaria, lo cual significa 16 votos para el “sí” y 14 para el “no”.



Reglamentariamente, la abstención tiene que sumarse a la mayoría, que en la actual situación fue 15 votos por el “sí”.

La señora RINCÓN.- Y si el Senador Pérez Varela votara, quedaría 15 contra 16.

El señor NAVARRO.- ¡Da lo mismo!

La señora MATTHEI.- ¡No, pues!

La señora RINCÓN.- ¿No?

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Quedaría 15 contra 15!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Senador Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo que ocurre es que, si se contabilizara el voto del Senador Pérez Varela, que habría sido negativo, se produciría un empate a 15. 



Por lo tanto, la abstención no se puede sumar a ninguna de las dos posiciones.



Lo que deseamos pedir es el asentimiento de la Sala para repetir la votación. Me parece que esa es la forma como hemos procedido siempre en el Senado: si alguien se encuentra en el recinto y no alcanzó a votar, se le da la posibilidad de hacerlo. Este es un organismo de caballeros y damas y no uno en que se saca provecho particular de una situación coyuntural.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pido a Sus Señorías la unanimidad para repetir la votación.



Considero que es lo correcto y, estando en el Senado, me parece que es lo que hay que hacer.



Por lo tanto, recabo la unanimidad para repetir la votación.



¿Habría acuerdo?

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor LETELIER.- Por supuesto.

El señor NAVARRO.- Claro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



En votación, nuevamente, la proposición de la Comisión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Vamos a esperar que voten todas las señoras y señores Senadores que estén presentes o que estén llegando.



Creo que hemos esperado lo suficiente.



Terminada la votación.



--Se aprueba la propuesta de la Comisión de Salud para rechazar la sustitución de la conjunción copulativa “y” por la expresión “y/o” (18 votos a favor, 14 en contra y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Cantero.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como la Honorable señora Matthei pidió votar por separado cada modificación, corresponde pronunciarse sobre la segunda propuesta de la Comisión, recaída en el inciso primero del artículo 2°.

El señor NOVOA.- Estamos de acuerdo con las tres siguientes, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, existe consenso para aprobar las otras tres enmiendas planteadas por la otra rama legislativa al artículo 2° (dos al inciso primero y una al inciso tercero), las cuales fueron acogidas en la Comisión por cuatro votos contra cero.

El señor LARRAÍN.- Hagamos una sola votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se votarán en un solo acto.


La señora MATTHEI.- “Si le parece”, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se tomará la votación, señora Senadora, a fin de evitar dificultades.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las tres modificaciones señaladas (31 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Cantero.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Enseguida, la Comisión, por cuatro votos contra cero, sugiere rechazar la supresión del artículo 3° efectuada por la Cámara de Diputados.

.

Dicha disposición expresa:



“Artículo 3°.- No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que puedan inducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falsedades, o que de alguna forma sean susceptibles de crear una impresión errónea respecto a la verdadera naturaleza, composición o calidad del alimento, según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.



“No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos en un porcentaje superior al que fije el Ministerio de Salud mediante un reglamento”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en realidad, este artículo adolece de un problema bastante grave. No vislumbro cómo sería posible introducir un ingrediente que induzca a engaño.

El señor LETELIER.- ¡Un sucedáneo de limón!

El señor PROKURICA.- Dice relación a propaganda engañosa.

El señor NOVOA.- No, señor Senador. No es propaganda, no es nombre, no es carátula, no es rótulo: es un ingrediente.



Si alguien adicionara un sucedáneo de limón, como acota el Honorable colega, eso induciría a engaño. No sé por qué, pues el producto diría “Sucedáneo de limón” y no “Limón”.



Es algo que no tiene nada que ver siquiera con el mismo proyecto de ley, en cuanto a que el etiquetado incluya la información correcta.



En segundo lugar, en ambos casos se alude al reglamento de alimentos, porque estas son materias propiamente reglamentarias, dado que no es posible establecer en la ley todo tipo de detalles. Tanto es así que el inciso segundo dispone que no se podrá adicionar a los alimentos ingredientes o aditivos en un porcentaje superior al que fije el Ministerio. Y eso es obvio.



Entonces, creo que realmente vale la pena seguir en este caso el criterio de la Cámara de Diputados, porque el artículo en análisis, a mi modo de ver, llevará a equívocos y, además, su texto es más propio de un reglamento que de una ley.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



Los señores Senadores pueden fundamentar su voto.

El señor NOVOA.- Yo ya fundamenté el mío, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así es.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este es uno de los aspectos centrales del proyecto, que dice relación a la política mundial contra la comida chatarra. Y quiero explicar por qué.



A veces, se pueden agregar algunos nutrientes a productos y cambiar el concepto de estos últimos. Les pongo un ejemplo. En Chile, la Coca-Cola y las empresas que venden jugos con azúcar han luchado desde hace muchos años por agregarle calcio a sus productos. Porque, cuando uno bebe una Coca-Cola, consume calorías vacías: 13 terrones de azúcar por cada bebida de 500 centímetros cúbicos que ingiere, y hay niños que toman hasta tres al día.



Cuando un menor bebe una Coca-Cola que contiene trece terrones de azúcar es como si inyectara suero glucosado directo a su sangre: genera una cascada de triglicéridos; aumenta la insulina, y produce una acumulación de grasa. Eso está documentado, es parte del shock metabólico que provoca justamente el azúcar con el agua: ingresa el líquido, se absorbe y pasa directamente a la sangre.



Ahora bien, se ha intentado agregar cierto nutriente a esos productos -por ejemplo, calcio- para decir que la Coca-Cola contiene un elemento saludable, y de esa manera vender más bebidas.



En Chile ha habido muchos intentos -han sido prohibidos, por supuesto- tendientes a incorporar ese tipo de agregados y cambiar el concepto, la identidad de determinado producto.



Por lo tanto, el artículo en cuestión es de primera relevancia. 



Quiero decir, además, que en cuanto a este precepto -y lo sabe muy bien el Senador Chahuán-, se invitó a participar en la Comisión al doctor Ricardo Uauy. Y uno de los aspectos donde él puso más énfasis apuntaba justamente a impedir que se cambiaran productos que no son saludables al agregarle un nutriente, porque al final es este último el que se vende. Por cierto, eso significaría consumir, por ejemplo, calorías vacías con un poco de calcio. Pero sería la peor ayuda que le podríamos entregar a la población de nuestro país. Y si nosotros abrimos la puerta, podría ocurrir aquello.



En consecuencia, este es un tema central y se encuentra planteado en el convenio que Chile suscribió a nivel de la Organización Mundial de la Salud, en el Acuerdo de Ginebra del año 2002, el que, por lo demás, fue redactado por el doctor Ricardo Uauy. Y es explícito en lo atinente a esta materia.



A eso se refiere la norma en cuestión. Por ello el Senador Chahuán, a sugerencia de ese profesional, votó en el mismo sentido que nosotros, porque evidentemente se trata de un punto medular.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, asumo como bueno lo manifestado por las personas a las cuales invitamos a la Comisión, específicamente el doctor Uauy.



No obstante, vuelvo a remitirme a las reuniones que hemos tenido en las universidades en los últimos 10 ó 20 días, donde se ha producido una gran preocupación por lo relativo a la nutrición, porque existe la sensación de un crecimiento explosivo de las enfermedades derivadas del exceso de comida. Y también a la unanimidad que hubo en la Comisión para rechazar la propuesta.


Para decirlo de otra manera, lo que estamos tratando de hacer es evitar que, por distintos mecanismos, debido a la ausencia de una reglamentación clara -según el inciso segundo, será en definitiva el reglamento el que lo señale-, se intente cambiar el contenido de los alimentos, de las bebidas, etcétera, pues se realiza de una manera bastante fuerte y muy agresiva. 



Por eso les digo a los Honorables colegas que no ha habido un afán de perseguir a nadie con este proyecto, sino garantizar que sea eficiente. De ahí que el artículo 3° sea muy importante para nosotros, y votaré a favor de él. Es decir, nos pronunciaremos tal como lo hizo la unanimidad de la Comisión de Salud: rechazaremos la decisión de la Cámara de Diputados de suprimirlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Deseo aclarar lo siguiente a los señores Senadores.



Votar “sí” significa aprobar el informe de la Comisión, y “no”, rechazarlo.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el artículo 3° del proyecto se halla estructurado en dos incisos, y su inciso segundo no reviste sentido alguno, porque señala: “No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos en un porcentaje superior al que fije el Ministerio de Salud mediante reglamento.”. Esto es obvio. Y, sin embargo, como es obvio, tampoco hace daño.



En el inciso primero, en cambio, hay un asunto que es importante y que la Cámara de Diputados ha suprimido, por lo que creo que es mejor que la norma vaya a Comisión Mixta. Porque, cuando se adiciona algún tipo de elemento a cierto producto para hacerle publicidad y, en el fondo, se centra toda la atención de ella en un solo factor que es positivo, pero todo el resto resulta negativo, efectivamente se podría estar induciendo a equívoco al consumidor.



Por lo tanto, considerando que el inciso segundo es absolutamente inútil y que el inciso primero, a mi juicio, es valioso, yo también soy partidaria de rechazar la proposición de la Cámara Baja y, por ende, de aprobar el informe de la Comisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en realidad, se hace innecesario mi comentario, pues comparto lo que aquí se ha expresado.



Pero señalaré lo siguiente.



Se dice que el inciso segundo es obvio; pero en realidad hay muchas obviedades. 



En general, es bueno que haya un reglamento por parte del Ministerio de Salud que establezca, nutriente por nutriente, el porcentaje de las dosis diarias de referencia. O sea, sobre determinada dosis al día de un nutriente, podría existir un riesgo aumentado de hipertensión, diabetes u obesidad. 



Ese es un poco el sentido de aquella norma. 



Sin embargo, el inciso primero es clave. Y me alegro de que haya consenso sobre el particular, porque, efectivamente, la publicidad engañosa en materia de obesidad infantil es la más combatida hoy en día. Le meten vitamina C a cierto alimento dañino y se señala que este es efectivo para el resfrío; o le ponen calcio a otro, argumentándose que es positivo para la osteoporosis, en circunstancias de que es tremendamente perjudicial.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que el artículo 3° da cuenta de la matriz del proyecto. 



Aquí se habla de componentes pero también de publicidad, y dicho precepto apunta particularmente al objetivo de esta última. Hay una alusión directa a la publicidad que pueda inducir a engaños o falsedades, o que de alguna forma sea susceptible de crear una impresión errónea.



Siento que ello debe quedar absolutamente explícito. Puede consignarse así en el reglamento respecto de los componentes, pero el artículo alude a la publicidad. Es decir, se refiere fundamentalmente a la rotulación más que al tema de los ingredientes, como lo planteó el Senador Novoa. 



Se señala que no podrá haber publicidad que provoque una impresión errónea acerca de la verdadera naturaleza del alimento. Este es un truco publicitario que se utiliza permanentemente, en especial en los alimentos para niños.



Creo que el dejar establecida de manera explícita esta norma contribuye a que el proyecto tenga un sentido práctico. En general, no basta solo con legislar, sino que la ley debe tener una incidencia práctica, como lo es la protección de los consumidores, particularmente de los niños, frente a los engaños, que hoy día son, por desgracia, una cosa real, concreta, y que podemos observar en muchos alimentos.



Más allá del inciso segundo, que alude a los ingredientes, el inciso primero dice relación a la publicidad, la que debe ser combatida en términos eficaces, porque hay muchos casos de denuncia a través del SERNAC u otros mecanismos de defensa de los consumidores que se enfrentan a los vericuetos de un grupo selecto y muy bien pagado de abogados que defienden ese tipo de situaciones.



A mi juicio, se debe dejar explícito en un artículo concreto del proyecto que no deberán incluirse nombres de aditivos que puedan inducir a engaño. O sea, no queremos que se hable de “salmón tipo jurel” o de “jurel tipo salmón”, sino que se diga la verdad sobre los componentes, sin que se utilicen nombres ficticios, cercanos o aledaños, para falsear el contenido de un alimento. Eso es fundamental para producir un efecto práctico en los consumidores, quienes rara vez leen el rotulado, pero que a lo menos tengan la posibilidad de saber que estamos legislando para prohibir que se cree esa variable que conduce a engaño.



Me parece más esencial evitar que eso se ponga en las etiquetas, en los rotulados, que el dejar que pueda haber una apreciación propia del consumidor. Porque, como ya hemos dicho, aquí se pretende proteger a la gente de los elementos dañinos para su salud. Y el artículo apunta directamente a eso: a garantizar al usuario, al consumidor, de que no va a ser engañado por el viejo adagio “Hecha la ley, hecha la trampa”.



Yo siento que mientras más claro legislemos, tanto mejor.



Por eso, voto a favor de la permanencia de la norma en el proyecto.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me parece que hay un error conceptual en la discusión. Porque una cosa es que a los alimentos se le agreguen más ingredientes, y, otra distinta, la publicidad que se le haga a estos.



Lo que se dice en este artículo es que a un alimento no se le podrán incorporar otros ingredientes. ¿Y por qué no? ¿Por qué no poner calcio a la Coca-Cola o cualquier cosa a otro producto? De modo que, en mi concepto, ese no es el problema, sino que se señale en forma equívoca lo que se está haciendo.



Por lo tanto, pienso que se debe rechazar este artículo para redactarlo bien. Porque es posible agregar un ingrediente sano y saludable a un alimento, y que lo mejore. Pero, en la forma como aquel se nos presenta, ello no se podrá hacer.



Entonces, hay una contradicción en la redacción de esta norma, pues se quiere evitar la publicidad engañosa, pero no adicionar otro ingrediente a los alimentos. De manera que -reitero-, ella se encuentra mal redactada.



Así que, señor Presidente, en este caso, creo que la “Patagonia es con represa” para poder arreglar este artículo.



Por eso, es preciso rechazarlo. Entiendo que no se puede confundir publicidad engañosa con el hecho de agregar otro ingrediente a un alimento, porque esto último sí es posible hacerlo. Si no, vamos a dejar algo imposible: que los alimentos no puedan tener más elementos que los que señala el contenido base, lo cual me parece contradictorio.



Por lo tanto, señor Presidente, rechazo el artículo para que se pueda corregir la redacción, y se evite lo que se pretende evitar, que es la publicidad engañosa cuando se le agregan a determinado producto elementos, nutrientes, ingredientes u otros aditivos que puedan cambiar el carácter de un alimento.



He dicho.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, me inscribí para intervenir porque, luego de leer el artículo y escuchar lo planteado por los miembros de la Comisión y por el Senador señor Navarro, en orden a que este precepto tiene por objetivo que no se induzca a engaño o evitar falsedades, pienso que la redacción de aquel no apunta en esa dirección.



Por eso, rechazo la supresión que efectuó la Cámara de Diputados, a fin de que el proyecto vaya a una Comisión Mixta, y se pueda redactar correctamente la norma relativa a la publicidad, pero no la prohibición de mejorar un producto.



Porque así como está la disposición, no resuelve el problema de fondo que, en definitiva, es cómo evitar que se engañe a los consumidores, y no cómo introducir mejoras en los alimentos.



Así que, con mucho entusiasmo apruebo el informe de la Comisión y rechazo lo que despachó la Cámara Baja.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Señoras y señores Senadores, para los efectos de clarificar las cosas.



La Comisión propone -por 4 votos contra cero- rechazar lo resuelto por la Cámara de Diputados. Por lo tanto, votar “sí” significa aprobar el informe de la Comisión, y “no”, rechazarlo.

El señor LARRAÍN.- En consecuencia, iría a Comisión Mixta.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, el Senador Navarro y yo no entendemos cómo se vota.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para explicar el procedimiento.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Cámara de Diputados suprimió el artículo 3° que propuso el Senado. Sin embargo, nuestra Comisión de Salud rechazó esa supresión.

El señor LARRAÍN.- Entonces, reviviría el artículo 3°.

El señor NAVARRO.- Al votar que sí se repone esa disposición.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es.

La señora MATTHEI.- Y se va a Comisión Mixta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente, el proyecto pasa a una Comisión Mixta.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba rechazar la supresión del artículo 3° (32 votos contra 2).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón, y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Coloma y Novoa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, corresponde tratar el inciso primero del artículo 4°.



La Comisión propone aprobar la enmienda de la Cámara de Baja.



El texto despachado por el Senado dice lo siguiente:



“Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todos sus niveles de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de alimentación saludable”, etcétera.



Y la otra rama del Parlamento propone sustituir la frase “en todos sus niveles de enseñanza” por “en todas sus modalidades”. De ese modo,  la disposición diría: “Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todas sus modalidades, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable...”.



La Comisión, por unanimidad, propone aprobar esta modificación.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- En votación la sustitución propuesta por la Comisión de Salud.

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente, aclarar una duda?

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear, y después, la Honorable señora Matthei.



--(Durante la votación).

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, no pretendo incomodar, pero deseo hacer notar que el texto aprobado por el Senado dice “en todos sus niveles de enseñanza”, y la Cámara reemplazó esa frase por “en todas sus modalidades”.



Me parece que se deben incluir ambos conceptos y expresar: “en todos sus niveles de enseñanza y en todas sus modalidades”. Porque en las modalidades se incluyen también la educación especial y otras. De manera que, a mi juicio, al omitir alguna de ellas quedaría incompleto el artículo.



Por lo tanto, sugiero que, al menos, esta disposición vaya a Comisión Mixta -aunque hay otras que también lo harán-, porque es necesario incluir ambos conceptos y decir: “en todos sus niveles de enseñanza y en todas sus modalidades”. 

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei para formular una consulta.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quería hacer una pregunta, porque tengo la impresión de que “modalidades” no es lo mismo que “niveles”, por lo que ambas expresiones deben estar en el inciso primero.



Por ejemplo, la modalidad puede ser científica o humanista y, también, técnico-profesional. Esa es una cosa. Por lo tanto, la palabra “modalidades” tiene que incluirse en el texto. Y también la expresión “niveles”, porque se refiere a la Educación Básica, Media, etcétera.



En consecuencia, contrario a lo que sugiere la Comisión de Salud, hay que rechazar esa modificación, para que la Mixta corrija esta norma.

El señor GÓMEZ  (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, para fundamentar el voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en la Comisión no teníamos claridad respecto a este asunto. Pero, efectivamente, deben quedar ambos conceptos.



Por eso, pedimos cambiar el pronunciamiento del órgano técnico y rechazar lo que se propone.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza (33 votos) la proposición de la Comisión de Salud consistente en aprobar la enmienda introducida por la Cámara de Diputados al inciso primero del artículo 4º.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el mismo artículo 4º, el Senado aprobó el siguiente inciso segundo:



“Además, dichos establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos tres bloques semanales fraccionados de actividad física práctica, que genere alto gasto energético.”.



La Cámara Baja lo reemplazó por otro que dice:



“Los establecimientos educacionales del país promoverán la actividad física y la práctica del deporte, a fin de fomentar en sus estudiantes, según sus intereses y aptitudes, el hábito de una vida activa y saludable.”.



La Comisión de Salud, por unanimidad, propone rechazar esta enmienda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la modificación sugerida por la Cámara de Diputados.



Señores Senadores, tengo una duda desde el punto de vista constitucional.

La señora MATTHEI.- Con toda razón, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el inciso segundo que sugiere la Cámara Baja constituye solo una aspiración programática; por tanto, resulta completamente inútil. El Senado, por su parte, plantea una modificación curricular, lo cual es materia de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Entonces, me parece que en ambos casos estamos ante una situación de mala técnica legislativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo preferiría dejar una aspiración legislativa, tal como lo propone la Cámara de Diputados, a incursionar por ley en materia de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y determinar horas de clases.



A mi juicio, como técnica legislativa, es lo más absurdo que hay. Con aquella lógica, ¡por qué no poner por ley 8 bloques de matemáticas y otros tantos de castellano y de biología!



Creo que estamos llegando a un punto donde perdemos la noción de qué es la legislación.



Entonces, prefiero que nos quedemos con...

El señor CHADWICK.- La aspiración.

El señor NOVOA.-...la aspiración de la Cámara Baja de promover la actividad física.



Me parece que, si bien un poco inútil, eso es menos dañino que incursionar en los currículos de la forma como aprobó la norma el Senado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, sin duda alguna, a todos nos gustaría que en los colegios hubiese al menos tres bloques semanales de actividad física.



Sin embargo, aquello no se legisla en un proyecto de ley sobre alimentos. O sea, es bastante absurdo cambiar el currículo de los colegios en una iniciativa de este tipo; no corresponde.



Entonces, podríamos señalarle al Ejecutivo una aspiración, una guía. Pero el texto sugerido por el Senado es inconstitucional y solo logrará frenar la aprobación del proyecto en debate, ya que una enmienda curricular debe efectuarse en el marco de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Además, tengo la impresión de que las modificaciones de ese tipo corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



En consecuencia, una cosa es que estemos de acuerdo con el fondo de la norma que plantea el Senado -yo convengo completamente con ella- y otra que estemos haciendo algo inconstitucional y que no lleva a nada.



Así que, nuevamente contra lo que sugiere el informe de la Comisión, creo que hay que acoger el inciso segundo aprobado por la Cámara de Diputados. Porque, no pudiendo hacer lo que de verdad nos gustaría, solo nos queda aprobar ese texto, que habla de la obligación de promover la actividad física.



Ahora, nosotros debiéramos presionar en el Ejecutivo para que se desarrollara actividad física en los colegios, lo que no se está haciendo. Pero eso se legisla por una vía distinta de la de un proyecto sobre alimentos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en esta materia hay dos aspectos: uno legislativo y otro de salud propiamente tal.



A diferencia de lo planteado acá, existe una recomendación explícita de la Organización Mundial de la Salud para combatir el sedentarismo.



El sedentarismo se halla definido por una norma técnica, al igual que el índice de masa corporal. Sobre la base de ciertos parámetros, se determina que una persona tiene distintos niveles de obesidad.



Respecto a la actividad física es lo mismo. Y las recomendaciones son universales.



Se recomienda, por ejemplo, que los niños realicen al día una hora de actividad física, y los adultos, media hora. Quien camina durante 30 minutos a paso normal gasta 200 calorías; un niño que desarrolla una actividad física más intensa, de una hora, tiene un gasto cercano a las 600 calorías.



La recomendación a nivel internacional es justamente que la población infantil -la de Chile tiene los mayores problemas- haga al menos tres veces a la semana un total de 6 horas fraccionadas de ejercicio. 



Hoy día tenemos el problema de que en la mayor parte de las escuelas públicas no hay actividad física. Y si se hace, dura menos de 60 minutos. Porque de las dos horas semanales, entre vestirse y desvestirse, los alumnos ni siquiera llegan a una.



Ahora, me hace fuerza el hecho de que el texto de la Cámara Baja manifiesta más bien un deseo. Y creo que invertir en educación física constituye el mejor negocio, pues la rentabilidad es inmediata, no solo desde el punto de vista nutricional, sino también desde el ángulo del rendimiento escolar, de la calidad de vida, del desarrollo inmunitario.



Yo estaría de acuerdo en que no se incluyera la norma aprobada aquí. Pero pienso que el Senado debería realizar un esfuerzo inmenso para lograr que los niños de este país hicieran actividad física. Porque no la están haciendo. Y, de hecho, hay una prueba tangible: registramos niveles de obesidad inaceptables.



Pero ocurre asimismo en la población adulta. Yo puedo mirar al frente “las corbatas rojas” y concluir que ¡allí también falta actividad física...!

El señor CHADWICK.- ¡Parece que el Senador Girardi es daltónico...!

El señor GIRARDI.- En consecuencia, sería muy importante que el aspecto en comento fuera incorporado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en la Comisión voté por rechazar la norma de la Cámara de Diputados, para hacer prevalecer la que aprobó el Senado. Sin embargo, coincido en que esta última es materia de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, por lo que no debería formar parte del proyecto en debate. 



Entonces, me quedo más bien con la aspiración de que da cuenta el texto de la otra rama del Parlamento.



Por tanto, cambiaré mi voto a los efectos de que prime el inciso segundo aprobado por la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, ¡yo me referiría más a los de corbata azul que a los de corbata roja...!

El señor NAVARRO.- ¡Soy el único que está libre de sospecha!

El señor ROSSI.- Claro: ¡no lleva corbata...!



Señor Presidente, respecto al inciso segundo del artículo 4º, convengo en que puede suscitarse una discusión sobre si el Senado tiene o no facultad para introducir el texto que aprobó. Pero no comparto la afirmación de que no es atingente a la materia del proyecto, porque en las políticas de control de la obesidad no resulta posible disociar lo que es la actividad física de la buena selección de los alimentos. Por eso, las dos cosas deben ir de la mano. Y, de hecho, en el mismo precepto se propone incluir tales aspectos en la educación.



Ahora, hay pocos ámbitos donde uno percibe tanta desigualdad como en el de la oferta de la educación física o de la actividad física.



Si Sus Señorías observan los colegios particulares pagados, se darán cuenta de que en ellos los niños cuentan con ramas de tenis, de fútbol, de karate, de judo; incluso, algunos van a la nieve. Pero los de las escuelas municipales, con suerte, tienen 90 minutos de gimnasia a la semana. 



A este último respecto, debo puntualizar que, de acuerdo a un estudio del Club Deportivo de la Universidad Católica, de 90 minutos destinados al ejercicio, solo 18 constituyen actividad motora efectiva. El resto se ocupa en ordenarse, cambiarse la ropa, ir al baño, en fin. 



Entonces, ese lapso es absolutamente ineficaz para generar algún cambio en el organismo.



En buenas cuentas, si deseamos combatir la obesidad, no basta una buena dieta: también se requiere actividad física.



Ahora, entiendo que el señor Ministro de Salud está de acuerdo con la medida planteada. Entonces, yo quisiera -no sé si es posible desde el punto de vista reglamentario- que se solicitara el patrocinio del Ejecutivo, que tiene facultad en la materia.



Está claro que la norma puede no ser propia de la iniciativa que nos ocupa esta tarde. Pero también es objetable eso de expresar voluntades a través de un proyecto de ley, como si de ese modo las cosas fueran a cambiar.



En verdad, las políticas de control de la obesidad han fracasado en Chile: no hay kioscos para el expendio de productos saludables; no existe actividad física y no se cuenta con espacios públicos para realizarla; el deporte de élite -nuestro embajador- es muy malo.



Entonces, con pura voluntad, con solo disposición y únicamente manifestando intenciones en un proyecto de ley, mediante un papel, no vamos a lograr nada.



Este es el momento, señor Presidente. Luego de un año o dos no lograremos aumentar la oferta deportiva a por lo menos entre 35 y 40 minutos tres veces a la semana, que es lo recomendado internacionalmente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el texto comparado no aparece la indicación del Ejecutivo. Sin embargo, figura en el segundo informe de la Comisión de Salud, que dice en la parte pertinente:



“A continuación la Comisión procedió a analizar el artículo 4º de la indicación del Ejecutivo, cuyo tenor es el siguiente:



“Artículo 4º.- Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios en todos sus niveles de enseñanza, hábitos de una alimentación saludable y los efectos nocivos”, etcétera.



Se trata de una indicación del Gobierno. Por lo tanto, nuestra aprensión está resuelta en el segundo informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero expresar mi opinión sobre algunos aspectos de la materia en debate.



Primero que nada, hay que aceptar lo señalado en la última discusión de este tema en el mundo. Todos concuerdan en que solo dos elementos pueden evitar la obesidad extrema: el ejercicio y la buena alimentación.



Por consiguiente, fijar en la ley la existencia de cierto nivel mínimo de ejercicio es absolutamente indispensable si queremos que ella sea eficiente.



Hasta la fecha, todos sabemos lo que deberíamos hacer. Sin embargo, no se hace porque cada establecimiento tiene libertad para actuar.



Si eso significa que estamos saltándonos la capacidad del Parlamento para establecer una norma como la referida, consignémoslo de manera diferente, de tal suerte que no sea inconstitucional, cuestión que ya se resolvió, conforme a lo expresado por el señor Presidente. Y eso puede efectuarse en la Comisión Mixta.



Pero hacerlo de cualquier forma, sin necesidad de ley, dejándolo en manos de los establecimientos educacionales o de los gobiernos, no me parece adecuado tratándose de una materia tan sensible como esta.



Por lo tanto, yo soy partidario de mantener el texto que aprobó el Senado.



Segundo, cuando la determinación se deja al arbitrio de la administración de los colegios, sucede lo que expresaron algunos señores Senadores que me antecedieron: unos lo hacen y otros no.



Aquí estamos ante una situación de gravedad extrema, que se relaciona directamente con lo que va a pasar con la sociedad chilena en los próximos 20 años. 



Insisto: en las instancias en que se ha discutido este tema últimamente en Chile y en otros países, ha habido unanimidad en cuanto a que el ejercicio es esencial. Podemos introducir las restricciones que queramos a la dieta; pero si no media el ejercicio adecuado mínimo, no vamos a resolver el problema.



Entonces, ya que el proyecto irá a la Comisión Mixta de todas maneras, propongo que en ella veamos la forma de proceder consensuadamente para tratar de salvar los aspectos reglamentario, legal o constitucional.



La cuestión es bastante más seria de lo que imaginamos, señor Presidente. Nadie es catastrofista en esta materia. Pero recordemos que en el Senado muchas veces elaboramos leyes con detalles tales que a uno le llaman la atención, pues son más propios de los reglamentos.



En consecuencia, no tenemos autoridad para cuestionar la inclusión en la ley en proyecto de la norma a que nos estamos refiriendo. Ojalá no lo hubiéramos hecho nunca. Pero no debe haber ahora un rechazo sobre la base de ese argumento.



Tercero: hay que asegurar que en la iniciativa que nos ocupa se contemple determinada cantidad de deporte.



Algunos señores Senadores se preguntarán para qué tanta exigencia.



Con toda franqueza, debo expresar que el avance del mundo en esta materia durante los últimos doce meses es atroz, dramático. En realidad, estamos solo arañando lo más superficial del sistema.



Cuarto: propongo derechamente, para salvar la situación, que llevemos también este punto a la Comisión Mixta, porque de allí puede emanar un texto que no sea ni lo primero ni lo segundo.



Si en las restantes enmiendas hay que proceder de otra manera, okay. No obstante, pienso que la señalada es una buena fórmula.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en forma muy breve, quiero recordar que hace 10 años, cuando se discutió el proyecto de Ley del Deporte, se contempló una norma de esta naturaleza. En ese entonces, la Ministra de Educación argumentó que no era conveniente consignarla en la ley -coincidí con ello-, pero que se iban a elevar las dos horas de educación física vigentes. Y hubo grandes alegatos al respecto. Han pasado 10 años, pero seguimos con el mismo número de clases de esa disciplina.



Yo comparto los argumentos aducidos en cuanto a que es bastante aventurado fijar por ley el número de horas de educación física, pues no todos los colegios presentan la misma realidad.



No he visto un estudio serio que justifique cuántas son las horas que habría que fijar. De manera que me quedo con la norma que establece el concepto general, aunque, como dice el Senador Larraín, en el fondo se trata de una mera declaración de buenas intenciones en el sentido de promover la actividad física y la práctica del deporte.



Ahora bien, quiero solicitarles a los miembros de la Comisión de Educación, dado que habrá varios proyectos de reforma en materia educacional, que esta cuestión sea analizada seriamente, porque Chile es de los países del mundo que tienen menos horas de clases de educación física.



Argentina, me parece, tiene 6 ó 7 horas, y el resto de las naciones latinoamericanas, una cifra parecida. ¡Ni hablar de los países europeos! En estos y en los Estados Unidos, el número de horas es mucho más grande. Y no cabe duda de que un joven que hace educación física obtiene todas las ventajas destacadas aquí.



Señor Presidente, solo he intervenido para pedirles a los integrantes del órgano técnico mencionado que, entre los tantos proyectos de los cuales les va a tocar ocuparse, este sea un tema que analicen a fondo, y logremos, como un objetivo del Senado, el establecimiento definitivo de un mayor número de horas de educación física que el actual. Pero fijar anticipadamente ese punto por ley, sin haberse efectuado los estudios necesarios o sin contar con la información de que nosotros disponemos, parece aventurado.



¿Por qué se señala que deben contemplarse tres bloques semanales fraccionados? ¿Cuál es el criterio técnico detrás de ello? Comparto la inquietud que se manifiesta. Me parece sano el propósito que se persigue. Mas no tengo los antecedentes que me permitan declarar: “Voy a apoyar una indicación de esa naturaleza”. ¿Cuáles son los estudios que la avalan y qué conviene realmente para aumentar las horas de educación física?



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la Mesa dio lectura hace algunos momentos a lo que el segundo informe de la Comisión contiene respecto del artículo 4º, pero, básicamente, ello se refiere a una indicación del Ejecutivo tendiente a determinar mejores condiciones para el conocimiento de los hábitos de alimentación, no al ejercicio físico.



Considerando con detención la redacción del texto aprobado en el Senado y la del acogido en la Cámara, observo que ninguno de los dos resuelve la cuestión de garantizar que los estudiantes realizarán una actividad física, pero cultivarán también el deporte. El punto no se soluciona de buena manera. Uno de ellos incluye una declaración de intenciones y el otro hace obligatorio un ejercicio físico “que genere alto gasto energético”. No me parece que los términos sean adecuados, porque, seguramente, en muchos establecimientos vamos a tener a los alumnos subiendo y bajando escalas todos los días para cumplir con la norma.



Creo que esta última debería ser despachada por la Comisión Mixta de tal manera que permitiera el aumento de la actividad física, mas canalizada en función de inquietudes deportivas, de alguna especialidad atlética o de alto rendimiento, en fin. Pero no me parece que solo se tenga que disponer un desgaste físico.



Por eso, voy a rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, a fin de que el proyecto sea estudiado en Comisión Mixta, de modo de elaborar una buena redacción y cumplir con el objetivo de los inspiradores del proyecto.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente.



Se están estudiando, como lo expresó el Senador señor Espina, reformas curriculares que van a entrar muy pronto al debate legislativo. Me parece que esta es la instancia donde se debe discutir el asunto y donde se debe precisar qué rol juega la educación física, de qué tipo va a ser: si práctica, si deportiva, si recreativa, o cuál será la más adecuada. No creo que sea ahora la ocasión de hacerlo. Pienso que nos estamos enredando de más.



A mi juicio, lo que ha planteado la Cámara, precisamente por resultar inocuo, no hace más que manifestar una voluntad, la cual estimo que todos compartimos.



Y, por cierto, no se halla en discusión si se debe o no contemplar actividad física deportiva en la educación escolar. Ojalá ello también se extendiera a los adultos y a todos los demás. El Senador que habla, por lo menos, intenta practicarla. Así que esa no es la cuestión. Creo que es cosa de la oportunidad y del lugar.



Por eso, juzgo que es preciso rechazar la proposición de la Comisión, a fin de que se confirme lo despachado por la Cámara y quede el punto entregado a la discusión del proyecto de ley que establece los cambios curriculares.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Para fundamentar mi pronunciamiento, señor Presidente, deseo consignar, primero, un aspecto que no ha sido tocado. Lo menciono porque vamos a votar favorablemente -espero- la exigencia en análisis. El hecho es que hay profesores de educación física solo para educación media, no para enseñanza básica. Y eso requiere una innovación curricular importante, con el objeto de que se cuente con especialistas, con docentes capacitados, para que en la básica no solo se trate de correr alrededor de la manzana del colegio. Eso es algo esencial.



Segundo, respecto de los gimnasios, cabe hacer presente que, en la zona sur, si no existen, no se imparte educación física. Y muchos liceos han sido construidos sin esa dependencia. Ahí se observa un problema práctico por abordar.



Tercero, las horas de clase son de 45 minutos, no de 60 minutos cronológicos. Entre llegar a los camarines y vestirse, el tiempo se diluye mucho.



Entonces, se requiere una política mucho más amplia y profunda, que creo que vamos a ver en educación. Juzgo que lo que abunda no daña al generarse una presión con el objeto de que se contemplen efectivamente las horas necesarias para mantener una vida saludable de nuestros niños.



En ese sentido, voy a votar a favor, señor Presidente, independientemente de las observaciones que pueda compartir respecto de la ubicación de la norma. Creo que ese es el debate: si ella está o no bien ubicada en la ley en proyecto.



Sin embargo, es preciso asociar permanentemente alimentación a salud física. Y eso es lo que hace la iniciativa. Es decir, se ha establecido una relación directa entre el hábito sano de alimentación y las prácticas sanas de ejercicio. Ello se consigna en el texto, al menos como mención, aun cuando la obligatoriedad, la formalidad y lo específico pudieran quedar determinados por una estructura curricular que se señalara en la Ley General de Educación.



Lo que abunde en esta materia, esta vez no daña, en mi opinión. Otras veces sí lo hace.



Por eso, estoy a favor de la disposición.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 16 votos contra 11, se aprueba la proposición de la Comisión en el sentido de rechazar el inciso segundo del artículo 4º, que ha pasado a ser 3º.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Walker (don Patricio).

El señor ESPINA.- No se registró que el Senador que habla votó en contra, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia de ello en la Versión Oficial, Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, en relación con el artículo 5º, que ha pasado a ser 4º en el texto de la Cámara de Diputados, la Comisión recomienda, por tres votos contra uno, rechazar el inciso primero despachado por la otra rama del Congreso, el cual dispone lo siguiente:



“Artículo 4º.- El Ministerio de Salud determinará los alimentos que, por presentar en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sodio u otros, aportan un porcentaje relevante de los valores diarios de referencia. Este tipo de alimentos se deberá rotular con una leyenda específica que informe de tal circunstancia al consumidor. Esta leyenda deberá ser validada con estudios técnicos, que objetivamente confirmen su comprensión, evitando aquellas leyendas o expresiones que puedan llevar a confusión o equívoco en la decisión de compra y consumo.”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el artículo es importante, porque fue parte de un acuerdo con el Ejecutivo.



Una señora Senadora recordó que el proyecto contenía inicialmente el concepto del semáforo. El Ejecutivo nos pidió retirar esa idea y que el aspecto correspondiente quedara establecido en forma reglamentaria. Pero se concordó la redacción que se ha dado a conocer, en el sentido de que, cuando los alimentos son altos en sal, grasa y azúcar, el objetivo de la política y de todas las recomendaciones es que la gente sepa cuándo se exceden esos nutrientes, y solo esos tres, porque son los dañinos para la salud.



El propósito que se persigue es que al menos esté consignada la advertencia de que el alimento que puede comer un niño contiene mucha sal, o mucha grasa, o mucha azúcar. La gente va a decidir, pero lo hará a sabiendas de la existencia de nutrientes críticos y que pueden ser dañinos para la salud. Lo digo porque ello es parte también del elemento central de la rotulación.



Por lo demás, acá se puede modificar lo convenido, como lo señalé. Es un acuerdo formal del Ejecutivo y se encuentra en las actas de la Comisión, habiendo este pedido retirar el rotulado de colores. Lo hicimos. Pero, a cambio, concordamos la fórmula de que se trata, que nos parecía no ser lo que todos queríamos, mas que era todavía aceptable y permitía que la gente supiera, al menos -porque aquí media el derecho a saber: no estamos impidiendo que alguien consuma un alimento con altos contenidos de sal, grasa y azúcar-, que se consumen nutrientes de las características señaladas.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, efectivamente, sostuvimos una conversación con el señor Ministro y se aprobó la fórmula en examen, que reemplaza, en mejores condiciones, la idea del semáforo, rechazada debido a diversas implicancias que presentaba. Por lo tanto, opino que debemos aprobar lo que acordó la Comisión.



Respecto del inciso segundo, sustituido por la Cámara de Diputados, también soy partidario de acoger el criterio del órgano técnico, pues nos parece mucho más clara y útil la forma en que se halla redactada la disposición que aprobó el Senado.



Permítame referirme, señor Presidente, a una discusión que sostuvimos con relación a la norma votada con anterioridad, porque tiene que ver con el punto en análisis.



Se pidió explicar por qué se fija una determinada cantidad de horas de deporte, etcétera. El argumento podemos señalarlo sobre la base de distintos aspectos, pero valga una sola consideración. Según Santo Tomás de Aquino, el consenso universal es criterio de verdad. Y eso lo sabemos muchos. Teniendo presente lo que ocurre en América Latina y lo que dice la Organización Mundial de la Salud, las cifras que en el proyecto contemplamos para la práctica del deporte corresponden a aquellas que se acuerdan prácticamente en todo el mundo, coincidiéndose, uno, en que sean horas separadas; dos, en que la cantidad que se contempla sea el criterio general, y, tres, en que constituyan un mínimo, porque menos que eso casi no incidiría.



Me comprometo a hacerles llegar a los señores Senadores todos los antecedentes de que disponemos sobre la materia.



De otra parte, señor Presidente, el proyecto se discute ahora bastante porque fue muy alegado en la Comisión, en especial sobre aspectos que se han ido descubriendo -como reiteradamente he dicho- poco a poco. Hoy, probablemente, no aprobaríamos lo que teníamos hace seis meses o un año. Es posible que lo actual tampoco perdure por mucho tiempo. Van a ir cambiando las cosas.



Este último podría ser el argumento que sostienen algunos señores Senadores en orden a no hacer nada en la ley porque puede registrarse una modificación. Sin embargo, también se puede oponer otro en contrario: si se fijan criterios en la norma, cual es mi posición, no le entregaríamos a...

El señor PROKURICA.- A un burócrata.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No precisamente, Su Señoría. Estaba pensando en los gobiernos de turno o en las distintas autoridades de establecimientos muy diferentes. Porque lo que queremos es justamente universalizar y uniformar más allá de lo que hoy podrían hacer algunas escuelas. 



Tal razonamiento es también válido -lo entiendo- en cuanto a la imposibilidad de un criterio igual para todos, porque algunos colegios no pueden aplicarlo. Pero la conclusión es la que hemos sostenido: en tal caso, no tenemos que disminuir las horas de deporte, sino resolver la cuestión de los que solo pueden poner en práctica menos horas.



O vendemos el sofá o solucionamos las cosas de otra manera.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saber si estamos discutiendo el artículo 5°.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Presenté mis excusas y pedí permiso para referirme al otro punto, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Disculpe, señor Senador, pero no lo escuché. Lo que pasa es que ello me movió a duda.



Mis Honorables colegas podrán observar en el comparado que tanto en el texto que aprobó esta Corporación cuanto en las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados se hace referencia a los elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sodio u otros. En ambos se encuentran los mismos conceptos, en cuanto a que, en la medida en que un alimento contenga muchas calorías, grasa, azúcar o sodio, es preciso tener cuidado.



¿Cuál es la diferencia entre una redacción y otra? La del Senado se refiere a si el alimento, en sí, contiene mucha azúcar. Pero ¿cómo se mide eso? La de la Cámara, en cambio, se traduce en que se tiene que ver si el azúcar del alimento representa un porcentaje importante del consumo máximo de una persona durante el día.



Entonces, al final es lo mismo, con la salvedad de que, a mi juicio, el texto de la otra rama del Congreso es más correcto, porque un bombón de chocolate, por ejemplo, puede contener mucha azúcar, pero, a lo mejor, en términos de la que se puede consumir durante todo el día, ello es bastante poco. Lo que se señala es que se miden el azúcar, la sal, las grasas y las calorías sobre la base de cuál es el consumo máximo tolerado, o más bien, el consumo normal de un día. En ese sentido, creo que ello es mucho más claro.



Cuando se afirma: “Esto contiene un porcentaje alto de sal, de azúcar o de calorías”, la pregunta es respecto de qué.



Por ejemplo, la mayonesa siempre incluirá un elevado porcentaje de grasa. Que me lo digan no me sirve de nada. Ya lo sé. Pero si me advierten: “¡Cuidado! Este alimento aporta el 50 por ciento de todas las grasas que usted puede consumir en el día”, me están dando una información mucho más útil.



Tanto en la Cámara como en el Senado se ha registrado una preocupación para el efecto de poner luz roja frente a cualquier alimento con demasiadas calorías, grasas, azúcares o sal. La cuestión es cómo considerar que se presenta un índice elevado de algo.



En ese sentido, lo que propone la Cámara de Diputados -es también el criterio que se usa en Europa- resulta bastante más razonable, porque lo que se advierte es: “¡Cuidado! Esto contiene el 50 por ciento del sodio que usted puede consumir al día”, o bien, “¡Cuidado! Esto representa 120 por ciento de las grasas que usted puede ingerir en un día”.



Desde el punto de vista de la persona, entonces, esa es una información mucho más útil que decirle solamente que tal alimento es alto en azúcar o en grasas. Porque, por muy alto que sea en azúcar, por ejemplo, uno no sabe si todo ello realmente lo ingiere al comerse un bombón, diez o veinte. 



En consecuencia, la formulación propuesta por la Cámara de Diputados -reitero- resulta mucho más razonable, por tratarse de una información que la persona puede comprender y aplicar en su vida diaria de mucho mejor manera.



Insisto: aquí no hay ninguna divergencia entre ambas ramas del Congreso en cuanto a que son malos los excesos de grasas, de calorías, de azúcares y de sodios. Toda la diferencia radica en cómo se da la información.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no voy a repetir lo expresado por mi Honorable colega Matthei, porque es precisamente de lo que se trata. La norma de la Cámara de Diputados obedece al mismo criterio de la aprobada por el Senado, pero, a mi juicio, es mejor. No estamos haciendo referencia a inspiraciones distintas. Por lo tanto, creo que Santo Tomás de Aquino nos diría: “Cuando hay una cosa buena, mejor que otra, aprueben la buena.”.



Otra cosa que nos observaría Santo Tomás de Aquino es que la recomendación de un médico resulta muy diferente de la decisión obligatoria que tomen los legisladores. Le tengo mucho respeto a la OMS, pero si mañana vamos a estar legislando acerca de cuántos kilómetros diarios debemos caminar para no ser obesos, creo que nos vamos a estar extralimitando un poco en nuestras atribuciones. Una cosa es recomendar y otra es obligar a la población a algo determinado, y es preciso tratar de mantener una línea bien clara para no abusar del poder que nos confieren los flacos y los obesos.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, la labor legislativa se trata un poco de eso: de intentar promover ciertos cambios de conducta entregando información. Porque, finalmente, la persona es quien ejerce su libertad y decide qué alimento consumir, y en qué dosis, y qué alimento no consumir.



Ahora bien, yo parto por lo político. Como les consta a todos los miembros de la Comisión, esto obedece a un acuerdo al que llegamos. A mí me gustaba más, para ser muy franco, el semáforo. ¿Por qué? Porque es más fácil de entender. 



Quiero aportar un dato que grafica muy bien la importancia de que la información que se entregue sea comprensible y de fácil manejo, considerando que, si ella no motiva un cambio de hábito, no tiene ningún sentido: solo un tercio de las personas lee las etiquetas. Y de ese tercio, la mayoría únicamente ve la fecha de vencimiento.



Entonces, yo entiendo lo que plantea la Senadora señora Matthei: que se establezca una dosis diaria de referencia (DDR): O sea, cuánto es el máximo de un nutriente que se recomienda consumir al día en las comidas. Acto seguido, se podría afirmar: “Este alimento, por cada porción, contribuye en tal porcentaje de la dosis diaria de referencia”. Pero todo eso y la regla de tres resultan muy complejos. ¡Ese es el asunto de fondo!



En consecuencia, el problema es cómo lograr que esto sea altamente comprensible para la gente, considerando que, en virtud de un acuerdo con el Ejecutivo, luego de un gran debate, cambiamos el semáforo por el concepto “alto en calorías”, que es mucho más fácil, más comprensible que lo otro.



Es posible hacerlo, si bien percibo que existen dudas, con informes técnicos y científicos. De hecho, el texto de la Cámara dice: “Este tipo de alimentos se deberá rotular con una leyenda específica que informe de tal circunstancia al consumidor. Esta leyenda deberá ser validada con estudios técnicos, que objetivamente confirmen su comprensión”.




Como se ve, tampoco lo estamos dejando al libre arbitrio del productor, el importador, el fabricante de alimentos.



Me están pidiendo una interrupción, señor Presidente, pero, como estamos en votación, no puedo darla.

La señora MATTHEI.- ¡No nos hallamos votando!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí lo estamos, señora Senadora.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, al momento de votar, me pregunto cuál es el objeto de rotular respecto a las calorías, las grasas, el azúcar, la sal. ¿Es solo para información? ¿Tiene un fin científico o de cambio de hábitos?



Tengo la impresión de que en el proyecto de ley está implícito de que con ello se persigue modificar conductas. No se dirige solo a un público informado que comprende la dosis diaria recomendada, lo cual quizás para algunos de nosotros sería suficiente para cambiar nuestros comportamientos, para saber que no hay que comer el otro bombón, como diría la Senadora señora Matthei, siguiendo su ejemplo.



Yo entiendo, señor Presidente, que la situación que hoy vivimos en las prácticas alimentarias del país hace preciso la modificación de hábitos.



Por ello, me gusta lo que aprobó el Senado. Pues primero considera una sugerencia respecto a cómo debería ser la rotulación. Así, el texto propone utilizar la denominación “alto en calorías”, “alto en sal” u otra equivalente. Me parece más claro un tipo de rotulación que considere al menos estos componentes, y el plantearlo con mayor simpleza, como hace la norma aprobada originalmente por nuestra Corporación, creo que cumple mejor el propósito perseguido. Porque -lo reitero-, entiendo que el objetivo de la rotulación es informar, pero también, cambiar comportamientos.



Es evidente que, de acogerse la sugerencia de la Cámara de Diputados, sucedería que la persona no bien informada tendería a subestimar el daño que le podría ocasionar el consumo de ciertos productos. Porque es posible que uno de los que coma contenga 5 por ciento de la sal recomendada para el día, y, en consecuencia, que no parezca tan perjudicial. Tratándose de comida chatarra, hamburguesas o Cheetos, la verdad es que, si en sus envases aparece solo un porcentaje, no se va a entender de inmediato que uno debería tratar de reducir su ingesta.



En tal sentido, señor Presidente, comparto con la Senadora señora Matthei que técnicamente ambos textos pueden parecer iguales, pero en términos de efectos, si se aspira a cambiar hábitos, resulta mucho mejor el aprobado inicialmente por nuestra Corporación.



Por eso, voto en contra de la modificación introducida por la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, si hemos asumido que este proyecto busca la seguridad alimentaria y la alimentación saludable, y queremos apoyarlo, por las razones que bien ha señalado acá el Senador señor Rossi respecto de muchos niños, en especial de quienes presentan obesidad, y si esperamos obtener algunos cambios conductuales, debemos ser extremadamente claros en la información que entregamos.



Por lo tanto, me parece que lo propuesto por la Cámara de Diputados es razonable, interesante; pero significa una vuelta muy larga, pues hay que saber el porcentaje de nutrientes de cada alimento. Porque alguien podría advertirnos: “Usted está consumiendo el 10 por ciento de lo sugerido para ese producto”; pero, si uno no sabe cuál es el porcentaje de la recomendación,...

La señora MATTHEI.- ¡Pero si lo van a decir!

El señor QUINTANA.-... creo que el ejercicio será muy extenso. Es como cuando uno quiere saber su índice de masa corporal y debe realizar una serie de cálculos. No les podemos pedir eso a los niños, si realmente los queremos proteger.



Aquí, a diferencia de lo que ocurre en materia de educación, los partidarios del semáforo nos hallamos de este lado. La situación se ha invertido. Nosotros pensamos que la información sirve cuando llega a la población en forma directa, especialmente si está dirigida a los menores, y deseamos generar cambios de conducta.



Para tal efecto, resulta mucho más fácil, incluso para la recomendación técnica, decir “Esto es alto en grasa”, “Esto es alto en sal”, “Esto es alto en sodio”, en fin.



Por eso, me quedo con la recomendación de la Comisión de Salud del Senado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en lo personal soy partidario de emplear información muy clara y directa. Las fórmulas y los porcentajes siempre tienden a la confusión y a la manipulación. Y cuando el producto se dirige a niños hay que ofrecer la máxima claridad, para que el adulto decida, pero también el menor.



Los conceptos “alto” o “bajo” no presentan ambigüedad. Los porcentajes, las reglas de tres, son difíciles de comprender, incluso para algunos adultos. Mal que mal, los estudios del Ministerio de Educación señalan que más de 80 por ciento de los chilenos no entienden lo que leen. Entonces, hay que tratar de facilitar la comprensión de la letra chica, especialmente del rotulado. Siento que es una tarea pendiente.



Cuando los alimentos están destinados a los niños, uno debería pensar que el objetivo de la publicidad -que también incluye el rotulado- es lograr la suficiente ambigüedad en la presentación para conseguir la mayor venta del producto, no la información al consumidor. No hay, en la experiencia nacional e internacional, evidencia de propaganda creada en pos de defender a los consumidores. Ella siempre está pensada con miras a vender, a introducir el bien en el mercado y lograr la mayor adhesión de compra.



Por tanto, todo lo que signifique claridad es importante. El concepto “alto en grasas” resulta nítido para todos. Cualquier otra relación tiende a la confusión y, en definitiva, lo que debemos hacer es simplificar.



Esto es muy relevante porque la decisión de compra se hace en una fracción de segundo, en una lectura rápida, no luego de una reflexión. Por tanto, se graba inmediatamente en alguien que opta por adquirir una marca que determine su preferencia.



Por eso, todo lo que signifique claridad, transparencia, y particularmente defender el derecho a la información, es positivo. Y creo que el artículo aprobado por el Senado, que propone la utilización de conceptos claros, como “alto en grasas”, es mucho mejor que el uso de porcentajes o reglas de tres.



Voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos contra 14, se aprueba la proposición de la Comisión de Salud que rechaza la enmienda al inciso primero del artículo 5°, que ha pasado a ser 4°.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, en el inciso segundo del artículo 5°, el texto aprobado por el Senado expresa así:



“La información indicada precedentemente, incluyendo sus contenidos, forma, tamaño, mensajes, señalética o dibujos, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Asimismo, se podrán fijar límites de contenido de energía y nutrientes en los alimentos a que alude el inciso anterior.”.



La Cámara de Diputados propuso sustituir dicho inciso por el siguiente:



“El Reglamento Sanitario de los Alimentos determinará los alimentos a los cuales se aplica el inciso anterior, estableciendo un procedimiento, criterios y plazos para su implementación gradual, que considerará la factibilidad tecnológica de modificar dicha composición, entre otros factores.”.



Por su parte, la Comisión de Salud sugiere, por unanimidad, rechazar tal modificación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la proposición de la Comisión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 14 votos contra 11 y un pareo, se aprueba la proposición de la Comisión de Salud en el sentido de rechazar la enmienda al inciso segundo del artículo 5°, que ha pasado a ser 4°.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Frei (don Eduardo), Girardi, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Chahuán, Espina, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la Comisión de Salud, por unanimidad, propone aprobar la enmienda de la Cámara de Diputados al artículo 5°, consistente en incorporar el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual a ser cuarto:



“El texto de la información indicada precedentemente, incluyendo su contenido, forma, tamaño, mensaje, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ¿no será un “poquito mucho” que esto aparezca dos veces en un mismo artículo?



En realidad, todo el informe de la Comisión de Salud es muy malo. Porque, por un lado, el inciso anterior que acabamos de aprobar dice: “La información indicada precedentemente, incluyendo sus contenidos, forma, tamaño, mensajes, señalética o dibujos, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.”.



Y ahora se propone aprobar que “El texto de la información indicada precedentemente, incluyendo su contenido, forma, tamaño, mensaje, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.”.


No sé por qué desean establecer dos veces lo mismo, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Yo tampoco, Su Señoría.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- No tengo ningún problema en que lo rechacemos.

El señor NOVOA.- Hay que rechazarlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, valoro en forma muy especial lo manifestado por la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, porque si ella hubiera ido a alguna de las sesiones en que discutimos esta materia, nos habría ayudado...

La señora MATTHEI.- ¡Tenía que asistir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos! Ustedes lo hicieron a propósito...

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Usted optó por ello, cuestión que respetamos. Yo mismo la llevé a que estuviera lo menos posible en la Comisión de Salud, porque se hallaba la Ley de Presupuestos de por medio.



Entonces, absténgase de formular esas observaciones, dado que Su Señoría no estuvo presente ni una vez en la Comisión de Salud.

La señora MATTHEI.- ¡Por eso mismo lo estoy diciendo!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Sí, yo le pedí que estuviera en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, porque usted era útil ahí.



En cuanto a la mención que se hace al inciso anterior, debo señalar que ello está sujeto a lo que ocurra en la Comisión Mixta. Por lo tanto, debemos discutir lo propuesto ahora para ser capaces de relacionarlo con lo que suceda en esa instancia respecto a dicho inciso.



Es una cuestión de lógica elemental dentro de la filosofía.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el problema radica en que, si se aprueba lo que propone la Comisión, el inciso tercero nuevo quedará como ley. De tal manera que en la Comisión Mixta no se podría volver al texto despachado por el Senado.



Entonces, me parece que hay que rechazar la modificación de la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



Quienes estén por rechazar el inciso tercero nuevo, deben votar que no; los que estén por aprobarlo, que sí.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, entiendo que usted también es partidario de que llevemos esta materia a la Comisión Mixta, rechazando este inciso, para que puedan discutirse las dos cuestiones allí.



A mí cualquier forma me da igual.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Estoy pareado, Su Señoría, así que no tengo opinión en este caso.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 22 votos en contra y un pareo, se rechaza la proposición de la Comisión de Salud respecto a aprobar la enmienda de la Cámara de Diputados que incorpora un inciso tercero nuevo al artículo 5°.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Frei (don Eduardo), Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, le pido que agregue mi voto en contra, accediendo a su solicitud.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto negativo de Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, en el artículo 6°, que ha pasado a ser 5°, la Comisión de Salud propone rechazar la modificación de la Cámara de Diputados en cuanto a sustituir su texto por el siguiente:



“Los alimentos a que se refiere el artículo anterior, no se podrán expender, comercializar, promocionar, publicitar ni entregar a título gratuito en establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media, ni en los de modalidad educativa especial o diferencial.



“Los auspicios de cualquier marca de alimento podrán hacerse en dichos establecimientos, en la medida en que no vayan asociados a la venta o entrega gratuita de los productos señalados en el artículo 4°.”.



La Comisión de Salud propone rechazar tal enmienda.

El señor LETELIER.- ¡Que se abra la votación!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Comisión rechazó la modificación de la Cámara de Diputados por 3 votos contra 1. No es unánime. Lo señalo para conocimiento de los señores Senadores. 



En discusión. 



Ofrezco la palabra.



Se ha pedido abrir la votación. 



Si le parece a la Sala, así se procederá. 



Acordado. 



En votación. 



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi para fundamentar el voto. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este artículo es muy relevante, porque habla de la publicidad. 



Lo que nosotros establecemos acá es precisamente la prohibición de ofrecer o entregar alimentos a título gratuito a menores de 14 años de edad, así como la publicidad dirigida a ellos. 



Por consiguiente, de lo que debemos proteger a los niños es sobre todo de la publicidad engañosa; es decir, aquella que ofrece productos altos en sal, grasa y azúcar, que se presentan disfrazados o envasados como alimentos y que atraen la atención por sus colores, juegos, stickers, monitos o adhesivos. 



Todos sabemos que los niños, indefensos frente a comidas con elevado contenido de sal, grasa y azúcar, en los que existe una asociación entre color y salud, no entienden que el producto que se les ofrece, aunque sea colorido y contenga juegos, puede ser dañino para su salud. No tienen cómo discernir. 



Eso nos parece muy relevante, porque los menores buscan dichos alimentos por los juegos que traen. Cualquiera que tenga niños chicos sabe que es así. 



En segundo lugar, la norma establece el mismo criterio que siempre hemos aplicado en salud respecto de los menores de 14 años. Así, en el proyecto sobre derechos de los pacientes aprobamos una disposición conforme a la cual los niños menores de esa edad tuvieran una consideración distinta a los de otros grupos etarios, incluso diferente a la de quienes tienen entre 14 y 18 años. 



Por lo tanto, la iniciativa universaliza de cierta manera los criterios que hemos utilizado. 



Pero lo más importante es lo siguiente: aquí se estaría introduciendo la posibilidad de publicitar alimentos o comida chatarra dentro de los colegios, pues se dice: “Los auspicios de cualquier marca de alimento podrán hacerse en dichos establecimientos, en la medida en que no vayan asociados a la venta o entrega gratuita de los productos señalados...”. 



O sea, nosotros debemos proscribir finalmente la publicidad -se lo he escuchado a Senadores de distintos sectores políticos-, lo que aquí estaría siendo violado, porque se usa un subterfugio para llevarla a cabo. Y si hay algo que tenemos que impedir es la publicidad engañosa, porque esos alimentos, definidos como comida chatarra por su alto contenido de sal, grasa y azúcar, se envasan con un etiquetado o envolvente que sugiere que son productos sanos, asociados al juego y a la salud, pero que, además, contienen trampas mortales -así las denominamos- como stickers, monitos y adhesivos. 



En consecuencia, propongo reafirmar el criterio de la Comisión. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Salud consistente en rechazar la sustitución del artículo 6º, que ha pasado a ser 5º, introducida por la Cámara de Diputados (26 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Se abstuvieron los señores Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión propone rechazar los artículos 6º y 7º, nuevos, por 3 votos contra uno; y también el 8º y el 9º, nuevos, por unanimidad, incluidos por la Cámara Baja 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, las normas en cuestión se refieren al mismo punto anterior. 



Por lo tanto, deberíamos aprobar el informe de la Comisión con la misma votación ya registrada. ´

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación. 

El señor NOVOA.- Pero pronunciémonos sobre el conjunto de disposiciones. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los artículos 6º, 7º, 8º y 9º, nuevos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las dos proposiciones.

El señor NOVOA.- Sí, porque se trata de lo mismo. Al final, vamos a tener que revisarlos en la Comisión Mixta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Al parecer, habría unanimidad, por lo que veo, para rechazar la incorporación de estos artículos nuevos.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Salud para rechazar la incorporación de los artículos 6º, 7º, 8º y 9º, nuevos, sugerida por la Cámara de Diputados (27 votos favorables y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, la Comisión propone respecto del artículo 7º, que habría pasado a ser 10, aprobar las modificaciones introducidas por la Cámara para sustituir la expresión “la presente” por la palabra “esta” -en realidad, queda mejor “esta ley”-, y eliminar la expresión “sin perjuicio de las sanciones especiales que se establecen.”. 



En consecuencia, la norma del Senado quedaría: “Las infracciones a las disposiciones de esta ley serán sancionadas de acuerdo al Libro X del Código Sanitario.”. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Me parece que la redacción de la Cámara está bien. 



Por lo tanto, votaré a favor del informe. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La idea es cambiar el término “la presente” por “esta” y eliminar algo que aparentemente estaba repetido.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Salud para acoger las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados respecto del artículo 7º (24 votos favorables y un pareo).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por último, en cuanto al artículo 8º, que habría pasado a ser 11 de aprobarse las disposiciones sugeridas por la otra rama del Parlamento, la Comisión propone por unanimidad acoger la sustitución. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Salud que acoge la sustitución del artículo 8º sugerido por la Cámara de Diputados (22 votos a favor y un pareo), y queda despachado el proyecto en este trámite. 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Prokurica, Quintana, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Propongo a la Sala que los miembros de la Comisión de Salud constituyan la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Así se acuerda.

AMPLIACIÓN DE ESCALAFÓN DE OFICIALES POLICIALES PROFESIONALES EN POLICÍA DE INVESTIGACIONES DE CHILE

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile, con primer informe de la Comisión de Defensa Nacional y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7164-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Informe de Comisión:


Defensa Nacional, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es ampliar el Escalafón de Oficiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile en mil nuevos cargos, mediante el ingreso anual de 200 funcionarios desde el año 2011 al 2015.



La Comisión de Defensa Nacional discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Coloma, Gómez, Prokurica y Patricio Walker.



El texto pertinente se consigna en el primer informe. 



Es menester hacer presente que, una vez aprobada en general, la iniciativa deberá ser analizada en su discusión en particular también por la Comisión de Hacienda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero proponer lo siguiente: como los dos proyectos que siguen en la tabla fueron aprobados por unanimidad en sus respectivas Comisiones -el que nos ocupa y el que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil, donde se resolvió una discrepancia entre la Cámara Baja y el Senado-, pido que nos podamos pronunciar en un solo acto, porque si abrimos la votación para el primero probablemente no reuniremos el quórum para el segundo.



No sé si es posible proceder de esa manera, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Debemos someter a votación uno y después el otro. No podemos hacerlo respecto de los dos al mismo tiempo. 

El señor WALKER (don Patricio).- Bueno, pero ojalá sin discusión. Incluso podría omitir el informe en el de la Policía de Investigaciones, con el objeto de facilitar su despacho, aun cuando estoy disponible para ello. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede hacer el informe, señor Senador.

El señor WALKER (don Patricio).- En 2006 se aprobó una ley que significó implementar un nuevo Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales en la Policía de Investigaciones de Chile y se crearon 1.066 cargos para universitarios y egresados de institutos profesionales en carreras de a lo menos ocho semestres.



El proyecto en debate establece una ampliación del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales en mil nuevos cupos mediante el ingreso anual de 200 funcionarios a contrata durante cinco años, desde 2011 a 2015. Además, incluye el financiamiento de la contratación anual de los aspirantes a Oficiales Policiales en el grado de Inspector mientras dura el período de instrucción, más el aumento de la planta institucional con los nuevos Oficiales Profesionales que egresan anualmente con el grado de Subcomisario.



En el articulado hay dos asuntos que considero relevantes, señor Presidente.



El primero se refiere a que este aumento funcionario permite que los Oficiales Policiales Profesionales accedan a la planta con el grado de Subcomisario, equivalente al de Capitán de Carabineros, por lo que efectuarán una cotización alta a DIPRECA, materia que a todos nos preocupa, evitando con ello una sobrecarga financiera al sistema.



El segundo dice relación a que estos profesionales ingresarán a la planta con una edad que fluctúa entre 25 y 28 años, los que, sumados a los 30 de servicio necesarios para el retiro, logran acercarse a la edad de jubilación de los trabajadores del sector privado. Ese hecho permitirá aumentar en diez años la edad promedio actual de retiro de un detective, generando una menor presión al sistema fiscal.



La iniciativa fue aprobada por la unanimidad de cuatro de los integrantes de la Comisión de Defensa, por lo cual solicito a la Sala acogerla en igual forma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han pedido abrir la votación.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación). 
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica para fundamentar su voto.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la seguridad ciudadana sigue siendo una de las mayores preocupaciones de la comunidad nacional.



El Gobierno del Presidente Piñera ha asumido como un compromiso el aumento de las dotaciones policiales, al igual que lo hiciera hace un mes con el proyecto destinado a aumentar en 10 mil plazas la dotación de Carabineros de Chile. Hoy cumple su promesa de ampliar el escalafón de Oficiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile en mil nuevos cargos mediante el ingreso gradual anual de 200 funcionarios desde el próximo año hasta el 2015.



Como Sus Señorías recordarán, esta fórmula fue implementada durante la Administración anterior, lo que significó que ingresaran a Investigaciones numerosos profesionales egresados de universidades.



De hecho, el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la PDI se implementó en el año 2006. Esta medida posibilitó la incorporación de 1.066 oficiales -lo ha señalado el Presidente de la Comisión de Defensa Nacional- provenientes del reclutamiento y de selección de profesionales universitarios o egresados de institutos profesionales en posesión de un título cuya carrera dure al menos ocho semestres.



Tras un año de estudios, estos profesionales egresaron de la Escuela de la Policía de Investigaciones con similares capacidades a la de los detectives oficiales, ya que esta modalidad permite aprovechar sus competencias y especialidades.



Actualmente, la institución cuenta con un total de 5 mil 485 Oficiales Policiales, de los cuales 4 mil 429 son de línea y 1.056, profesionales. Conforme a estos antecedentes, existe un detective por 2 mil 755 habitantes; no obstante, un nuevo aumento del Escalafón de Oficiales Policiales permitirá reducir esta relación a un policía por cada 2 mil 741 habitantes, acercándose, de esta manera, a los estándares internacionales de un detective por cada 1.800 personas.



Uno de los principales desafíos del actual Gobierno es el combate a la delincuencia. Para ello se ha estimado necesario crear estas nuevas plazas en el referido escalafón con el objeto de procurar una sociedad mucho más segura.



En lo referente a los antecedentes financieros, al igual que un señor Senador que permanentemente repite el lema “Patagonia sin represas” -que no comparto-, cada vez que se tramita un proyecto de ley que aumenta plazas en Carabineros, Gendarmería o Investigaciones, he planteado de manera insistente mi preocupación por la DIPRECA.



En la actualidad, hay un problema muy serio que afecta a funcionarios jubilados y a sus familias, en especial en aquellas Regiones que carecen de hospitales institucionales, por lo cual, definitivamente no cuentan con atención médica. Pedí una explicación sobre el particular y las autoridades de Gobierno manifestaron que los nuevos funcionarios efectuarán una cotización bastante alta, por tratarse de personas que ingresan con edades que fluctúan entre 25 y 28 años, y que ocuparán poco el sistema, pese a cotizar mucho más. Por lo tanto, no debieran generar mayores inconvenientes a la DIPRECA.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no cabe duda de que en la lucha frontal contra la delincuencia estamos todos comprometidos.



El Gobierno tiene un lineamiento muy importante en esta materia. Y me alegro de que se encuentre presente en la Sala el Ministro señor Larroulet, porque considero al asunto bien complejo.



Mis aprensiones respecto del presente proyecto las presenté en su oportunidad en la Cámara de Diputados, y las quiero reiterar ahora.



Efectivamente, se trata de una iniciativa que concita gran interés entre profesionales de distintas áreas. Estamos hablando de que hay 13 mil jóvenes profesionales de 36 carreras distintas postulando para ampliar el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.



A mi juicio, es necesario hacer una precisión acá. Los policías formados desde hace muchos años en la Escuela de Investigaciones también tienen el grado de oficiales. Después de cinco años de estudio egresan como detectives.



El problema radica en que los 1.066 profesionales que se han incorporado en los últimos cuatro años -250 en 2007, el primer año de egreso- llegan hasta el grado de subcomisario luego de un año de formación. Habiendo estudiado sicología, periodismo, cualquier carrera, en un año acceden al grado de subcomisario.



El debate de fondo apunta a la efectividad en el combate a la delincuencia. Y nos encontramos ante una situación bastante riesgosa, cuyas consecuencias pueden ser bien jodidas. Por ejemplo, quien encabeza un procedimiento, el subcomisario -que en este caso es formado en un año, como he señalado-, estará acompañado por dos inspectores, que son, en esencia, quienes cumplen las tareas operativas. ¿Qué ocurre en un tiroteo o en otro acto de combate a la delincuencia? ¿Quién es el jefe? El que fue formado en un año. 



El problema es que a los policías que estudian en la escuela institucional les toma doce años llegar al grado de subcomisario; en cambio, los otros demoran un solo año.



Por eso, creo que ahí necesitamos de parte del Gobierno un estudio un poquito más profundo. En 2008 se efectuó uno externo -en mi opinión, completamente insuficiente-, que concluye que esta medida es importante, porque disminuye la sobrecarga laboral; que esta incorporación constituyó un aporte; que se proyecta una carrera a largo plazo y otras cosas generales; que significará aumentar en 25 por ciento la dotación de oficiales de la Policía de Investigaciones, pero -insisto- con el problema que he planteado.



A lo anterior tenemos que agregar que la planta de la institución es extremadamente restringida y estrecha. El policía formado en la escuela, que estudia cinco años para salir como detective, en tres años sube a subinspector y recién en quince puede llegar al grado de subcomisario. La presente medida significará, en cerca de ocho años, más de 2 mil oficiales profesionales, de los cuales 1.500 accederán al grado de comisario, es decir, a la toma de decisiones. El proyecto en análisis podría establecer que estas personas irán a labores administrativas -por ejemplo, un biólogo, al área de laboratorio-, pero no: ellos egresan como subcomisarios y van a la calle, a practicar procedimientos. Yo me pregunto: ¿Están preparados para combatir el narcotráfico, para dirigir a gente que lleva doce años en la institución?



En verdad, me parece que hay muchas interrogantes en esta materia.



Le pido al Gobierno que encargue un estudio externo que nos señale si efectivamente estamos avanzando en la buena senda que todos esperamos para luchar contra la delincuencia. De lo contrario, no estoy dispuesto a respaldar esta iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, deseo destacar dos puntos del proyecto en debate, desarrollados por algunos parlamentarios con anterioridad.



En primer lugar, nos encontramos ante una forma de enfrentar el crimen muy precisa, comprometida y complementaria con la aprobación que el Senado efectuó hace unos días de 10 mil nuevos carabineros para nuestro país.



Considero que se trata del modo más eficiente de cumplir con esta parte del combate contra la delincuencia. Sabemos que existe una tarea de prevención, pero también una de sanción y otra de rehabilitación.



Claramente, la lucha contra el crimen ha enfrentado serios problemas, en parte por el déficit de profesionales de esta naturaleza.



Estamos ante el cumplimiento de un compromiso de programa que al parecer es comúnmente valorado y que, a mi juicio, apunta en el sentido correcto.



De manera adicional, esta medida constituye la ratificación de un sistema probado hace algunos años por primera vez, que consiste en incorporar a profesionales en forma directa al servicio, lo que ha resultado muy positivo. Y en cuanto a lo señalado por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, quiero dejar en claro que esta materia fue estudiada y probada en su momento. Porque dentro del análisis efectuado en la Comisión se le preguntó al Director General de la PDI cómo había funcionado el sistema.

El señor PROKURICA.- ¡Que existe desde el 2006!

El señor COLOMA.- Que ya lleva cuatro años, como bien dice el señor Senador. Y ha funcionado en forma muy eficiente. Por eso se reitera este modo de hacer las cosas, que permite una eficiencia bastante potente en el uso de los recursos del Estado. Y ha sido comúnmente aceptado y valorado por Investigaciones, que, en esa lógica, ha mejorado sus índices, gracias, precisamente, a su mayor capacidad profesional. En el informe correspondiente Sus Señorías pueden encontrar la división por tipo de profesionales en distintos ámbitos y campos, lo que ha hecho posible una mejor tarea en el enfrentamiento de la delincuencia.



Por eso, señor Presidente, este es un proyecto importante, útil de aprobar, porque claramente constituye una señal potente a favor de la seguridad ciudadana.



Adicionalmente, al hacer las cosas de esta forma se aprovecha la capacidad profesional instalada. La alternativa es llevar adelante preparaciones de cuatro, cinco años, que pueden ser relevantes para algunos efectos, pero, obviamente, este complemento apunta en el sentido correcto.



Por lo expuesto, señor Presidente, vamos a aprobar el proyecto, haciendo presente que se trata de un paso muy significativo para hacer las cosas bien en materia de seguridad pública.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, valoramos todo lo que signifique mejorar la condición del combate a la delincuencia, particularmente en la PDI.



Ha habido importantes reformas respecto de Carabineros de Chile. Se aumentó su planta en 10 mil efectivos para los próximos tres años, con lo que en este período de gobierno se completará un incremento de planta sustantivo. Y también se han incorporado profesionales.



Además, desde el 2006 han ingresado a la PDI 1.066 profesionales con el grado de oficiales, con motivo de la creación del Ministerio Público.



La pregunta que uno se debe hacer es cuál es la dotación que requiere Investigaciones para satisfacer la demanda de la tríada de seguridad pública formada por la policía, los tribunales y los fiscales y también Gendarmería.



En la actualidad, su planta no alcanza los 11 mil funcionarios (exactamente, tiene 10 mil 678) y su presencia en las comunas solo abarca el 32,8 por ciento. Existe una fuerte demanda por efectivos de la institución en todas ellas, por la exigencia de seguridad ciudadana. La percepción de la población es que la PDI investiga. Como decía Nelson Mery: “Investigar para detener y no detener para investigar”. Se trata de una práctica que parece saludable a la luz del respeto de los derechos humanos de las personas.



Pienso que lo planteado por el Senador Quintana debe tener un correlato. Me hubiera gustado contar con la presencia del Director General de Investigaciones a fin de preguntarle si es efectivo lo manifestado por mi colega en cuanto a que con un año de formación los nuevos oficiales saldrán a la calle -me preocupan, por cierto, la seguridad y la capacidad- y, en especial, si ellos egresan con un grado que los funcionarios de carrera obtienen en doce años. Eso es alarmante. 



Me parece conveniente una asimilación que permita el ingreso de profesionales necesarios para la institución, pero no vaya en desmedro del ascenso de oficiales de línea. Es un tema que debiera quedar aclarado. Porque si un profesional, con un año de formación policial, está en condiciones de acceder al mismo grado que un funcionario de carrera con doce años de antigüedad, se puede producir una odiosa discriminación.



Señor Presidente, soy autor de una modificación legal -aprobada con el apoyo de todo el Congreso- que desde hace ya cuatro años permite que quienes ingresan a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas (Aviación, Armada, Ejército), de Investigaciones y de Carabineros accedan al crédito fiscal, de manera que, una vez egresados como subtenientes, por ejemplo, puedan comenzar a pagar su carrera.



Lo anterior posibilita que cualquier joven con vocación de servicio público y de pertenecer a las Fuerzas Armadas, con el legítimo derecho de todo joven, pueda ingresar a una de las instituciones castrenses sin importar el bolsillo de sus papás, su condición socioeconómica, sino solo su capacidad. Ello ha hecho posible que numerosos muchachos con verdadera vocación estén hoy en sus filas y puedan ser en el futuro generales, almirantes o director de Carabineros o Investigaciones.



Me alegra mucho, porque beneficia a las Fuerzas Armadas y a las instituciones policiales, dotándolas de los mejores jóvenes que produce la patria para seguir esta opción, similar a estudiar carreras como ingeniería, derecho, arquitectura, pedagogía. La vocación por la carrera militar también requiere las mayores facilidades, para que ingresen a ella los mejores y todos los que quieran elegirla.



Sin embargo, me preocupa una cosa.



Los nuevos profesionales se incorporarán a la institución a contrata. El Senador Prokurica señala en el informe -lo leo- que la nueva dotación no constituirá otro peso para DIPRECA.



Por su intermedio, señor Presidente, quiero consultar a mi colega si esta carga adicional no agravará los problemas de dicho organismo.

El señor PROKURICA.- No, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Así me parece a mí también. Pero, siendo de esa forma, me gustaría saber si la condición a contrata considerará el pago de imposiciones, incluida la salud. Es lo que correspondería, pues no sería justo que quedaran en situación de desmedro. Si vamos a incorporar nuevos oficiales a la Policía de Investigaciones, no sería aceptable que quedaran discriminados con beneficios inferiores a los de sus colegas. Si en actos de servicio se exponen a un riesgo vital o de sufrir lesiones deberían tener acceso a la misma atención médica que sus pares. No se puede discriminar entre oficiales de primera y de segunda clase, menos en el cuidado de la salud.



Voto a favor del proyecto, independientemente de las indicaciones que puedan salvar las dudas que tengo.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, al igual que en un proyecto que aprobamos recientemente, relativo a Carabineros de Chile, concurrimos con nuestros votos favorables a la idea de legislar porque, desde mi punto de vista, la incorporación de profesionales a las instituciones contribuye a mejorar la capacidad, efectividad y operatividad de la policía, tanto civil como uniformada.



Sin embargo, entiendo que este proyecto forma parte de  un conjunto de iniciativas desarrolladas en nuestro país bajo la idea de que la lucha contra la delincuencia tiene un aspecto esencialmente represivo.



Espero que en el futuro seamos capaces de estudiar una nueva oleada o etapa de iniciativas que pongan el acento en el aspecto preventivo y que permita abocarnos a la prevención y la rehabilitación y evitar que los establecimientos carcelarios se hallen atestados de ciudadanos y ciudadanas, en virtud de una neurosis generada en la sociedad y de una enorme presión pública que hacen imposible el ejercicio del derecho a la libertad provisional, pasando por encima del derecho a la presunción de inocencia, entre otros.



Ello provoca una espiral que entiende la lucha contra la delincuencia como una sucesión de encarcelamientos de personas que al final hace insostenible la existencia de un sistema carcelario eficiente, capaz de responder a la necesidad de dignidad a que tiene derecho todo individuo de la especie humana.



Confío en que no vuelvan a ocurrir hechos tan nefastos como los acaecidos en el penal de San Miguel, donde a las personas no solamente se les niega la libertad, sino también el derecho a la dignidad y, más trágicamente aún, el derecho a la vida.



Pienso que la incorporación de jóvenes profesionales a Investigaciones ayudará al mejoramiento de su capacidad. Y, mientras mejor sea la policía, mejor funcionará el país.



Desde ese punto de vista, apoyo el proyecto. 



Sin embargo, señor Presidente, estimo que los trágicos acontecimientos ocurridos la semana pasada constituyen una severa llamada de atención a la sociedad política. No puede entenderse que la lucha contra la delincuencia signifique un progresivo encarcelamiento de chilenos y chilenas porque, al final, las cárceles se van a abarrotar.

El señor NAVARRO.- ¡Ya están abarrotadas!

El señor ESCALONA.- Claro, ya están abarrotadas y hacinadas.



Y el flagelo de la delincuencia tampoco se resuelve transformando a todas las personas en carabineros o detectives.



Siento que ese es un problema pendiente.



Asumo que el proyecto en debate todavía forma parte de una cierta visión que se ha impuesto sobre la materia: aquella que se funda sobre la mentalidad y el concepto de reprimir, de la mano dura, del encarcelamiento.



Sin embargo, señor Presidente, espero que seamos capaces de abrir una nueva etapa: la de la prevención y la rehabilitación.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente,  al igual que muchos de mis colegas, no dudo -como creo que nadie en esta Sala- acerca de la necesidad de fortalecer nuestras políticas de seguridad ciudadana. Sin embargo, soy de las que creen que no debemos quedarnos solamente en las palabras y sí avanzar, reiterativamente, en una política bastante integradora que ponga mayor acento en la prevención.



No voy a entrar a opinar sobre los dramáticos sucesos de la cárcel de San Miguel, a los cuales ya se refirió el Senador Escalona, que nos dejan un cuestionamiento muy fuerte. Ya hemos solicitado una sesión especial al respecto, donde tendremos oportunidad de hablar detenidamente del tema carcelario.





Es cierto que el proyecto puede estar bien orientado -y en principio lo compartimos- en cuanto a que la Policía de Investigaciones se enriquezca con el aporte que realicen profesionales jóvenes egresados de carreras como ingeniería, derecho, periodismo, sicología, en fin. 



La complejidad de las investigaciones es cada día mayor. Hay nuevos delitos, como el cibercrimen. La brigada a cargo de su persecución cumple un objetivo fundamental. Otro ejemplo son los ilícitos ambientales, que requieren un alto grado de especialización.



Entiendo que el proyecto ayuda a reducir el déficit existente en esos ámbitos a través del aporte complementario que efectuarán los nuevos profesionales.



Sin embargo, mi preocupación apunta a las dudas planteadas por el Senador Quintana. A mí no me gustaría que esta iniciativa significara menoscabar la carrera de policías con gran vocación que han estudiado cinco años. Sabemos que cada vez postulan a la entidad más jóvenes, hombres y mujeres, y que la selección es dura y exigente, debido a que la capacidad de absorción de la escuela institucional es bastante menor.



Subrayo que hay que tener mucha vocación para entrar hoy a la Escuela de Oficiales de la Policía de investigaciones de Chile. Y, considerando que para egresar de ella se requieren cinco años de formación profesional y rigurosa, parece razonable preguntarse si resulta justo que jóvenes profesionales incorporados al organismo por otra vía obtengan el mismo grado después de solo un año de capacitación.



El Senador Quintana, con entera razón, advertía que eso a lo mejor iba a generar un conflicto a la hora de determinar las jerarquías de cada uno o de realizar un operativo en la calle.



Afortunadamente, como decía mi colega el Senador Prokurica, esta innovación está pensada de tal manera que los nuevos oficiales no constituyan una carga mayor para DIPRECA, la cual, si no fuera así, reventaría, pues ya no da para más. Eso lo comparto absolutamente.



Pero otra duda que me asalta es si estas personas, igual que los demás funcionarios de la PDI -y esto forma parte de una discusión más profunda-, van a poder jubilar con 20 años de servicios. Es algo que todavía no se ha resuelto. Sin embargo, si así fuera, un joven ingresado a los 25 años podría jubilar a los 45.



Lo anterior no haría sino aumentar explosivamente la conflictiva situación que se observa en nuestra población pasiva, que evidentemente crece en la medida en que envejece. Todos sabemos que aquí existe cierto tratamiento especial. Desde hace tiempo que se viene sugiriendo extender la edad de jubilación de los miembros de las Fuerzas Armadas. 



Es un asunto -reitero- que no está del todo resuelto y en el cual a mí me asiste la duda.



Así que, si bien es cierto que hay que apoyar el proyecto por las razones mencionadas -de aporte; de complementariedad; de, probablemente, otra mirada frente a la investigación de nuevos delitos que surgen en el campo informático y en una sociedad donde los desafíos medioambientales y de otro tipo son cada vez más importantes-, me habría gustado que hubiera concurrido a esta sesión, en primer lugar, el Ministro del Interior. 



Me parece que temas de esta relevancia no debieran ser discutidos en la Sala del Senado sin la presencia de los respectivos Secretarios de Estado. Y habla mal del Gobierno, cualquiera que sea su signo, cuando no envía a uno de sus representantes a contestar las dudas que uno tiene sobre la materia.


Me habría gustado escuchar al titular del Interior referirse exactamente a los planteamientos que formulamos con el Senador Quintana. Y hago mío también lo que el colega expuso en primera instancia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Finalizó su tiempo, Su Señoría.



Tiene un minuto para concluir la idea.

La señora ALLENDE.- Termino en treinta segundos, señor Presidente.



No obstante lo anterior, votaré a favor de la idea de legislar, pero quiero que quede constancia de las dudas referidas. Ojalá alguna autoridad pudiera absolverlas. Y, en todo caso, que ello no sea en perjuicio de los Oficiales que desarrollan la carrera esforzadamente durante cinco años, porque eso sería inaceptable.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de terminar la votación, tiene la palabra el Honorable señor Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, solo voy a referirme a algunas preocupaciones que se han planteado.



En primer lugar, con relación a lo señalado por la Senadora señora Allende, debo expresar que si una persona ingresa al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales entre los 25 y los 28 años de edad, tiene que cumplir 30 años de servicio para jubilar. O sea, podrá acogerse a retiro a los 65-68 años, lo que se asimila bastante a la regla general para los trabajadores del sector privado.



En segundo término, respecto de la preocupación que legítimamente ha manifestado...

La señora ALLENDE.- Pero si se incorpora a los 25 años,...

El señor WALKER (don Patricio).- Entra a los 25-28 años, porque tiene que haber cursado una carrera con una duración mínima de ocho semestres. Y debe tener 30 años de servicio...

La señora ALLENDE.- Entonces jubilaría a los 55 años de edad, no a los 65.

El señor WALKER (don Patricio).- Después de cumplir 30 años de servicio, como establece la legislación.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señora Senadora, no puedo aceptar diálogos porque estamos en votación.

El señor WALKER (don Patricio).- Eso figura en el informe.



Termino de inmediato, señor Presidente. 



Respecto de la aprensión del Senador Quintana, aclaro que los nuevos cargos son un complemento. La institución cuenta con 16.678 funcionarios. En 2006, cuando se creó el Escalafón de Oficiales Policiales, se incorporaron 1.066 personas con título emitido por una universidad u otra casa de estudios superiores. El presente proyecto posibilita el ingreso de 1.000 más. 



O sea, la iniciativa complementa lo ya realizado. Funcionó bien el año 2006. ¿Por qué? Quiero especificar bien el punto: porque se trata de  gente que estudia por lo menos ocho semestres -cuatro años- en el mundo universitario, más un año que debe cursar en la Escuela de Investigaciones, al igual que los demás profesionales de la PDI, que estudian cinco años.



¿Qué pasa? Lo explicaré con palabras simples, porque es importante.



Primero, los nuevos Oficiales Profesionales accederán a la planta con el grado de Subcomisario. ¿Por qué razón? Porque les posibilita percibir un ingreso suficiente, lo cual incentiva el ingreso de profesionales.



Daré dos ejemplos: ingeniero informático. La PDI investiga los delitos cibernéticos, los relativos a la pornografía infantil, a las falsificaciones y fraudes que ocurren en los bancos. Y para eso es muy útil contar con ingenieros informáticos.



Hoy día, el Centro de Asistencia a Víctimas de Agresiones Sexuales (CAVAS) está dando hora para un año más para efectuar peritajes por delitos sexuales contra menores. 



También se requieren psicólogos.



Se trata de labores muy importantes de la Policía de Investigaciones. 



Repito: la ampliación propuesta es un complemento, no un sustituto. 



Considero legítima la aprensión y preocupación del Senador Quintana. Pero esa es la explicación que se nos dio en las sesiones de la Comisión de Defensa Nacional.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el ejemplo mencionado por el Senador Walker nos permite mirar más en profundidad el asunto y expresar en qué se traduce.



Efectivamente, el Centro de Asistencia a Víctimas de Agresiones Sexuales necesita psicólogos, sociólogos y otros profesionales del área humanista. Pero esas especialidades no se ejercen en la calle.



Es cierto que esta tarde no se encuentra en la Sala ningún personero de Gobierno. Y concuerdo con el colega Navarro en que hubiese sido bueno contar también con la presencia del Director de Investigaciones para debatir el proyecto y examinar en profundidad el estudio que se realizó el año 2008. Existen muchas dudas sobre la materia. Sería conveniente elaborar uno nuevo.



La cuestión radica, señor Presidente, en que aquí nadie ha puntualizado que los profesionales aspirantes a Oficiales Policiales ingresan a la Escuela de Investigaciones con el grado de Inspector y después de un año egresan con el grado de Comisario. 



Pero, ¿cómo se distribuyen esos 2.066 profesionales?: 35 Prefectos, 294 Subprefectos, 1.487 Comisarios y 250 Subcomisarios. 



Es decir, pura jefatura. Y todos deberán cumplir funciones en la calle para llevar a cabo los procedimientos policiales. Y quien va a cargo del personal en esos vehículos blancos, con letras azules que dicen “PDI”, es el funcionario de más alto grado y de mayor antigüedad.



O sea, puede ser un Subcomisario con el título de Asistente Social y un año de formación en la Escuela de Investigaciones. Por lo tanto, se ignora cuántas veces pasó por el polígono de tiro; si participó antes en otros operativos; qué experiencia posee -¿se fijan Sus Señorías?- como para tomar decisiones en terreno.



Ese es el punto. Y, en definitiva, es incluso la seguridad de esos funcionarios y, por supuesto, la eficacia del procedimiento policial lo que queda en duda.



Los argumentos que más he escuchado aquí de parte de los partidarios del proyecto se refieren a DIPRECA -me parece bien, aunque a lo mejor ese aspecto se podría abordar en otro momento-; pero como él modifica la Ley de Plantas de la Policía de Investigaciones, debiésemos aplicar un mínimo de justicia para los funcionarios que se han formado durante 5 años en la Escuela institucional y que -insisto- después de 12 años llegan al grado de Subcomisario, versus estos jóvenes -sin duda, son necesarios; la mirada de los profesionales de 36 especialidades distintas que postularán ahora resulta indispensable para la PDI-, a quienes les costará solo un año alcanzar dicho grado, y que llegan a tomar decisiones.



El asunto es superpreocupante, señor Presidente. Por eso, hemos conversado con el Senador Navarro y varios otros colegas y resolvimos abstenernos en esta votación. 



Además, no contamos con algún representante del Ejecutivo para que aclare todas las interrogantes planteadas sobre esta iniciativa tan importante y de primerísima prioridad para el Gobierno y para todo el país.

El señor NAVARRO.- ¿Dónde están los Ministros?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, se está votando en general el proyecto. De modo que quedan cordialmente invitados a la Comisión para el trámite de discusión en particular. Allí podrán exponer sus observaciones.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, tal vez parezca extemporáneo lo que voy a decir, pero habría preferido que se suspendiera la votación mientras no tuviéramos en la Sala la presencia del Ministro del ramo.



Cuando se discutió la materia, en 2006, me tocó venir al Congreso en calidad de Ministro del Interior. Explicamos en la Sala por qué se creaba el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales. Y una de las razones que se entregaron fue que iban a cumplir funciones complementarias y que, por supuesto, con el tiempo, después de un entrenamiento permanente, podrían incorporarse plenamente a sus funciones.



Es bueno que los Secretarios de Estado concurran a estos debates. No puede ser que estemos tratando un proyecto de tanta trascendencia sin la presencia del Ministro respectivo.

El señor PROKURICA.- Estuvo aquí hace diez minutos.

El señor CHAHUÁN.- Sí, estaba en la Sala.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pero ahora, no. Y debería estar. Porque la iniciativa aborda una materia delicada sobre la cual se han formulado diversas observaciones. Estoy seguro de que el Ministro se halla en condiciones de responderlas. 

El señor GIRARDI.- Tendrían que haber concurrido el Ministro de Defensa y el del Interior.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Claro. Los dos, mientras no se modifique el Ministerio del Interior y la PDI quede bajo la tuición del Ministerio de Seguridad Pública.



Insisto en que, si de mí dependiera, habría suspendido la votación.



Espero que en el trámite de segundo informe de la normativa  contemos con la presencia de ambos Secretarios de Estado, pues hoy solo la estamos votando en general.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y 5 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón, y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Allende y los señores Girardi, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se debe fijar plazo para formular indicaciones.



¿Sugiere alguna fecha, Honorable señor Walker?



El señor WALKER (don Patricio).- Dos semanas, señor Presidente: los primeros días de enero de 2011.

La señora RINCÓN.- El lunes 3 de enero.

El señor PROKURICA.- Muy bien.



--Se fija como plazo para presentar indicaciones el 3 de enero de 2011, a las 12.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación corresponde entrar al Tiempo de Votaciones. Pero no hay quórum para adoptar acuerdos.



Por lo tanto, procederé a levantar la sesión.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole información acerca de IMPLEMENTACIÓN DE INTEGRACIÓN TARIFARIA ENTRE METROTRÉN Y TRANSANTIAGO, y a los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Presidente de la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A., pidiéndoles antecedentes sobre PREPARACIÓN DE CONDUCTORES REEMPLAZANTES EN METRO DE SANTIAGO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de plantearle REVERSIÓN DE LICITACIÓN PARA OPERAR BARCAZA “PADRE ANTONIO RONCHI” Y MANTENIMIENTO DE SITUACIÓN ACTUAL; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que disponga la búsqueda de FÓRMULA PARA CONTINUACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES EN REGIÓN DE AYSÉN Y OTRAS ZONAS DEL PAÍS. 



Del señor LETELIER:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, para que informe acerca de ORIGEN DE PROPIEDAD FISCAL EN ISLA DE PASCUA Y COMPROMISOS DEL ESTADO CON FAMILIAS RAPANUÍS; al señor Comandante en Jefe de la Armada, con el propósito de que remita copia de CATASTRO DE PROPIEDADES ENTREGADAS MEDIANTE TÍTULOS PROVISORIOS A FAMILIAS RAPANUÍS.



A los señores General Director de Carabineros y Director General de la Policía de Investigaciones, con el objeto de que informen sobre PROCEDIMIENTO POLICIAL EN ISLA DE PASCUA EN CUMPLIMIENTO DE RESOLUCIÓN JUDICIAL; al Juzgado de Garantía de Isla de Pascua, requiriéndole ANTECEDENTES SOBRE PROCEDIMIENTO POLICIAL DE 3 DE DICIEMBRE DE 2010 EN COMUNA DE HANGA ROA, y al señor Director del Hospital de Hanga Roa, para que informe sobre PACIENTES INGRESADOS CON FECHA 3 DE MES EN CURSO Y SUS LESIONES. 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:24.









Manuel Ocaña Vergara,
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN Proyecto de ley que regula LOS ACTOS ELECTORALES DE CHILENOS EN EL EXTRANJERO
(7358-07)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de ley que regula el voto de los chilenos desde el extranjero.
I. VOTO DESDE EL EXTRANJERO: PARTE DE LA AGENDA DE PERFECCIONAMIENTO Y PROFUNDIZACIÓN DE NUESTRA DEMOCRACIA

Nuestro país realizó en el pasado reciente una exitosa transición a la democracia, que destacó por su carácter pacífico y por los amplios acuerdos que marcaron su desarrollo. Hoy nuestro régimen político se encuentra plenamente consolidado y es reconocido como uno de los que mejor funciona en el continente.

Sin embargo, resulta necesario continuar perfeccionando y profundizando nuestra democracia, motivo por el cual el Gobierno de la Coalición por el Cambio ha convertido a esa tarea en uno de sus siete ejes prioritarios.

El estudio nacional de opinión pública “Auditoría de la democracia”, efectuado por un consorcio de prestigiosos centros de estudios de nuestro país y publicado recientemente, da cuenta de la imperiosa necesidad de este esfuerzo. Así, muestra que solo un 26% estima que la democracia funciona en Chile bien o muy bien, frente a un 56% que piensa que lo hace regular y a un 16% que cree que lo hace mal o muy mal. Por otra parte, el mismo estudio indica que la confianza en algunas instituciones políticas fundamentales es menor que el deseable. Un 42% tiene mucha o bastante confianza en el Gobierno, un 28% en el Congreso y un 15% en los partidos políticos.

Mi Gobierno ha diseñado, por consiguiente, una nutrida agenda de reformas políticas, cuyos objetivos apuntan en tres direcciones principales. Por una parte, busca facilitar el ejercicio de los derechos de participación política con los que cuentan hoy los ciudadanos. Enseguida, se propone abrir nuevos canales de participación. Y, por último, persigue incrementar la transparencia de los procesos políticos y del funcionamiento del Estado, lo que, por su parte, redunda en una participación más informada y de mejor calidad.

En cuanto a la apertura de nuevas vías de participación, destacan medidas como la instauración de la iniciativa ciudadana de ley y de primarias voluntarias y vinculantes para la selección de candidatos a cargos de elección popular. En lo que se refiere al incremento de la transparencia, cabe mencionar, entre otras, la decisión de aprobar una ley sobre fideicomiso ciego, de perfeccionar el deber de ciertas autoridades y funcionarios de declarar sus bienes e intereses, de fortalecer el funcionamiento del Consejo de la Transparencia y de crear una Unidad de Cumplimiento de los Compromisos Presidenciales.

En lo que dice relación con facilitar el ejercicio de los derechos de participación ya existentes, ámbito en el que se inscribe la iniciativa que ahora someto a vuestra consideración, destacan, además de ella, el establecimiento de un sistema de inscripción automática en el Registro Electoral –que se sumará a la voluntariedad del voto, ya acordada por amplia mayoría en una reforma constitucional- y la decisión de facilitar la realización de plebiscitos comunales y consultas no vinculantes.

Este proyecto de ley, como queda dicho, se suma también a este último afán y busca que muchos chilenos que se encuentran en el extranjero puedan ejercer su derecho a sufragio desde el exterior.

II.
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTO DE LOS CHILENOS DESDE EL EXTRANJERO Y SUS FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley se encuentra íntimamente vinculado al proyecto de reforma constitucional que, con el mismo propósito, he presentado también ante este Honorable Senado.

Dicho proyecto de reforma constitucional busca, ante todo, añadir un nuevo inciso al artículo 13 de la Constitución Política de la República, con el propósito de permitir el ejercicio del sufragio desde el extranjero a los ciudadanos chilenos que mantengan vínculos con Chile.

La determinación de quienes podrán hacer ejercicio de ese derecho desde el extranjero se basa en una clara distinción entre los criterios usados para atribuir la nacionalidad y los empleados para determinar la titularidad del derecho a sufragio.

Nuestra Constitución es generosa en cuanto a la concesión del derecho a la nacionalidad a los chilenos que se han radicado en forma permanente en el extranjero. Éstos la conservan aún cuando adquieran otra nacionalidad, siempre que no renuncien a la chilena ante una autoridad de nuestro país. Además, se reconoce la nacionalidad chilena a los hijos y nietos de los chilenos nacidos en el extranjero. Todos ellos tienen diferentes derechos como el de obtener cédula de identidad y pasaporte chilenos; el de acceder a la protección de nuestros Consulados; el de ingresar a Chile cuando lo deseen y de quedarse a residir en nuestro país.
El derecho a sufragio aparece, en cambio, vinculado antes a la residencia que a la nacionalidad, por una razón muy sencilla. Una de las mayores ventajas de la democracia radica en que los gobernantes sean elegidos por todas las personas adultas que serán imperadas por aquéllos. Por eso, nuestra Constitución permite el voto de los extranjeros residentes en Chile, pues ellos quedarán sujetos a la autoridad de nuestros gobernantes y deberán cumplir las normas que ellos dicten y soportar las cargas y deberes que ellos impongan en el legítimo ejercicio de sus atribuciones.

Por ello también nuestra Constitución exige que los chilenos nacidos en el extranjero y los que obtengan la nacionalidad por gracia se avecinden a lo menos un año en Chile para poder votar. Y por ello nuestro ordenamiento jurídico contemplaba hasta ahora solo la posibilidad de ejercer el voto desde Chile.

Mi Gobierno ha decidido ir más allá e instaurar el voto desde el extranjero, pero solo para aquellos chilenos que mantengan vínculos con Chile, porque es a ellos a quienes afectará directamente el resultado de las elecciones y quienes tendrán, por lo mismo, la posibilidad y los incentivos apropiados para adoptar una decisión informada y responsable. Que puedan intervenir en las elecciones aquellos que no soportarán sus consecuencias transgrede, a nuestro juicio, uno de los principios que dan sentido a la democracia.

Ahora bien, el proyecto de reforma constitucional aludido deja entregada la determinación de varios puntos a una Ley Orgánica Constitucional, que es precisamente la que propongo en el presente proyecto. Esos puntos que este proyecto busca regular, en conformidad al proyecto de Reforma Constitucional, son los siguientes: 1) Elecciones y plebiscitos en que será posible votar desde el extranjero; 2) Vínculos con Chile que permitirán ejercer ese derecho; 3) Forma de realizar la votación desde el extranjero.

III.
LEGISLACIÓN COMPARADA
El derecho a sufragar desde el extranjero es un fenómeno relativamente reciente que se ha generalizado a contar de las décadas de 1980 y 1990. Ejemplos de países que contemplan el voto desde el extranjero se encuentran por todo el mundo, así como legislaciones que no lo consideran.

La mayoría de los ejemplos que encontramos en la experiencia comparada nos muestra una amplia variedad en cuanto a los requisitos impuestos por los países para ejercer el derecho a sufragio desde el extranjero. Ellos se refieren a materias tan variadas como los grupos de personas facultadas para votar desde el extranjero, los requisitos que deben cumplir, el tipo de elección en que pueden participar y la forma y lugar en que pueden emitir su sufragio.

En efecto, uno de los requisitos de mayor relevancia es aquel que determina la calidad de las personas como electores. Existen países que disponen que solo muy determinados connacionales residentes en el exterior pueden participar de los procesos eleccionarios. Así, la legislación de Bangladesh especifica que solo pueden votar desde el extranjero aquellos funcionarios de gobierno en ejercicio de funciones oficiales; por su parte, Irlanda, Israel y Lesotho permiten que participen desde el exterior, en sus respectivos procesos eleccionarios aquellos ciudadanos que cumplan misiones oficiales en el extranjero, de carácter diplomático o militar.

Asimismo, uno de los requisitos más comunes que restringen el ejercicio del sufragio desde el extranjero dice relación con el cumplimiento de condiciones de temporalidad. En este punto, la regla general es que los países que presentan legislación sobre voto desde el exterior no disponen de tiempos mínimos ni máximos para ejercer dicho derecho. No obstante ello, existe un grupo de países que imponen este requisito de temporalidad. Así, existen legislaciones que señalan un límite de tiempo, el cual, de ser sobrepasado, no permitirá que se participe del proceso eleccionario. Así, es posible encontrar el caso del Reino Unido, con un límite de 15 años de residencia en el extranjero; Australia, con 6 años; Canadá, con 5 años; Nueva Zelanda 3 años. En otros casos, lo exigido es una estancia provisional fuera del territorio, como sucede con Gibraltar y las Islas Malvinas, sin que su legislación califique la extensión del mismo. Por último, existen legislaciones que exigen un tiempo mínimo de residencia fuera del país para poder ejercer el derecho a sufragar desde el exterior. Aquel es el caso de Senegal, que exige residencia en el exterior de, al menos, 6 meses.

Cabe destacar que dentro de los países que exigen el cumplimiento de un requisito de temporalidad se encuentran varias de las democracias más exitosas del planeta.

En cuanto al tipo de elecciones, interesante resulta señalar que en la mayoría de los países que contemplan el voto desde el extranjero, solo se aplica a un tipo de elección, ya sea presidencial o legislativa. Tal es el caso de Brasil, Ecuador, Honduras, México, Panamá y República Dominicana, en que se permite el voto desde el extranjero solo para las elecciones presidenciales; y Alemania, Australia, Bélgica, India, Japón, Reino Unido, República Checa, Turquía, Sudáfrica y Países Bajos, entre otros, en que se permite el voto desde el extranjero solo en las elecciones legislativas. Un número menor de legislaciones lo extienden a dos o más variantes, a saber, legislativas y presidenciales o éstas últimas o las elecciones legislativas junto con consultas nacionales. Como ejemplos de ello podemos nombrar a Argentina, Bulgaria, Filipinas, Israel, Rumania y Senegal, que lo extienden a las elecciones legislativas y presidenciales; o bien, Francia, Lituania y Mali, que permiten el voto desde el extranjero tanto para las elecciones presidenciales como para las consultas nacionales; y Canadá, Hungría, Italia, Suecia, Letonia y Estonia, que lo permiten para las elecciones legislativas y consultas nacionales.

En lo que dice relación con la forma  y lugar en que pueden emitir los ciudadanos su voto desde el extranjero, existen países como Bélgica, que ofrecen diversos métodos, mientras otros solo cuentan con una modalidad. Algunas opciones son más costosas que otras o bien ofrecen mayores garantías de seguridad y rapidez, pero en general se reducen a tres las principales modalidades: Voto personal, en el recinto de una misión diplomática u otro habilitado al efecto, como ocurre con Argentina, Hungría y Sudáfrica; Voto postal, en que el elector recibe por correo la documentación para votar devolviéndolo por dicha vía al país de origen, como es el caso de Canadá, Noruega, México y Suiza; y Voto por medios electrónicos, ya sea por internet, teléfonos fijos o móviles, como utilizan países como Francia y los Países Bajos.

Por su parte, son escasos los ejemplos que no contemplan restricciones al derecho a voto desde el extranjero, pero en todos ellos el nivel de participación de electores desde el extranjero es mínimo en comparación con la población que vive, ya sea temporal o permanentemente, en el extranjero. A modo de ejemplo se puede citar el caso de Francia, en el referéndum de mayo de 2005, con una participación que alcanzó solo el 33% de los electores con derecho a voto desde el extranjero; o el caso de Suecia, país en el cual existen 115 mil ciudadanos suecos facultados para votar desde el extranjero, pero que en las elecciones generales del año 2002, solo votó el 27,7% de ellos.

Mención aparte merece el caso de España, cuyo sistema electoral desde el extranjero es de máxima generosidad, pues los españoles que residen en el exterior tienen derecho a ser electores y elegibles, en todos y cada uno de los comicios, en las mismas condiciones que la ciudadanía residente en el Estado español. No obstante ello, la participación de los electores desde el extranjero no ha sido la esperada. En efecto, en las elecciones legislativas del año 2008, tenían derecho a voto desde el extranjero 1.205.132 españoles, pero solo participaron en los comicios 382.479, esto es, el 32% de ellos. Menor aún fue la participación del electorado desde el extranjero para las elecciones municipales del año 2007, que alcanzó un escaso 6%.

IV. CONTENIDO ESPECÍFICO DEL PROYECTO
Junto con establecerse un procedimiento para que los chilenos y chilenas que se encuentran fuera del territorio nacional puedan sufragar desde el país en que se encuentren, se establecen las condiciones y forma en que se ejercerá este derecho.

Para ello, el proyecto cuenta con 6 artículos, el primero de los cuales incorpora un Título XII a la Ley N° 18.700, que trata sobre las votaciones desde el extranjero, su ámbito de aplicación, los actos preparatorios, el acto electoral propiamente tal, normas sobre escrutinios de los sufragios emitidos en el exterior, reclamaciones electorales, mantenimiento del orden público durante el proceso eleccionario en el exterior, las sanciones y procedimientos judiciales y disposiciones varias.

El artículo 2° del proyecto establece una norma transitoria que permite el voto de los ciudadanos chilenos con derecho a sufragio que hayan tenido que abandonar el país entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990.

El artículo 3° incorpora un Título XIII a la ley N° 18.700, sobre las Juntas Electorales en el Exterior.

El artículo 4° modifica el Código Orgánico de Tribunales.

El artículo 5° establece el financiamiento de los mayores gastos que el presente proyecto de ley implique.

Y, finalmente, el artículo 6° establece que la ley comenzará a regir 60 días después de su publicación.

a.
Actos electorales y plebiscitarios en los cuales los ciudadanos con derecho a sufragio pueden votar desde el extranjero
Se establece que los chilenos y chilenas que se encuentran fuera del territorio nacional, podrán ejercer su derecho a voto desde el extranjero en las elecciones presidenciales y plebiscitos nacionales.

b.
Circunstancias que constituyen vínculo con Chile
Como regla general, se establece que podrán sufragar desde el extranjero los ciudadanos con derecho a voto que se encuentren o estén residiendo temporalmente fuera del país y que dentro de los últimos ocho años hayan permanecido dentro de Chile por un periodo continuo o discontinuo de al menos cinco meses.

También se establece que podrán emitir su sufragio desde el exterior quienes estén trabajando para el Estado de Chile o para organizaciones internacionales en las que Chile sea Estado miembro, su cónyuge, padres e hijos menores de 25 años que vivan con él en el extranjero; quienes estén cursando estudios de educación superior o posgrado en el extranjero y hasta dos años después de terminados esos estudios, y su cónyuge; quienes hayan efectuado cotizaciones previsionales por al menos tres años en los últimos cinco años; quienes hayan ejercido su derecho a voto dentro de Chile en las últimas dos elecciones presidenciales; y quienes hayan obtenido un Premio Nacional en virtud de la ley N° 19.169, ley N° 19.712 o ley N° 20.405.

c.
Derecho a emitir su voto desde el extranjero de los Exiliados
En esta materia se agrega un artículo transitorio que otorga el derecho a emitir el sufragio desde el extranjero a los ciudadanos chilenos con derecho a voto que hayan tenido que abandonar el país entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, por un periodo continuo de al menos tres años y que sean considerados como exiliados por la ley N° 18.994. El mismo derecho tendrán sus hijos, cónyuge y el padre o madre de sus hijos de filiación no matrimonial, quienes también deberán ser ciudadanos chilenos con derecho a sufragio.

d.
Forma en que se emitirá el derecho a sufragio desde el extranjero
Se hacen aplicables tanto a los actos preparatorios como al acto eleccionario, las mismas normas que rigen para las votaciones en Chile. Sin embargo, hay algunas adecuaciones que es importante destacar, tales como que los ciudadanos con derecho a sufragio que deseen emitir su voto desde el extranjero deberán elevar una solicitud al Servicio Electoral, ya sea directamente o bien a través del respectivo Consulado.

Cada Consulado constituirá una Circunscripción Electoral, salvo aquellos casos en que se estime necesario reunir dos o más Consulados o bien separar a uno, en dos o más Circunscripciones Electorales.

Se entrega al Cónsul la facultad de determinar a través de los medios más idóneos las formas de difusión e información en el extranjero del acto eleccionario respectivo, respetando las características del país extranjero y la Convención de Viena de Derechos Consulares.

En consecuencia, y en mérito de lo expuesto precedentemente, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Incorpórese el siguiente Título XII a la ley N° 18.700, pasando el actual Título Final a ser el Título XI:
“TITULO XII

DE LAS VOTACIONES DESDE EL EXTRANJERO

Párrafo 1º
Del ámbito de aplicación
Artículo 182.- Las disposiciones del presente Título regulan los procedimientos para la realización de actos eleccionarios en el extranjero.

Artículo 183.- Podrán emitir el sufragio desde el extranjero, en las elecciones en que corresponda elegir Presidente de la República y en los plebiscitos regulados en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República, los ciudadanos con derecho a sufragio, que se encuentren o estén residiendo temporalmente fuera del país y que dentro de los últimos ocho años hayan permanecido dentro de Chile por un periodo continuo o discontinuo de, al menos, cinco meses.

Artículo 184.- Podrán también emitir su sufragio desde el exterior en las elecciones y plebiscitos señalados en el artículo anterior, sin sujeción a los plazos establecidos en esa misma disposición, los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren o estén residiendo fuera del país a la fecha de la elección o plebiscito, y respecto de los cuales concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1. Estar trabajando para el Estado de Chile. El mismo derecho tendrán su cónyuge, sus padres y sus hijos menores de 25 años que vivan con él en el extranjero.

2. Estar trabajando para organizaciones internacionales en las que Chile sea Estado miembro. El mismo derecho tendrán su cónyuge, sus padres y sus hijos menores de 25 años que vivan con él en el extranjero.

3. Estar cursando estudios de educación superior o postgrado en el extranjero y hasta dos años después de terminados esos estudios. El mismo derecho lo tendrá su cónyuge que viva con él en el extranjero.
4. Haber efectuado cotizaciones previsionales durante al menos tres años en los últimos cinco años, en cualquier sistema previsional chileno, como trabajador dependiente, independiente o voluntario. El mismo derecho lo tendrá su cónyuge que viva con él en el extranjero.

5. Haber ejercido su derecho a voto dentro de Chile, en las últimas dos elecciones presidenciales. Se considerará cumplido el requisito, si ha ejercido su derecho en al menos una votación de cada elección presidencial.
6. Tratarse de un ciudadano chileno de destacada trayectoria que haya obtenido un Premio Nacional en virtud de la ley N° 19.169, o de un Premio Nacional del Deporte de Chile en virtud del artículo 79 de la ley N° 19.712, o el Premio Nacional de Derechos Humanos en virtud de la ley N° 20.405.
Artículo 185.- Quienes cumplan las circunstancias señaladas en los artículos 183 y 184 de esta ley, deberán solicitar por escrito al Servicio Electoral, que se les autorice a emitir su sufragio desde el extranjero en la forma que establece este Título.
La solicitud deberá indicar la ciudad en que se encuentre en el extranjero y el Consulado a cuya jurisdicción pertenece, y ser presentada ante el Servicio Electoral, no antes de ciento ochenta días, ni después de ciento cuarenta días de antelación a la elección o plebiscito.
La solicitud podrá ser presentada en el Consulado Chileno que corresponda al lugar de residencia del interesado, en los mismos plazos señalados en el inciso anterior, debiendo remitirla el Consulado al Servicio Electoral para su aprobación.

El Consejo del Servicio Electoral dictará normas generales para efecto de establecer la documentación y medios de prueba para el cumplimiento de las circunstancias señaladas en los artículos 183 y 184.

Las solicitudes deberán ser aprobadas o rechazadas por el Director Ejecutivo del Servicio Electoral, en conformidad a las normas generales señaladas en el inciso anterior, con ciento veinte días de antelación a la elección o plebiscito, debiendo informar por correo al solicitante sobre el resultado.

Artículo 186.- Cada Consulado constituirá para efectos de esta ley una circunscripción electoral en el extranjero.
El Servicio Electoral por resolución fundada podrá autorizar que un Consulado comprenda más de una circunscripción electoral cuando se cumplan las siguientes condiciones:

1) Existan ciudades dentro del territorio del jurisdiccional del Consulado a una distancia que impida el traslado de los electores el día de la elección, respecto de la ciudad sede del Consulado,

2) Exista un número de solicitudes de electores que residan en dicha ciudad que lo haga aconsejable, y
3) Así lo recomiende el Ministerio de Relaciones Exteriores.
Artículo 187.- Respecto de los electores cuya solicitud para votar en extranjero haya sido aprobada, el Servicio Electoral para efectos de conformar el Padrón Electoral señalado en el artículo 29 de la ley N° 18.556, procederá a eliminarlos del Padrón Electoral correspondiente a la Circunscripción del domicilio electoral del elector, en Chile, e incorporarlos a un Padrón Electoral por cada circunscripción electoral del extranjero correspondiente a la ciudad o Consulado donde se encuentre, que formará parte del Padrón Electoral mencionado en el Párrafo 1° del Título II de la ley N° 18.556.

La asignación de estos electores al Padrón Electoral de cada Consulado se hará en orden alfabético, estableciendo Padrones de Mesas Receptoras de Sufragios de no más de 350 electores.

Los Padrones Electorales que se usarán en el extranjero, solo tendrán validez para la elección presidencial o plebiscito respecto de la cual fueron preparados.

Artículo 188.- Las funciones y atribuciones que esta ley confiere a las Juntas Electorales, en el caso de votaciones en el extranjero, corresponderán a las Juntas Electorales en el Exterior, establecidas en el Título XIII de esta ley.

Artículo 189.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares. Se entenderá también que cada Consulado donde se haya autorizado a votar a los electores que lo soliciten, constituirá para todos los efectos una Circunscripción Electoral.

Artículo 190.- Todas las necesidades de difusión e información en el extranjero establecidas por esta ley, se entenderán cumplidas a través de los medios más idóneos que determine el Cónsul por resolución fundada, considerando las características y circunstancias del país respectivo y la Convención de Viena de Derechos Consulares, tales como:
a) Afiches impresos,

b) Folletos informativos,

c) Páginas Web oficiales del Estado de Chile, y
d) Diarios impresos.

Los afiches se colocarán en lugares destacados y de acceso al público del Consulado y los folletos informativos se pondrán a disposición del público en la mayor cantidad de lugares con afluencia de chilenos.
Párrafo 2º
De los actos preparatorios
Artículo 191.- Serán aplicables a los actos preparatorios de las elecciones en que procedan votaciones en el extranjero, las normas del Título I de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.

Artículo 192.- Las Juntas Electorales en el Exterior velarán por la difusión de las cédulas electorales con las cuales se sufragará y sus características, conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 29. Esta difusión se llevará a cabo en la forma establecida en el artículo 190.

Artículo 193.- Se prohíbe, en el extranjero, toda otra propaganda electoral que no sea aquella que consista en cualquier material que los candidatos envíen o entreguen directamente a los electores.

La infracción de lo dispuesto por el inciso anterior podrá ser denunciada por cualquier elector ante el Consulado respectivo, el que deberá remitirla al tribunal competente, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la denuncia, acompañando los medios de prueba en que se funde.

Artículo 194.- Las mesas receptoras de sufragios en el exterior se compondrán de tres vocales elegidos de entre los ciudadanos registrados en los Padrones de Mesa respectivos y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.

Para la designación de los vocales se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 41 y siguientes, el trigésimo día anterior a una elección presidencial o plebiscito. Para estos efectos, se formará una lista con diez nombres, cinco de los cuales serán escogidos por el Presidente y cinco por el otro integrante de la Junta.

Artículo 195.- Los vocales sorteados para integrar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero en las elecciones de Presidente de la República, deberán desempeñar esa función en las segundas votaciones que tengan lugar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la Constitución Política de la República.
Artículo 196.- Para los efectos de la constitución de las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, los vocales deberán reunirse el día anterior al acto eleccionario o plebiscitario en que les corresponda actuar, en el lugar y la hora que determine la Junta respectiva, lo que deberá difundirse de acuerdo a lo establecido en el artículo 190.

Artículo 197.- Habrá un local de votación donde funcionarán las mesas receptoras de sufragios, en  cada ciudad donde exista una circunscripción electoral en el extranjero, que será determinado por la Junta Electoral,  prefiriendo al Consulado en aquellas ciudades donde tenga su sede. 
Artículo 198.- Será responsabilidad del Cónsul la instalación de las mesas receptoras en los locales designados, debiendo proveer las mesas, sillas, urnas y cámaras secretas necesarias.

Artículo 199.- En cada local de votación funcionará, desde el segundo día anterior a la elección o plebiscito, una Oficina Electoral dependiente de la Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Con todo, el día de la votación, la Oficina Electoral funcionará en el local de votación.

El Delegado designado por el Presidente de la Junta Electoral, deberá ser un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores o un empleado de nacionalidad chilena, de la respectiva Misión Diplomática o Consulado de Chile. Solo a falta de los anteriores, el Delegado podrá ser cualquier ciudadano chileno, registrado en los Padrones de las Mesas respectivas sorteado de entre una quina compuesta por los cinco electores más calificados determinado por la Junta. En ningún caso el nombramiento podrá recaer en el Embajador.
El Delegado tendrá las facultades y funciones señaladas en los números 1, 2, 3, 4 y 5 del artículo 54, y no tendrá derecho a dieta si se trata de un funcionario remunerado por el Servicio Exterior.
Corresponderá, asimismo, al Delegado, recibir al término de cada escrutinio de mesa, el sobre que contiene copia del acta de escrutinio a que se refiere el inciso 6 del artículo 72, cuya información deberá remitir al Servicio Electoral, por el medio más expedito de transmisión de datos que este servicio disponga, sin perjuicio de remitir la copia física al Servicio Electoral a través de la valija especial que deba despachar el Cónsul conforme al artículo 205.
Artículo 200.- Para la provisión de los útiles electorales a las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, el Servicio Electoral los remitirá sellados por medio de valija diplomática al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, correspondiendo a éstos su resguardo, traslado y entrega al Delegado de cada local.
Párrafo 3º
Del acto electoral
Artículo 201.- Serán aplicables a las votaciones que tengan lugar en el extranjero, las normas sobre Acto Electoral del Título II de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.

Artículo 202.- En todos los casos que la ley dispone la intervención de la fuerza pública durante el acto electoral, el Presidente de la Mesa Receptora de Sufragios en el extranjero se limitará a dejar constancia en el Acta de los hechos acaecidos, sin perjuicio de efectuar las comunicaciones que fueren procedentes para la realización de las denuncias que correspondieren.

Artículo 203.- En los casos de disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del sufragante en el extranjero, corresponderá a la mesa determinar si sufraga o no, dejando constancia en el Acta.

Artículo 204.- En las votaciones que se efectúen en el extranjero, los sobres a que se refiere el inciso cuarto, quinto y sexto del artículo 72 se dirigirán al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones el primero, al Servicio Electoral el segundo y al Delegado del Local el tercero.
Artículo 205.- Concluido el escrutinio por Mesas, el Secretario y el Presidente de la mesa receptora de sufragios remitirá los sobres señalados en el inciso 4 y 5 del artículo 72, que contienen copias del acta de escrutinio al Cónsul. Este los hará llegar en forma separada al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral. El sobre señalado en el inciso 6 del artículo 72 se remitirá en el menor plazo posible al Delegado del la Junta Electoral en el local de votación.
Los Cónsules deberán confeccionar una valija diplomática especial que contendrá un sobre sellado con las actas dirigidas al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y otro sellado con las actas dirigidas al Servicio Electoral, incluyendo la que reciba del Delegado conforme al inciso cuarto del artículo 199. La valija será remitida para ser entregada en la forma en el menor plazo posible a los destinatarios.

Artículo 206.- Firmadas las actas, los Delegados de Juntas Electorales remitirán en paquete al Cónsul, los Padrones de Mesa que hubiere tenido a su cargo, los sobres a que se refiere el artículo 73, y los demás útiles usados en la votación. Cada paquete será sellado, se anotará la hora y será firmado por los vocales de la Mesa.

Artículo 207.- Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la elección o plebiscito, el Cónsul enviará por valija diplomática especial todos los sobres y útiles recibidos al Servicio Electoral. El envío se hará en paquetes separados por cada Mesa Receptora, que indicarán en su cubierta el Consulado y ciudad a que correspondan y el número de Mesa respectivo.

Artículo 208.- Se prohíbe la divulgación en Chile de los resultados electorales que se produzcan en el exterior antes de las 19 horas, hora de Chile continental, del día de la respectiva elección.
Párrafo 4º
De las normas sobre Escrutinio de los sufragios emitidos en el exterior y de los Colegio Escrutadores de votos en el extranjero
Artículo 209.- Para efectos de proceder al escrutinio general de los sufragios emitidos en el extranjero, existirá uno o más colegios escrutadores especiales, constituidos cada uno de ellos por los miembros de una de las Juntas Electorales de la Región Metropolitana y un secretario.
Para efectos de lo anterior, el Director del Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada que deberá publicarse en el Diario Oficial, con a lo menos veinte días de anticipación a aquel en que se deba celebrar una elección, el número de colegios escrutadores que existirán, individualizando la Junta Electoral que lo constituirá y asignando a cada una de ellas un número determinado de mesas. La asignación de mesas se iniciará por la Junta Electoral Primera de Santiago y se continuará según el orden correlativo.

Artículo 210.- Recibida por el Servicio Electoral, la transmisión de los datos del acta de escrutinio de cada mesa de sufragios en el extranjero, en virtud de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 199, procederá a ingresarlos al sistema computacional señalado en el inciso primero del artículo 76 bis.
Ante este proceso de ingreso de datos, se podrán acreditar apoderados por los partidos políticos o candidatos independientes de todos los locales de votación que funcionan en el extranjero, como si se tratara de una oficina electoral en Chile.

Artículo 211.- Los colegios escrutadores de votos en el extranjero se constituirán a las 14:00 horas del día miércoles siguiente al de la elección.

Para efectos de realizar las funciones señaladas en los artículos 87 al 89, los colegios escrutadores de votos en el extranjero utilizarán como actas de escrutinio de las mesas del extranjero, los originales contenidos en los sobres que señala el inciso quinto del artículo 72, que les remita el Servicio Electoral después de haberlas recibido de la valija diplomática especial establecida en el artículo 205.
Artículo 212.- En el evento que los Colegios Escrutadores de votos en el extranjero no hubiesen terminado su escrutinio el día miércoles siguiente a la elección, por faltar actas originales de mesas, continuarán su función el día jueves siguiente. Si el día jueves persistiere la ausencia de actas, completarán su escrutinio utilizando la información sobre resultado de las mesas que le hubiese sido transmitida al Servicio Electoral conforme al inciso cuarto del artículo 199, dejando constancia de tal situación en las actas respectivas.
Párrafo 5º

De las Reclamaciones Electorales en el exterior

Artículo 213.- Las normas relativas a las reclamaciones electorales señaladas en el Título IV de esta ley, serán aplicables a los hechos y actos ocurridos en los procesos electorales que se efectúen en el extranjero que pudieren haber viciado las elecciones y plebiscitos.

Artículo 214.- Las reclamaciones de nulidad y las solicitudes de rectificación de resultados relacionadas con mesas en el extranjero se presentarán directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones o a través del Consulado respectivo.
Artículo 215.- Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad, se presentarán en estos casos dentro de los seis días siguientes a la elección o dentro del día siguiente al término de trabajo de los Colegios Escrutadores de votos en el extranjero, según lo que sea mayor.

Este mismo plazo regirá para la presentaciones de reclamaciones de votos emitidos en Chile, cuando en conjunto con la reclamaciones emitidas en el extranjero, se fundamenten en que de acogerse los reclamos o rectificaciones, se daría lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de las que habrían resultado si la manifestación de la voluntad electoral hubiere estado libre del vicio alegado.

Párrafo 6º

Del mantenimiento del orden público en el exterior

Artículo 216.- Corresponderá a los Cónsules, conforme a sus facultades, adoptar las providencias necesarias para permitir y resguardar el libre acceso a los locales en que funcionen las mesas receptoras de sufragios en el extranjero y evitar aglomeraciones.

Artículo 217.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y mesas receptoras de sufragios deberán conservar el orden y la libertad de las votaciones que se efectúen en el extranjero y dispondrán las medidas conducentes a ese objetivo, en el lugar en que funcionen.
Asimismo, el Delegado de la Junta Electoral velará por la conservación del orden y el normal funcionamiento dentro de la Oficina Electoral a su cargo.

Artículo 218.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragios deberán velar por el libre acceso al recinto en que funcionen e impedir que se formen aglomeraciones en las puertas o alrededores que entorpezcan el acceso a los electores.

Ante la reclamación de cualquier elector, los Presidentes ordenarán disolver esas aglomeraciones. Si no fueren obedecidos, podrán suspender las funciones de la Junta o Mesa Receptora respectiva.
Artículo 219.- En caso de aglomeraciones, manifestaciones o incidentes graves que impidieren el desarrollo del acto electoral, el Presidente de la Junta Electoral solicitará al Jefe de Representación Consular o Cónsul, que recurra al auxilio de la fuerza pública del país respectivo, ajustándose en todo caso, al ordenamiento legal correspondiente y a las normas del derecho internacional.

Artículo 220.- Si la Junta o la mesa se hubieren visto en la necesidad de suspender sus funciones, las reiniciarán dejando constancia en las actas de los hechos que dieron lugar a la suspensión.

En el caso de una mesa receptora de sufragio, su Presidente suspenderá la votación hasta que se restablezcan las condiciones de orden y libertad necesarias para continuar la emisión y recepción de sufragios. La votación suspendida se continuará en el mismo día hasta los límites horarios que señala el artículo 68.
El Presidente dará, en todo caso, aviso de su determinación al delegado de la Junta Electoral respectiva.
Párrafo 7º
De las sanciones y procedimientos judiciales
Artículo 221.- Sin perjuicio de las normas establecidas en el Título VII de esta ley, se aplicarán a las faltas y delitos establecidos en esta ley cometidos en el exterior, las reglas especiales que prescriben los artículos siguientes.
Artículo 222.- Tratándose de infracciones a las disposiciones de esta ley cometidas en el exterior, para las que se establezca la sanción de multa a beneficio municipal, se aplicará multa de igual entidad a beneficio fiscal.

Artículo 223.- En caso que un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, de una Embajada o Consulado chilenos, incurriere en las faltas del artículo 130, sin perjuicio de las sanciones allí contempladas, el Subsecretario de Relaciones Exteriores deberá ordenar la instrucción del sumario administrativo correspondiente. En casos de reincidencia, se aplicará la medida disciplinaria de destitución.
Artículo 224.- Los miembros de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragio en el exterior que tomen conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de faltas o delitos previstos en esta ley, ocurridos en los procesos electorales que tengan lugar en el extranjero, dejarán constancia de los mismos en las actas que correspondan.

Los Presidentes de las Juntas y de las mesas deberán comunicar los hechos referidos al Servicio Electoral, para que éste los ponga en conocimiento del Tribunal competente.
Artículo 225.- Será competente para conocer de las infracciones señaladas en los artículos 144 y 193, cometidas en el extranjero, el Juez de Policía Local del Primer Juzgado de Policía Local de la comuna de Santiago.

Respecto de los delitos previstos en esta ley que se cometan en el extranjero, se aplicarán las normas de competencia del Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 226.- Los Presidentes de Mesas Receptoras de Sufragios en el exterior cumplirán la obligación señalada en el artículo 152, comunicando los hechos y responsables al Cónsul respectivo, quien los transmitirá a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta efectúe las denuncias que procedan.
Párrafo 8º
Disposiciones varias
Artículo 227.- En materia de independencia e inviolabilidad, será aplicable en el extranjero, el artículo 154.

El artículo 156 solo será aplicable en caso que el empleador sea el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, las Misiones Diplomáticas y los Consulados Chilenos.

Artículo 228.- En caso que los partidos políticos o los candidatos independientes, según corresponda, establezcan sedes y nombren apoderados para las votaciones que deban efectuarse en el exterior, deberán ajustarse a las normas del Párrafo 2º del Título VIII de esta ley.
Artículo 229.- Tratándose de los locales de votación que funcionen en el extranjero, la obligación establecida en el artículo 165 corresponderá a los respectivos Presidentes de Juntas Electorales.
Artículo 230.- El Servicio Electoral deberá habilitar en su respectivo sitio Web, una página en la que se mantenga permanentemente actualizada toda la información legal y práctica en relación con el ejercicio del voto de los chilenos en el extranjero, así como un sistema de consultas para resolver las inquietudes previas a un acto eleccionario.”.
Artículo 2°.- Incorpórese el siguiente artículo transitorio a la ley 18.700, de Votaciones Populares y escrutinios:
“Artículo 23.- Los ciudadanos con derecho a sufragio que hayan tenido que abandonar el país, entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, por un período continuo de, al menos, tres años y que sean considerados como exiliados por la ley 18.994, podrán ejercer su derecho a sufragio desde el extranjero aplicándoseles lo señalado en los artículos 185 y siguientes del Título XI de esta ley. El mismo derecho tendrán sus hijos, su cónyuge y el padre o madre de sus hijos de filiación no matrimonial, quienes también deberán ser ciudadanos con derecho a sufragio. La condición de exiliado deberá acreditarse ante el Servicio Electoral lo que podrá hacerse a través de un Consulado.”

Artículo 3°.- Incorpórese el siguiente Título XIII a la ley N° 18.700:

“TITULO XIII

De las Juntas Electorales en el Exterior

Artículo 231.- En cada Consulado, habrá una Junta Electoral presidida por el Cónsul e integrada, además, por otro funcionario del Servicio Exterior o, en caso de no haberlo, por un funcionario de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores o, en su defecto, por un empleado chileno del Consulado o misión diplomática, designado por el Presidente de la Junta, en el que recaerá la función de secretario.
Solo a falta de los anteriores, el Delegado podrá ser cualquier ciudadano chileno, registrado en los Padrones de las Mesas respectivas sorteado de entre una quina compuesta por los cinco electores más calificados determinado por Cónsul.

En ningún caso el nombramiento podrá recaer en el Embajador.

En cada ocasión que haya un cambio de alguno de los miembros de la Junta, se dejará constancia en un acta firmada por todos ellos.

Las Juntas Electorales en el exterior celebrarán sus sesiones en la sede de los respectivos consulados y sus miembros estarán obligados a asistir.
Para los efectos del cumplimiento de sus funciones como miembros de las Juntas Electorales, los funcionarios de los consulados estarán sujetos solo a las instrucciones impartidas por el Director del Servicio Electoral, no pudiendo intervenir otra autoridad.
Artículo 232.- Las Juntas Electorales en el exterior ejercerán sus funciones en el territorio del Estado extranjero en que tenga su sede el respectivo Consulado.

Artículo 233.- Las Juntas Electorales en el exterior quedarán sujetas a las obligaciones a que se refiere el artículo 56.
Artículo 234.- Para los efectos del funcionamiento de las Juntas Electorales en el exterior, no serán considerados hábiles los feriados legales del Estado en que aquellas tengan su asiento.

Artículo 235.- Toda comunicación oficial y todo envío de materiales, cualquiera sea su naturaleza, entre el Servicio Electoral o Tribunal Calificador de Elecciones y los consulados o las Juntas Electorales en el exterior, se hará a través de valijas diplomáticas bajo la supervisión del Ministerio de Relaciones Exteriores.”
Artículo 4º.- Agréguese al artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, el siguiente Nº 11, nuevo:

”11.- Los establecidos en la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y los sancionados por el Título XII de la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, cometidos por chilenos o por extranjeros al servicio de la República.”.
Artículo 5°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Servicio Electoral.

Artículo 6°.- La presente ley comenzará a regir 60 días después de su publicación en el Diario oficial.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, 
Ministro del Interior.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Felipe Larraín Bascuñan, Ministro de Hacienda.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro 
Secretario General de la Presidencia.
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR A LAS SEÑORAS MARÍA DE LOS ÁNGELES COVARRUBIAS Y MARÍA ELENA HERMOSILLA, A LOS SEÑORES ANDRÉS EGAÑA, GASTÓN GÓMEZ Y ÓSCAR REYES, Y, ASIMISMO, A LOS SEÑORES HERNÁN VIGUERA Y JAIME GAZMURI, COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN 

(S 1317-05)

DE:
Sebastián Piñera Echenique


Presidente de la República

A:
Señor Jorge Pizarro Soto


Presidente del H. Senado

1.- De acuerdo a la ley Nº 18.838, el Consejo Nacional de Televisión será integrado por once miembros, diez de los cuales son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado y duran en sus cargos ocho años, pudiendo ser designados por nuevos periodos. La ley establece que los Consejeros se renovarán por mitades cada cuatro años.

2.- A través del decreto supremo Nº 56, de 2001, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó en dicho cargo a don Herman José Manuel Chadwick Piñera, don Jorge Donoso Pacheco, don Jorge Carey Tagle, don Sergio Luis Marras Vega y doña Consuelo Valdés Chadwick, por el periodo de 8 años.

3.- Por decreto supremo Nº 27, de 2005, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se aceptó la renuncia del señor Marras Vega y se designó como reemplazante a don Mauricio Tolosa Soza por el periodo restante. Luego mediante decreto supremo Nº 111, de 2007, se nombró como Consejera a doña María Elena Hermosilla Pacheco en la vacante producida por la renuncia de don Mauricio Tolosa Soza.

4.- Por otra parte, a través del decreto supremo Nº 48, de 2004, del Ministerio Secretaría General de Gobierno se nombró por el periodo de ocho años a la señora María Luisa Brahm Barril, a contar del 10 de julio de 2004 y a la señora Sofía Salamovich Masot, a contar del 17 de octubre del mismo año.

Mediante los decretos supremos Nº 128 y Nº 141 del presente año, se aceptó la renuncia presentada por la señora María Luisa Brahm y la señora Sofía Salamovich, respectivamente.

En mérito de lo anterior, vengo en proponer a las siguientes personas para ocupar las vacantes de los Consejeros que completaron su periodo de ocho años:

Andrés Egaña Respaldiza,


Rut:
5.127.040-1
Gastón Alfonso Gómez Bemoles,

Rut:
7.777.441-6
María de los Ángeles Covarrubias Claro,
Rut:
6.379.558-5
Osear Reyes Peña,



Rut:
7.266.223.7
María Elena Hermosilla Pacheco,

Rut:
4.771.353-6
6.- Asimismo, se propone en reemplazo de doña María Luisa Brahm y hasta el término del periodo que le corresponda, esto es el 10 de julio de 2012, a don Hernán Viguera Figueroa, RUT: 9.951.667-4 y en reemplazo de doña Sofía Salamovich por el periodo que le corresponde, es decir hasta el 17 de octubre de 2012, a don Jaime Gazmuri Mujica RUT: 4.944.210-6.

7.- Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder a los nombramientos antes referidos, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

Presidente de la República.
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL, INTEGRANDO LA FUERZA NACIONAL DE ESTABILIZACIÓN (EUFOR), QUE CUMPLE OPERACIONES DE PAZ EN LA MISIÓN DE BOSNIA-HERZEGOVINA 
(S 1318-05)

Gab. Pres Nº 1688
Ant.:
1) Constitución Política de la República de Chile, Artículo 32 Nº 17 y Artículo 53 Nº 5.

2) Ley Nº 19.067, Título II, Párrafo 2° “Normas especiales sobre salida de tropas para participar en Operaciones de Paz”.

3) Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz.

4) Decreto Nº 68, de 1999.

5) Res. CSN. de la ONU Nº 1948, de 18.11.2010.

6) Of. del Senado Nº 762/SEC/09, de 23.12.2009.

7) Of. MDN.SSD.D.RR.II Nº 3000/ 651 M.S.G.P. de 29.11.2010 del Ministro de Defensa Nacional en el que propone solicitud de prórroga de la Permanencia de Tropas y Medios Nacionales Fuera del Territorio de la República para continuar integrando la fuerza multinacional de estabi​lización (EUFOR) en Bosnia y Herzegovina.

Mat.:
 Solicita acuerdo para Prorrogar la Permanencia de Tropas y Medios Nacionales fuera del Territorio de la República.

Santiago, 14 de diciembre 2010

1.- Como es de su conocimiento, el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en Operaciones de Paz.

2.- Mediante Resolución citada en 3) de los antecedentes, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR), sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”. El acuerdo aludido, es el Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina, (acuerdo de Dayton, París, 1995).

3.- Por Oficio citado en el Nº 6) de los antecedentes, el H. Senado de la República autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1° de enero de 2010.

4.- Que como es de su conocimiento, la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades locales, como de la Organización de Naciones Unidas.

5.- Por lo anterior, y considerando indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Bosnia y Herzegovina, se solicita al H. Senado acuerdo para prorrogar la autorización de la permanencia de tropas y medios en dicho país, por el plazo de un año.

6.- Se anexa los fundamentos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° inciso segundo de la ley Nº 19.067.

7.- En uso de la facultad que me confiere el inciso segundo del número 5) del Artículo 53 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo.

Saluda a V.E.

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República.- ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores.- JAIME RAVINET DE LA FUENTE, Ministro de Defensa Nacional.

Ejemplar Nº 1/5/ Hoja Nº 1/1

MDN.SSD.D.RR.II. (R) N° 3000/ 651/ M.S.G.P.

Obj.:
Remite Proyecto de Oficio que solicita al H. Senado la prórroga para la permanencia de tropas y medios fuera del territorio nacional.

Ref.:
a) Constitución Política de la República de Chile, Artículo 32 Nº 17 y Artículo 53 Nº 5.

b) Ley Nº 19.067, Título II, Párrafo 2° “Normas especiales sobre salida de tropas para participar en Operaciones de Paz”.

c) Decreto Nº 68 de 1999.

d) Res. CSN. de la ONU Nº 1948 de 18.11.2010.

e) Of. Del Senado Nº 762/SEC/09, de 23.12.2009.

Santiago, 2 9 NOV. 2010

Del:
Ministro de Defensa Nacional

Al:
Ministro Secretario General de la Presidencia

Adjunto remito a US., proposición de Oficio del Sr. Presidente de la República al Señor Presidente del Honorable Senado, solicitando el acuerdo para la prórroga de la Permanencia de Tropas y Medios Nacionales Fuera del Territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Misión de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (EUFOR-Althea) y anexo con los fundamentos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° inciso segundo de la Ley Nº 19.067.

Saluda a US.

(Fdo.): Jaime Ravinet de la Fuente,
Ministro de Defensa Nacional

Renovación del Mandato en Bosnia y Herzegovina

Informe fundado, en conformidad con lo dispuesto por el Título II, párrafo 2° de la Ley 19.067

A. Exposición del Mandato de la organización de las Naciones Unidas o el requerimiento efectuado a Chile conforme al Tratado Vigente de que sea parte.

B. Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la nación se vean involucrados.

C. Plazo por el que se hace la solicitud.

D. Exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud.

E. Descripción de las tropas a ser desplegadas

F. Organización del mando del contingente nacional y su equipamiento y material de apoyo.

G Estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz, y las fuentes de su financiamiento.

Antecedentes de la Operación “Althea”

A. Exposición del Mandato de la Organización de las Naciones Unidas.

La lucha en Bosnia y Herzegovina (ByH) finalizó el 11 de octubre de 1995. Desde entonces y hasta el 20 de diciembre de 1995, los miembros de la Fuerza de Protección de las Naciones Unidas (UNPROFOR), supervisaron una cesación de fuego, acordada para permitir que se realizasen las negociaciones de paz de Dayton y una vez alcanzado ese objetivo, se dio paso a la transición para el despliegue de una Fuerza Multinacional de Aplicación del Acuerdo de Paz dirigida por la OTAN y que se conocería como la IFOR.

En diciembre de 1996, por Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, esta Fuerza fue sustituida por una Fuerza Multinacional de Estabilización (SFOR) que, en conjunto con la Fuerza Internacional de Policía (IPTF) y una oficina civil de las Naciones Unidas, integraron la Misión de Naciones Unidas en Bosnia y Herzegovina (UNMIBH), cuyo mandato general persigue el establecimiento del estado de derecho en ese país, ayudando en la reforma y la reestructuración de la policía local, evaluando el funcionamiento del sistema judicial existente, supervisando y verificando la actuación de la policía y otros relacionados con el mantenimiento de la ley y el orden.

Por Resolución Nº 1551 de 9 de julio de 2004, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas “Observó con satisfacción la decisión de la OTAN de poner fin a la operación de la SFOR en Bosnia y Herzegovina antes de que concluyera el año 2004, dando el visto bueno al inicio de la Misión de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, con un componente militar, a partir de diciembre de 2004”, cuyo traspaso de mando se verificó el 2 de diciembre de dicho año.

Mediante Resolución Nº 1948, de 18 de noviembre de 2010, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo Vil de la Carta de las Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR), sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”.

Esta renovación se materializa previo seguimiento periódico de los objetivos contemplados en el mandato de la misión3 y sobre la nueva Resolución, que reconoce que aún no se ha llegado a la plena aplicación del Acuerdo de Paz. Según ha sido expresado por autoridades de EUFOR, la nueva resolución no presenta cambios sustanciales respecto de la anterior, salvo en el reforzamiento de las actividades de formación y capacitación de las Fuerzas Armadas de ByH, comenzadas en julio pasado.

Es preciso destacar los logros conseguidos por las autoridades de Bosnia y Herzegovina a nivel estatal, así como por la Comunidad Internacional, en los catorce años transcurridos desde la firma del acuerdo de Paz. El esfuerzo permanente ha estado orientado a lograr la integración euro atlántica en un futuro cercano, sobre la base del Acuerdo de Paz, de modo que ByH pueda convertirse en un país funcional, reformista, moderno y democrático.

1. Evolución de la situación en el área de misión

a. En materias de seguridad de la misión.

La evaluación del Consejo de Seguridad de la ONU es que la situación de seguridad permanece estable y no hay por el momento situaciones de riesgo que afecten el normal curso de esta Operación de Paz.

Lo anterior, sin embargo, no implica desconocer que en la evolución política interna se han observado algunos períodos de inestabilidad. En todo caso, la EUFOR mantiene las capacidades de disuasión adecuadas y las fuerzas policiales bosnias han sido capaces de contener los incidentes producidos, a lo menos hasta el año 2010.

En la actualidad, la Secretaría del Consejo de la Unión Europea está siguiendo las siguientes líneas de análisis respecto del futuro de la misión:

Mantener el status quo, situación considerada la más probable por los analistas internacionales.

Disminuir el tamaño de la misión de EUFOR, lo que se materializará a fines de este año con el retiro de las fuerzas españolas, italianas y portuguesas. Durante el año 2011 serán retiradas las fuerzas Suizas. El resto de los países de la Unión Europea que integran la misión mantendrán su participación a lo menos durante todo el año 2011, lo que no afecta los Puestos de Observación y Enlace, en los que la mayoría del Contingente Nacional encuadra sus acciones. Esta situación depende de la decisión que Holanda tomará en marzo respecto de su continuidad en la misión, debido a que las tropas nacionales son apoyadas logísticamente por los Países Bajos.

Realizar una modificación de la Fuerza. Se prevé que a fines de 2010 y durante 2011 se modifique considerablemente la estructura de los Centros Regionales de Coordinación, donde se encuentran insertas las Casas LOT (Liaison and Observation Team), reduciéndose de cinco a cuatro. Con respecto al Contingente Nacional, la Casa LOT de Prijedor será trasladada hacia Bosanka Gradizka.

La duración de la Operación es incierta. Está prevista -aunque no confirmada- la disminución considerable o el término definitivo del sistema LOT, que se reducirían a pequeñas planas mayores sólo en las principales ciudades, las que mantendrían el contacto con las autoridades locales. Lo anterior implica una reorganización de los medios actuales en casas LOT por planas mayores.

En línea con lo anterior, está en proceso la transformación de la Fuerza actual en una operación no ejecutiva de “Mantenimiento de la Paz”. Esto implica que la operación estaría evolucionando hacia una Operación de "Construcción de la Paz", la que no desarrollaría las funciones actuales, sino que se concentraría en aspectos como entrenamiento, “capacity building” y apoyo a las instituciones bosnias correspondientes, entre otras. Además, se visualiza un aumento en la colaboración internacional que actualmente requieren y solicitan las autoridades bosnias y que permitirán consolidar lo ya realizado por la UE. En este sentido, se ha creado la División de Entrenamiento, cuya responsabilidad es la de dirigir la capacitación de las Fuerzas Armadas de Bosnia.

Es importante destacar que la evolución de la misión y los cambios anunciados no afectan al Contingente Nacional a lo menos hasta fines del año 2011. En el contexto general, la participación de Chile es pequeña y cumple con labores de Observación y Enlace, integración en planas mayores en cuarteles generales regionales e integración del Cuartel General central. Por esto, su organización y estructura se mantendría gran parte del próximo año, con el apoyo logístico de Holanda.

Naciones Unidas y de la Unión Europea han explicitado su compromiso de continuar la Operación ALTHEA hasta que todos los objetivos tanto políticos como militares sean logrados, en razón de la importancia de este país en el contexto regional y la similitud de procesos respecto de la evolución de las condiciones en su vecino Kosovo.

En general, la seguridad en Bosnia y Herzegovina se mantiene en calma y estable, a pesar del entorno político complejo, ya que no ha habido incidentes que amenacen la seguridad y el ambiente de operaciones.

Últimamente algunos países han expresado comentarios respecto a la inestabilidad política en Bosnia y a los desafíos que ello significa para ALTHEA, y han manifestado su apoyo a la continuación de la Misión, pero con algunas modificaciones en su estructura.

b. En materia económica.

La comisión de estadísticas de ByH informó recientemente de la existencia de 500.000 personas desempleadas, la mayoría gente joven, lo cual eleva la cifra de desempleo a 27,2%. El desempleo de la gente joven con capacidad de trabajo (excluyendo a estudiantes) supera el 58%, cifra cuatro veces superior al promedio de la DE, la que para paliar esta situación ha destinado €1.2 millones para la reducción de la cesantía a través del proyecto “Empleos, Futuro y Perspectivas”.

Esta situación ha impulsado el surgimiento de comercio informal, visible en cualquier punto de Sarajevo. De acuerdo al Alto Representante, el principal problema económico del país no es su capacidad para producir, sino la incapacidad política para adoptar las medidas económicas adecuadas.

El 9 de Julio de 2009, el FMI aprobó un pre-acuerdo con las autoridades de Bosnia y Herzegovina, por un total de €1.2 billones, los cuales serán cancelados a partir del año 2012. Lo anterior debido a la permanente advertencia de bancarrota anunciada por el Ministro de Hacienda a la Comunidad Internacional durante el año 2009. Las principales causas de la situación económica de Bosnia y Herzegovina se deben principalmente a lo siguiente:

Defectuoso sistema de recolección de recursos fiscales: Sistema tributario sobredimensionado y compañías estatales ineficientemente dirigidas.

Exceso de gasto fiscal: Esto debido a la organización política existente y avalada por el tratado de Dayton.

Recursos naturales manejados en forma deficiente: Debido a  la corrupción existente y los intereses locales que priman por sobre los intereses comunes.

c. En materia política social
Debido a las elecciones generales en el país del día 03.de octubre de 2010, el ambiente se ha politizado en todos los niveles del sistema público y privado, De acuerdo a la opinión generalizada de los analistas, el resultado arroja un difícil panorama político, que amenaza con mantener las diferencias entre las tres entidades que forman el país. Se ha observado una disminución constante en el diálogo entre los líderes políticos, junto con un aumento en las controversias étnicas y declaraciones divisionistas. Esto ha originado obstáculos importantes para acelerar las reformas en el país.

En el nivel federal, la nueva presidencia tripartita estará compuesta por el bosnio Bakir Izetbegovic, el serbio Nebojse Radmanovic y el croata Zljko Komsic, los dos últimos reelectos. Los representantes bosnio y croata se consideran moderados y propulsores del fortalecimiento de gobierno central, sin embargo, Radmanovic representa a sectores nacionalistas, que propugnan una mayor autonomía o la secesión de la República Srpska.

En una entrevista a la prensa, Bakir Izetbegovic (hijo del ex Presidente de Bosnia y Herzegovina durante la guerra de 1992 a 1995, Alija Izetbegovic) señaló que resulta fundamental aprobar las reformas constitucionales que permitan consolidar al gobierno central y que, de paso, puedan dar término al régimen de tutela internacional que vive su país. Asimismo, Izetbegovic aseguró que la separación de la República Srpska no es un tema negociable, y que no resulta realista hablar de una secesión en términos pacíficos. Añadió que el peor escenario para su país sería que los líderes serbio-bosnios fuercen un referéndum sobre la materia, lo cual podría gatillar un rebrote del conflicto de hace 15 años.

La crisis en Bosnia y Herzegovina no sólo es política, sino además económica. En este ámbito presenta un retraso respecto a las demás ex repúblicas yugoslavas. Logró superar la crisis sólo gracias a un préstamo del FMI, el cual ha impuesto mayores controles al gasto público. Estas nuevas reglas han permitido, por ejemplo, descubrir que cuatro mil falsos veteranos de guerra estaban cobrando pensiones.

Desde la perspectiva de la UE y la OTAN el panorama es oscuro y con pocas posibilidades de encontrar puntos de acuerdo con las autoridades de la República Srpska. Ello genera como escenario más probable la prolongación del actual estancamiento político, lo que implicará la necesidad de mantener un trabajo de contención que evite una escalada hacia un nuevo conflicto, aunque esto último se ve como un escenario poco probable.

El desempeño de la Asamblea Parlamentaria de Bosnia y Herzegovina también se ha visto afectada por la falta de contribuciones políticas y orientación por parte del Consejo de Ministros de Bosnia y Herzegovina. Lo anterior es principalmente atribuido a lo establecido en el tratado de Dayton el cual autorizó y avaló la delimitación fronteriza entre la República Srpska y la Federación Bosnia, situación que ha afectado  a todos los niveles sociales, incluso cayendo en la separación étnica en el sistema de educación pública.

La Unión Europea apoya en particular el reforzamiento de los poderes centrales en el país (Presidente, Gobierno y Parlamento), pero ello choca con los intereses de las comunidades que prefieren mantener el sistema de presidencias rotativas, así como la necesidad de acuerdo de las tres comunidades en la adopción de decisiones. Las propuestas de la Unión Europea consideran además aumentar los poderes del presidente y que éste sea asistido por dos vicepresidentes elegidos por el Parlamento. Se propone también que este último aumente el número de sus integrantes y que la cámara baja se convierta en un ente contralor de los intereses de las tres comunidades en detrimento de sus labores legislativas.

Aún se continúa revisando los mecanismos para acelerar el ingreso de Bosnia y Herzegovina en la UE y en la OTAN, un proceso continuamente en entredicho por la arquitectura del país después de la preguerra. Éste se encuentra dividido en tres territorios autónomos (Federación, República Srpska y el pequeño Distrito de Brcko), en la que sólo la comunidad musulmana se identifica de forma mayoritaria con el Estado en el que vive, mientras que los políticos serbios y croatas mayoritariamente boicotean cualquier intento de afianzar las estructuras estatales. A lo anterior se suma la preocupación permanente de la UE frente a la posibilidad del ingreso de un país Musulmán a su organización, situación que según los especialistas no será autorizada. Esta percepción se intenta ocultar en beneficio del mensaje político general de la UE.

B. Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la nación se vean involucrados.
1. Consideraciones Generales

Entre los objetivos de esta Misión se destaca hacer cumplir el Acuerdo General de Paz en Bosnia y Herzegovina y contribuir a la seguridad de la zona en coordinación con la OTAN, pues la Alianza mantiene, aunque sin exclusividad, ciertos cometidos, como verificar el proceso de reforma de defensa, perseguir y detener criminales de guerra y actuar contra el terrorismo. En cualquier caso, a la UE le corresponde desempeñar el principal papel como estabilizador de la paz dentro del ámbito militar del Acuerdo General de Paz.

2. Intereses Nacionales involucrados en la Operación

La participación Chilena en EUFOR es vista desde tres perspectivas diferentes por la UE, destacando principalmente el profesionalismo demostrado y prestigio alcanzado por nuestras tropas, lo cual ha hecho que los medios nacionales cubran puestos de importancia en el cuartel general y que sus casas LOT estén consideradas en un nivel por sobre el promedio en cuanto a eficiencia y capacidad, pese a limitaciones idiomáticas. Las perspectivas mencionadas se pueden resumir como sigue:

Chile busca en esta participación adquirir experiencia en el trabajo de una misión multinacional basada en una organización regional para la administración de las materias concernientes a una etapa post conflicto, conocimiento transmisible a eventuales misiones futuras.

Debido al nivel alcanzado por el país en cuanto a su desarrollo y modernización de sus Fuerzas Armadas, sería el único país de la región en condiciones de cumplir los estándares exigidos para el desempeño en esta misión.

El hecho de participar en EUFOR ALTHEA es utilizado por Chile como un medio de integración a la UE, lo que facilita y apoya la labor del campo diplomático y económico en cuanto al conocimiento de la seriedad y responsabilidad demostrado para enfrentar los desafíos exigidos.

La participación de efectivos chilenos en la Operación ALTHEA contribuye a la política exterior del Estado orientada a la resolución multilateral de conflictos internacionales y reafirma los vínculos que se han establecido en esta materia con la Unión Europea, demostrado en el trabajo conjunto con el Reino de los Países Bajos y, previamente, con el Reino Unido.

Cabe señalar que desde el punto de vista de la Cancillería, este factor es muy importante en las relaciones con ese Organismo Regional. En efecto, la influencia de Chile en el concierto internacional se potencia substancialmente en la medida que el país asume responsabilidades que, en conjunto con otros actores, contribuyen a la mantención de la paz y seguridad internacionales.

En este contexto, Chile se ha planteado como un objetivo específico el mantener e incrementar su participación en las operaciones de mantenimiento de la paz impulsadas por las Naciones Unidas y, en este caso, también por la Unión Europea, que en el marco de nuestra política exterior es un socio de carácter estratégico.

Chile ha mantenido una política de Estado permanente de participación en las actividades relacionadas con la paz y seguridad internacional. Hoy, esta participación se ha ampliado como consecuencia de la multiplicación de conflictos a nivel internacional y el mayor protagonismo que tiene Naciones Unidas en los procesos de estabilización y reconstrucción en escenarios de post-conflicto a nivel global.

En el ámbito económico-comercial, Chile tiene un interés permanente por contribuir a asegurar condiciones de estabilidad que nos permitan continuar con el desarrollo sostenido de las últimas décadas. Sin estabilidad, no hay previsibilidad en el comercio a nivel internacional. Por ello, la adhesión de Chile a este tipo de operaciones, en las cuales se incluye ALTHEA, representa una forma de asumir un rol más activo para contribuir a escenarios que fortalezcan la estabilidad y seguridad internacionales, mediante soluciones negociadas a conflictos y el fortalecimiento institucional de países en crisis, lo que en definitiva permite en el mediano plazo el retiro de las fuerzas militares en una operación de paz. Para materializar lo anterior, el país ha contribuido efectivamente con personal y medios entrenados de sus Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad, así como también de civiles.

3. Impacto en el Desarrollo Profesional de las FF.AA

Desde la perspectiva político-estratégica y militar, es importante la presencia de efectivos chilenos, pues si bien esta operación se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas, entrega como valor agregado la posibilidad de que el contingente adquiera la experiencia de interactuar con efectivos de fuerzas armadas profesionales de países miembros de la UE, bajo normas de la OTAN. Asimismo, se trata de una contribución especial, en cuanto Chile colabora y contribuye en una región distante dentro de una operación clave para la UE.

En ese sentido, es destacable el llamado específico de la UE a Chile para contribuir en dicha operación, lo que nos ha valido importantes elogios de parte de las autoridades de la UE, como de los países que la conforman, reconocimiento que contribuye a elevar la estatura nacional en el marco del diálogo político que existe con la UE.

En razón de los antecedentes previamente expuestos, el Consejo de la Unión Europea ha autorizado a la oficina de Política de Defensa y Seguridad Común para que inicie negociaciones con Chile sobre un eventual acuerdo marco con Chile para su integración a misiones de gestión de crisis de la UE, propuesta que se encuentra en estudio inicial.

La actuación con el apoyo holandés ha sido una muy buena forma de entrenamiento para el Contingente, al interactuar con un ejército desarrollado, lo que implica acceder a estándares de interoperabilidad que rigen las operaciones de la OTAN y de Naciones Unidas.

Paralelamente, nos ha brindado la oportunidad de operar militarmente en forma intensiva y constante en condiciones cercanas a la realidad, situación que en circunstancias normales es difícil de lograr en el país, optimizando la capacidad operativa de las fuerzas nacionales, tanto en aspectos relacionados a Operaciones de Paz, como otros referidos a procedimientos de combate, logísticos y de apoyo en general. Esto representa una contribución neta al entrenamiento operacional de los efectivos.

Respecto de lo anterior, el desarrollo de mecanismos de apoyo logístico novedosos ha significado un aprendizaje relevante en esta materia, experiencia que puede ser traspasada a otras operaciones de características similares en el futuro.

El trabajo combinado desarrollado con Holanda a la fecha ha sido positivo y ha permitido a Chile lograr puestos de mayor relevancia que en el pasado en el contexto de la cooperación militar con la UE. En cuanto al apoyo logístico holandés, éste se considera óptimo.

C. Plazo por el que se hace la solicitud
Al igual que en los años anteriores, se solicita autorización por el plazo de 12 meses, a partir del 01 enero del 2011 y hasta el 01 de enero del 2012.

D. Exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud.
Si bien mediante Resolución Nº 1895 de 18 de noviembre de 2009, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo Vil de la Carta de las Naciones Unidas, otorga a la EUFOR reglas de enfrentamiento poco restrictivas, en el caso nacional, por tratarse de un Contingente Militar de Observadores cuya función principal es la de Observación y Enlace, su tarea consiste en monitorear la situación de seguridad de Bosnia y Herzegovina. Todo el personal opera sin armamento de guerra y el armamento existente (arma de puño) sólo se utilizaría en defensa de la Casa LOT. No está considerado el empleo coercitivo de este contingente de ninguna forma o naturaleza. El empleo de la Fuerza, está asignado al Batallón Multinacional, quienes están dotados y facultados de los medios necesarios para actuar en defensa de las Casas LOT.

De lo anterior, se desprende que las reglas de enfrentamiento que operan para este caso en particular son las generales de las Naciones Unidas y de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales, sólo se emplean para autodefensa inmediata.

De producirse una situación de emergencia, nuestro personal sería retirado y comenzaría a actuar la Unidad de Emergencia y Apoyo de la Fuerza Europea.

E. Descripción de las tropas desplegadas.
De acuerdo al Acuerdo Técnico firmado entre el MDN Nacional y el MDN holandés, el personal considerado para esta Operación es de hasta 21 hombres, como sigue:

1 Oficial Jefe de Contingente y “Deputy LOT DESK” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).

1 Oficial Administrativo y Jefe Oficina de Desminado para Bosnia en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).

1 Oficial de enlace con las casa LOT en la Plana Mayor Regional (Banja-Luka).

2 Unidades LOT (Equipos de Observación y Enlace) de 9 hombres cada una.

F. Organización del mando del contingente nacional y su equipamiento y material de apoyo.
En lo general, todo el personal que está desplegado en Bosnia y Herzegovina se encuentra bajo el Mando Operacional de Chile a través de la Autoridad Nacional Militar para Operaciones de Paz, es decir del Jefe del Estado Mayor Conjunto.

También en lo general y de acuerdo a las normas que imperan en este tipo de Misiones, el Control Operacional radica en la Autoridad Militar que ha desplegado la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina que recibe el nombre de Comandante de la Fuerza Europea. En el detalle, las funciones de mando y Control, son las siguientes:

Oficial Jefe de Contingente en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).

A nivel Cuartel General se desempeña como Deputy LOT DESK, escalón superior de los RCC y casas LOT, el cual tiene la responsabilidad del Mando y Control del sistema LOT en toda Bosnia y Herzegovina, desde el Cuartel General del Sarajevo. Con respecto al Contingente nacional, ejerce el Mando administrativo y es el representante del país en todas las actividades ceremoniales y sociales que se realizan (National Sénior Representative).

Oficial Administrativo en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).

Dentro de la estructura del Cuartel General de EUFOR, se desempeña en la unidad denominada “oint Military Affairs” JMA), encargada de actividades de monitoreo, asistencia y control de cumplimiento por parte de las Fuerzas Armadas de Bosnia y Herzegovina de la remoción de explosivos y minas desde los campos minados. Dentro de esta unidad dicho Oficial se desempeña como Jefe de la Sección Countermines, cuya responsabilidad es “Mines Information Coordination Cell”, es decir, proporcionar mapas actualizados con la situación de cada sector del país y su estado de contaminación de minas y realizar los entrenamientos sobre procedimientos en el país para evitar accidentes con minas y visitar los trabajos de desminado en todo el país. También es responsable de apoyar a la autoridad civil local en materias de capacitación en colegios, jardines infantiles o cualquier organización que lo solicite, incluyendo gubernamentales, embajadas, etc.

En cuanto a su tarea como Oficial Administrativo en el ámbito nacional, está a cargo de todas las actividades que se deriven de Chile en apoyo directo al contingente nacional, en el ámbito logístico, administrativo y de coordinación con las Casas LOT nacionales.

Se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.

De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de Operaciones Internacionales de Paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina.

Oficial en la Plana Mayor Regional (Banja-Luka).

Este Oficial se desempeña en el Centro Regional Nº 1 en la ciudad de Banja-Luka y le corresponde recepcionar la información diaria que remiten las Casas LOT del Sector Nº 1, confeccionar el resumen diario y remitirlo al Cuartel General de EUFOR en Sarajevo.

Se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.

De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina, quien delega esta autoridad en el Jefe del Sector N° 1, con asiento en Banja Luka. Este último Oficial es un Teniente Coronel del Ejército de Holanda.
Unidades o Casas LOT (Equipos de Observación y Enlace).

Cada uno de los equipos que se establecen en los Puestos de Observación (Prijedor y Sanski-Most) se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.

De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina, quien delega esta responsabilidad en el Jefe del Sector N° 1.

En cuanto Equipamiento, por tratarse de Unidades de Observación y Enlace, sólo utilizan armamento de puño personal y las patrullas se efectúan en vehículos todo terreno perteneciente a Holanda.

G. Estimación global del costo financiero de la acción nacional en la Operación, incluidas las donaciones en dinero o especies, a ser realizadas en la misión de paz, y las fuentes de su financiamiento.
Los costos que a continuación se describen se encuentran considerados y financiados para el año 2011 de acuerdo al presupuesto autorizado para el Estado Mayor Conjunto para ese año e incluido en el Fondo de Operaciones de Paz, por lo que se puede afirmar que la Operación ALTHEA se encuentra totalmente financiada.

Por otra parte, cabe señalar que Holanda, sin costo para Chile, otorga los siguientes apoyos al personal nacional:

Atención médica y evacuación de emergencia.

Vehículos y combustible para patrullajes.

Instalaciones operativas y de habitabilidad (Casas LOT), con su respectivo mantenimiento.
Alojamiento en hoteles para el periodo de relevos del personal (turno que arriba al Área de Misión).

Los costos nacionales, se desglosan en los siguientes ítems:

Remuneraciones: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de

Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:
Operación y Funcionamiento: De acuerdo a lo estipulado en el Acuerdo Técnico entre el Ministerio de Defensa de la República de Chile y el Ministerio de Defensa del Reino de los Países Bajos, el cual define responsabilidades logísticas y financieras para la participación de tropas chilenas en Bosnia i Herzegovina, los costos asociados para Chile ya financiados para la Operación ALTHEA año 2011, están considerados en el Fondo de Operaciones de Paz y estos consideran lo siguiente:
	DESCRIPCIÓN


	COSTO TOTAL



	Sueldo Jefe Misión (Ene – Dic. 2011)
	USD $ 
	105.684,95

	Sueldos Ofs. Subalt. Misión ( Ene – Dic. 2011)
	USD $ 
	428.902,12

	Sueldo P.C.P Misión (Ene – Dic. 2011)
	USD $ 
	658.436,19

	TOTAL REMUNERACIONES 2011
	USD $ 
	1.193.023,26


Pasajes y Otros Costos: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	DESCRIPCION
	COSTO TOTAL

	Pasajes Misión Chilfor (Ida Marzo)
	USD $ 65.121,00

	Pasajes Misión Chilfor (Ida Sept.)
	USD $ 65.121,00

	Pasajes Misión Chilfor (Regreso Marzo)
	USD $ 65.121,00

	Pasajes Misión Chilfor (Regreso Sept.)
	USD $ 65.121,00

	Gastos menores (US $ 5.000 por relevo)
	USD $ 10.000,00

	Total Pasajes y otros costos 2011
	USD $ 270.484,00


Operación y Funcionamiento: De acuerdo a lo estipulado en el acuerdo Técnico entre el Ministerio de Defensa de la República de Chile y el Ministerio de Defensa del Reino de los Países Bajos, el cual define responsabilidades logísticas y financieras para la participación de tropas chilenas en Bosnia – Herzegovina, los costos asociados para Chile ya financiados para la Operación ALTHEA año 2011, están considerados en el Fondo de Operaciones de Paz y estos consideran lo siguiente:

	DESCRIPCION
	COSTO TOTAL

	Interpretes
	USD $ 138.206,40

	Alimentación Interprete
	USD $ 8.455,88

	Transporte de interprete
	USD $14.898,68

	Alimentación personal militar
	USD $235.477,69

	Telecomunicaciones
	USD $15.853,23

	Otros Gastos
	USD $ 1.993,70

	
	

	Gastos en HQ
	USD $ 4.000,00

	
	

	TOTAL FINANCIAMIENTO 2011
	USD $ 418.885,58


4

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL ESTABLECIENDO LA SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN EN DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y OTROS QUE INDICA 

(7133-07)


Con motivo de la Moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 96 del Código Penal:





"La prescripción también se suspende en los casos de delitos cometidos en el ejercicio de la función pública con infracción a los deberes del cargo o con abuso de éste, respecto de los autores, cómplices o encubridores, mientras cualquiera de ellos se encuentre desempeñando un cargo público.".".
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES, Presidenta de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LEY N° 20.248, DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL, EN MATERIA DE RENDICIÓN 

(7248-04)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.-  Agrégase en la letra a) del artículo 7° de la ley N°20.248, de Subvención Escolar Preferencial, el siguiente inciso segundo:

"Cada rendición deberá llevar la firma del director del establecimiento educacional correspondiente, mediante la cual se confirmará el visto bueno de éste frente a lo presentado por el sostenedor previo conocimiento del consejo escolar.".".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE IMPLEMENTA LA MEDIDA DE CONSERVACIÓN 10-8 (2006), DE LA COMISIÓN DE LOS RECURSOS VIVOS MARINOS ANTÁRTICOS

(7309-21)


Con motivo del Mensaje, Informe y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY:

"Artículo único. Introdúcense las siguiente modificaciones en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Recontrucción:


a) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:


"Artículo 66 bis. Todo chileno, con matrícula o título inscrito en Chile y que realice o participe en actividades de pesca en alta mar a bordo de una nave de pabellón extranjero, deberá comunicar dicha circunstancia a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, con anticipación al embarque.

Por resolución de dicha Dirección se establecerán los requisitos y la forma de efectuar tal comunicación, la que deberá indicar, a lo menos, la información de contacto del oficial o tripulante, la fecha y el puerto de embarque, y el nombre de la nave y el pabellón respectivo. Todo cambio en alguna de las circunstancias que deben informarse deberá comunicarse, inmediatamente, a la misma autoridad.

Al personal marítimo que no cumpla con dicho requisito o no entregue información fidedigna no se le reconocerá el tiempo navegado a bordo de dicha nave, de conformidad con lo dispuesto en el decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación,  y los reglamentos respectivos, sin perjuicio de las demás sanciones previstas en esta ley. 

La Dirección General del Territorio Marí​timo y Marina Mercante llevará registro de esta información.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 115 bis:

"Artículo 115 bis. Prohíbese a los nacionales chilenos embarcarse, a sabiendas, en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquellas que se encuentren incluidas en listados que realizan pesca ilegal, elaborados por organizaciones o en virtud de tratados de los cuales Chile es parte, salvo en casos de fuerza mayor debidamente justificada. La contravención a esta norma será sancionada con una multa de hasta 300 UTM para los capitanes y quienes se desempeñen como patrones de pesca, y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y miembros de la tripulación, sin perjuicio de las sanciones previstas en el párrafo 4°, del Título IX, de esta ley. 

Los listados indicados en el inciso anterior serán publicados en la página web de la Subsecretaría, y producirán sus efectos transcurridos diez días desde su publicación.

Las sanciones serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho y si existe reiteración de infracciones.

Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N°19.880, en lo que resulten pertinentes.

En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la ley N°19.880, en los mismos términos establecidos en dicho cuerpo legal.".


c) Agrégase el siguiente párrafo 4° en su Título IX: 

"Párrafo 4°

Sanciones contra nacionales que realicen o participen en actividades de pesca ilegal en aguas antárticas con naves de pabellón extranjero.


Artículo 134-A. Las personas naturales chilenas que, a sabiendas, realicen o participen en actividades de pesca a bordo de naves de pabellón extranjero, en contravención a las Medidas de Conservación adoptadas por la Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, que sean aplicables a Chile y cuyo incumplimiento menoscabe los objetivos de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, promulgada mediante decreto supremo Nº662, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, serán sancionadas de la siguiente forma: 

L
os capitanes y patrones de pesca con multa de entre 100 y 900 UTM. En el caso de contar ellos con matrícula chilena, serán, además, suspendidos de su respectivo título por un período de entre tres meses y tres años.


Los demás oficiales y tripulantes con amonestación, verbal o escrita, o con multa de hasta 100 UTM.


Artículo 134-B. Las personas naturales y jurídicas chilenas que sean propietarias, poseedoras, meras tenedoras o armadoras, totales o parciales, de naves pesqueras de pabellón extranjero y que, con su conocimiento, realicen o participen en las actividades de pesca a que se refiere el inciso primero del artículo 134-A, serán sancionadas con multa de entre 100 y 3000 UTM. 


Artículo 134-C. Las sanciones de este párrafo serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si existe reiteración de infracciones. Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N° 19.880, en lo que resulten pertinentes.

En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento, el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la referida ley, en los mismos términos establecidos en ella.


Artículo 134-D. Las infracciones a que se refiere este párrafo serán perseguidas por las autoridades nacionales en forma subsidiaria y sólo cuando la jurisdicción del Estado del pabellón no sea ejercida, en relación con los mismos hechos que son materia de la infracción.


Artículo 134-E. Las resoluciones que condenen al pago de multas serán ejecutadas por el Servicio de Tesorerías de acuerdo con lo dispuesto en el Título III del decreto ley N°1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado. 


En el caso de las personas jurídicas, las sanciones podrán hacerse efectivas, de forma subsidiaria, en cualquiera de sus representantes legales o apoderados con poder general de administración.


Artículo 134-F. Para efectos de aplicar las sanciones previstas en este párrafo, las naves que no porten pabellón, que no indiquen nombre alguno o que naveguen sin nacionalidad, se considerarán de pabellón extranjero.".


Artículo transitorio.- La resolución a que se refiere el artículo 66 bis de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley,  será dictada dentro de los seis meses siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, EL SERVICIO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DEL CONSUMO Y TRÁFICO DE DROGAS, Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES 

(4248-06)

HONORABLE SENADO,
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

La Comisión Mixta, constituida en conformidad al inciso segundo del artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “suma”.


El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el rechazo del Senado, en sesión celebrada el día 14 de octubre de 2009, en el tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas que en su oportunidad había acordado la Cámara de Diputados. A raíz de lo anterior, nombró como representantes ante la referida instancia a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión celebrada el día 27 de octubre de 2009, designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi y a los señores Jorge Burgos, Antonio Leal, Cristián Monckeberg y Carlos Montes.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 15 de diciembre de 2009, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina e inició la discusión del proyecto. 


Posteriormente, el día 27 de mayo del presente año, la Honorable Cámara de Diputados remitió al Senado el Oficio Nº 8.761, mediante el cual reemplaza, como integrante de esta Comisión Mixta, en lugar del ex Diputado señor Antonio Leal, al Honorable Diputado señor Felipe Harboe. El día 7 de julio de 2010, esa Corporación procedió de igual forma, respecto de la Honorable Diputada señora María Angélica Cristi, designando al señor Celso Morales.


En la segunda sesión de la Comisión, realizada el 27 de julio de 2010, su Presidente, Honorable Senador señor Espina, renunció a su cargo siendo reemplazado en el mismo por la Honorable Senadora señora Alvear.



A las sesiones en que se consideró este proyecto asistieron, por el Ministerio del Interior, el Ministro, señor Rodrigo Hinzpeter;  y sus asesores, señora Catalina Mertz y señores Juan Francisco Galli y Cristián Gandarillas; el ex Jefe de la División Jurídica, señor Tomás Jordán, y el abogado de la División, señor Manuel Pérez. Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia concurrieron el ex Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo y  la asesora jurídica, señora Andrea Rojas. 

Concurrieron también el asesor del Honorable Senador señor Alberto Espina, señor Ángel Valencia; los asesores de la Honorable Senadora señora Soledad Alvear, señores Marcelo Drago y Jorge Cash; y el asesor del Honorable Senador señor Patricio Walker, señor Fernando Dazarola.


Por la Biblioteca del Congreso Nacional estuvo presente el abogado, señor Juan Pablo Cavada.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM


Según se ha establecido en los trámites anteriores, los artículos 1º, inciso primero;  3º, letra c); 4º; 6º; 7º, inciso final; 8º, inciso segundo; 10, inciso primero; 13, inciso segundo e inciso tercero, letra a); 16; 22; 24; 27, número 1, y el artículo cuarto transitorio, tienen carácter orgánico constitucional y deben aprobarse con el voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto por los artículos 38, 101 y 105 de la Carta Fundamental y en atención a que las señaladas normas del proyecto inciden en diversas disposiciones de la leyes orgánicas constitucionales de Carabineros de Chile y de Bases Generales de la Administración del Estado. Cabe considerar  que el artículo cuarto transitorio modifica el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que en su momento fue considerado norma orgánica constitucional por el Tribunal Constitucional.

- - - 

CONSIDERACIONES PREVIAS


Antes de comenzar el análisis de las discrepancias sometidas a la consideración de esta Comisión, el Ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter señaló que el Ejecutivo ha acogido un gran número de las proposiciones que había elaborado el Gobierno anterior, en relación con esta iniciativa, y que sobre esa base presentaría una nueva proposición que se someterá a la consideración de esta Comisión Mixta.


El Honorable Senador señor Larraín estimó que es necesario conocer primeramente los criterios generales que informan la proposición y luego discutir la forma en que se realizará su estudio.


El señor Ministro del Interior explicó que la primera diferencia que se observa entre el proyecto aprobado por el Senado y el de la Cámara de Diputados es que en esa segunda Corporación un grupo de Parlamentarios no estimó conveniente que la dependencia de las Policías quedara en manos de esta nueva institución y, aunque esa postura no tuvo mayoría en la Sala, impidió que se aprobaran algunas normas que requerían quórum constitucional. Explicó que como consecuencia de ello el proyecto despachado por la Cámara de Diputados no contiene esa dependencia, pero la proposición actual del Gobierno repone la postura del Senado sobre el punto.


Señaló que otra de las innovaciones de la nueva propuesta del Ejecutivo es cambiar el nombre de la Subsecretaría de Rehabilitación y Prevención por Subsecretaría de Prevención del Delito.


Agregó que también se plantea mantener la competencia del nuevo Servicio en materias de alcohol.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso que se analizaran punto por punto las diferencias entre ambas Corporaciones, y respecto de cada una de ellas estudiar si existe alguna proposición del Ejecutivo. Recordó que durante la discusión del Tribunal Ambiental se constituyó un grupo de trabajo que examinaba los temas que representaban dificultades técnicas y generaba propuestas que eran sometidas posteriormente a las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas. Resaltó que esa forma de proceder permitió avanzar rápidamente en el despacho de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Espina recordó que en una primera etapa de la tramitación legislativa de esta iniciativa se discutió extensamente la opción de crear un nuevo Ministerio encargado exclusivamente de la Seguridad Pública, distinto del Ministerio del Interior. Alternativamente, se ponderó la posibilidad de reformular al actual Ministerio del Interior, entregándole la estructura orgánica y las competencias que le permitieran, de mejor forma, diseñar y ejecutar las políticas publicas en materia de seguridad pública.


Aseveró que hay un diagnóstico compartido sobre el tema, que da cuenta de la dispersión y superposición de competencias en materia de seguridad, lo que genera importantes grados de descoordinación e ineficiencia de la acción estatal en la materia. Señaló que ese diagnóstico inclinó la balanza hacia la opción de reformular al Ministerio del Interior y no crear otro organismo nuevo, porque ello mantenía el problema basal consistente en doble dependencia de las policías.


Afirmó que el diseño aprobado en el Senado no prosperó en la Cámara porque una parte minoritaria de los Diputados rompieron el Acuerdo sobre Seguridad Pública concertado entre el Gobierno de la ex Presidenta de la República y todas las fuerzas políticas con representación Parlamentaria en ese entonces. Añadió que la Cámara Baja también hizo en su revisión del proyecto importantes aportes en materia de participación comunal y en la definición y ejecución de las políticas de seguridad ciudadana, lo que debería ser acogido en esta etapa de la discusión.


Puntualizó que las dificultades y diferencias que actualmente presenta el proyecto son de índole técnico antes que ideológico, y en ese ánimo se debería estudiar la propuesta del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si los actuales señores Diputados mantienen su idea de impedir que los organismos policiales dependan de las entidades que crea el proyecto, y si se ha desechado totalmente la idea de crear un Ministerio de Seguridad independiente del Ministerio del Interior.


El señor Ministro del Interior aseguró que ambas ideas están descartadas.


El Honorable Diputado señor Harboe preguntó si el Gobierno ha estudiado la posibilidad de continuar con el proceso de reforma y modernización del Estado, reestructurando las instancias políticas del nivel central, agrupadas en torno al Palacio de la Moneda, porque a su juicio sólo una reforma de este carácter podría hacer viable la creación de un Ministerio de Seguridad distinto e independiente del Ministerio del Interior.


Expresó que en su experiencia anterior en el Gobierno pudo observar la necesidad de redefinir las atribuciones de la Subsecretaría del Interior, porque muchas de las actuales se refieren a cuestiones ajenas a la labor cotidiana de esa repartición, y otras, necesarias para llevar a cabo el cometido principal de esa repartición como es la preocupación sobre la seguridad interior, no están actualmente contempladas en la ley.


Agregó que con ocasión de este proyecto debería ser posible reestudiar la planta y estructura de remuneraciones del Ministerio del Interior, porque la regulación legal de estas materias en esa Cartera es una de las más antiguas de la República, y es necesario que se ponga a la par con otras reparticiones que ya han sido reestructuradas.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó su interés por conocer el proyecto de reestructuración del nivel político central de la Administración acá indicado, porque ello podría viabilizar la propuesta de un Ministerio de Seguridad independiente del Ministerio del Interior. Añadió que si se pretende una reestructuración de ese nivel en el mediano plazo, lo discutido y aprobado en este proyecto puede quedar desactualizado, por lo que llamó al Gobierno a definir este asunto.


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que la actualización que se pretende hacer respecto del nivel central de la Administración es un proyecto a largo plazo, pero que la creación del Ministerio que se discute en este proyecto es urgente.


El señor Ministro del Interior sostuvo que el Gobierno considera que la modernización del nivel central de la Administración que se está estudiando, en lo que toca al Ministerio del Interior, queda agotada en este proyecto de ley, y que futuras iniciativas sobre el tema no considerarán a esta Cartera de Estado.


En lo tocante a las remuneraciones del Ministerio del Interior, indicó que ese tópico no es materia de este proyecto, y que el Gobierno espera estudiar ese asunto en una iniciativa distinta, que igualaría las remuneraciones con otros Ministerios que tengan similar estructura, y en todo caso para que entre en vigor a contar el 11 de marzo del año 2014.

 - - - 

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


Las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan, como se ha explicado, del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional.


A continuación, se consignan las disposiciones que originaron las mencionadas discrepancias, se deja constancia, en síntesis, del debate que se produjo en el seno de la Comisión Mixta y se informa de los acuerdos adoptados en cada caso. Asimismo, se consignan otras enmiendas que, teniendo directa relación con las ideas matrices contenidas en el proyecto, la Comisión Mixta estimó necesario incorporar
-como forma y modo de resolver las discrepancias- con el fin de alcanzar un acuerdo que haga posible aprobar esta iniciativa.


Se presenta, finalmente, la proposición mediante la cual esta Comisión Mixta estima que puede solucionarse las divergencias en estudio.

- - -

Artículo 1º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 1º de tres incisos.


El inciso primero crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Secretaría de Estado que tendrá por misión colaborar con el Primer Mandatario en los temas de orden público, política y mantenimiento de la seguridad pública interior y protección de las personas y bienes, para lo cual concentrará la decisión política sobre esos asuntos, coordinará su ejecución con las demás Carteras Ministeriales y Servicios Públicos y evaluará y fiscalizará su cumplimiento.


El inciso segundo establece que esta nueva Secretaría de Estado será la continuadora legal del Ministerio del Interior y será competente para todo lo relativo a la prevención, control de la delincuencia, rehabilitación y reinserción social.


El inciso tercero señala que el nuevo Ministerio tendrá a su cargo el manejo de los asuntos administrativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el inciso primero e introdujo una corrección formal al inciso segundo.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


Al iniciarse el debate de estas discrepancias, el señor Ministro del Interior propuso a la Comisión considerar una nueva redacción para el artículo 1º. Su texto es el siguiente:


“Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público, a la política y mantenimiento de la seguridad pública interior y a la protección de las personas y sus bienes, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, coordinará la ejecución de los planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y servicios públicos en estos ámbitos y tendrá a su cargo la evaluación y la fiscalización de los mismos.


Además de las facultades que esta ley le entrega, y sin perjuicio de las facultades establecidas para el Ministerio del Interior, del que será su sucesor sin solución de continuidad para todos los efectos legales, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se encargará de la prevención, el control de la delincuencia, la rehabilitación de los infractores de ley y su reinserción social, dentro del ámbito de la Política Nacional de Seguridad Pública lnterior.


Asimismo, le corresponderá la gestión de los asuntos y procesos administrativos que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública requieran para el cumplimiento de sus funciones y que sean de su competencia.”.


El Honorable Diputado señor Burgos advirtió que tenía algunas observaciones formales y de fondo a la redacción del inciso primero del artículo discutido. En primer lugar, señaló que la referencia a “la política” en la primera oración de la disposición, que indica cuáles son las funciones esenciales del nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública, parece referirse a la “política” como el arte de gobernar, y no a la política específica de seguridad. Indicó que este objetivo es loable pero no se condice con la determinación de las funciones del nuevo organismo, porque la expresión citada está ubicada al lado de las referencias al orden público y al mantenimiento de la seguridad pública interior, que se dirigen a ámbitos de acción pública mucho más acotados.


En segundo lugar, puntualizó que la referencia a “concentrar la decisión política en estas materias”, que menciona la segunda frase del inciso primero, es de difícil interpretación. 


En tercer lugar, observó que la disposición indica que el nuevo Ministerio tendrá a su cargo la evaluación y fiscalización de las actividades de los otros Ministerios y Servicios, lo que automáticamente lo ubica en una jerarquía muy superior al resto de los organismos públicos, lo que no se condice con la estructura normal de los Ministerios que establece la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración Pública y, además, supera con creces el propósito de esta ley.


Agregó que estas inquietudes y el resto del diseño orgánico que se pretende, podrían ser consultados a la Contraloría General de la República.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que tiene dudas respecto al inciso segundo, en la parte que establece las actividades de prevención y control de la delincuencia, la rehabilitación de los infractores de ley y su reinserción social, como funciones legales del nuevo organismo, ya que establece que estas deberán efectuarse dentro del marco de una “Política Nacional de Seguridad Pública”, que es eminentemente variable y que no tiene rango legal, por lo que no podría ser un parámetro para fijar el cumplimiento de funciones establecidas en la ley para un organismo público.


Añadió que la función de evaluación y fiscalización a que hace referencia el inciso primero de la disposición propuesta está establecida en forma tal que podría entenderse que obliga al nuevo Ministerio a ejecutarla siempre por sí mismo, cuando la tendencia general, en otras instituciones que se han creado en discusiones parlamentarias recientes, es establecer que las evaluaciones sean encargadas a organismos externos independientes.


El señor Ministro del Interior explicó que la redacción del inciso primero del artículo 1º contenida en la propuesta coincide plenamente con lo aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional. Agregó que luego de la expresión “a la política” no sigue una coma, por lo que debe entenderse que no se refiere a la política en general, sino que específicamente a la política de mantenimiento de la seguridad interior, pero se mostró abierto a hacer modificaciones formales para aclarar el tema.


En relación con la objeción de redacción relativa a la concentración de la decisión política en estas materias, indicó que este es justamente el propósito principal que se tuvo en cuenta para la creación de este Ministerio, porque el diagnóstico compartido por las fuerzas políticas muestra que la dispersión de funciones y responsabilidades en materia de seguridad pública interior genera ámbitos importantes de descoordinación y que es necesario concentrar las decisiones en un solo organismo.


Continuó explicando que la acción de fiscalización y evaluación que se propone no se refiere al resto de los Servicios Públicos y Ministerios como un todo, sino que, específicamente, a los programas que en él ámbito de la seguridad desarrollen esas entidades públicas.


Agregó que la idea de formular una Política Nacional de Seguridad Pública Interior desarrollada en un documento de acceso público, surgió en el Gobierno anterior, y es un paso institucional importante, que se consagra en este proyecto como una obligación del nuevo Ministerio, en el artículo 3º, letra a).


El Honorable Senador señor Espina señaló que estos asuntos fueron latamente discutidos en el Senado y respecto de ellos se llegó a un acuerdo transversal. Explicó que el diseño acordado para el nuevo organismo abarca tres competencias fundamentales: orden público, seguridad pública interior, y protección de las personas y sus bienes.


Puntualizó que la función de fiscalización de los planes y programas referidos a la seguridad pública que emprendan otros Ministerios y Servicios Públicos también fue materia de un acuerdo político en el primer trámite constitucional, atribución que está desarrollada en el artículo 3º, norma que precisa las potestades específicas del nuevo organismo. Al respecto, agregó que la letra j) de ese artículo permite que el nuevo Ministerio externalice la evaluación, celebrando convenios con otras instituciones, públicas o privadas, para tal efecto, lo que responde a la inquietud planteada sobre este punto por la Honorable Senadora señora Alvear.


El Honorable Senador señor Chadwick dijo que la idea central de este proyecto es crear un nuevo Ministerio que concentre en sí el diseño de la política de seguridad pública y la supervigilancia de los planes y programas que desarrollen todas las demás entidades públicas en materia de seguridad, porque es imposible concentrar en una sola Secretaría de Estado la ejecución de todas las actividades relativas a este tema.


Su Señoría observó que coincide con lo antes señalado en cuanto a que las tareas de prevención y control de la delincuencia y la rehabilitación de los infractores de ley y su reinserción social son funciones establecidas para el nuevo Ministerio en este proyecto, y por eso, la forma como ellas serán llevadas a cabo debe también regularse en la ley, y no simplemente en una Política Nacional de Seguridad Interior, documento que no tiene carácter legal. Agregó que entiende la necesidad de que el Ministerio genere periódicamente ese documento, y que ese sea el marco de actuación en las materias de su competencia. Por lo anterior, propuso que las funciones antes señaladas se cumplan “en la forma que prescriba la ley dentro del marco de la Política Nacional de Seguridad Pública.”.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que le queda claro que la fiscalización que ejercerá este Ministerio no se refiere al conjunto de los demás Ministerios y Servicios Públicos sino que, específicamente, a los planes y programas sobre seguridad pública, pero observó que esta idea es muy amplia, porque incluso los programas habitacionales que desarrolla el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tienen efectos indirectos muy importantes en materia de seguridad pública, por lo que propuso emplear la voz “control” en vez de fiscalización.


El señor Ministro del Interior acogió la propuesta del Honorable Diputado señor Burgos.


El Honorable Senador señor Larraín observó que el inciso primero del artículo en discusión es demasiado casuístico en la nominación de los objetivos generales del nuevo Ministerio y, como ejemplo, indicó que el concepto de protección de las personas y sus bienes que usa el inciso ya está comprendido dentro de la idea de seguridad pública interior.


Agregó que la disposición contenida en el inciso segundo que señala que este nuevo Ministerio será el continuador legal del actual Ministerio de Interior es más propio de una disposición transitoria que del primer artículo de un proyecto como este, y que la referencia a la Política Nacional de Seguridad Pública Interior no explicita qué labores específicas deberá realizar el nuevo organismo en materia de prevención, control de la delincuencia, la rehabilitación de los infractores de ley y su reinserción social.


El Honorable Diputado señor Harboe propuso redactar el inciso primero de la forma más sucinta posible, para que desde un principio quede claro cuál es el marco general de acción del nuevo Ministerio.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo notar que la referencia que se hace en el inciso segundo a la prevención, control de la delincuencia, rehabilitación de los infractores de ley y su reinserción social colisiona con las atribuciones y actividades que desarrollan habitualmente instituciones como Gendarmería de Chile y el Servicio Nacional de Menores en el ámbito del tratamiento a los menores infractores de ley, instituciones que se encuentran bajo la dependencia jerárquica del Ministerio de Justicia, y ahora quedarían con una doble dependencia, lo que daría lugar a evidentes efectos perjudiciales.


El señor Ministro del Interior señaló que en el texto aprobado por el Senado y por la Cámara de Diputados, y en la propuesta del ex ministro señor Viera-Gallo se indicaba que el nuevo Ministerio estará a cargo “de todo lo relativo” a la prevención, control, rehabilitación y  reinserción, lo que se consideró demasiado amplio, y por eso la nueva redacción propuesta es más restringida que las redacciones anteriores del proyecto, que ya habían sido concordadas entre ambas Cámaras.


Manifestó que en el largo plazo se esperará que todos los organismos que realizan funciones relativas a la rehabilitación o reinserción sean traspasados al nuevo Ministerio, pero en el intertanto la letra c) del artículo 3º del proyecto propuesto por el actual Gobierno contempla que el nuevo Ministerio podrá encomendar tareas relativas a su ámbito de acción a otros servicios públicos, y con esta figura podría solucionarse lo relativo a la dependencia de Gendarmería de Chile y del Servicio Nacional de Menores.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con la necesidad de simplificar el inciso primero del artículo 1º, de forma de establecer de la manera más sucinta y clara posible la misión general del nuevo Ministerio. Agregó que es absolutamente necesario para el éxito de esta nueva instancia que se concentre en ella las decisiones públicas sobre seguridad. Expresó que, más allá de una coordinación teórica de políticas generales desarrolladas por el Estado, es imprescindible que el nuevo Ministerio controle la ejecución de los programas de seguridad que desarrollen los demás servicios públicos, para asegurar que el esfuerzo estatal en la materia sea coherente y no se dupliquen actividades.


En relación con la objeción sobre la ubicación de la norma que indica que el nuevo Ministerio será el continuador legal del actual Ministerio del Interior, Su Señoría señaló que podría estudiarse la posibilidad de que esta disposición se ubique como norma transitoria.


Agregó que uno de los acuerdos fundamentales alcanzados en el primer trámite constitucional plantea que todo Gobierno, de cualquier signo político que sea, debe tener una Política Nacional de Seguridad Pública Interior explícita y pública, que consista en una estrategia general, y que el desempeño del nuevo Ministerio se oriente conforme a la ley y dentro de esa Política.


El Honorable Diputado señor Harboe propuso reemplazar los incisos primero y segundo del artículo 1º por lo siguiente: “Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público y la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, coordinará, evaluará y controlará la ejecución de planes y programas que desarrollen los demás ministerios y servicios públicos en materia de prevención, y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su reinserción social.”. 


Observó que con esta redacción el nuevo Ministerio mantendría la facultad de coordinar, evaluar y controlar la ejecución de los programas que en esta materia desarrolle cualquier otra Secretaría de Estado.


El señor Ministro del Interior expresó que agregaría a la propuesta del Honorable Diputado señor Harboe que las funciones del nuevo Ministerio se realizarán en la forma que establezca la ley y dentro del ámbito de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


El Honorable Senador señor Espina consultó dónde queda en esa redacción la protección a las víctimas.


El señor Ministro del Interior señaló que dentro del concepto de seguridad pública interior estaría contenida la idea de protección a las personas y sus bienes, como antes lo habría señalado el Honorable Senador señor Larraín, y que, por lo tanto, es innecesario hacer mención expresa a ella.


El Honorable Senador señor Espina dejó constancia de su opinión en el sentido de que al eliminar de la redacción original del inciso primero la referencia a la protección de las personas y sus bienes, no se tuvo en consideración restar esta atribución de las facultades generales del nuevo Ministerio, sino que dicha función se entiende comprendida en el concepto de “seguridad pública interior”, tal como lo señaló el Honorable Senador señor Larraín.


El Honorable Diputado Burgos agregó que en las funciones que este cuerpo legal establece para el nuevo Ministerio, se entienden traspasadas, por el solo ministerio de la ley, las actuales funciones del Ministerio del Interior. Puntualizó que este traspaso de funciones se hace en forma permanente, y por ello no corresponde que la norma que lo establezca esté en una disposición transitoria.


Los miembros de la Comisión acogieron las propuestas de corrección de la proposición hechas por el señor Ministro del Interior y el Honorable Diputado señor Burgos.


La Honorable Senadora señora Alvear sugirió aprobar la proposición del Honorable Diputado Harboe en reemplazo de los incisos primero y segundo del artículo primero de la propuesta del Ejecutivo, más las correcciones antes señaladas, y el inciso tercero de la propuesta del Gobierno.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una indicación que recoge la discusión anterior, reemplazando el artículo 1º del proyecto por el siguiente:


“Artículo 1º.- Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público y la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, y coordinará, evaluará y controlará la ejecución de planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y Servicios Públicos en materia de prevención y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su reinserción social, en la forma que establezca la ley y dentro del marco de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


Asimismo, le corresponderá la gestión de los asuntos y procesos administrativos que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública requieran para el cumplimiento de sus funciones y que sean de su competencia.


Además de las funciones que esta ley le señale, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el sucesor legal, sin solución de continuidad, del Ministerio del Interior, y tendrá todas las atribuciones que las leyes le confieren.”.

- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales.

- - -
Artículo 2º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 2º que se divide en dos incisos.


El primero indica que en cumplimiento de lo señalado en el artículo 101 de la Constitución Política de la República, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será la Cartera que tendrá a su cargo la seguridad pública.


El inciso segundo señala que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública dependerán de esta nueva Secretaría de Estado y que se regirán por sus respectivas leyes orgánicas. Precisa que los jefes máximos de esas instituciones se relacionarán directamente con el Presidente de la República a través del titular del nuevo Ministerio.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó el inciso segundo. 


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su formulación original.


Al iniciarse el debate de esta discrepancia, el Honorable Diputado señor Harboe indicó que la relación entre el Gobierno y las Fuerzas de Orden y Seguridad que plantea el inciso segundo del artículo es muy problemática. 


En primer término, observó que se establece una relación jerárquica directa entre el General Director de Carabineros, el Director General de la Policía de Investigaciones y el Presidente de la República. Explicó que eso desconoce el hecho que la Constitución Política de la República expresamente establece que el Presidente de la República es el jefe de la Administración Pública y superior jerárquico de las Fuerzas Armadas y de Orden, y puede dar pie para interpretar, a contrario sensu, que como en otros sectores de la Administración no se señala expresamente esta relación jerárquica superior del Presidente de la República, ella puede ser cuestionada. 


Además, puntualizó que la norma propone una relación tan directa y expresa entre el Jefe de Estado, el General Director de Carabineros y el Director General de la Policía de Investigaciones, que abriría la posibilidad para establecer una causal de acusación constitucional contra el Primer Mandatario por el hecho personal de esos Directores, lo cual es sumamente delicado.


Agregó que el inciso segundo también establece que la relación jerárquica entre el Jefe de Estado, el General Director de Carabineros y el Director General de la Policía de Investigaciones se materializará por intermedio del Ministro del Interior y Seguridad Pública y no del nuevo Ministerio como un todo, lo que debilita notablemente el vínculo entre esa repartición y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que son cruciales para la función que esta ley atribuye a la institución que se crea.


El señor Ministro del Interior expresó que la Carta Fundamental sólo establece sobre el punto que las Fuerzas de Orden y Seguridad dependen del Ministerio encargado de la Seguridad Pública, y que los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de Carabineros deben cursarse mediante un decreto supremo.


El Honorable Senador señor Larraín aseveró que con esta redacción se mantiene la tradicional relación de subordinación entre los institutos armados y la Presidencia de la República, por lo que no observa mayores objeciones al respecto.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que aún existen algunas suspicacias entre ciertos sectores en retiro de Carabineros de Chile respecto del traspaso al Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, pero en este caso es necesario legislar según las necesidades del país y de conformidad con lo que ya se dispuso en el texto constitucional.


El Honorable Senador señor Espina señaló que en esta materia hubo una serie de reticencias por parte de algunos sectores uniformados. La primera de ellas es que si cambiaban la dependencia del Ministerio de Defensa al nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública se politizaban, lo que fue descartado de plano porque queda claro que el Ministro de Defensa tiene la misma dependencia política que la del Ministro del Interior.


Por ello, añadió, basta con la primera oración del inciso segundo del artículo 2º para evitar todas estas suspicacias.


La Honorable Senadora señora Alvear observó que el artículo 28 de la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, que este proyecto modifica, señala que los nombramientos, ascensos y retiros del personal de esa institución se hacen por medio de decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Defensa, y lo único que se propone cambiar en este proyecto es que ahora ese Ministerio será el de Interior y Seguridad Pública, por lo que el cambio de dependencia de Carabineros no tiene el significado que se ha querido darle.


El Honorable Diputado señor Harboe indicó que estamos muy lejos de las situaciones que generaron la crisis institucional del año 1973, y que en esta sede se debe legislar en un contexto de normalidad institucional, por lo que lo señalado en la segunda oración del inciso segundo del artículo 2º del proyecto, más que solucionar un problema de suspicacias puntuales de algunos de los sectores en retiro de Carabineros de Chile, lo que hace es poner en tela de juicio la actual normalidad institucionalidad, ya que aparece como que el legislador se vio compelido a aclarar en la ley la relación de subordinación entre las Fuerzas de Orden y Seguridad y el Presidente de la República porque ella teóricamente podría estar cuestionada.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que realmente no hay razones que justifiquen interpretaciones tan extremas en este punto, y más bien se puede pensar que la exclusión de la frase en discusión debilita la normal relación de dependencia entre los institutos armados y la Presidencia de la República. Su Señoría recordó que las Fuerzas de Orden y Seguridad son claves para el normal desarrollo del país y requieren alguna conexión directa con el Primer Mandatario que no esté mediatizada por el Ministro del Interior.


Recordó que la Constitución Política de la República establece que las Fuerzas Armadas son esencialmente obedientes y no deliberantes, y que son profesionales, jerarquizadas y disciplinadas y, por lo tanto, requieren una vía directa con el Jefe de Estado.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta disposición está en consonancia con la Constitución Política de la República, porque establecer en la ley que hay una relación jerárquica directa entre el General Director de Carabineros y el Director General de la Policía de Investigaciones es la contrapartida lógica de lo señalado en el artículo 32, número 16º, de la Carta Fundamental, que indica que es facultad privativa del Presidente de la República designar y remover a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y al General Director de Carabineros, y el nombramiento, remoción y retiro de los oficiales de esos institutos armados.


El Honorable Senador señor Espina expuso que no hay otra norma vigente que establezca que el Presidente de la República tendrá una relación jerárquica directa con los Comandantes en Jefe de las demás ramas castrenses. 


Connotó que la supresión de la regla contenida en la segunda oración del inciso segundo del artículo 2º no implica, en caso alguno, bajar el estatus que hoy tiene Carabineros de Chile en relación con las demás Fuerzas Armadas y, por el contrario, establecerla tal como se señala sería mejorar la condición del General Director de Carabineros en comparación con los demás Comandantes en Jefe.


El Honorable Diputado Burgos expresó que no es necesario repetir en la ley la norma que indica el artículo 32, número 16º, de la Constitución Política de la República, y que la proposición que se plantea en la mentada segunda oración del inciso segundo del artículo 2º va mucho más allá de lo que dice la Constitución Política de la República, sin que se observe razón alguna para proceder de esta manera y, además, tiene el efecto indeseado de generar, en las Fuerzas de Orden y Seguridad, una doble dependencia respecto del nuevo Ministro y del Presidente de la República.


El señor Ministro del Interior enfatizó que esta norma intenta resolver inquietudes que en algún momento se plantearon, pero el resultado que se obtuvo no es claro ni útil, toda vez que no hay otras normas similares respecto de otras ramas de la Defensa y, además, genera una regla confusa para establecer la relación de dos funcionarios públicos que, en definitiva, estarán igualmente subordinados al Presidente de la República.


La Honorable Senadora señora Alvear reiteró que la norma proviene de la suspicacia de algunos sectores políticos hacia el proyecto cuando este recién se planteó, pero hoy no agrega nada y genera muchas dudas y potenciales problemas en otros ámbitos, por lo que propuso eliminarla. Para zanjar el asunto, puso en votación el inciso segundo.


- Sometida a votación la primera oración del inciso segundo del artículo 2º del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales.


- Luego puso en votación la segunda oración del referido inciso del artículo 2º del Senado, la que fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señora Alvear y señor Espina, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín.


En síntesis, la Comisión acordó proponer, como forma y modo de superar las diferencias relativas al artículo 2º, aprobar como tal el texto despachado por el Senado, salvo la segunda oración de su inciso segundo.

- - -
Artículo 3º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 3º que, en catorce literales, establece las nuevas atribuciones del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que se suman a las actuales que tiene el Ministerio del Interior. Estas nuevas atribuciones son las siguientes:


a) Proponer al Presidente de la República la política nacional de orden público y seguridad pública interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente a nivel nacional, regional y comunal. En el ejercicio de esta facultad, el Ministerio tomará en consideración los estudios y encuestas de alcance nacional, regional y comunal que establezcan parámetros e indicadores técnicos y objetivos, tales como victimización, revictimización, temor y denuncias;


b) Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional;


c) Coordinar las acciones que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en relación con la seguridad pública interior, evaluarlas y fiscalizarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de los programas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley,  sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden, y velar porque los planes, programas y acciones de los ministerios y servicios públicos relativos a la seguridad pública interior se adecuen a la Política Nacional de Seguridad;


d) Mantener un sistema de documentación y estadísticas actualizado y público que permita evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, la revictimización, el temor y las denuncias, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;


e) Ejercer las atribuciones que en materia de seguridad privada le encomiende la ley;


f) Ejecutar y promover la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con la seguridad pública interior y el orden público;


g) Promover, coordinar y fomentar medidas de prevención y control de la delincuencia, la violencia y la reincidencia delictual;


h) Definir y evaluar las medidas orientadas al control de los delitos y aquellas que permitan una adecuada respuesta policial a las infracciones de la ley penal;


i) Proponer y fomentar medidas destinadas a asegurar la eficacia y efectividad de las sanciones penales;


j) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas, planes y programas de seguridad interior y orden público;


k) Estudiar las necesidades financieras de las Policías, proponer su presupuesto anual y conocer y analizar sus presupuestos de adquisiciones, sin perjuicio de las atribuciones que en estas materias correspondan al General Director de Carabineros y al Director General de la Policía de Investigaciones de Chile;


l) Proponer y coordinar políticas sectoriales para el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública en asuntos que sean de su competencia, de acuerdo a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y en la ley;


m) Evaluar el cumplimiento de las metas y objetivos de los planes y programas de seguridad pública a cargo de las instituciones policiales, y


n) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones:


En la letra a), agregó que también es atribución del Ministerio del Interior y Seguridad Pública ejecutar la política nacional de orden público; eliminó el ámbito comunal en la definición del campo de acción del nuevo ministerio; precisó que la evaluación de la misma debe hacerse cada dos años y, en relación a los datos de hecho que deberán tenerse en cuenta para cumplir con su misión, cambió la noción de “estudios y encuestas de alcance nacional, regional y comunal que establezcan parámetros e indicadores técnicos y objetivos, tales como victimización, revictimización, temor y denuncias” por “la evidencia surgida de estudios científicos que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia”.


Eliminó la letra c).


En la letra d) incluyó, entre los objetivos que debe lograr el sistema de documentación y estadísticas actualizado, la evaluación de los organismos dependientes del Ministerio. Además, añadió un frase final al literal que establece que deberán considerase los factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictual, a nivel nacional, regional y comunal.


En la letra e) añadió que en el ejercicio de las atribuciones que la ley le confiere sobre la seguridad privada, el nuevo Ministerio deberá velar que ella se coordine adecuadamente con la seguridad pública.


En la letra f) consideró, entre las materias que son objeto de los estudios e investigaciones que emprenda el Ministerio, el orden público, y la prevención, rehabilitación y reinserción social, a nivel nacional, regional y comunal.


Finalmente, eliminó las letras i), k) y l).


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó estas modificaciones.


La Comisión Mixta efectuó la discusión de este artículo en el orden de sus literales. Asimismo, cabe señalar que el debate sobre cada una de estas discrepancias se desarrolló a partir de las proposiciones formuladas por el Ministerio del Interior, con fecha 4 agosto de 2010.

Letra a) del Senado y de la Cámara de Diputados


La referida propuesta del Ejecutivo considera la siguiente letra a) para el artículo 3º del proyecto:


“a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente, tanto a nivel nacional, regional y comunal, en su caso. La formulación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior tendrá en consideración la evidencia surgida de estudios científicos que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;”.


El señor Ministro del Interior explicó que las dos diferencias que se aprecian en la proposición actual del Ejecutivo y las posiciones anteriores del proyecto, es que hoy se considera que no es función del Ministerio del Interior y Seguridad Pública ejecutar la Política Nacional de Seguridad Pública y, además, se parte de la base que la formulación de dicha Política debe tener a la vista datos científicos consistentes, objetivos y contrastables que la avalen y que justifiquen las medidas y programas que en ese ámbito puedan producir mayor efecto. Al respecto, se consideró que las encuestas no cumplen a cabalidad todas estas condiciones de consistencia, objetividad y contrastabilidad, por lo que se eliminaron de la redacción. Añadió que esta disposición también facilita la labor fiscalizadora del Congreso Nacional porque señala una fuente precisa de información para revisar la Política de Seguridad Pública Interior.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que no observa una manifiesta conveniencia en eliminar las encuestas, porque aunque no son del todo científicas sí pueden aportar antecedentes interesantes sobre situaciones determinadas. Añadió que la evidencia que se puede manejar tiene un espectro bastante reducido y, por muy serios que sean los estudios que se realicen, la mayor parte de ellos concluirá en conjeturas bien fundadas, pero conjeturas al fin. Indicó que si este ámbito de acción queda restringido a la ciencia, en la práctica, la actividad política quedaría entregada a los académicos.


El Honorable Diputado señor Harboe coincidió con lo indicado por el Secretario de Estado en lo concerniente a la base científica de la formulación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, pero se mostró contrario a limitar la posibilidad de que el nuevo Ministerio pueda ejecutar alguna parte de las políticas que diseñe y se vea compelido a delegar todo ese ámbito.


El Honorable Senador señor Espina señaló que en este caso no ve el objeto de limitar las fuentes de información que el nuevo Ministerio pueda tener a la vista para diseñar la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, por lo que propuso eliminar la palabra “científicos”. 


Consideró que considera que por regla general esa Política debe ser ejecutada por órganos distintos al nuevo Ministerio, pero hay ciertos casos en los que conviene que la nueva institución sea la ejecutora directa, sobre todo cuando se trata de programas piloto o ciertas actividades que hoy no tienen un asiento institucional claro, como la Defensoría Penal de las Víctimas, por lo que propuso que el nuevo Órgano pueda ejecutar “cuando corresponda”.


El Honorable Diputado señor Monckeberg Bruner recordó que la función de ejecución fue agregada en el proyecto durante la discusión en la Cámara de Diputados a proposición del Ejecutivo, y también está contenida en la propuesta del ex ministro señor Viera-Gallo acordada con los Institutos de la anterior Oposición. Afirmó que la exclusión que ahora se plantea puede ser muy restrictiva, por lo que coincidió con lo propuesto por el Honorable Senador señor Espina en el sentido de agregar la expresión “ejecutarla, en su caso”. Añadió que también considera apropiado eliminar el adjetivo “científico” de los estudios que se tienen en vista para el diseño de la Política de Seguridad por las razones antes indicadas.


El Honorable Diputado señor Morales indicó que es conveniente incorporar la ejecución para permitir que ministerios futuros tengan la opción de delegar o ejecutar algunas cosas por sí mismo. Coincidió con la idea de suprimir el adjetivo “científico” de los estudios que se tienen en vista para el diseño de la Política de Seguridad porque muchas veces hay evidencias totalmente empíricas y no necesariamente científicas que hacen aconsejable tomar una determinada medida, que a la larga se muestra efectiva.


La Honorable Senadora señora Alvear resaltó que el artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado se indica que los ministerios serán los encargados de proponer y evaluar los planes y políticas públicas, y que excepcionalmente actuarán como órganos administrativos de ejecución. Añadió que el artículo 28 de ese mismo cuerpo legal preceptúa que los servicios públicos son los órganos que tendrán a su cargo la ejecución cotidiana de esos planes y políticas, por lo que la posición del actual Ejecutivo tiene asidero legal.


El señor Ministro del Interior puntualizó que la letra en discusión se refiere a la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, y no a programas o planes específicos. Señaló que el Ejecutivo no quiere que el nivel central del nuevo Ministerio deba ejecutar directamente toda la Política General de Seguridad que diseña, porque este mismo proyecto establece Subsecretarías, que según disponen los artículos 7º y 11 del proyecto, serán los órganos de ejecución de la mentada Política.


Indicó que si el futuro Ministerio quisiera emprender un programa piloto, perfectamente lo podría hacer por medio de una de sus Subsecretarías, lo que disipa la aprensión señalada por el Honorable Senador señor Espina, y permite que el nivel central concentre el diseño y control de ejecución.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso solucionar el tema, eliminando de la segunda oración de la letra el adjetivo “científico”, pues respecto de este tema hay consenso, y aprobar el resto de la proposición, porque queda claro que las Subsecretarías del nuevo Ministerio tendrán suficientes facultades de ejecución de los planes y programas diseñados por el nivel central.

En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión anterior, planteando reemplazar la letra a) del artículo 3º del proyecto por la siguiente:


“a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente, tanto a nivel nacional, regional y comunal, en su caso. La formulación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior tendrá en consideración la evidencia surgida de estudios que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;”.


- Sometida a votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner y Morales, con una enmienda de redacción.
Letra c) del Senado


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera la siguiente letra c) para el artículo 3º del proyecto:


“c) Encomendar y coordinar las acciones y programas que los Ministerios y los Servicios Públicos desarrollen en relación con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, evaluarlas y fiscalizarlos, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de las políticas  gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley, sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden;” 

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la proposición es similar a la original del Senado, y que tiene un contenido que facilita su aplicación. Agregó que debería cambiarse en la propuesta la palabra “fiscalizarlos” por “controlarlos”, para dejar la redacción en consonancia con la modificación hecha en el artículo 1º del proyecto.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la observación antes señalada, planteando reemplazar la letra c) del artículo 3º del proyecto por la siguiente:


“c) Encomendar y coordinar las acciones y programas que los demás Ministerios y los Servicios Públicos desarrollen en relación con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, evaluarlas y controlarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de las políticas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley, sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden;”.


- Sometida a votación, la proposición recién transcrita fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner y Morales.

Letra d) del Senado

Letra c) de la Cámara de Diputados


La referida propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera la siguiente letra d) para el artículo 3º del proyecto:


“d) Mantener, procesar y tratar un sistema de información y documentación actualizado que permita evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio, para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior. También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictivo, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;”.


El Honorable Senador señor Larraín consultó por qué razón se ocupa la voz “tratar” en la descripción de las actividades que el nuevo Ministerio efectuará respecto a los sistemas de información.


El señor Ministro del Interior señaló que el término “tratar” en este contexto se ocupa como sinónimo de trabajar los datos. Explicó que esta misma acepción se emplea en el artículo 1º de la ley 
Nº 19.628, sobre protección de la vida privada. Añadió que lo que se intenta con esta disposición es que el nuevo Ministerio no se limite solo a almacenar información, sino que también pueda trabajar sobre ella.


El Honorable Diputado señor Burgos observó que la disposición usa el término “información y documentación” para referirse al objeto de la actividad de procesamiento, y puntualizó que a su juicio el término “información” es demasiado amplio.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que acoger en esta redacción el uso de una expresión tan amplia como es el término “información” podría dar pie para que, incluso, el nuevo Ministerio tenga informantes.


El señor Ministro del Interior afirmó que las aprensiones manifestadas se disiparían si se observa todo el literal, que indica que el objeto del procesamiento de información que se plantea es únicamente evaluar el estado de la Seguridad Pública Interior, la eficacia de las políticas públicas en este aspecto y la situación de los organismos dependientes del Ministerio. Agregó que, según la disposición, el nuevo Ministerio únicamente podrá requerir esta información de las otras entidades públicas que estén vinculadas con la Seguridad Pública Interior, y sólo para los fines antes indicados. Señaló que teniendo en consideración ambos elementos se puede descartar de plano que el nuevo Ministerio adquiera, por esta vía, alguna facultad para indagar en la vida privada de las personas.


Añadió que es importante mantener la voz “información” en el literal en discusión porque, de lo contrario, la base de datos sólo podrá considerar material documental y no datos contenidos en otros soportes. Planteó que si el término “información” aún genera dudas, el Gobierno consideraría sustituirlo por “datos”, y si hay dudas respecto a la expresión “tratar”, sugirió reemplazarlo por “mantener y procesar”.


El Honorable Senador señor Espina propuso acoger la propuesta del Secretario de Estado para evitar en el futuro interpretaciones inconvenientes.


El Honorable Senador señor Larraín aseguró que las correcciones propuestas disipan las dudas antes señaladas, y observó que en el campo informático la palabra “información” alude a un conjunto de datos organizados. Agregó que no le satisface reemplazar la palabra “tratar” por “mantener y procesar”, porque lo que se mantiene y procesa son los datos y no el sistema en su conjunto. En lugar de lo anterior, propuso para este precepto la siguiente redacción: “mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos, documentos y otros antecedentes generales que permita…”.


El señor Ministro del Interior relató que uno de los graves problemas del esfuerzo público contra la delincuencia es la evaluación de las políticas públicas emprendidas en ese tema. Explicó que si, por ejemplo, no se tiene la atribución de solicitar a Gendarmería de Chile o al Poder Judicial información como la tasa de reincidencia de las personas sometidas a un determinado régimen de rehabilitación, no es posible saber si ese sistema está funcionando, o si, en otros casos, una medida como la imposición de un brazalete electrónico para hacer vigilancia remota y geolocalizada a personas involucradas en hechos de violencia intrafamiliar tiene efectos prácticos en la conducta futura de esos imputados.


Señaló que hoy no existe ninguna institución pública que tenga toda la información sobre esas materias o que pueda cruzar la información proveniente de distintos organismos públicos, por tanto no hay forma de evaluar las distintas políticas públicas que en materia de seguridad se han emprendido.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que la información que se requiera de acuerdo a este numeral puede estar calificada en otro cuerpo legal como reservada o privada.


El señor Ministro del Interior indicó que lo que se quiere en esta disposición es tener datos relativos a cada fenómeno delictual que indiquen números de personas involucradas por áreas geográficas, o que compartan ciertas características generales, como género o edad, pero no datos que apunten a la individualización personal de los involucrados. Puntualizó que lo que interesa son los números, no los nombres. Por ello, acotó, el Gobierno está abierto a modificar este numeral para enfatizar esta circunstancia.


El Honorable Senador señor Espina consideró satisfactoria la respuesta anterior, y propuso ocupar la redacción señalada por el Honorable Senador señor Larraín, que se refiere a datos generales, lo que previene que esta futura base de datos contenga información que permita la individualización de personas. Al respecto, solicitó que quedara constancia expresa en la historia de la ley que esta disposición, en caso alguno, permitirá al futuro Ministerio indagar en la vida privada de las personas o mantener registros de información que permita individualizar a uno o más ciudadanos.


El Honorable Senador señor Larraín se mostró partidario de la solicitud y agregó que el término “generales” por él propuesto tiene por finalidad evitar las individualizaciones personales, pero permite desagregar informaciones genéricas sobre ciertos fenómenos como, por ejemplo, la incidencia de un determinado tipo de delito en cierta área urbana que interese estudiar.


El Honorable Diputado señor Monckeberg Bruner indicó que prefiere que la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Larraín contenga una referencia expresa a que no se permite la singularización de personas determinadas.


La Honorable Senadora señora Alvear sugirió aprobar la proposición del Honorable Senador señor Larraín, dejando constancia que ella se entiende en el sentido que precisó el Honorable Senador señor Espina.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una redacción que recoge la discusión antes señalada, planteando reemplazar la letra d) del artículo 3º del proyecto por la siguiente:


“d) Mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos, documentos y otros antecedentes que no permitan la singularización de personas determinadas, con el fin de evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio, para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior. También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictivo, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;”


- Sometida a votación esta redacción sugerida por el Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner y Morales.


El Honorable Senador señor Espina manifestó dudas respecto de la disposición antes aprobada, en el sentido de que su tenor literal faculta al nuevo Ministerio para solicitar datos a los organismos autónomos del Estado vinculados a la Seguridad Pública Interior. 


Observó que en esa categoría están el Ministerio Público y los Tribunales de Justicia, que son instituciones que sin lugar a dudas manejan información relevante para la seguridad pública, pero que constitucionalmente son autónomos, por lo que no podrían ser requeridos para entregar los datos en cuestión. 


Agregó que es fundamental que el nuevo Ministerio pueda tener acceso a estos datos para cumplir su labor, pero es importante que esta facultad tenga asidero constitucional.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que la redacción de la disposición antes acordada hace referencia a datos relativos a categorías genéricas y desagregadas sobre fenómenos delictivos, respecto de las cuales debería haber acceso, ya que ello no perturba el conocimiento de las causas específicas que el Ministerio Público o los Tribunales de Justicia puedan tener a su cargo.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que parece pertinente, para salvar la duda acá señalada, que haya una mención expresa a los órganos constitucionales autónomos, porque de lo contrario ellos podrían excusarse de informar haciendo presente su carácter de entes autónomos y no organismos públicos de seguridad interior.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que, en la práctica, el Ministerio Público se comporta como una institución muy celosa de su autonomía, e incluso se ha negado a aceptar auditorías externas que se han propuesto por el Ministerio de Justicia. Añadió que hay que estudiar más el tema, porque una mera ampliación de la disposición antes aprobada podría ser considerada como inconstitucional.


El señor Ministro del Interior afirmó que la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, contenida en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, engloba, dentro del concepto de servicios e instituciones, a todo el sector público, incluyendo al Poder Judicial, pero sin comprender al Ministerio Público, razón por la cual la proposición se refiere a “órganos o instituciones”, para ser más comprehensiva e incluir a esa institución autónoma.

Letra e) del Senado
Letra d) de la Cámara de Diputados


El Honorable Diputado señor Burgos informó que en Chile laboran más personas en el ámbito de la seguridad privada que en los Institutos Armados, por lo que, a su juicio, se encuentra pendiente una revisión general de la regulación de esta actividad.


El Honorable Senador señor Larraín afirmó que encargar al nuevo Ministerio sólo de las autorizaciones que el actual Ministerio del Interior debe extender en materia de vigilantes privados es establecer, en las primeras normas de esta ley, un ámbito de acción demasiado estrecho para la nueva institución en una materia que de por sí es esencial para la seguridad pública y respecto de la cual debería tener mayor incumbencia.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que la normativa actual establece que la función de regulación de las empresas de seguridad privada está en manos del Ministerio de Defensa, y las disposiciones posteriores de este proyecto que hacen modificaciones de referencia, cambian esta situación en consonancia con lo que aquí se propone. Añadió que esta es una función necesaria pero mínima en este ámbito, y es imprescindible que haya una regulación más amplia de esta materia.


El señor Ministro del Interior explicó que está en discusión una modificación amplia sobre el tema de la seguridad privada, que concentra en el nuevo Ministerio amplias facultades para regular esta industria. Teniendo en consideración lo anterior, el personero propuso ampliar la facultad acá señalada indicando que corresponderá a este nuevo Ministerio la facultad de regular, autorizar, controlar, supervisar y ejercer todas las demás atribuciones que en materia de seguridad privada le encomiende la ley, lo que recogería todas las inquietudes anteriormente planteadas.


El Honorable Diputado señor Harboe señaló que en la práctica lo que hará este proyecto será traspasar las tareas que hoy establece el decreto ley Nº 3.607, de 1981, sobre funcionamiento de vigilantes privados, disposición que no regula apropiadamente el tema. Puntualizó que ese cuerpo legal tiene problemas graves de diseño, porque faculta a los ministerios de Defensa e Interior para prestar la autorización para que funcione un ente de vigilancia privada, pero no establece claramente que exista la atribución de denegar dicho requerimiento, ni menos un procedimiento claro para ese fin.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que la regulación pormenorizada de la seguridad privada quedará en manos de una ley que en el futuro se debatirá, por lo que debería diferirse para esa instancia esta discusión. Agregó que lo que ahora corresponde es que se establezca en este proyecto una facultad amplia para el nuevo Ministerio en materia de seguridad privada, como la señalada por el señor Ministro del Interior, y se traspasen las funciones vigentes sobre el tema, aunque ellas sean precarias.


El Honorable Diputado señor Morales informó que este tema está siendo tratado por la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara Baja, por lo que coincidió con lo propuesto por el Honorable Senador señor Larraín.


El Honorable Diputado Harboe indicó que entiende que es imposible consignar en este proyecto la regulación del mercado de la seguridad privada, y en ese sentido coincidió que hay que hacer esa discusión en el proyecto del ramo. Agregó que, no obstante lo anterior, es imprescindible contemplar en este proyecto una atribución amplia para el nuevo ministerio en esta materia, que se regule detalladamente en el proyecto futuro. Agregó que el mercado de la seguridad privada es enorme, por lo que se espera que el Parlamento soporte importante presiones cuando discuta su regulación.


El Honorable Senador señor Larraín insistió en que esta actividad debe ser regulada por otra ley y, por tanto, lo que acá cabe hacer es establecer un acuerdo de verbos rectores que establezcan el ámbito de acción del nuevo Ministerio en materia de seguridad privada, pero dejando en claro que el ejercicio de esas atribuciones debe hacerse en el marco de la ley que hoy se discute en la Cámara de Diputados.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso acoger la propuesta del señor Ministro del Interior, agregando lo indicado por el Honorable Senador señor Larraín.

En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una redacción que recoge la discusión antes consignada, planteando reemplazar la letra e) del artículo 3º del proyecto por la siguiente:


“e) Autorizar, regular, supervisar, controlar y ejercer las demás atribuciones, en la forma que señale la ley, en materia de seguridad privada;”


- Sometida a votación, esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales.

Letra f) del Senado
Letra e) de la Cámara de Diputados


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera la siguiente letra f) para el artículo 3º del proyecto:


“f) Gestionar y promover la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con el orden público, la prevención y el control del delito, la rehabilitación y reinserción social del delincuente y la victimización.”.


El Honorable Diputado señor Harboe planteó que debe quedar establecido que respecto de los estudios ya hay un organismo del Estado encargado de la elaboración de los indicadores, y no podría ocurrir que, sobre la base de esta redacción, un Gobierno futuro decida externalizar todo lo relativo a las encuestas sobre victimización, desentendiéndose de los indicadores construidos y testeados en los años anteriores, perder la trazabilidad y comparabilidad de los datos y tendencias históricas, e incumplir obligaciones internacionales suscritas por nuestro país con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).


El Honorable Diputado Burgos manifestó dudas sobre si le debería corresponder al nuevo Ministerio gestionar y promover estudios de investigación, porque parece ser un asunto muy doméstico que quedaría incorporado en lo discutido y acordado anteriormente en la letra a) de este artículo.


El señor Ministro del Interior explicó que la inclinación original del Gobierno, en este tema, era eliminar la letra, pero se tuvo en consideración que este es uno de los pocos puntos en que la Cámara de Diputados y el Senado coincidían, por lo cual se prefirió mantenerlo, pero eliminando la palabra “ejecutar” porque no se quiere que el nuevo Ministerio realice directamente encuestas.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que la expresión “gestionar y promover” estudios que emplea la proposición es muy ambigua. Puntualizó que lo que debería establecerse, con claridad, es que el nuevo Ministerio podrá realizar o encargar los estudios que estime convenientes a terceros para desarrollar sus tareas, aunque señaló que no es apropiado que esta función se desarrolle excesivamente, porque de lo contrario la nueva institución terminaría transformada en una especie de centro de estudios.


El Honorable Senador señor Espina se mostró de acuerdo con lo señalado con el Honorable Senador señor Larraín. Expresó que la letra a) de este artículo indica que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior debe ser construida en base a estudios, por tanto es imprescindible facultar al nuevo Ministerio para que pueda encargar los estudios necesarios que sirvan de insumo para esa tarea. Sobre el particular, precisó que incluso debería agregarse la facultad de que estos estudios puedan ser realizados excepcionalmente por el mismo Ministerio.


El Honorable Diputado señor Harboe aseveró que aunque le parece clave que el nuevo Ministerio tenga la facultad de gestionar y promover estudios, le preocupa el tema de los instrumentos de medición, porque no es permisible que en base a la facultad que se propone se afecte la comparatividad de dichos instrumentos de medición. Indicó que el organismo chileno reconocido internacionalmente para estos efectos es el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), el que realiza hace mucho tiempo la Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana (ENUSC), que mide parámetros testeados que son comparables en el tiempo. Puntualizó que esta medición no debe interrumpirse en el futuro ni reemplazarse por otra que contenga parámetros distintos no comparables, como podría producirse si mediante una atribución amplia, como la que acá se promueve, el nuevo Ministerio pudiera licitar completamente dicha encuesta. 


El Honorable Senador señor Burgos planteó, en primer lugar, que prefiere la redacción señalada por el Honorable Senador señor Larraín, ya que los conceptos de “gestión y promoción” que aparecen en la proposición del gobierno son demasiado vagos. En lo que concierne a la preocupación expresada por el Honorable Diputado señor Harboe, Su Señoría coincidió con que es vital mantener la base de comparación de los estudios sobre seguridad ciudadana a lo largo del tiempo, pero observó que la encuesta citada no está establecida por ley, y que se su mantención en el tiempo se debe, más bien, a una buena práctica del Ministerio del Interior, la que debe mantenerse en el tiempo como tal, pero no como una obligación legal.


El señor Ministro del Interior coincidió con la necesidad de contar con un parámetro estable de medición de la seguridad ciudadana. Indicó que la ENUSC es una especie de IPC del delito en Chile, y que debe mantenerse como tal.


Agregó que esa consideración es paralela a la necesidad de que el nuevo Ministerio pueda encargar otros estudios específicos para definir algunos programas o evaluar ciertas políticas.


El Honorable Senador señor Espina también concordó con la idea de mantener la ENUSC y que, paralelamente, el nuevo Ministerio tenga una atribución amplia para encargar otros estudios. Para ello, propuso establecer ambas cosas en literales distintos del artículo 3º.


El Honorable señor Harboe adhirió a la propuesta anterior.


El Honorable Senador señor Larraín consideró que hay cierta confusión de términos en esta discusión. Observó que nadie pone en duda que la estadística oficial del Estado de Chile la lleva, por ley, el INE y, por ejemplo, en materia de empleo el índice oficial de cesantía se obtiene mediante una encuesta que hace ese Instituto, lo que no impide, en ningún caso, que entidades como el Ministerio del Trabajo y Previsión Social encargue toda clase de otros estudios específicos sobre el empleo.


Señaló que interpreta la inquietud del Honorable Diputado señor Harboe en el sentido de que no haya confusión entre los datos oficiales y otro tipo de datos, y que no haya una espacio para que el gobierno de turno manipule los datos oficiales sobre seguridad ciudadana, pero ello no elimina la necesidad de que el nuevo Ministerio pueda encargar estudios particulares para fines específicos.


El señor Ministro del Interior observó algunas dificultades en cuanto a establecer en la ley, de forma perentoria, que el nuevo Ministerio debería encargar periódicamente al INE la confección de la ENUSC, porque esa encuesta no está establecida por ley, y en el futuro el Instituto Nacional de Estadística puede generar otro instrumento para el mismo fin. 


Indicó que lo que interesa es la mantención en el tiempo de la metodología de medición de las encuestas sobre seguridad ciudadana más que, incluso, quién las haga.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que nadie discute que el nuevo ministerio tenga la potestad de encargar todos los estudios que estime pertinentes; el punto está, enfatizó, en que se mantenga la ENUSC. Concordó en que la ley establece que el INE es el organismo estatal que lleva las estadísticas en Chile, y si lo hace mal se deberán realizar las correcciones y provocar las responsabilidades administrativas y políticas que corresponda, pero, opinó, no se debería variar aquella atribución legal.


Sostuvo que esta postura se operativiza mediante la proposición hecha por el Honorable Senador señor Larraín, pero requeriría una indicación del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Espina afirmó que esa indicación no es necesaria si lo que se señala en esta letra es que el nuevo ministerio velará por la mantención de las metodologías de medición y la comparatividad histórica de los parámetros medidos, sin que se fije en la ley que exista la obligación de hacer periódicamente la misma encuesta ni que ella deberá hacerse siempre con un órgano público determinado.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con lo señalado por la Honorable Senadora señora Alvear, en el sentido de que no hay incompatibilidad entre la función amplia de encargar estudios y la necesidad de mantener la ENUSC, por lo que propuso que la primera parte del texto en discusión fuera aprobada y la segunda fuera estudiada con más detalle por el Ejecutivo para acoger las posiciones acá planteadas.


El Honorable Diputado señor Burgos precisó que estaba de acuerdo con lo anterior en la medida que el Ejecutivo presente una indicación en la parte relativa a la ENUSC, y prefiere no dividir estos asuntos en dos votaciones distintas.


El señor Ministro del Interior observó que esta situación no está contenida en ninguna de las versiones anteriores del proyecto. Indicó que entiende el requerimiento de institucionalizar la ENUSC, pero ello, dijo, se puede regular de otras formas, como, por ejemplo, a través de un decreto. Señaló que es voluntad de este Ejecutivo seguir con la mencionada encuesta, pero no necesariamente establecer en la ley que ella se realizará indefinidamente.


El Honorable Diputado señor Harboe connotó que durante la discusión parlamentaria de este proyecto se ha insistido innumerables veces en la necesidad de que las políticas de seguridad pública sean políticas de Estado y no del Gobierno de turno, por lo que se ha llamado a los legisladores involucrados en esta materia a que legislen desde esta perspectiva.


Señaló que para ello es necesario que se mantenga la continuidad de los indicadores que miden los aspectos relativos a la seguridad y que los estudios sean realizados por un organismo público experto que está reconocido internacionalmente como el emisor de las estadísticas chilenas.


Reiteró que un futuro gobierno no debe tener la puerta abierta para encargar los estudios de victimización a entidades privadas que actúan por intereses comerciales y que generan estadísticas que no están validadas internacionalmente. Expresó que esto acarrea un problema doble, porque por un lado hay un incumplimiento de una obligación internacional, y por el otro se pierde la continuidad histórica y comparatividad de la medición.


El Honorable Diputado señor Burgos manifestó que coincidía con la necesidad de mantener la ENUSC por todo lo que antes se ha señalado, pero no observa que sea imprescindible que ello se indique precisamente en la ley, por lo que propuso que tal circunstancia quedara en actas para la historia fidedigna. Indicó que entiende que el Gobierno no tiene interés de innovar en esta materia.


La Honorable Senadora señora Alvear concordó con lo señalado por los Honorables Diputados señores Harboe y Burgos, y propuso aprobar esta letra, reemplazando las palabras “gestionar y promover” por el término “encargar”, solicitando al Ejecutivo que estudie y promueva una modificación a la ley del INE para establecer que la ENUSC se mantendrá en el tiempo, y dejar expresa constancia de la discusión anteriormente efectuada y los consensos alcanzados.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge las inquietudes recién manifestadas, planteando reemplazar la letra f) del artículo 3º del proyecto por la siguiente:


“f) Encargar la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con el orden público, la prevención y el control del delito, la rehabilitación y reinserción social de los delincuentes y la victimización.”.


- Sometida a votación, esta redacción, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales.

Letra i) del Senado


Este literal fue desechado por la Comisión Mixta.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores, señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

Letras k) e l) del Senado


El Honorable Diputado señor Burgos sostuvo que estas disposiciones son absolutamente innecesarias porque están consideradas dentro de las leyes orgánicas de ambas Policías, las que son modificadas en disposiciones ulteriores de este mismo proyecto.


- Sometidas a votación la propuesta de la Cámara de Diputados para eliminar las letras k) y l) del artículo 3º del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales.

- - -

Artículo 4º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 4º, que contiene dos incisos.


El primero indica que el nuevo Ministerio deberá efectuar la coordinación sectorial e intersectorial para lograr los objetivos nacionales en materia de seguridad pública interior, orden público, prevención, rehabilitación y reinserción social.


El segundo señala que serán visados por el nuevo Ministerio el diseño y la ejecución de los programas, acciones y actividades que se ejecuten en dichos ámbitos.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el inciso primero, reemplazó en el inciso segundo la expresión “ejecución” por “evaluación, cuando corresponda”, y eliminó, en ese mismo inciso, las palabras “acciones” y “actividades”.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente artículo 4º para el proyecto:


“Artículo 4°.- El Ministro del Interior y Seguridad Pública deberá efectuar la coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos que se hayan fijado en materia de seguridad pública interior, orden público, prevención, rehabilitación y reinserción social. 


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el diseño y la evaluación, cuando corresponda, de los planes, políticas y programas que se ejecuten en dichos ámbitos, deberán ser visados por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


La Comisión decidió dividir la discusión y votación entre los dos incisos de la disposición propuesta.

Inciso primero


Al iniciar el examen de este inciso, la Comisión Mixta constató que éste coincide con el aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional.


- Sometido a votación el inciso primero de esta propuesta, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Morales.

Inciso segundo


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que la atribución que acá se plantea le parece razonable, pero observó que la expresión “visados” que ocupa la disposición es de significado vago, y consultó si ella implica, por ejemplo, que el nuevo Ministerio podrá recortar presupuestos de otras reparticiones públicas por esta causa.


El Honorable Diputado señor Harboe aseguró que esta es la forma material de ejercer la facultad de coordinación que el nuevo ministerio tendrá respecto a los planes y programas de seguridad que lleven a cabo otros servicios públicos.


El Honorable Senador señor Espina destacó que esta facultad es crucial, se inició por una proposición del Ejecutivo y fue objeto de una larga discusión en el Senado, que concluyó en que esta atribución es la única forma práctica de que todas las actividades en materia de seguridad pública que realicen todos los órganos públicos estén coordinadas. 


Agregó que no hay diferencias entre ambas Cámaras en lo relativo al uso del término visación, pero sí en cuanto a su radio de acción, porque el Senado considera que ello debe quedar circunscrito al diseño y ejecución de programas, acciones y actividades; en cambio, la Cámara de Diputados prefirió precisar que se refiere al diseño y evaluación de programas cuando corresponda.


La Honorable Senadora señora Alvear observó que en las proposiciones del ex ministro señor Viera-Gallo y la actual del Ejecutivo se prefiere que la visación tenga el mismo ámbito de acción, que incluye los planes, políticas y programas.


Su Señoría manifestó que puede ser demasiado amplio que la visación incluya las políticas sobre la materia.


El señor Ministro del Interior señaló que el Ejecutivo no tiene problemas con eliminar del objeto de la visación a las políticas de los otros servicios públicos.


El Honorable Diputado señor Burgos indicó que entiende y comparte lo señalado por El Honorable Senador señor Espina y el Secretario de Estado, pero prefirió usar la palabra “autorizados”, en vez de “visados”, porque es más clara y directa.


El Honorable Diputado señor Harboe explicó que una disposición de este tipo permite evitar que en materia de seguridad pública los distintos órganos del Estado actúen como compartimientos estanco, sin comunicación o relación entre ellos.


En una sesión posterior de la Comisión, la Honorable Senadora señora Alvear propuso reemplazar la palabra “visados” por “autorizados”, y circunscribir la autorización a los planes y programas.


A raíz de lo anterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión antes señalada, planteando reemplazar el inciso segundo del artículo 4º por el siguiente:


“Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el diseño y la evaluación, cuando corresponda, de los planes y programas que se ejecuten en dichos ámbitos, deberán ser autorizados por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


- Sometido a votación este texto, fue aprobado, con una enmienda, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

La enmienda consistió en suprimir la frase “cuando corresponda,”.
- - - 

Artículo 5º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 5º de tres incisos. 


El primero establece que el nuevo Ministerio deberá remitir semestralmente un informe a ambas Cámaras del Congreso, a través de las Comisiones que cada una de ellas designe, sobre la inversión y avances en la implementación de los programas de seguridad pública, y los resultados de las políticas públicas en la materia.


El segundo señala el objeto del informe, que debe considerar los objetivos propuestos y las metas comprometidas, los presupuestos asignados, su ejecución, las rendiciones de cuentas de los traspasos a instituciones privadas, el número de beneficiarios, las principales acciones desarrolladas, la evaluación de ellas y la metodología ocupada para ese fin, y las demás cifras y antecedentes estadísticos pertinentes,


El tercero preceptúa que la Cámara Baja será la única autorizada para acordar o realizar fiscalizaciones relativas a los informes.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados modificó el inciso primero, eliminando al Senado como receptor del informe de que trata, y agregó, en los contenidos del informe, los avances en los programas de prevención, rehabilitación y reinserción social. 


Enmendó, además, el inciso segundo, reemplazando la frase “las rendiciones de cuentas de traspasos de recursos a instituciones privadas” por “los aportes o transferencias a instituciones públicas o privadas”. 


Finalmente, suprimió el inciso tercero.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente texto para el artículo 5º para el proyecto:


“Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de la inversión y avances en la implementación de programas de seguridad pública y los resultados parciales de las correspondientes políticas públicas.


Dicha información, que se expondrá en sesiones especialmente convocadas al efecto, considerará los objetivos propuestos y las metas comprometidas; los presupuestos asignados a los programas respectivos y su ejecución; los aportes o transferencias a instituciones públicas o privadas; el número de beneficiarios; las principales acciones desarrolladas durante el período; las evaluaciones y metodologías que correspondan, así como otras cifras y antecedentes estadísticos que fueren pertinentes.


En todo caso, sólo la Cámara de Diputados podrá realizar actos o adoptar acuerdos de fiscalización en relación con esta información.”.


El señor Ministro del Interior explicó que esta disposición proviene del texto aprobado en el primer trámite constitucional por el Senado. Consideró acertado que la información relativa a la implementación y resultado de los programas de seguridad pública sea conocida por ambas Cámaras del Congreso Nacional porque ello facilita la labor legislativa posterior. 


Añadió que el inciso final, que precisa que sólo la Cámara de Diputados podrá realizar actos o adoptar acuerdos de fiscalización en relación con esta información, fue eliminado en el segundo trámite constitucional, porque esa Cámara entendió que era innecesario. El Secretario de Estado puntualizó que se decidió repetir el inciso final en la proposición en discusión por un asunto formal, pero el Gobierno está dispuesto a prescindir de él si Sus Señorías así lo deciden.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que esta disposición establece algo muy similar a lo que hoy hace la Comisión Especial Mixta de Presupuestos cuando se aboca al seguimiento del cumplimiento de la Ley de Presupuestos del Sector Público, y que la única novedad consistiría en que la información que acá se envía deberá ser expuesta en una sesión de Comisión convocada especialmente para el efecto. En consideración a lo anterior, llamó a modificar esta norma para no repetir la labor de la Comisión Especial antes señalada, y buscar una redacción más simple.


Agregó que considera apropiado eliminar el inciso final de la propuesta, tal como en su momento hiciera la Cámara de Diputados.


El señor Ministro del Interior coincidió con lo señalado y expresó que el Gobierno está de acuerdo en eliminar también el inciso segundo, porque establece una descripción demasiado reglamentada de lo que ya está establecido en términos generales y claros en el inciso primero.


El Honorable Diputado señor Monckeberg Bruner puntualizó que constitucionalmente le corresponde única y privativamente a la Cámara de Diputados recibir informes del Gobierno que posteriormente puedan servir de base para realizar la función de fiscalización de los actos del Ejecutivo.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que el artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.084, que creó un sistema de responsabilidad penal de los adolescentes por infracciones a la ley penal, constituyó una Comisión de Expertos para hacer el seguimiento y la evaluación de la implementación de la ley, y estableció que esa Comisión informará semestralmente a las Comisiones de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento del Senado y a la de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, sobre su cometido. 


Señaló que esta Comisión de Expertos ha funcionado por cuatro años, período en el que ha remitido información a las Comisiones de ambas Cámaras, sin que ello haya generado problema alguno con la facultad de fiscalización de la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Espina agregó que una regla similar se consensuó en el Acuerdo Político Legislativo en materia de Seguridad Pública del año 2007, en cuyo punto 7 se estableció que el Ministerio del Interior entregará a cada una de la Cámaras, a través de las comisiones que ellas designen, información semestral relativa a la inversión y avance en la implementación de programas preventivos y resultados parciales de las políticas públicas de seguridad. Agregó que en esa disposición también se dejó en claro que la entrega de información sólo podrá dar lugar a actos o acuerdos de fiscalización por parte de la Cámara de Diputados.


Añadió que aquel Acuerdo fue suscrito por el Gobierno y todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria en esa época, y lo que hace la proposición que se discute ahora es dar cumplimiento cabal a lo ya acordado.


El Honorable Senador señor Chadwick anotó que la idea tras esta disposición es tener más antecedentes para legislar mejor, y no para fiscalizar.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que nadie duda de la facultad fiscalizadora de la Cámara de Diputados, por tanto el inciso final es superfluo y puede ser eliminado. Añadió que también se puede prescindir del inciso segundo, porque es muy reglamentario, y debe simplificarse el inciso primero, eliminando la parte presupuestaria.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión un texto que recoge este intercambio de ideas, planteando reemplazar el inciso primero del artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de los avances en la implementación y los resultados parciales de los programas de seguridad pública.”.


- Sometido a votación, este texto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe y Monckeberg Bruner.


- Con la misma votación anterior fue eliminado el inciso segundo del artículo 5º, y acogida la propuesta supresiva de la Cámara de Diputados respecto del inciso tercero de la disposición.

- - -

Artículo 6º, nuevo


Durante este trámite de Comisión Mixta, el Ejecutivo propuso la inclusión de un artículo 6º, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 6º.- Existirá un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante designado por la Corte Suprema, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.


Un Subsecretario designado al efecto por el Ministro del Interior y Seguridad Pública actuará como Secretario del Consejo.


Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


El Consejo sesionará, como mínimo, una vez por semestre. Asimismo, a lo menos una vez al año, deberá oír a los representantes de la sociedad civil, de conformidad a lo establecido en el reglamento que el Consejo elabore.”.





El señor Ministro del Interior explicó que esta redacción recoge una proposición acordada en la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, que posteriormente no formó parte del texto despachado en el segundo trámite constitucional.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que una instancia de este tipo le permite a los actores institucionales involucrados en el tema dialogar con la autoridad encargada de la seguridad pública.


Puntualizó que entre las autoridades que componen este Consejo falta la incorporación de un representante de la Asociación Chilena de Municipalidades que lleve la opinión de esas Corporaciones ante esta entidad asesora en materia de seguridad interior.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín propusieron que el Consejo sesiones semestralmente, de forma tal que haya una cierta continuidad temporal en su labor.


En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó una indicación que recoge los planteamientos anteriormente señalados.


“Artículo 6º.- Existirá un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante de la Corte Suprema designado por ésta, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.


Un Subsecretario designado al efecto por el Ministro del Interior y Seguridad Pública actuará como Secretario del Consejo.


Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


El Consejo sesionará, como mínimo, una vez por semestre. Asimismo, a lo menos una vez al año, deberá oír a los representantes de la sociedad civil, de conformidad a lo establecido en el reglamento que el Consejo elabore.


- Sometida a votación, la propuesta del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales, quienes acordaron precisar, en el inciso final, que a los representantes de la sociedad civil se les oirá “en la forma que determine el Consejo”.
Artículo 6º del Senado y de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 6º, de tres incisos.


El primero contempla, dentro del nuevo Ministerio, una Subsecretaría del Interior, una de Prevención y Rehabilitación y otra de Desarrollo Regional y Administrativo; esta última estará destinada al cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y las demás que establezca la ley.


El inciso segundo establece los jefes de cada una de esas Subsecretarías.


El inciso tercero indica el orden de prelación entre las Subsecretarías para efectos de que sus titulares subroguen al ministro del Interior y de Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados agregó, en el inciso primero, en la parte relativa a la competencia de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la frase” así como también, las demás que le encomiende el Ministerio del Interior y Seguridad Pública”. Además, eliminó el inciso tercero.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente artículo 6º para el proyecto:

“TÍTULO II

De las Subsecretarías


Artículo 6°.- En el ejercicio de sus atribuciones en materia de seguridad pública interior y orden público, el Ministro del Interior y Seguridad Pública contará con la colaboración inmediata de las Subsecretarías del Interior y de Prevención del Delito. Asimismo, contará con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para el cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y demás que le confiere a la misma la legislación vigente, así como también, las demás que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública.


Los jefes superiores de estas Subsecretarías serán los Subsecretarios del Interior, de Prevención del Delito y de Desarrollo Regional y Administrativo, respectivamente.


El Ministro será subrogado por el Subsecretario del Interior y, a falta de éste, sucesivamente por el de Desarrollo Regional y Administrativo y por el de Prevención del Delito, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.


La Honorable Senadora señora Alvear observó que la proposición cambia el nombre de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación por Subsecretaría de Prevención del Delito. Señaló que este cambio no es menor y apunta en el sentido correcto, porque el concepto de rehabilitación que se ocupa en el texto anterior es demasiado amplio, y además la enmienda recoge de mejor manera lo que se espera de esta Subsecretaría.


El Honorable Diputado Harboe señaló que la ilación general del artículo 6º propuesto es coherente, pero observó que el inciso final indica que el Presidente de la República tendrá la facultad de nombrar a un subrogante del Ministro del Interior y Seguridad Pública ausente, distinto del que señala la norma. Su Señoría explicó que en esa redacción puede haber alguna confusión de conceptos, porque la subrogación es una figura eminentemente legal, y la facultad para el Primer Mandatario consiste más bien en nombrar a un suplente y no a un subrogante.


El señor Ministro del Interior justificó la redacción del inciso final de la propuesta señalando que es la forma que se emplea en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y que proviene del texto aprobado en el primer trámite constitucional por el Senado.


El Honorable Senador señor Larraín anotó que el nuevo Ministerio tendrá por nombre “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, y que el proyecto crea una Subsecretaría del Interior, pero no una de Seguridad Pública, por lo que solicitó que se estudiara la posibilidad de ocupar ese nombre en vez del de Subsecretaría de Prevención del Delito.


El Honorable Senador señor Espina consultó si con el cambio de nombre que se propone para esta Subsecretaría quedan fuera de la competencia general del nuevo Ministerio los programas de rehabilitación.


El señor Ministro del Interior explicó que en principio parecía razonable proceder de la forma que indica el Honorable Senador señor Larraín, pero analizando más detenidamente la estructura orgánica que propone el proyecto se debió tener en cuenta que los asuntos administrativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública serán gestionados por la Subsecretaría del Interior, por lo que si se crea una Subsecretaría de Seguridad Pública que no tenga atribuciones respecto de dichas Fuerzas se generará una confusión mayor.


El Secretario de Estado sostuvo, en respuesta a lo consultado por el Honorable Senador señor Espina, que el concepto de Prevención del Delito considera, dentro de sí, la rehabilitación, porque la forma más efectiva de prevenir de delito es impidiendo que los delincuentes reincidan, que es el objeto preciso del proceso de rehabilitación.


El Honorable Senador señor Chadwick quiso saber si era posible cambiar el nombre de la Subsecretaría del Interior por Subsecretaria del Interior y Seguridad Pública.


El señor Ministro del Interior puntualizó que el Gobierno no hace mayor objeción respecto de esa última propuesta.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que estos cambios de nombre propuestos no agregan mayor significado a la estructura de subsecretarías que el proyecto plantea, por lo que llamó a no innovar en el asunto.


Finalmente, el Ejecutivo propuso sustituir, en los incisos primero, segundo y tercero, la denominación de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación por “Subsecretaría de Prevención del Delito”.


En definitiva, teniendo en cuenta la proposición del Ejecutivo, se sometió a votación el siguiente texto para este artículo 7º:


“Artículo 7°.- En el ejercicio de sus atribuciones en materia de seguridad pública interior y orden público, el Ministro del Interior y Seguridad Pública contará con la colaboración inmediata de las Subsecretarías del Interior y de Prevención del Delito. Asimismo, contará con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para el cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y demás que le confiere a la misma la legislación vigente, así como también, las tareas que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 


Los jefes superiores de estas Subsecretarías serán los Subsecretarios del Interior, de Prevención del Delito y de Desarrollo Regional y Administrativo, respectivamente.


El Ministro será subrogado por el Subsecretario del Interior y, a falta de éste, sucesivamente por el de Desarrollo Regional y Administrativo y por el de Prevención del Delito, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.

- Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe y Monckeberg Bruner.


- El artículo así enmendado pasa a ser nuevo artículo 7º.

- - -

Artículo 7º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 7º, de dos incisos.


El primero establece que las Subsecretarías creadas en el artículo anterior tendrán las funciones y atribuciones que  señalan la ley orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y las demás que integran el ordenamiento jurídico nacional.


El inciso segundo señala que en el ámbito de sus funciones propias, podrán diseñar planes y programas, implementarlos y evaluarlos.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el inciso segundo.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación introducida por la Cámara de Diputados.


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente artículo 7º para el proyecto:


“Artículo 8°.- Las Subsecretarías del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo y de Prevención del Delito tendrán todas aquellas funciones y atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales o reglamentarias que las regulen, así como aquellas que les encomiende el Ministro del Interior de entre las  funciones establecidas en el artículo 3° de esta ley.


Asimismo, podrán formular planes y programas en el ámbito de sus funciones, ejecutarlos y evaluarlos.”.


La Comisión decidió dividir la discusión de la disposición entre los dos incisos que contiene.

Inciso primero


El Honorable Diputado señor Harboe observó que el inciso primero del artículo 7º aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional fue refrendado sin modificaciones en el segundo trámite constitucional; que la propuesta concordada entre el ex ministro señor Viera-Gallo y los Institutos de la anterior Oposición también coincidió en este aspecto y que, recién ahora, en la última proposición del Ejecutivo, apareció una nueva frase final que indica “…, así como aquellas que les encomiende el Ministro del Interior de entre las funciones establecidas en el artículo 3º de esta ley.”.


Expresó que en general está de acuerdo con permitir la delegación de algunas funciones del nivel central, pero observó que en primer lugar hay que corregir el tenor de la disposición porque la referencia debe hacerse al Ministro del Interior y Seguridad Pública, y en segundo lugar, hay que limitar la posibilidad de que esa autoridad central delegue competencias propias de una Subsecretaría en otra, como sería el caso de las funciones que señalan las letras a) y e) del artículo 3º que, naturalmente, deberían quedar radicadas en la Subsecretaría del Interior. Explicó que proceder de otro modo podría dar lugar a que se produzcan incordios mayores con ocasión de una puntual desavenencia entre un futuro ministro del interior y seguridad pública y alguno de sus subsecretarios.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con lo señalado por Su Señoría e indicó que una atribución como la señalada en la letra b) del citado artículo 3º también debería ser de competencia exclusiva de la Subsecretaría del Interior.


La Honorable Senadora señora Alvear connotó que el artículo 41 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado regula en términos generales la figura de la delegación de atribuciones y facultades, por lo que esa norma torna en superflua el agregado que aquí propone el Ejecutivo en el inciso primero. En razón de lo anterior, Su Señoría propuso aprobar el inciso primero propuesto eliminando la frase final.


En una sesión posterior, el Ejecutivo formuló una proposición para sustituir en el inciso primero del texto aprobado por el Senado la expresión “y Rehabilitación” por “del Delito”.


En concordancia con esta enmienda la Comisión Mixta consideró la siguiente redacción para el inciso primero del artículo en análisis:

“Artículo 8°.- Las Subsecretarías del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo y de Prevención del Delito tendrán todas aquellas funciones y atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que las regulen.”.

- Sometido a votación, este texto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

Inciso segundo


La Honorable Senadora señora Alvear consultó acerca de los alcances de este inciso.


El Honorable Diputado señor Harboe recordó que cuando se discutió la letra a) del artículo 3º, que establece las atribuciones del nivel central del nuevo Ministerio, quedó claro que ese nivel no ejecutará planes o programas, sino que esa tarea será llevada a cabo por las Subsecretarías, quedando el nivel central con el rol de planificación y evaluación. En razón de ello, precisó que es necesario aprobar la disposición.


La Honorable Senadora señora Alvear acogió la explicación y propuso aprobar el inciso segundo en sus mismos términos, que corresponden a la proposición del Senado, con excepción de la palabra “propias”.


- Sometido a votación la propuesta del Senado relativa al inciso segundo del artículo 7º, fue aprobada, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe y Monckeberg Bruner.


En la forma explicada, el artículo 7º se consigna como nuevo artículo 8º.

Artículo 8º del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 8º, de un solo inciso, que señala que la Subsecretaría del Interior que crea el proyecto tendrá las mismas funciones de la actual y, además, será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en los asuntos relativos a la seguridad pública interior, el orden público y la coordinación territorial del gobierno.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó que dicha Subsecretaría deberá colaborar con el Supremo Gobierno en todas las cuestiones que este le encomiende.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación introducida por la Cámara de Diputados.


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente artículo 9º para el proyecto:

“Párrafo 1°

De la Subsecretaría del Interior


Artículo 9°.- Además de las facultades ya existentes para la Subsecretaría del Interior, corresponderá a ésta ser el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas  a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás que aquél le encomiende.”.


El señor Ministro del Interior observó que tal como se hizo en el inciso primero del artículo anterior, aquí también debería eliminarse de entre las tareas que le tocan a la Subsecretaría del Interior, el cumplimiento de las que le encomiende el nuevo ministro.


El Honorable Senador señor Espina y el Honorable Diputado señor Harboe destacaron que, a diferencia de lo establecido en el artículo anterior, la facultad de encomendar asuntos que acá se propone sí tiene sentido, porque está redactado en términos más restringidos, al punto que permiten interpretar que se trata de labores o tareas específicas dentro del ámbito de sus competencias, y no una delegación amplia de funciones.


La Honorable Senadora señora Alvear adujo que el inicio del artículo no es claro, porque no alude a un conjunto de funciones específicas para la nueva Subsecretaría, sino a las actuales que la Subsecretaría del Interior tiene, pero sin identificarlas.


El señor Ministro del Interior explicó que se usó esa fórmula para evitar que se produjera la derogación tácita de las atribuciones actuales, atendida la circunstancia de que se está creando una nueva Secretaría de Estado, que cuenta, adicionalmente, con nuevas subsecretarías.


El Honorable Senador señor Chadwick coincidió con la necesidad de evitar la derogación tácita, pero observó que las funciones de un órgano público deben estar siempre establecidas en la ley y no en encargos, como podría desprenderse de la última frase de la proposición sustitutiva del artículo 8º.


El Honorable Senador señor Larraín propuso la siguiente redacción: “Corresponderá a la Subsecretaría del Interior, sin perjuicio de las facultades ya existentes, lo siguiente:…”, de manera se superar la difícil ilación de la proposición.


En relación con el punto aludido por el Honorable Senador señor Chadwick, Su Señoría expresó que habiendo quedado establecido anteriormente que acá no se trata de reasignar las funciones genéricas que están en el artículo 3º, es pertinente que el nuevo Ministro tenga facultad para encomendar tareas o encargos especiales a las subsecretarías dentro del ámbito de sus atribuciones, por lo que la última parte de la proposición sustitutiva del artículo debería aprobarse tal como está.


La Honorable Senadora señora Alvear resaltó que actualmente hay un largo listado de atribuciones para la Subsecretaría del Interior, contenidas en la más diversa gama de fuentes del Derecho, por lo que parece ser más adecuado dejar, en el articulado transitorio de la ley, la remisión a las actuales funciones, para efectos de que no se plantee la derogación tácita.


Los Honorables Diputados señores Burgos y Harboe expresaron su acuerdo con la proposición de redacción del Honorable Senador señor Larraín, ya que respeta el criterio acordado para el inciso final de la disposición sustitutiva del artículo 1º aprobado previamente por la Comisión, y lo hace extensivo a las Subsecretarías que crea el proyecto. Observaron que, tal como se hizo en esa sede, acá también debería quedar en el articulado general y no como disposición transitoria.


El Honorable Senador señor Chadwick puntualizó que mantiene su reparo respecto de la frase final.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que no todas las actuales facultades de la Subsecretaría del Interior se traspasarán a la nueva Subsecretaría del Interior, ya que algunas de ellas también podrán entrar en el ámbito de competencias de las otras subsecretarías que crea el proyecto. Dijo que esta situación podría dar pie a preferir establecer en un artículo transitorio la norma que mantiene las actuales atribuciones de la Subsecretaría del Interior, porque de esa forma se evita este conflicto en la distribución de funciones o, a lo menos requeriría redactar de otra forma la norma de la proposición sustituida del artículo 8º, de manera que quede claro que las atribuciones de la actual Subsecretaría del Interior que se traspasan a la nueva son las que no son asignadas por disposición expresa a otra de las subsecretarías que crea el proyecto.


Agregó que en lo relativo a la parte final de la proposición sustitutiva del artículo 8º se considera una atribución muy amplia para que el nuevo Ministro encomiende nuevas funciones a sus subsecretarios, lo que puede generar vicios de inconstitucionalidad, porque el numero 2º del artículo 65 de la Constitución Política de la República establece que las funciones o atribuciones de un servicio público deben estar establecidas en la ley.


El señor Ministro del Interior afirmó que la interpretación hecha por la Honorable Senadora señora Alvear también se puede sustentar en el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que se refiere a las funciones establecidas en la ley para las subsecretarías.


Con todo, el Secretario de Estado señaló que la frase final del artículo 8º fue introducida en el segundo trámite constitucional por la Cámara de Diputados, porque se tuvo en consideración que el Subsecretario del Interior es un complemento eficaz y permanente de la conducción política que hace el Ministro del Interior, transformándose en el brazo ejecutor de una multiplicidad de tareas de Gobierno Interior y en un portavoz autorizado del Secretario de Estado, al cual representa. Expresó que en razón de ello se ocupó la expresión “encomendar” y no “delegar”, como acá se ha objetado.


El Honorable Diputado señor Harboe coincidió con lo señalado por el señor Ministro del Interior, pero notó que la redacción del encabezado del artículo 8º permite interpretar que lo que se encomiendan son funciones, y no tareas específicas como se quiere, por lo que el problema aún subsiste.


El señor Ministro del Interior propuso zanjar la discusión agregando la expresión “tareas” después de la palabra “demás”.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que la propuesta anterior salva el problema y, además, que debe ser aprobada conjuntamente con la modificación de la referencia a las actuales atribuciones de la Subsecretaría del Interior.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una redacción que recoge la discusión antes consignada, planteando reemplazar el artículo 8º del Senado y de la Cámara de Diputados, que pasa a ser artículo 9º, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Corresponderá a la Subsecretaría del Interior ser el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás tareas que aquél le encomiende.


La Subsecretaría del Interior mantendrá sus actuales atribuciones, salvo las que esta ley indique para las demás Subsecretarías.”.



- Sometida a votación esta propuesta, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe y Monckeberg Bruner.


Puesto en votación el inciso segundo, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick,  Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

- - - 

Artículo 9º del Senado

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 9º, que en un inciso indica que la Subsecretaría del Interior tendrá la misión especial de gestionar los asuntos de naturaleza administrativa del personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que en virtud de la ley quedan bajo la dependencia de la nueva Secretaría de Estado.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el artículo.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su formulación original.


La propuesta del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente artículo 10 para el proyecto:


“Artículo 10°.- Sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue, el Subsecretario del Interior deberá, especialmente, gestionar los asuntos de naturaleza administrativa de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública o de los organismos del sector que corresponda; en especial, elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, comisiones de servicios nacionales a otros organismos del Estado y al extranjero.”.


El señor Ministro del Interior explicó que la proposición del ex Ministro señor Viera-Gallo consideraba, además, una frase que hacía referencia a todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución de solicitudes, beneficios u otros asuntos que interesan al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública en servicio activo, a las personas en situación de retiro y a sus familias.


Expresó que una atribución como aquella sumiría al Subsecretario del Interior en una inmensa cantidad de asuntos domésticos de los uniformados, del personal en retiro y sus familias, consumiendo todo su tiempo y recursos. Señaló que estas cuestiones, que son de vital importancia para los involucrados pero que no tienen efectos generales, quedarían entregados a los niveles administrativos de las instituciones cuya dependencia se traspasa.


El Honorable Senador señor Larraín connotó que la proposición sustitutiva del artículo 9º emplea, en forma amplia, la idea de delegación y encargo de tareas y funciones del nuevo Ministro al Subsecretario del Interior, por lo que podría considerarse que basta señalarlo en esta disposición y eliminarlo del artículo anterior.


El Honorable Diputado señor Burgos replicó indicando que la disposición recién acordada en el artículo 8º es amplia y permite encomendar tareas en diversos ámbitos de acción del nuevo Ministerio; en cambio, las expresiones ahora propuestas, que aparecen en principio más latas que las del artículo anterior, están supeditadas a los asuntos administrativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad, por lo que son de aplicación más reducida y no dan pie para modificar por esta causa lo antes acordado en el artículo 8º.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que el inicio de la disposición propuesta como sustitutiva del artículo 9º señala, de manera genérica “Sin perjuicio…”, lo que permite sostener que la restricción interpretativa que sostiene el Honorable Diputados Burgos, en el sentido que esto se aplica sólo a los asuntos administrativos de las instituciones traspasadas, no es tal. Con todo, Su Señoría tuvo en vista que participó del acuerdo anterior y prefiere que no se reabra debate sobre ello, pero solicitó que quedara constancia para la historia de la ley de las razones antes vertidas.


Los demás miembros presentes de la Comisión consideraron adecuada la constancia solicitada.


El Honorable Diputado señor Harboe observó que dentro del ámbito de acción de la parte eliminada de la propuesta del ex ministro señor Viera-Gallo está toda la gestión interna de DIPRECA, que es la institución de salud y previsión de todo el personal activo y en retiro de Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile, y todas las personas que comprenden el núcleo familiar de esos uniformados o ex uniformados, lo que suma varios cientos de miles de personas. Explicó que ello implica el manejo de un presupuesto de enormes proporciones y debe quedar meridianamente claro en la ley qué repartición tendrá a su cargo este tema.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín coincidieron con lo señalado y llamaron a no dejar en un vacío legal la responsabilidad de esa gestión.


El Honorable Diputado señor Harboe planteó que la frase final eliminada por la nueva proposición debería mantenerse, ya que hay que distinguir entre la fijación del monto y beneficiarios de las prestaciones específicas, como asignaciones de rancho, de casa fiscal, de zona apartada o una pensión, que siempre han quedado en manos de los mandos institucionales, de los actos administrativos necesarios para que esos beneficios se materialicen, los que hoy son tramitados por las Subsecretarías correspondientes del Ministerio de Defensa.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que se explica la eliminación de la frase acá discutida porque para la gestión de los asuntos administrativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad se deberían constituir divisiones especiales dentro de esta subsecretaría abocadas especialmente a este tema. Observó que la disposición propuesta habla de “gestionar asuntos de naturaleza administrativa”, lo que es una expresión confusa ya que más que gestionar a esta Subsecretaría le toca resolver tales cuestiones.


El señor Ministro del Interior recogió la observación del Honorable Diputado señor Harboe y señaló que el Gobierno aceptaría que la Comisión repusiera la frase eliminada. 


Respecto de la inquietud planteada por el Honorable Diputado señor Burgos respecto de la palabra “gestionar”, señaló que aunque esta expresión proviene del primer trámite constitucional, admite ser reemplazada por “ocuparse de”.


El Honorable Senador señor Larraín connotó que en algunas circunstancias es válido el uso de la palabra “gestionar”, ya que hay ciertos asuntos que atañen a los funcionarios de las instituciones cuya dependencia se traspasa por este proyecto que son de competencia de otras Secretarías de Estado, y en ese caso el Subsecretario del Interior deberá gestionar ante aquellas dichos asuntos, por lo que propuso emplear ambas expresiones.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que la palabra gestionar puede dar lugar a malos entendidos ya que el Subsecretario es una autoridad y no un gestor, y por eso propuso reemplazarla por la expresión “ocuparse de”, que es una expresión amplia que abarca la inquietud del Honorable Senador señor Larraín.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso aprobar la proposición del Ejecutivo, agregando lo señalado en la proposición anterior del ex ministro señor Viera-Gallo, y reemplazar la expresión “gestionar” por “ocuparse de”, dejando constancia para la historia de la ley de las razones que se tuvieron en vista para proceder de esta forma.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que da cuenta de este debate, planteando reemplazar el artículo 9º del Senado, que pasa a ser artículo 10, por el siguiente:


“Artículo 10.- Sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue, el Subsecretario del Interior deberá, especialmente, ocuparse de los asuntos de naturaleza administrativa de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de los organismos del sector que corresponda; en especial, elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, comisiones de servicios nacionales a otros organismos del Estado y al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución de solicitudes, beneficios u otros asuntos que interesen al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública  en servicio activo, al personal en retiro y a los familiares de todos los anteriores.


La Subsecretaría del Interior deberá mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley Nº 20.000.”.


El señor Ministro del Interior explicó que el inciso primero de la proposición da cuenta de la discusión habida en el seno de la Comisión en base al documento de trabajo entregado el día 4 de agosto, y el inciso segundo es una disposición nueva que recoge los criterios antes acordados en el sentido de que todos los asuntos relativos a la prevención y rehabilitación del consumo de drogas quedarán en manos del nuevo Servicio que crea el proyecto, con excepción de los asuntos que tengan incidencia en el combate del delito. 


Indicó que aplicando este criterio se observa que el registro especial de personas que producen, transportan o manipulan sustancias químicas que pueden ser desviadas a la fabricación de drogas ilícitas, que regula el título V de la ley Nº 20.000, es evidentemente una medida vinculada a la prevención de delitos de drogas y no de su consumo, por lo que debe quedar a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito y no del nuevo Servicio.



- Sometida a votación la propuesta sustitutiva del inciso primero del artículo 9º del Senado, con las constancias antes indicadas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe y Monckeberg Bruner.


- Sometido a votación la propuesta del Ejecutivo para agregar un inciso segundo, nuevo, al artículo 9º del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Harboe y Morales. 

Artículo 11 del Senado y de la Cámara de Diputados

Este artículo establece, dentro de la nueva Cartera Ministerial, una Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación, que será la encargada de colaborar con el titular de la cartera ministerial en la elaboración, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia y el consumo de drogas y alcohol, y a rehabilitar y reinsertar a los que vulneran el ordenamiento jurídico.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el artículo por otro que señala que, para los efectos de la ley propuesta en el proyecto, se entenderá por prevención las acciones que tengan por finalidad eliminar o disminuir la comisión del delito o las situaciones de riesgo, y por rehabilitación las encaminadas a la recuperación psíquica, física y de sociabilidad de una persona.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la sustitución introducida por la Cámara de Diputados.


La propuesta de trabajo del Ministerio del Interior de fecha 4 de agosto de 2010 considera el siguiente artículo 11 para el proyecto:

“Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Prevención del Delito.


Artículo 11.- Créase en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública una Subsecretaría de Prevención del Delito, que será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia, a rehabilitar y a reinsertar socialmente a los infractores de ley, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue.”.



El señor Ministro del Interior explicó que el consumo de drogas o alcohol en sí mismo no es un delito, y su control quedará , según este proyecto, dentro del ámbito de competencia del nuevo Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, que reemplazará al actual Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE). Expresó que estos fenómenos quedarán fuera de la competencia de la Subsecretaría de Prevención del Delito, con excepción de los asuntos relativos a drogas y alcohol de los infractores de ley.


El Honorable Diputado señor Harboe sostuvo que esta Subsecretaría tendrá facultades generales de ejecución de políticas dentro del ámbito de su competencia y será la principal encargada de evaluarlas. Observó que este artículo comprende tres competencias principales para esta repartición, a saber, la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de los infractores de ley, por lo que lo recién indicado por el señor Ministro del Interior es de difícil ubicación dentro de estos ámbitos de atribuciones.


El Honorable Senador señor Espina aseveró que muchos fenómenos delictuales tienen su origen en el consumo de drogas y alcohol por parte de los victimarios, por lo que las políticas sobre prevención del consumo de esas sustancias están directamente relacionadas con la prevención del delito, que es la competencia natural de esta nueva Subsecretaría. En razón de lo anterior Su Señoría solicitó dejar constancia que la idea de prevención del delito comprende y absorbe la necesidad de prevenir el consumo de drogas y alcohol, y la entidad que tenga competencia para elaborar, ejecutar y evaluar políticas respecto del primer tema también la tiene respecto del segundo. 


El señor Ministro del Interior señaló que el consumo de alcohol y drogas es relevante para la Subsecretaría de Prevención del Delito en cuanto factor que conlleva a la comisión de delitos, pero las consideraciones que dicen relación con los efectos no delictivos de esos consumos quedarán a cargo del nuevo Servicio Público que crea este proyecto.


El Honorable Senador señor Larraín aseguró que no hay una perfecta consonancia entre lo aprobado en el inciso segundo del artículo 7º y lo que se señala en el artículo en discusión, porque en aquella disposición hay una atribución genérica y propia para las subsecretarías, que consiste en que podrán formular, ejecutar y evaluar todo tipo de planes y programas dentro del ámbito de sus competencias. En cambio, dijo, con esta redacción pareciera que la Subsecretaría de Prevención del Delito sólo tiene un rol auxiliar o de colaboración del nuevo Ministro.


En relación a lo antes señalado por el Honorable Senador señor Espina, expresó que sería más esclarecedor efectuar de forma expresa en las atribuciones que el artículo siguiente otorga a esta Subsecretaría, una referencia al componente delictivo del abuso de las drogas y el alcohol.


El Honorable Diputado señor Harboe hizo presente que el inciso segundo del artículo 17 establece que el nuevo Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol se vinculará con el nuevo Ministerio a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, pero en las normas relativas a esa Subsecretaría no hay una regla clara que establezca la forma como se relacionará con el nuevo Servicio.


El señor Ministro del Interior explicó que la letra a) del artículo 18 establece que el nuevo Servicio colaborará con el Ministro del Interior y Seguridad Pública y con el Subsecretario de Prevención del Delito en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva del alcohol, y que la letra b) de esa misma disposición faculta a esa repartición para ejecutar las políticas y programas diseñados según el número anterior, por lo que en la práctica no habrían problemas de relación entre el nuevo Servicio y la Subsecretaría.


El Honorable Diputado señor Harboe replicó que no se observa una norma similar en las que regulan a la Subsecretaría de Prevención del Delito y es necesario que exista para configurar una relación bidireccional con el nuevo Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.


El Honorable Senador señor Espina compartió la preocupación antes señalada y solicitó que se establezca, claramente, vínculos simétricos de relación entre la Subsecretaría de Prevención del Delito y el nuevo Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. Puntualizó que no basta la atribución genérica de coordinación que establece el inciso segundo de la proposición sustitutiva del artículo 12 para esa Subsecretaría respecto a todos los otros órganos públicos.


Recordó que en las etapas previas de tramitación de este proyecto hubo una decisión compartida entre el Senado y la Cámara de Diputados en orden a crear este nuevo Servicio para que se haga cargo, de manera integral, de la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. Agregó que una parte de esta problemática tiene relación directa con la prevención del delito, y por ello requiere ser coordinada con la Subsecretaría del ramo.


El Honorable Senador señor Larraín puso de relieve que la letra b) de la propuesta sustitutiva del artículo 18 indica que el nuevo Servicio tendrá la potestad de ejecutar, en general, todas las políticas públicas relativas a la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol, incluyendo las que tengan relación con la Prevención del Delito, y la Subsecretaría de ese ramo no queda con ninguna facultad al respecto, por lo que no podría ejecutar programa alguno en ese ámbito. Agregó que esta atribución debe contemplarse como un literal extra en el artículo 12.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que cuando se discutió la creación de este nuevo Servicio en el Senado ella planteó dudas respecto de la conveniencia de circunscribirlo a la Subsecretaría de Prevención, porque la labor de ese Servicio abarca ámbitos que van más allá de la seguridad ciudadana, y se interna en materias relativas a la salud, la educación y el trabajo.


El Ministro señor Hinzpeter recordó que el proyecto crea un nuevo Servicio Público, descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que tendrá competencias generales para formular y ejecutar políticas en todos los ámbitos relativos a la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol, y que la coordinación con la Subsecretaría de Prevención del Delito se circunscribirá al efecto que esas políticas tienen en materia de seguridad pública. Señaló que esta precisión debería disipar las aprensiones antes expresadas.


El Honorable Diputado señor Harboe señaló que el propósito de la disposición comentada es superar las actuales deficiencias del CONACE, que sólo existe como un programa dentro del Ministerio del Interior, lo que lo hace totalmente dependiente de las políticas sectoriales que emprenda esa Cartera de Estado, la que naturalmente no tiene injerencia alguna en materias de educación, salud o trabajo. En cambio, la estructura propuesta en este proyecto supera esas deficiencias.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión antes consignada, planteando reemplazar el artículo 11 de ambas Cámaras, que pasa a ser artículo 12, por el siguiente:

“Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Prevención del Delito


Artículo 12.- Créase en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública una Subsecretaría de Prevención del Delito, que será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia, a rehabilitar y a reinsertar socialmente a los infractores de ley, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue.”.


- Sometida a votación la proposición sustitutiva del artículo 11, que pasa a ser artículo 12, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe y Monckeberg Bruner.

- - - 

Artículo 12 del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 12 de tres incisos.


El primero indica que la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación gestionará los planes y programas del nuevo ministerio relativos a la prevención del delito y del consumo de drogas y alcohol, la rehabilitación de los adictos y la reinserción de los infractores de ley.


El segundo agrega que esa Subsecretaría supervigilará las acciones, encaminadas con el mismo fin, efectuadas por otros Ministerios y Servicios Públicos, y coordinará las acciones de ellos para lograr la coherencia y eficiencia en el uso de los recursos públicos.


En el tercero señala cuatro competencias específicas de la Subsecretaría:


a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo, sin perjuicio de las atribuciones que en esta materia corresponden al Ministerio de Hacienda, y someter los propios al sistema ordinario de evaluación a cargo de dicho Ministerio, sin perjuicio de poder encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;


b) Fiscalizar el cumplimiento e implementación de los mismos;


c) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención social, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley, y


d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención social, la rehabilitación y la reinserción.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 12 por otro compuesto de dos incisos.


El primer inciso del nuevo artículo contiene las mismas ideas que el inciso primero del artículo reemplazado, agregando que también será obligación de la Subsecretaría la rehabilitación y reinserción social de los que padezcan adicción a las drogas. 


El segundo inciso está formado por cuatro literales que reformulan las competencias específicas de esta Subsecretaría.



En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.


Finalmente, durante el debate de este precepto el Ejecutivo presentó la siguiente redacción sustitutiva:


“Artículo 12.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de infractores de ley.


Asimismo,  coordinará los planes y programas que los demás Ministerios y servicios públicos desarrollen en este ámbito. Para tal efecto, articulará las acciones que éstos ejecuten, así como las prestaciones y servicios que otorguen, de manera de propender a su debida coherencia y a la eficiencia en el uso de los recursos.


Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención del Delito: 


a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo de este artículo, sin perjuicio de las atribuciones que en esta materia corresponden al Ministerio de Hacienda, y someter los propios al sistema ordinario de evaluación a cargo de dicho Ministerio, pudiendo encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;


b) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley; 


c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención, rehabilitación y reinserción social de infractores de ley;  y


d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción.”.


La Comisión decidió efectuar la discusión teniendo a la vista las tres propuestas precedentemente consignadas.



Al iniciarse el debate de esta materia, el Honorable Senador señor Larraín sostuvo que la redacción del literal a) del Ejecutivo, no es clara, toda vez que el Ministerio de Hacienda tiene esa competencia general para evaluar todos los programas que emprenda la Administración Pública.


El Honorable Diputado Harboe coincidió con la apreciación anterior, ya que la evaluación que ahí se señala es la que usualmente se presenta en el proyecto de ley de presupuestos para el sector público que cada año envía el Ejecutivo al Congreso.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso eliminar del literal la referencia al sistema general de evaluación de programas que habitualmente hace el Ministerio de Hacienda, y aprobar el resto de la disposición.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión antes consignada planteando reemplazar los incisos primero y segundo, así como el encabezado del inciso tercero y la letra a) del artículo 12 de ambas Cámaras,  por lo siguiente:


“Artículo XX.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de infractores de ley.


Asimismo, coordinará los planes y programas que los demás Ministerios y servicios públicos desarrollen en este ámbito. Para tal efecto, articulará las acciones que éstos ejecuten, así como las prestaciones y servicios que otorguen, de manera de propender a su debida coherencia y a la eficiencia en el uso de los recursos.


Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención del Delito:


a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo de este artículo, pudiendo encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;”.


- Sometida a votación esta proposición, salvo la letra a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


Por su parte, la letra a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.


A continuación, la Comisión Mixta prosiguió el debate en torno a este artículo 12, considerando la letra b) aprobada por el Senado.


Este literal, como ya se dijo, dispone que a la Subsecretaría de Prevención del Delito le corresponderá fiscalizar el cumplimiento e implementación de los planes y programas que desarrollen Ministerios y Servicios Públicos en las áreas de su competencia.


Luego de un breve intercambio de opiniones, este literal fue desechado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.


Enseguida, la Comisión abordó las letras c), aprobada por el Senado, y a) de la Cámara de Diputados.


Estas letras, como se explicó, consagran la atribución de la Subsecretaría para proponer al Ministro planes y programas.


Respecto de esa norma, la Comisión acogió una propuesta del Ejecutivo para reemplazar estos literales por la siguiente letra b), nueva:



“b) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley;”.

- Sometida a votación, ella fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.


Luego, la Comisión se pronunció respecto de la letra b) del inciso segundo del artículo aprobado por la Cámara de Diputados, rechazándola por la unanimidad  de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


A continuación, la Comisión examinó la letra c) aprobada por la Cámara de Diputados.


El Honorable Diputado señor Montes observó que no es habitual que una Subsecretaría tenga atribuciones para celebrar convenios, porque la práctica muestra que esa función es más común entre los ministros de Estado. Añadió que para salvar la situación podría considerarse agregar que tales actos se harán por encargo o mandato del ministro correspondiente.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo observado.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que la modificación podría consistir en otorgarle al Subsecretario la función de proponer dichos acuerdos y convenios al ministro respectivo.


El Honorable Diputado señor Harboe hizo presente que los subsecretarios son jefes de Servicio y en calidad de tal pueden celebrar convenios, pero el acto administrativo posterior que le da validez a ese acuerdo es un decreto, que firma el ministro del ramo y que permite a la contraparte privada cobrar. Indicó que proceder de otra forma centralizará la administración de estos asuntos, recargará de tareas al Ministro y dilatará el proceso en su conjunto.


El Honorable Senador señor Espina consultó qué pasa si el Subsecretario celebra un convenio y posteriormente el Ministro se niega a firmar el decreto que lo autoriza.


El Honorable Diputado señor Harboe señaló que en ese caso el convenio no vale y el Subsecretario deja su cargo.


El señor Ministro del Interior explicó que es correcta la distinción que hace el Honorable Diputado señor Harboe entre el convenio, que es una especie de contrato privado, y el decreto que autoriza el pago, que es una atribución que retiene el ministro.


El Honorable Senador señor Larraín consideró suficientes las aclaraciones y llamó a aprobar la disposición.



En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión antes consignada, planteando reemplazar la letra c) del artículo 12 de la Cámara de Diputados, por la siguiente:


“c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención, rehabilitación y reinserción social de infractores de ley;”

- Sometida a votación, esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.


A continuación se analizaron las letras d) aprobadas por cada una de las Cámaras y la propuesta por el Gobierno.



El Honorable Diputado señor Harboe expresó que esta disposición podría suscitar dudas porque las funciones que señala el artículo 3º antes aprobado comprende materias que son de competencia de otras subsecretarías.


El señor Ministro del Interior aclaró que esa observación se salva si se considera que la facultad de asesorar al nuevo ministro comprende sólo las funciones del artículo 3º que digan relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción, que son los ámbitos naturales de competencia de esta Subsecretaría.



En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó una nueva redacción que precisa que es labor esencial de esta Subsecretaría asesorar al Ministro en la prevención del delito, planteando reemplazar la letra d), del artículo 12 de la Cámara de Diputados, por la siguiente:


“d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción, y”.


- Sometida a votación, esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.

- - -

Nueva letra e)


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina resaltó que el concepto de Prevención del Delito, que constituye el nuevo nombre señalado en la proposición sustitutiva del actual Ejecutivo para esta Subsecretaría, abarca la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol en la parte en que esas conductas son relevantes para la comisión de delitos y, por tanto, correspondería a la competencia de esta repartición. Los demás ámbitos que atañen a esos hábitos, agregó, son de competencia del Servicio que el proyecto crea.


Su Señoría reiteró que este es un punto de vital importancia para el éxito de la misión de esta Subsecretaría, porque una proporción importante de hechos ilícitos puede explicarse por el abuso en el consumo de drogas y alcohol por parte de los delincuentes que participaron en ellos, y el control de ese consumo excesivo se traduciría inmediatamente en la disminución de delitos.


Si bien concordó en que la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol tiene implicancias en ámbitos que van más allá de la seguridad ciudadana, como es el campo de salud, la educación o el trabajo, y esa circunstancia justifica la creación del nuevo Servicio que propone el proyecto; de todas formas debe establecerse expresamente dentro de la enumeración de competencias de la Subsecretaría de Prevención del Delito una, residual, relativa a la prevención y rehabilitación de la drogadicción y el alcoholismo en la parte que involucra a los infractores de ley o que incida en asuntos de seguridad pública.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con lo señalado y propuso ocupar la disposición aprobada como letra b) del artículo 12 por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, para incluir, además de las políticas, los programas específicos, precisando que la proposición va dirigida al Ministro del ramo.


El señor Ministro del Interior manifestó que lo discutido anteriormente podría explicitarse en un nuevo precepto que establezca, dentro de las competencias específicas de la Subsecretaría de Prevención del Delito, la coordinación bidireccional con el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol en la parte relativa a las personas que cometen estos abusos y que son infractoras de ley.


El Honorable Senador señor Larraín explicó que la letra a) del artículo 18, aprobado por el Senado, faculta al nuevo Servicio para colaborar con el nuevo Ministro y el Subsecretario de Prevención del Delito en la elaboración de la políticas de prevención de drogas y alcohol, y la letra b) de esa misma disposición, aprobada por la Cámara de Diputados, permite a la nueva entidad ejecutar las políticas definidas en este ámbito por el Subsecretario de Prevención del Delito. Por tanto, agregó, en la redacción final de esta iniciativa debería quedar una facultad que sea simétrica con las dos anteriormente citadas, y no una referencia meramente genérica a una coordinación bidireccional, como antes se planteó. Añadió que la proposición del segundo trámite de la Cámara de Diputados cumple con estas características.


La Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Diputado señor Harboe manifestaron su acuerdo con la fórmula propuesta por el Honorable Senador señor Larraín, especificando en la redacción que debe tratarse siempre de personas infractoras de ley, para permitir que el nuevo Servicio desarrolle políticas de forma más autónoma en áreas que no tengan relación directa con la seguridad pública.



En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión antes consignada, planteando introducir una letra e) al artículo 12 de ambas Cámaras, que pasa a ser 13, del siguiente tenor:


“e) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas y programas en materias de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias, siempre que se trate de infractores de ley.”.


- Sometida a votación la proposición de una nueva letra e) para el artículo 12 de ambas Cámaras, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.

Este precepto pasa a ser artículo 13.
- - - 

Artículo 13 del Senado y de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 13, de dos incisos. El primero establece que los intendentes serán los responsables de ejecutar, a nivel regional, provincial y local la política de seguridad pública interior.


El inciso segundo les otorga las siguientes facultades para lograr ese cometido:


a) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluidas las municipalidades, que tengan relación directa con los planes y programas de la política nacional de seguridad pública interior;


b) Evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción;


c) Disponer la realización de estudios y encuestas que tengan relación directa con la ejecución de los planes y programas de la política nacional de seguridad pública interior;


d) Coordinar, en materia de seguridad pública, las acciones que a nivel regional y provincial lleven a cabo los Ministerios y servicios públicos, y


e) Ejecutar medidas de control y prevención de la delincuencia y aquellas orientadas a disminuir la violencia y la reincidencia delictual.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó este artículo 13 por otro que, manteniendo en esencia las facultades indicadas, precisa que corresponderá a los Intendentes implementar las acciones y medidas tendientes a llevar a cabo la Política Nacional de Seguridad, adaptándola a las realidades regionales, provinciales y locales.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados.


En relación con este artículo, el Ejecutivo presentó a la Comisión, con fecha 4 de agosto de 2010, la siguiente redacción sustitutiva:

“TÍTULO III

De la Ejecución Territorial de la Política de Seguridad Pública


Artículo 13.- La ejecución de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las realidades respectivas, en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los Intendentes.


Para ejecutar esta labor, los Intendentes podrán, especialmente:


a) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluidas las municipalidades, que tengan relación directa con los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


b) Evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción.


c) Disponer la realización de estudios y encuestas que tengan relación directa con la ejecución de los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


d) Coordinar, en materia de seguridad pública, las acciones que a nivel regional, provincial y local lleven a cabo los Ministerios y servicios públicos; y


e) Implementar medidas de prevención de la delincuencia y aquellas orientadas a disminuir la violencia y la reincidencia delictual.”.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín observaron que en la redacción del inciso primero de la propuesta del Ejecutivo la expresión “en caso de ser necesario”, puede entenderse a la necesidad de adecuar la Política Nacional a la realidad regional o a la participación de los intendentes. Indicaron que la primera opción es la correcta y la segunda no, ya que en este ámbito los intendentes siempre deben participar, por lo que para evitar problemas interpretativos sería mejor reemplazar la aludida expresión por “cuando corresponda”.


El Honorable Senador señor Larraín agregó que en el inciso segundo se debería especificar que la labor del intendente quedará circunscrita a la región de su jurisdicción.


El Honorable Diputado señor Harboe indicó que la Política Nacional de Seguridad Pública siempre debería ser adaptada al nivel regional para aplicarse por los intendentes, por lo que propuso eliminar la expresión “en caso de ser necesario”.


Su Señoría resaltó, además, que los incisos primero y segundo de la proposición facultan a los intendentes para ejecutar la Política de Seguridad, lo que desconoce que los intendentes no son jefes de servicio  pues sus cargos están adscritos a la Subsecretaría del Interior y no tienen, por tanto, la estructura administrativa necesaria ni las atribuciones para efectuar esa labor. Agregó que esta situación se salva si se reemplaza la palabra “ejecutar” por “implementar”.


El Honorable Diputado señor Montes sostuvo que la estrategia local es esencial para el éxito de una Política de Seguridad, pero a ese nivel es donde menos se observa coordinación entre las distintas instituciones que se dedican al tema. 


Expresó que hay dos dimensiones en este problema. La primera de ellas consiste en la falta de una instancia que reúna la información de los distintos actores que se ocupan de la seguridad pública, como la Policía de Investigaciones, Carabineros de Chile y el Ministerio Público. Aseguró que el nivel de celo de cada una de estas instituciones es extremo, al punto que comparten una cantidad mínima de información y jamás cruzan sus bases de datos. Señaló que variar esta información a un nivel como el del intendente regional permitiría armar un panorama real de lo que ocurre en materia de seguridad pública en un determinado territorio.


Relató que la Policía de Investigaciones, hasta hace unos cinco años, mantenía una carpeta territorial con información sobre seguridad pública ordenada geográficamente, pero ahora abandonó este sistema y ordena la información según las causas criminales en que incidan, de forma tal de tenerlas disponibles para los requerimientos que haga el Ministerio Público o el Poder Judicial.


La segunda dimensión muestra que con esa información reunida el intendente podría articular una respuesta conjunta de estas instituciones para enfrentar los problemas efectivos que se diagnostiquen en materia de seguridad. Observó que no sirve que el Ejecutivo llegue con un plan extra en materia de seguridad que se aplique regionalmente, sino que debe abocarse a coordinar los planes paralelos que existen en las distintas instituciones. 


Señaló que para avanzar en la seguridad a nivel local es necesario que la autoridad territorial tenga facultades para centralizar la información proveniente de los distintos actores del sistema y para coordinar las acciones en ese ámbito.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que ese tema fue discutido largamente en el Senado, donde también se criticó la descoordinación que se observa entre los planes de seguridad que llevan a cabo los distintos municipios, los que muchas veces no tienen en cuenta lo que pasa en la comuna colindante. 


El señor Ministro del Interior explicó que parte de lo señalado por el Honorable Diputado señor Montes se recoge en este proyecto, pues el artículo 3º antes aprobado faculta para que el nuevo Ministerio mantenga una base de datos sobre la materia y pueda requerir esta información a las distintas instituciones que la generan, aunque reconoció que está pendiente una redacción que permita que este requerimiento también pueda ser dirigido al Ministerio Público y a los Tribunales de Justicia.


El Honorable Senador señor Espina consideró que una cosa es facultar al nivel central del nuevo Ministerio para acopiar la información relativa a la seguridad pública y otra, muy distinta, es constituir a nivel de la intendencia un espacio donde los alcaldes, el Ministerio Público y las Policías puedan conversar sobre esa información y coordinar un curso de acción común a seguir para enfrentar con éxito los problemas y no duplicar esfuerzos.


Agregó que las Policías son muy celosas de la ejecución de sus planes operativos y es difícil que permitan una injerencia externa en ellos, aunque es muy importante que el intendente, además de manejar la información de su zona, pueda coordinar los esfuerzos públicos en materia de seguridad. Puntualizó que quedarse en la centralización de la información no ayuda mucho, y ese paso ni siquiera requiere una orgánica regional porque bastaría distribuir la información que se tiene a nivel central por algún medio, como internet. Observó que lo que ahora realmente se necesita es una instancia regional de coordinación.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con lo planteado, pero observó que es de difícil solución. En primer lugar, expuso que es constitucionalmente imposible requerir al Ministerio Público o al Poder Judicial para que remitan información sobre causas pendientes al nuevo ministerio. En segundo lugar, indicó que es muy difícil que los intendentes puedan tener injerencia directa en la ejecución de las acciones policiales. 


Recordó que el intendente es un agente político y goza de una autoridad delegada del nivel central y en tal carácter, más que ejecutor de políticas, debería ser coordinador de la actuación de los demás organismos públicos en su área jurisdiccional. Para lograr este fin, propuso centrarse en lo propuesto en la letra d) de la proposición sustitutiva del artículo 13, presentada por el Gobierno.


El Honorable Diputado señor Harboe expresó que hay un acuerdo general tendiente a que se proscriban las interferencias políticas en los asuntos administrativos internos de las Fuerzas de Orden y Seguridad, como los nombramientos, ascensos o retiros.


Puntualizó que otra cosa es la parte operativa. Respecto de esto, puso de relieve que año a año el Congreso Nacional autoriza recursos importantes para la implementación del Plan Cuadrante, aprobando cantidades de contingente y recursos logísticos por áreas a través del país, pero, dijo, durante la ejecución presupuestaria, y haciendo uso de las facultades de reasignación, esos recursos son relocalizados, sin que el Congreso participe en estas decisiones ulteriores.


Relató que cuando era funcionario del Ejecutivo tuvo que enfrentar una decisión de la Jefatura de Carabineros de Chile de la época, la que, en virtud de un estudio encargado a una universidad, consideró necesario eliminar una cantidad importante de los retenes rurales, porque ellos no mostraban una manifiesta utilidad para el plan de despliegue de la institución. 


Señaló que, aunque esa decisión tenía sentido desde el punto de vista organizativo interno, desconocía el hecho de que un retén rural aporta a la comunidad beneficios y prestaciones que van mucho más allá de la seguridad pública. Explicó que también se debió tener a la vista que esa decisión provenía de una facultad privativa de la Comandancia en Jefe de Carabineros de Chile, que no pasaba siquiera por una consulta al Ministerio de Defensa, por lo que hubo que recurrir a un compromiso con esa Jefatura uniformada para dejarla sin efecto.


Su Señoría observó que la proposición sustitutiva del Gobierno mantiene la situación que actualmente se observa a nivel regional.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que el concepto de ejecución que emplea el inciso primero de la proposición sustitutiva genera algunas dudas, por lo que propuso la siguiente redacción alternativa para solucionar ese problema:


“La implementación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y comunal, adaptada en lo pertinente a esas realidades, será llevada a cabo por medio de los intendentes.”.


El Honorable Diputado señor Montes calificó como muy importante que se conciba una mayor densidad organizacional a nivel territorial, porque actualmente se observan importantes presupuestos para los gobiernos regionales y locales, y aún más abultados para las Fuerzas de Orden y Seguridad, pero la falta de una estructura orgánica y de atribuciones de coordinación y control arroja magros resultados en estas áreas.


Indicó que fue testigo de acciones de voluntarismo político de Ejecutivos anteriores que impulsaron, desde el nivel central, la intervención policial de la población La Legua, lo que logró frenar la delincuencia en ese sector, pero generó un efecto indeseado, cual es el traslado de los delincuentes y narcotraficantes a otros sectores de Santiago con menos resguardo policial.


Finalizó su intervención recalcando que alguien tiene que obligar a los distintos actores institucionales con competencia en materia de seguridad pública para que actúen coordinadamente.


El señor Ministro del Interior coincidió con el diagnóstico hecho por el Honorable Diputado señor Montes, pero replicó indicando que este proyecto avanza en la línea de cumplir con esos requerimientos, ya que establece que las Policías dependerán del nuevo Ministerio y que todos los planes y programas en materia de seguridad pública que emprenda cualquier órgano público deberán ser visados, previamente, por la nueva institución.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la coordinación que se requiere es indispensable para que el nuevo sistema que crea este proyecto funcione, pero observó que aún no se supera, en el articulado sometido a consideración de la Comisión Mixta, el problema que supone coordinar la nueva institucionalidad con el Ministerio Público, que es un actor vital en el sistema de la seguridad interior, pero que constitucionalmente es autónomo.


Su Señoría puntualizó que la reforma que emprende este proyecto está generando importantes expectativas en la ciudadanía, y hay que ser muy cuidadoso para que la nueva institucionalidad que en definitiva se apruebe cumpla con esas expectativas.


El Honorable Senador señor Chadwick recalcó que la autonomía institucional del Ministerio Público implica que esa institución no recibe instrucciones o coordinaciones de autoridades distintas que las propias, y que cualquier encargo que se le formule a esa institución implica requerirle que actúe de forma determinada, conducta que  constitucionalmente está vedada.


Agregó que quizás es factible establecer una norma que obligue a esa repartición a compartir la información de que disponga, pero procesada, de manera que no permita la identificación de personas determinadas que son o han sido sujetos de una investigación criminal. No es posible, insistió, obligar al Ministerio Público a coordinar su acción, en el marco de una Política de Seguridad Pública Interior elaborada por el Ejecutivo, por las razones antes señaladas y porque un planteamiento de ese tipo desconoce el hecho que esa institución no tiene responsabilidad alguna en materia de seguridad ciudadana, pues la Carta Fundamental lo ha establecido sólo para investigar los hechos que revistan características de delito, ejercer la acción penal pública y proteger a las víctimas.


El Honorable Senador señor Espina recordó que cuando se aprobó el Código Procesal Penal se creó, en sus disposiciones transitorias, una Comisión de Implementación de la Reforma Procesal Penal, que tenía facultades para proponer soluciones a los problemas prácticos que se producirían en razón del establecimiento de este nuevo estatuto procesal en las distintas regiones de Chile.


Señaló que en esa Comisión participaban el Ministerio de Justicia, el Poder Judicial, el Ministerio Público y otras entidades, y las decisiones que en esa sede se acordaban, en lo relativo a la coordinación para la implementación de la reforma, eran obligatorias para todos sus miembros, lo que constitucionalmente no generó problema alguno en su minuto y en la práctica permitió establecer la Reforma en todo el país sin mayores inconvenientes.


La Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Diputado señor Burgos pusieron de relieve que a lo menos se debe avanzar en establecer en el proyecto que las Policías deberán coordinarse con el nuevo Ministerio y deberán compartir toda la información que tengan sobre seguridad pública, porque esta es la única forma de lograr un esfuerzo público común en esta materia.


El Honorable Diputado señor Burgos agregó que existen instancias informales de comunicación entre las Jefaturas de las Policías, la Fiscalía Nacional y el Ministerio del Interior, en las que se logra algún nivel de coordinación. Señaló que estas instancias deberían institucionalizarse y replicarse a nivel regional.


El señor Ministro del Interior expresó que el Gobierno estaría dispuesto a acoger una reforma de la letra d) del artículo 3º para hacer mención expresa a que las Policías deberán entregar la información con la que cuenten para conformar la base de datos sobre seguridad pública que manejará el nuevo Ministerio.


Manifestó dudas en cuanto a modificar en el mismo sentido propuesto anteriormente la letra c) del artículo 3º, porque ello implicaría coordinar todas las acciones que involucren a la Policía, lo que afectaría la iniciativa de esas instituciones, que existen esencialmente para otorgar seguridad y orden público a la sociedad.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que aunque las Policías deben tener ámbitos de autonomía para actuar en las materias que son propias de su competencia, a lo menos debería existir en la ley una atribución para que el nuevo Ministerio les pueda encargar asuntos específicos, como la desarticulación de tal o cual banda delictiva o la mejora de la situación de seguridad en una zona poblacional especialmente vulnerable.


El Honorable Senador señor Chadwick aseguró que en base a lo establecido en las disposiciones antes aprobadas, las Policías ya tienen la obligación de coordinarse y de suministrar información, sin necesidad de otra modificación.


El Honorable Diputado señor Harboe puntualizó que autonomía no es lo mismo que independencia. Recordó que durante los gobiernos de la Concertación existió un Consejo Nacional de Seguridad Pública en que participaban el Ministerio del Interior, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema o un ministro designado de ese máximo tribunal, y las Jefaturas de ambas Policías, y en su seno era factible establecer políticas conjuntas en materia de seguridad pública. Señaló que esa experiencia no fue objetada de inconstitucionalidad, no afectaba la autonomía de los órganos que la componían e, incluso, tuvo algún grado de funcionamiento a nivel regional, por lo que no ve inconvenientes para que esa experiencia se institucionalice en este proyecto, incluyendo al Ministerio Público.


El señor Ministro del Interior recordó que en el proyecto original contenido en el Mensaje se consultaba la existencia de un Consejo de Seguridad Pública, que era un organismo consultivo, presidido por el nuevo ministro, que integraba a altos dignatarios del Poder Judicial, el Ministerio Público y las Policías, que estaba replicado a nivel regional, y que permitía lograr en su seno acuerdos que propusieran estrategias de coordinación en materia de seguridad para que fueran puestas en práctica por la nueva institucionalidad. Sostuvo que una instancia de este tipo no genera decisiones vinculantes, pero permite un espacio para que las instituciones dialoguen, se coordinen y formulen proposiciones en conjunto a la autoridad política, por lo que quizás podrían estudiarse su reimplantación.


En la sesión siguiente, la Comisión decidió estudiar, primeramente, el inciso primero y, luego, considerar una a una las letras que componen el inciso segundo.


El Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una nueva proposición que reemplaza el inciso primero del artículo 13 de ambas Cámaras, por el siguiente:

“TÍTULO III

De la Ejecución Territorial de la Política de Seguridad Pública


Artículo 14.- La ejecución de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las realidades respectivas en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los Intendentes.”


- Sometida a votación, esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Chadwick, y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


Luego, la Comisión Mixta constató que el encabezado del inciso segundo así como las letras a), b) y c) aprobadas por ambas Cámaras eran del mismo tenor.


A continuación, consideró necesario hacer un análisis más detenido de las letras d) propuestas.


El Honorable Diputado señor Monckeberg Bruner connotó que con ocasión de la discusión de este literal, la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados otorgó una serie de nuevas atribuciones a las municipalidades, pero luego, en la Sala de la Cámara Baja, no fueron aprobadas, por lo que no formaron parte del proyecto en estudio.


Explicó que algunas de estas funciones rechazadas están recogidas en otras disposiciones de la proposición del Ejecutivo, sobre todo en la facultad para que los municipios lleven a cabo planes y programas específicos en materia de seguridad ciudadana. Expresó su deseo de que   rescatado por el Ejecutivo y en esta instancia debe retomarse esa discusión, porque muchas de esas proposiciones corresponden a materias de su iniciativa exclusiva. 


El señor Ministro del Interior indicó que estima valioso tener la mayor cantidad de instancias donde dialogar sobre los temas de seguridad pública y, en esa línea, la idea de generar Consejos de Seguridad Pública, tal como lo proponía la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, era acertada. Por ello, puntualizó que si en esta instancia de la discusión parlamentaria hay consenso al respecto, el Gobierno podría abrirse a la posibilidad de reestablecer esos Consejos, especificando que la Secretaría Ejecutiva de ellos quedará en manos del Subsecretario del Interior o del de Prevención del Delito.


El Honorable Diputado señor Montes señaló que no basta con que el Intendente tenga una serie de facultades, sino que, además, se requiere una instancia a nivel regional y comunal en el que las autoridades encargadas tengan la obligación de compartir enfoques sobre el tema con otros actores sociales y se generen directivas que aconsejen a la autoridad.


Admitió que a nivel comunal han aumentado significativamente los recursos públicos disponibles en materia de seguridad, por tanto el obstáculo no es presupuestario sino de coordinación entre los actores públicos involucrados.


La Honorable Senadora señora Alvear advirtió que para legislar en esta materia se requiere de una proposición del Ejecutivo, quien tiene iniciativa exclusiva en ella. 


Frente a estos planteamientos, el Ejecutivo anunció que propondría la creación de instancias de coordinación y participación de carácter nacional y regional.


De lo anterior se dio cuenta en la aprobación del nuevo artículo 6º que contempla la existencia del Consejo Nacional de Seguridad Pública y, más adelante, se informa sobre la creación en cada región, de un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior.


Teniendo en cuenta esto, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazó la letra d) en análisis. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Bertolino, Harboe y Morales.

Letra e) del Senado y de la Cámara de Diputados

El Honorable Diputado señor Burgos explicó que a este precepto podrían agregarse varios elementos, como la reiteración y otros fenómenos delictuales, por lo que debería entenderse que la redacción es a título meramente ejemplar.


El señor Ministro del Interior observó que esta proposición no es del Gobierno sino que se origina en el debate parlamentario.


La Honorable Senadora señora Alvear reiteró que este literal corresponde a la propuesta de la Cámara de Diputados, y llamó a los asistentes a aprobar la disposición en sus mismos términos.


- Sometida a votación la propuesta de la Cámara de Diputados respecto de la letra e) del inciso segundo del artículo 13, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick y Larraín,  y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


Pasa a ser letra d) del nuevo artículo 14.

Artículo 14 del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 14 que señala que los intendentes no tendrán injerencia en los asuntos administrativos u operativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad pública, las que será autónomas para establecer, de acuerdo a la ley, los servicios policiales necesarios en cada localidad.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados suprimió este artículo.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó esta supresión.


Durante este trámite de Comisión Mixta, el Gobierno propuso reemplazar el artículo 14, por el siguiente.



“Artículo 14.- Las atribuciones de los Intendentes no se extenderán a cuestiones de carácter administrativo u operativo de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, las que podrán establecer los servicios policiales que estimen necesarios para el cumplimiento de sus funciones específicas, en conformidad a la Constitución y a la ley.”.


El señor Ministro del Interior precisó que esta redacción corresponde a lo aprobado por el Senado, propuesta que fue desechada en la Sala de la Cámara de Diputados.


El Honorable Diputado señor Montes observó que hay que estudiar muy detenidamente la redacción propuesta, porque, en principio, ella daría lugar a una especie de autonomía territorial completa de las Policías. Expresó que es razonable que esos servicios armados tengan sus propios planes operativos, pero también es lógico que deban dar cuenta a la autoridad acerca de su desarrollo y del cumplimiento de objetivos. Sostuvo que la disposición propuesta, en la práctica, elimina la posibilidad de una instancia de discusión a nivel regional sobre los temas de seguridad pública.


El señor Ministro del Interior puso de relieve que la atribución aprobada en la letra i) del artículo 3º del proyecto comprende la posibilidad de que se celebren convenios entre los municipios y el nuevo Ministerio para la elaboración y evaluación de las políticas, planes y programas en materia de seguridad, lo que salvaría la objeción del Honorable Diputado señor Montes.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo planteado por el Honorable Diputado señor Montes parece razonable, porque se requiere de una instancia regional donde se puedan plantear y absolver consultas en asuntos de seguridad ciudadana, como el desarrollo local del plan cuadrante.


Manifestó que, con todo, la disposición en consulta apunta a un asunto distinto al antes indicado, porque su sentido es impedir la intervención política en la ejecución de las actividades policíacas. Indicó que es muy delicado permitir una injerencia de ese tipo, por lo que llamó a no innovar en este asunto y preferir la opción del Senado, aunque mostró su disposición para revisar este asunto en una próxima sesión.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que una disposición como la propuesta refuerza la independencia de las policías frente a los intendentes, lo que es muy disonante de los objetivos generales de este proyecto, que cambia la dependencia de los institutos policíacos desde el Ministerio de Defensa al nuevo Ministerio que ahora se crea.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que entiende las inquietudes que han planteado los Parlamentarios de Oposición, y recordó que la disposición citada por el señor Ministro del Interior autoriza para revisar en detalle el cumplimiento de los planes y programas de seguridad pública. 


Su Señoría puntualizó que el sentido fidedigno del artículo 14 propuesto es impedir la injerencia de la autoridad política en las actividades que constitucionalmente son propias de las Fuerzas de Orden y Seguridad. Al respecto, recordó que el inciso segundo del artículo 101 de la Constitución Política de la República señala que las Fuerzas de Orden y Seguridad constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior.


Agregó que el artículo 76 de la Carta Fundamental estatuye que para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de justicia, y los especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren, y que la autoridad policial requerida de esta forma deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial, y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar.


Aseveró que estas funciones y mandatos constitucionales quedan fuera de la esfera de la dependencia o influencia del poder político, y las Fuerzas de Orden y Seguridad deben proceder siempre y en todo caso a cumplirlos, lo que justifica la aprobación del artículo 14 propuesto.


El Honorable Senador señor Espina expuso que la norma en debate impide que los intendentes intervengan en decisiones operativas de las Policías, relativas a sus funciones constitucionales.


El Honorable Senador señor Larraín recordó que en la letra b) del artículo 13, recién aprobado por la Comisión, se otorga a los intendentes la autoridad para evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción, lo que los autoriza para requerir de las Policías datos relativos al cumplimiento y resultados de los planes de seguridad pública interior que desarrollen, y deja en claro que la responsabilidad por la ejecución de esos planes recae totalmente en las Policías.


El Honorable Diputado señor Montes sostuvo que, no obstante lo expresado en las intervenciones anteriores, él considera necesario profundizar las explicaciones acerca de las posibilidades de la autoridad regional para resolver sobre fijación de metas de los planes policiales y la posibilidad de intervenir cuando surjan problemas.


El señor Ministro del Interior expresó que es muy difícil establecer en la ley medidas específicas de control de una institución tan grande como Carabineros de Chile, que tiene más de 40.000 funcionarios. Hizo notar que muchas de ellas se dan en la práctica de las reuniones habituales entre las jefaturas policiales y los intendentes, y de forma indirecta quedan establecidas en el proceso de calificación para ascensos y retiros de los oficiales.


Agregó que este proyecto estatuye formalmente el establecimiento de una Política Nacional de Seguridad Pública Interior, que se genera por el nivel político más alto y que es obligatorio para todo el nuevo Ministerio y para las Fuerzas de Orden y Seguridad que de él dependen.


El Honorable Senador señor Larraín afirmó que, en todo caso el proyecto también considera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior debe ser adaptada a la realidad regional, por lo que es necesario que a lo menos haya una instancia de información entre las Policías y los Gobiernos Regionales. Señaló que ello no constituye un control de autoridad, pero es una herramienta poderosa para asegurar el cumplimiento de las metas.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que el Mensaje con que se dio inicio al proyecto y el texto aprobado por la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, planteaban la creación de Consejos Regionales y Comunales de Seguridad Ciudadana, en los que se materializaba esta instancia de diálogo entre los actores públicos avocados al tema de la seguridad pública en un ámbito territorial dado. Precisó que en esta fase de la discusión parlamentaria el Gobierno debería estudiar la posibilidad de renovar estos planteamientos.


El Honorable Diputado señor Monckeberg Bruner propuso reiterar en la ley la norma de la Constitución Política sobre los deberes de las Fuerzas de Orden y Seguridad, para que quedara claro que en ese ámbito no cabe intervención política alguna, y agregar la propuesta del Honorable Senador señor Larraín y de la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados.


La Honorable Senadora señora Alvear planteó dejar pendiente la votación hasta que sea sometida la Comisión Mixta la nueva proposición del Ejecutivo para este artículo.


En este estado del debate, los representantes del Ejecutivo reiteraron la decisión de proponer la creación de Consejos Regionales de Seguridad Pública.


En consideración a este anuncio, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, confirmó la supresión acordada por la Cámara de Diputados. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Harboe y Morales.

- - -

Artículo 15 del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 15 que prescribe que la coordinación con los municipios en asuntos relativos a la seguridad pública local será de cargo de los intendentes.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 15 por otro, de seis incisos.


El inciso primero repite la idea del artículo aprobado por el Senado, agregando que la labor de coordinación también corresponderá a los Gobernadores.


El segundo obliga a intendentes y gobernadores a establecer instancias para la participación de los municipios en la Política Nacional de Seguridad Pública.


El tercero exige a los municipios ejecutar por sí mismos los planes y programas de prevención y seguridad ciudadana, teniendo en consideración su capacidad presupuestaria y la política regional.


El cuarto establece que para llevar a cabo a nivel local los planes y programas de seguridad pública y la política de seguridad regional, las municipalidades podrán efectuar acuerdos directos con los servicios públicos relacionados que tengan presencia en sus respectivos territorios.


El quinto indica que el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá desarrollar planes y programas de prevención y seguridad ciudadana en coordinación directa con los municipios. Cabe señalar que esta disposición coincide con lo propuesto por el Senado en el inciso primero del artículo 16.


El inciso final dispone que para ejercer la atribución establecida en el inciso anterior se deberán ocupar criterios técnicos y objetivos, debidamente financiados. A su vez, esta disposición coincide con lo propuesto por el Senado en el inciso segundo del artículo 16.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


Una vez más, el Ejecutivo efectuó una proposición para reemplazar este artículo 15. Ésta es del siguiente tenor:


“Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes  la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior dé cuenta de la realidad local.


Para estos efectos, los Intendentes  establecerán instancias que permitan recibir las propuestas de los municipios para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, conforme a sus disponibilidades presupuestarias y de manera coherente con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior. 


Para la implementación de planes y programas en materia de seguridad pública, así como de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel local, las municipalidades se coordinarán con los servicios públicos que actúen en sus territorios, de conformidad a lo establecido en el artículo 10 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior. 


No obstante, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá desarrollar planes y programas en materia de prevención y seguridad ciudadana en coordinación con los municipios, de acuerdo a lo dispuesto en la letra j) del artículo 4° de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Para el ejercicio de esta última función, el Ministerio utilizará criterios técnicos y objetivos y establecerá los respectivos mecanismos de financiamiento.”.


Al iniciarse el debate, el Honorable Senador señor Larraín destacó que la proposición elimina a los Gobernadores como líderes de la coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel local con los municipios. Señaló que a su juicio esta decisión es correcta porque la institución de las Gobernaciones es un resabio del pasado que no tiene mucho sentido con la existencia de los Gobiernos Regionales y el actual desarrollo de las comunicaciones.


El Honorable Senador señor Espina expresó que la lógica de esta disposición es impedir que hayan demasiadas posiciones en materia de seguridad a nivel territorial, y con ella se espera que el intendente unifique los puntos de vista y la coordinación dentro del área de su jurisdicción.


El Honorable Diputado señor Morales observó que las Gobernaciones aún tienen un rol que cumplir en los lugares cabeza de provincia que no son capitales regionales, sobre todo en regiones extensas y apartadas. Recordó que en la discusión del artículo anterior se encomendó al Gobierno la elaboración de una nueva proposición que repusiera los Consejos Locales de Seguridad Pública, que es un ámbito natural de participación de los Gobernadores.


La Honorable Senadora señora Alvear planteó que el inciso tercero de la proposición del Gobierno puede ser considerado inconstitucional, porque faculta a las municipalidades para llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana. Su Señoría expuso que esta competencia es exclusiva y excluyente del “ministerio encargado de la seguridad pública” señalado en el inciso segundo del artículo 101 y en la disposición décimo séptima transitoria, ambos de la Constitución Política de la República.


Agregó que una atribución como la planteada excede el ámbito de competencia que establece el inciso tercero del artículo 118 de la Constitución Política de la República para las municipalidades, y desconoce el hecho de que la letra j) del artículo 4º de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio del Interior, del año 2006, limita el rol de las municipalidades en este ámbito al apoyo y fomento de la seguridad ciudadana y la colaboración accesoria en su implementación, la que, reiteró, queda principalmente en manos de la autoridad que establece el artículo 101 de la Carta Fundamental.


Sostuvo que, en subsidio de lo anterior, para el caso que se considere constitucional la disposición, es necesario que ella sea considerada como ley orgánica constitucional, al tenor de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 118 del Código Político, porque establece una atribución nueva para las municipalidades.


El Honorable Diputado señor Montes indicó que hay una muy mala historia en Chile y en el extranjero con las policías municipales, sobre todo cuando hay casos de drogas de por medio. Señaló que comparte la posibilidad de que existan instancias locales para procesar información y discutir temas de seguridad pública, pero en ningún caso se debe permitir que los alcaldes asuman labores policiales.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que comparte la idea de que no se permitan los servicios policiales municipales, pero indicó que hay cuestiones anexas a la labor policial de resguardo al orden público, como la regulación del tránsito dentro de las ciudades, que podrían ser asumidas por funcionarios municipales, liberando recursos en las Policías.


El señor Ministro del Interior observó que el inciso tercero de la propuesta ocupa el término “seguridad ciudadana”; en cambio, el inciso siguiente emplea la expresión “seguridad pública”, lo que puede interpretarse como que la atribución que se le entrega en el inciso tercero a las municipalidades para realizar planes y programas de forma autónoma se refiere únicamente a la labor de difusión hacia los ciudadanos de asuntos relativos a la seguridad, y las materias netamente policiales quedarían comprendidas en la atribución que establece el inciso siguiente, que limita la función de las municipalidades en esta área a la participación en esfuerzos coordinados con otros entes públicos.


Enfatizó que los alcaldes son figuras imprescindibles para el éxito de los planes de seguridad pública, pero su participación debe realizarse conforme a la Constitución y a la ley.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que la proposición del Senado era mucho más sencilla y no tiene problemas de constitucionalidad, porque especifica que los Intendentes se coordinarán con los municipios en materia de seguridad pública, y deja abierta la forma de realizar esta tarea.


El Honorable Diputado señor Monckeberg Bruner señaló que la idea de la Cámara Baja al plantear su proposición fue reconocer la necesidad de que las municipalidades pudieran expresar sus realidades y requerimientos al nivel central en materia de seguridad, sobre todo en los aspectos presupuestarios que ello involucra, para poder desarrollar algún tipo de actividad que apuntara a los problemas locales específicos. Aseguró que en este orden de cosas el inciso primero aprobado por el Senado es insuficiente, porque, por mucha coordinación que haya con el intendente, si las municipalidades no tienen presupuesto no podrán realizar acción alguna en este ámbito.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que es muy importante que las municipalidades tengan atribuciones y presupuesto para enfrentar sus problemas locales de seguridad pública. Indicó que esto, en todo caso, no abarca la gestión de servicios policiales, ya que ellos sólo pueden ser prestados por Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, según lo establece el artículo 101 de la Constitución Política de la República.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso aprobar sólo los dos primeros incisos de la proposición sustitutiva del Ejecutivo, porque aún considera que la disposición del inciso tercero es inconstitucional, y lo que señalan los siguiente incisos de esta proposición puede estimarse como redundantes, ya que repiten normas que están en la ley orgánica constitucional de municipalidades vigente.


El Honorable Diputado señor Burgos connotó que en el inciso segundo hay que integrar a los gobernadores porque aunque, comparte los juicios emitidos en este sentido por el Honorable Senador señor Larraín, observa que en la práctica las gobernaciones aún existen como instituciones con recursos, personal y atribuciones, por lo que no hay que desentenderse de ellas. Puntualizó que, tal como lo antes lo señaló el Honorable Diputado señor Morales, los Gobernadores acercan el Gobierno a las personas en los lugares donde no hay intendente.


La asesora del Ministro del Interior, señora Catalina Mertz, observó que el conjunto de los gobernadores de una región determinada tienen un ámbito territorial de competencia igual a la del intendente de esa región, por lo que no se pueden incorporar a ambos entes a las instancias de coordinación en materia de seguridad con los municipios, porque unos y otros representan de igual forma al Gobierno central.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo notar que el artículo 13 recién aprobado establece una serie de nuevas facultades para los intendentes en materia de seguridad pública, que incluyen potestades de coordinación, y no se ha tratado en este proyecto una norma similar para los gobernadores, por lo que la coordinación territorial con las municipalidades debería quedar en manos únicamente del intendente, tal como lo precisa el inciso primero de la proposición.


El Honorable Senador señor Chadwick consultó sobre los medios para llevar adelante una política regional de seguridad interior.


El señor Ministro del Interior informó que el encabezado del artículo 13 antes aprobado precisa que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior se adaptará a la realidad regional, provincial y local, y será ejecutada por los intendentes. Señaló que los intendentes y gobernadores son funcionarios de nombramiento político central y ambos comparten el mismo territorio geográfico de competencia, por lo que la inclusión de uno en las instancias territoriales de coordinación excluye, necesariamente, al otro.


Añadió que el Ejecutivo prefiere que la coordinación quede en manos del intendente, y que el gobernador que le asiste quede como jefe administrativo del servicio de gobierno interior dentro de su territorio respectivo.


En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una proposición que recoge la discusión antes consignada, planteando reemplazar el artículo 15 de ambas Cámaras, por el siguiente:


“Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior dé cuenta de la realidad local. 


Para estos efectos, los Intendentes establecerán instancias que permitan recibir las propuestas de las gobernaciones y de los municipios para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, y de manera coherente con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.”.


- Sometida a votación, esta proposición fue aprobada, con una enmienda formal, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, y Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner y Morales. Votó en contra la Honorable Senadora señora Alvear. 

- - - 

Artículo 16 del Senado


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 16 compuesto de dos incisos. El primero indica que el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá desarrollar planes y programas en materia de prevención y seguridad ciudadana a través de los municipios. En el segundo, se precisa que para el ejercicio de esta función el Ministerio utilizará criterios técnicos y objetivos y los mecanismos de financiamiento correspondientes.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó este artículo 16.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su formulación original.

La Honorable Senadora señora Alvear connotó que el contenido de la disposición aprobada por el Senado en el artículo 16 corresponde a los incisos finales de la proposición de la Cámara de Diputados para el artículo 15, que fueron anteriormente discutidos y rechazados.


El Honorable Diputado señor Montes señaló que aunque observa defectos de redacción en la proposición de la Cámara de Diputados, la idea que motiva la disposición parece adecuada, porque evita que todos los asuntos relativos a la seguridad pública sean controlados por el nivel central, sin dejar ninguna responsabilidad o atribución en la comuna.


Propuso conferir al nivel local alguna atribución para, a lo menos, coordinar estas importantes materias con el nivel central.


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que hay una importante demanda de los alcaldes en asuntos relativos a la seguridad ciudadana. Agregó que en muchas ocasiones los ediles tienen fondos disponibles para este campo pero, como carecen de facultades, no pueden hacer la inversión correspondiente, aunque se trata de una materia muy sentida por la ciudadanía.


Su Señoría resaltó que no es el ánimo del Parlamento establecer facultades amplias en materia policial para los municipios, pero observa que hay tareas administrativas que restan muchos recursos a las Policías y que podrían ser asumidas por los municipios, como, por ejemplo, el control del tránsito.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que estas inquietudes son reales y, por ello, como lo ha anunciado el Gobierno, se incorporará la figura del Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, que se constituirá en una instancia de colaboración entre la autoridad regional del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que corresponde al intendente regional, las demás autoridades regionales de las instituciones abocadas al tema y los alcaldes. Agregó que avanzar más aún en atribuciones para las municipalidades es un asunto que merece ser discutido en el Parlamento, pero no con ocasión de este proyecto, que originalmente no contemplaba esta idea, por lo que llamó a acoger la propuesta supresiva de la Cámara de Diputados.


- Sometida a votación la propuesta supresiva de la Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

- - - 

Artículo 16, nuevo


En la sesión del 8 de noviembre de 2010, el Ejecutivo propuso incorporar un artículo 16, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 16.- En cada región del país, existirá un Consejo Regional de Seguridad Pública, presidido por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, tres representantes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante designado por la Corte de Apelaciones respectiva, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Jefe Regional de la Policía de Investigaciones de Chile, Director Regional de Gendarmería, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.


Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Intendente en la implementación y coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública a nivel regional, provincial y local.


Sin perjuicio de lo anterior, dicho Consejo se reunirá a lo menos dos veces en cada año calendario.


El Consejo contará con un Secretario Ejecutivo designado por el Intendente, a quien le corresponderá coordinar las acciones del Consejo y asesorar al Intendente en la implementación de la Política de Seguridad Pública. El Secretario Ejecutivo levantará acta de las sesiones del Consejo y enviará copia de las mismas al Subsecretario de Prevención del Delito.


Los municipios de la región podrán participar en el Consejo, representados por sus alcaldes, cuando las materias para el cual se encuentre citado el Consejo digan relación con su comuna. Asimismo, los representantes de los municipios podrán solicitar al Intendente, a través del Consejo, la realización de estudios que le permitan la ejecución correcta de políticas de seguridad pública en la comuna. Un decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública establecerá el procedimiento de elección de los representantes de los municipios en los respectivos consejos, el cual deberá considerar la participación de todos los municipios de la región.”.


La Honorable Senadora señora Alvear advirtió que hay regiones grandes, como la metropolitana, que agrupan comunas con realidades diametralmente distintas en materia de seguridad, por lo que podría ser poco eficiente agruparlas bajo una misma institución para discutir este tema con la autoridad regional encargada.


El señor Ministro del Interior explicó que el inciso final de la proposición  permite que en los casos señalados por Su Señoría se hagan grupos de comunas con similares características, y que se asegure la participación en el Consejo de todas las municipalidades.


El Honorable Senador señor Espina señaló que comparte la idea y observó que una organización similar se contemplaba en el Programa “Comuna Segura”. Agregó que esta es la instancia para que los alcaldes enfrenten sus posiciones sobre la seguridad pública frente a los demás ediles de su región y frente a la autoridad, en una instancia que no es tan masiva y que brinda una oportunidad valiosa para acordar cursos de acción.


El Honorable Senador señor Chadwick puntualizó que la regulación de estos organismos de coordinación en la ley debe hacerse cuidadosamente.


Explicó que si el intendente regional quiere coordinarse o solicitar información tiene todos los medios a su alcance para hacerlo, y puede crear, sin necesidad de una ley que se lo orden, instancias de conversación con las autorices regionales y comunales que estime conveniente.


Hizo notar que si, en cambio, se establece una institucionalidad consultiva en la ley, la práctica permitirá que sus integrantes expresen u observen ante el intendente lo que quieran en las audiencias a las que sean citados, quedando constancia de ello en las actas de dichas reuniones, y sin que haya ninguna responsabilidad ulterior para esos personeros por las opiniones vertidas. Señaló que este procedimiento socava la autoridad del intendente, que en cambio es el único funcionario que en la ley tiene las atribuciones para tomar medidas en materias de seguridad y que, como correlato, también es el único responsable del fracaso o éxito de las medidas tomadas.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que muchos señores parlamentarios han señalado y solicitado que haya una instancia de coordinación entre las autoridades comunales y los encargados de la seguridad pública. Agregó que es muy frustrante cuando la ciudadanía informa a la autoridad comunal, que es la que tiene más cerca, sobre hechos delictivos, pero esa autoridad informada no tiene medio alguna de tomar medidas para revertir esa situación.


El Honorable Senador señor Espina señaló que no compartió la opinión del Honorable Senador señor Chadwick y remarcó que una instancia de este tipo es muy útil porque, a través de los alcaldes, permite la participación de la comunidad. Añadió que es una clave para el éxito de las políticas de seguridad ciudadana asegurarse que participen los afectados directamente, que es la ciudadanía.


El Honorable Diputado señor Harboe manifestó que esta norma fija un estándar mínimo para la participación y la coordinación de los cursos de acción y las demandas de las distintas autoridades regionales y locales involucradas en el tema de seguridad, y permite unificar y socializar la acción estatal en materias de seguridad. 


Su Señoría precisó que el funcionamiento de estos Consejos deberá tener muy en cuenta las distintas particularidades poblacionales de las regiones del país, las que tienen diversos requerimientos en materia de seguridad, lo que exige distinguir entre las regiones con alto número de habitantes y aquellas poco pobladas.


La Honorable Senadora señora Alvear sostuvo que el último inciso de la proposición es muy reglamentario e introduce algunas rigideces que no permitirán a los distintos Consejos ajustarse a las realidades de la región que sirven, por lo que propuso eliminarlo.


En una sesión posterior, el Ejecutivo recogió lo discutido por la Comisión Mixta en una nueva proposición del siguiente tenor:





“Artículo 16.- En cada región del país existirá un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, los alcaldes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante de la Corte de Apelaciones respectiva designado por ésta, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Director Regional de Gendarmería de Chile, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores, y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Intendente en la implementación y coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local. 



Dicho Consejo se reunirá a lo menos una vez por semestre.


El Consejo contará con un Secretario Ejecutivo designado por el Intendente, a quien le corresponderá coordinar las acciones del Consejo en la aplicación de la Política de Seguridad Pública Interior. El Secretario Ejecutivo levantará acta de las sesiones del Consejo y enviará copia de las mismas al Subsecretario de Prevención del Delito.”.

- Sometido a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

- - - 
Artículo 17 del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 17 compuesto de cuatro incisos.


El primero señala que la planta y el personal a contrata del nuevo ministerio del Interior y Seguridad Pública se regirá por las disposiciones del Estatuto Administrativo, y su régimen remuneracional estará determinado por las disposiciones del decreto ley Nº 249, de 1974, y del decreto ley Nº 3.500, de 1980, sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan.


El segundo inciso indica que por el solo ministerio de la ley quedará asignado a la Subsecretaría del Interior el personal señalado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Interior, de 1990; los funcionarios de las Subsecretarías de Investigaciones y de Carabineros que sean traspasados en virtud de este proyecto, el personal a contrata y el de las Fuerzas de Orden y Seguridad destinados según requerimiento del Ministro del Interior y Seguridad Pública o del Subsecretario del Interior.


El inciso tercero establece que el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad destinado a prestar servicios a la Subsecretaría del Interior será remunerado exclusivamente por sus respectivas instituciones.


El inciso cuarto señala que la calificación y otros asuntos de índole administrativa de este personal serán tramitados según las normas de las instituciones a las que pertenezcan, considerándose, en todo caso, la opinión del Subsecretario del Interior.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó, en el inciso primero, la frase “sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan”, relativa al sistema de pensiones de los funcionarios de planta y a contrata del nuevo ministerio, y suprimió el inciso final.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó ambas enmiendas.


Respecto de este artículo, el Honorable Senador señor Chadwick planteó que la competencia que esta disposición entrega a la Subsecretaría del Interior es demasiado amplia. Explicó que la parte operativa del quehacer policial es materia propia de la competencia de esa Subsecretaría, pero los asuntos administrativos del personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad pueden absorber, por sí mismos, una gran cantidad de recursos humanos para su debida gestión, por lo que propuso ver la posibilidad de tener otra Subsecretaría para ello.


El señor Ministro del Interior señaló que los actuales Subsecretarios de Carabineros e Investigaciones han hecho ver una posición similar a la planteada por el Honorable Senador señor Chadwick.


Expresó que no se tiene considerado mantener las dos Subsecretarías actuales, porque eso sería replicar la situación actual de descoordinación entre el Gobierno Civil Interior y las Fuerzas de Orden y Seguridad y debilitar la idea de que la relación con esos cuerpos uniformados se centralizará por medio de la Subsecretaría del Interior. Con todo, señaló que se podría estudiar un modelo similar al que actualmente utiliza la nueva orgánica del Ministerio de Defensa, que consideró una Subsecretaría dedicada a la gestión de los asuntos administrativos de las Fuerzas Armadas.


El Honorable Senador señor Espina señaló que esta idea podría considerarse, para lo que solicitó al Ejecutivo presentar una proposición concreta sobre la materia. En el intertanto, llamó a los presentes a aprobar la proposición actual del Gobierno.


El Honorable Diputado señor Burgos abogó por la supresión del inciso cuarto, tal como lo acordó la Cámara de Diputados, pues sólo repite otras normas generales y establece reglas de difícil aplicación práctica.


- Sometida a votación la propuesta de la Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presente de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Larraín y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner y Morales.

- - -

Artículo 18 del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 18, de cuatro incisos.


El primero crea el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. Este servicio será descentralizado, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio y estará sometido a la supervigilancia del Primer mandatario por medio del Ministro del Interior y Seguridad Pública.


El segundo establece que el vínculo entre el nuevo Servicio y el nuevo ministerio que crea el proyecto se hará por medio de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación de esa nueva cartera


El inciso tercero indica que el nuevo Servicio estará sujeto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública.


El último señala que el personal de la nueva entidad se regirá por las disposiciones del estatuto administrativo y su régimen remuneracional estará determinado por las disposiciones del decreto ley Nº 249, de 1974 y del decreto ley Nº 3.500, de 1980, sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados suprimió, en el inciso primero, la palabra “alcohol”, de forma tal de eliminar ese producto del campo de acción del nuevo Servicio; además, eliminó, en el inciso final, la frase “sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan”.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


El señor Ministro del Interior explicó que el Gobierno optó por el texto del Senado, ya que se consideró que la política nacional de alcohol tiene que estar a cargo del nuevo Servicio que se crea en el proyecto. 


Señaló que hoy las políticas relativas al abuso del alcohol están descentralizadas en una gran cantidad de reparticiones públicas, porque por un lado hay un aspecto de salud pública importante involucrado en el tema, pero también hay ámbitos relativos a la higiene industrial y a la educación, lo que genera una amplia oportunidad de descoordinación y duplicación de esfuerzos públicos, y por eso se decidió concentrar en un solo ente todas estas políticas, para que haya una única orientación global.


Indicó que las disposiciones relativas a los usuarios de este producto que son infractores de ley quedan en manos de la Subsecretaría de Prevención, pero todos los demás ámbitos de este fenómeno quedan entregados a este nuevo servicio.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que el inciso segundo de la proposición precisa que la vinculación de este Servicio con el Ministerio se hará a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito sin hacer ninguna distinción, por lo que no habrían ámbitos de desarrollo de políticas globales que sean autónomos de las decisiones relativas a los infractores de ley, como antes se ha indicado.


El señor Ministro del Interior destacó que este modelo de vinculación jerárquica corresponde al actual que hoy se utiliza en el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), que se vincula con el Ministerio del Interior por medio de la Subsecretaría del Interior. Insistió en que no están dentro de la competencia ya aprobada para la Subsecretaría de Prevención del Delito los asuntos relativos al abuso del alcohol de personas que no son infractoras de ley, por lo que esas materias quedan dentro de la competencia propia del nuevo servicio.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que la actual institucionalidad del CONACE es insuficiente, porque sólo tiene existencia legal como un programa presupuestario dentro del Ministerio del Interior, y que por tanto sigue los lineamientos técnicos y políticos de esa cartera de Estado. Al respecto, Su Señoría manifestó sus dudas de que la nueva institucionalidad acá propuesta supere las actuales dificultades orgánicas que se observan.


El Honorable Senador señor Larraín observó que el inciso segundo previene que la relación del nuevo servicio se hará a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, cuando lo más indicado para este caso sería que la relación se haga de manera directa con el nuevo Ministro del Interior y Seguridad Pública.


El señor Ministro del Interior explicó que el inciso tercero del artículo 29 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado previene que la vinculación de los servicios públicos descentralizados, como este caso, con el nivel central del Ejecutivo se hace a través del Ministerio respectivo y no del Ministro en particular, ya que el jefe de la cartera es un personero de designación política que no es el jefe administrativo interno de su repartición, función que sí le cabe al Subsecretario. En razón de ello, y para hacer claro que este vínculo es administrativo, se prefirió relacionar al nuevo servicio directamente con la Subsecretaría respectiva.


El Honorable Senador señor Gómez recordó que hay servicios autónomos. En el segundo caso, se entiende la vinculación por medio del subsecretario respectivo, como, por ejemplo, la situación del Servicio Nacional de Menores o Gendarmería de Chile, que se vinculan al Ministerio de Justicia por medio del Subsecretario; pero en el caso de los servicios autónomos, como el Servicio Nacional de la Mujer o el que acá se propone, es de toda lógica que la vinculación sea con el Ministerio respectivo y no con la Subsecretaría del ramo.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que cuando ocupó el cargo de Directora del Servicio Nacional de la Mujer siempre se relacionó directamente con el Ministro de Justicia de la época y nunca con el Subsecretario.


El señor Ministro del Interior acogió los planteamientos anteriores y propuso indicar en el inciso segundo que la vinculación será con el ministerio del ramo, ocupando la fórmula de redacción del inciso tercero del artículo 29 de la Ley de Bases antes citada.


El Honorable Senador señor Espina consideró apropiada la modificación señalada por el Secretario de Estado, y sugirió aprobar la proposición del Ejecutivo con la referida modificación.


- Sometida a votación la proposición del Senado sobre el artículo 18, más la modificación de la Cámara de Diputados, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Larraín, y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg Bruner y Morales.

En una sesión posterior la Comisión reabrió debate sobre el inciso segundo y consideró más apropiado eliminarlo, porque ya hay una regla general establecida en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado que se refiere al mismo tema.


- Sometida a votación la eliminación del inciso segundo aprobado por ambas Cámaras, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores Señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker don Patricio y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

- - - 

Artículo 19 del Senado y de la Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 19 que determina las funciones del nuevo Servicio que creó el artículo anterior, agrupándolas en nueve literales:


a) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública y con el Subsecretario de Prevención y Rehabilitación en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias;


b) Dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de dichas políticas;


c) Administrar el fondo establecido por el artículo 46 de la ley N° 20.000;


d) Vincularse con organismos nacionales e internacionales que se ocupen de temas propios de su competencia y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común;


e) Elaborar, aprobar y desarrollar programas de capacitación y difusión, orientados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, y estimular la participación ciudadana en estas materias;


f) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades, destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso;


g) Certificar, de acuerdo a criterios técnicos, los proyectos cuyo financiamiento provenga de donaciones destinadas a los objetivos señalados en la letra anterior;


h) Mantener una base de datos actualizada y pública que contenga información sobre los objetivos, metas comprometidas, beneficiarios, presupuestos y acciones realizadas durante la ejecución y evaluación de los planes y programas del Servicio y recopilar, sistematizar y analizar todo antecedente relevante sobre el fenómeno de las drogas y el alcohol, e


i) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó este artículo por otro, que también contiene una enumeración de las funciones del nuevo Servicio, agrupándolas en doce literales:


a) contiene las mismas ideas que la letra a) del artículo reemplazado, agregándole que será tarea del nuevo Servicio la elaboración de una estrategia nacional de drogas.


b) establece que el nuevo Servicio deberá materializar los planes y programas de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación en prevención del consumo de estupefacientes, psicotrópicos y abuso del alcohol, y los de tratamiento, rehabilitación y reaserción social de los adictos.


c) Se refiere a las mismas ideas que la letra b) del artículo reemplazado, agregándole que también será tarea del nuevo Servicio coordinar la implementación de la estrategia nacional de drogas.


d) Recoge las mismas ideas que la letra c) del artículo reemplazado.


e) indica que el nuevo Servicio tendrá por misión mantener actualizado el registro de precursores para la fabricación de estupefacientes y sicotrópicos de que trata el título V de la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Las letras f), g), h), i) y j) contienen las mismas ideas que las letras d), e) f), g) y h) del artículo reemplazado.


k) establece que el nuevo Servicio podrá acordar o convenir con instituciones pública o privadas, incluyendo las municipalidades, la ejecución de las políticas de prevención, y los planes y programas de consumo de drogas y alcohol, y las medidas de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los adictos.


l) contienen las mismas ideas que la letra i) del artículo reemplazado.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó  estas enmiendas.


Puesto en discusión este precepto, el Honorable Senador señor Chadwick llamó la atención que al crear un servicio público como éste, descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, se fije como su primera función, la de colaborar con otros órganos del Estado, en vez de generar, en primer lugar, sus propias políticas en el ámbito de su competencia.


El Honorable Senador señor Espina indicó que si la primera función de este nuevo Servicio será colaborar con otros órganos, es más lógico que quede bajo la tutela de la Subsecretaría de Prevención del Delito.


La Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Diputado señor Burgos anotaron que la creación de este ente es un hito institucional suficientemente importante como para merecer una ley aparte que lo establezca y no, como acá se hace, colocarlo como un apéndice de una ley que modifica otro Ministerio.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que cuando se inició la discusión del proyecto surgieron varias voces en el Senado que plantearon la necesidad de establecer este nuevo Servicio en una ley aparte, pero esta posición no obtuvo mayoría y en definitiva la creación del nuevo servicio quedó dentro del proyecto de ley en discusión. Explicó que no hay que desaprovechar el avance de la tramitación legislativa de este proyecto, y observó en esta sede de discusión en Comisión Mixta aún cabe la posibilidad de hacer un estudio detallado sobre este tema.


Agregó que servicios actuales como Gendarmería de Chile y el Servicio Nacional de Menores (SENAME), que dependen del Ministerio de Justicia, desarrollan sendos planes de prevención y rehabilitación del consumo y abuso de drogas y alcohol entre sus internos, aunque estos fenómenos no estén vinculados con infracción de ley. Por ello, explicó que hay que revisar el sistema de dependencia jerárquica que este proyecto plantea, porque al vincular al nuevo servicio con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el diseño y ejecución de sus políticas tendrán un matiz marcadamente más cercano a lo delictual, que es la competencia natural del nuevo Ministerio. 


Su Señoría señaló que está en discusión un ante proyecto de ley que separa al SENAME en dos servicios distintos dependientes del Ministerio de Justicia; uno dedicado a los menores infractores de ley y otro que se hará cargo de la protección de menores vulnerados que no son infractores de ley. Explicó que ambos servicios tendrán que implementar planes y programas de prevención y rehabilitación del abuso de las drogas y el alcohol, temáticas que en este caso se centrarán en la salud y la educación de los internos y pasarán de forma muy tangencial por lo delictual, pero según lo que acá se establece, estas políticas quedarán sujetas a la revisión de otro servicio, dependiente de otro ministerio, que diseña sus programas en un entorno institucional donde el cariz esencial es el combate y la prevención del delito, y no los aspectos de educación o salud, tan importantes en instituciones como el SENAME.


La asesora del Ministro del Interior, señora Catalina Mertz, propuso limitar la vinculación del nuevo servicio con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública sólo a las materias relativas la prevención y rehabilitación del abuso de las drogas, y del alcohol respecto de las personas que son infractoras de ley. 


El asesor del Ministro del Interior, señor Juan Francisco Galli, expresó que las normas que acá se proponen tuvieron en consideración la estructura de funciones que, como regla general, establece la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado. Explicó que el inciso segundo del artículo 22 de esa norma previene que la función de diseño de políticas públicas le corresponde al nivel central de los ministerios, y el artículo 28 de esa ley establece que la ejecución de las políticas públicas aprobadas será de cargo, también como regla general, de los servicios públicos respectivos.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que este asunto es de difícil resolución en esta etapa de avance de la discusión parlamentaria, por lo que propuso reemplazar el artículo 18 por una norma que faculte al Ejecutivo para dictar un decreto con fuerza de ley que regule las atribuciones del nuevo Servicio.


El Honorable Diputado señor Burgos puso de relieve que no corresponde otorgarle al Ejecutivo una facultad omnímoda para determinar el ámbito de competencias del nuevo servicio, y para salvar las deficiencias acá indicadas, propuso reemplazar las normas propuestas por otras que permitan la subsistencia momentánea del actual CONACE, agregándole competencia en materia de prevención y rehabilitación del abuso del alcohol, y dejar para un proyecto posterior únicamente la creación del nuevo servicio que acá se discute.


El señor Ministro del Interior expresó que aunque en principio es válida la idea planteada por el Honorable Diputado señor Burgos, también hay que tener presente que ella es una mala señal política, porque frente a la opinión pública aparece que el Poder Legislativo postergó la creación de un servicio que se abocaría a flagelos que afectan en el momento presente y de forma grave a la población. 


El Honorable Senador señor Espina señaló que no le queda clara la necesidad de que este Servicio deba ser creado en una ley que tenga como único fin tal propósito, y recordó que la creación de esta nueva institución ya fue acordada por ambas Cámaras, por lo que no está dentro de la competencia de la Comisión Mixta postular la eliminación de este capítulo, sino sólo ocuparse de las diferencias que presentan los modelos de servicio aprobados por las dos Cámaras como, por ejemplo, el ámbito de acción relativo al alcohol.


Su Señoría indicó que comparte la observación del Honorable Senador señor Gómez relativa a que este nuevo Servicio no debe quedar sujeto en todo su radio de acción al nuevo Ministerio que el proyecto crea, sino que esa relación jerárquica debe limitarse a la prevención y rehabilitación del consumo de drogas, y a la del alcohol cuando se trate de infractores de ley, tal como lo propuso anteriormente la asesora del señor Ministro del Interior.


La Honorable Senadora señora Alvear, acogiendo lo planteado por los Honorables Senadores señores Chadwick y Gómez, propuso iniciar la enumeración de las atribuciones del nuevo servicio con lo indicado en las letras g) y h) de la proposición de la Cámara de Diputados, que corresponden a lo aprobado como letras e) y f) del Senado respecto del artículo 18, porque ellas se refieren a funciones más esenciales y privativas de la institución que se crea, y aprobar la proposición de la asesora del señor ministro del interior, para impedir que la vinculación con el nuevo ministerio otorgue un cariz marcadamente antidelictivo al nuevo servicio.


El Honorable Diputado señor Burgos connotó que aunque la proposición anterior es un avance, aún no se observan en la enumeración de competencias las específicas en materias de salud, educación o trabajo, que son ámbitos de acción esenciales para el cumplimiento de las metas de la nueva institución. Señaló que es imperioso que haya coordinación en esos ámbitos porque de lo contrario no se cumplirán con los objetivos que se han tenido en cuenta en este aspecto.


El señor Ministro del Interior explicó que las normas de las letra g) y h) de la proposición de la Cámara de Diputados están establecidas en términos genéricos y se aplican también a los ámbitos de la salud, el trabajo y la educación. Puntualizó que no se quiere que el nuevo Servicio reemplace a lo que hoy hacen, de manera autónoma y provechosa, los Ministerios de salud, educación y trabajo y sus órganos dependientes en materia de prevención  y rehabilitación del abuso de las drogas y del alcohol, pero se requiere una nueva institucionalidad que coordine todo el esfuerzo público en este aspecto. 


En una sesión posterior, la Comisión decidió discutir primero el encabezado de la proposición, y posteriormente considerar cada uno de los literales que la componen.


Sobre el punto, el Ejecutivo propuso reemplazar el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- El Servicio tendrá por objeto la ejecución de las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias psicotrópicas y, en especial, en la elaboración de una estrategia nacional de drogas y alcohol.”.


El Honorable Diputado señor Harboe indicó que la redacción propuesta recoge la idea original del proyecto, que es dar facultades omnímodas al nuevo Servicio para hacerse cargo de todos los aspectos relacionados con el abuso de las drogas y el alcohol. 


Observó que parte de esta tarea está actualmente radicada en el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), que tiene una estructura jurídica muy feble, ya que solo existe como programa presupuestario.


Hizo ver que este proyecto no considera un aumento importante de recursos y personal para el nuevo Servicio, y es necesario que el Ejecutivo asegure que existen los recursos para que el nuevo servicio pueda encarar con éxito las misiones que le asigna este artículo.


El señor Ministro del Interior explicó que la duda expresada es razonable, pero el Ejecutivo considera que la infraestructura y el personal que actualmente labora en el CONACE es suficiente para poner en marcha el nuevo Servicio, teniendo presente que la evaluación futura de sus necesidades será discutida en los próximos proyectos de leyes de presupuesto.


El personero señaló que en la actualidad el CONACE cuenta con alrededor de quinientas personas que laboran para esa institución y un presupuesto anual que bordea los $45.000.000.000, lo que lo transforma en uno de los programas más importantes del Ministerio del Interior.


La Honorable Diputada señora Cristi indicó que el esfuerzo público en rehabilitación de personas que abusan de las drogas y el alcohol consume la mayor parte del presupuesto actual del CONACE, y es la fuente más importante de oferta estatal en esta área, lo que deja con poco presupuesto a las labores de prevención.


Su Señoría agregó que la reformulación institucional que establece este proyecto es el camino correcto para afrontar este problema, pero en los próximos ejercicios fiscales es muy importante que se refuerce el presupuesto disponible para esta nueva agencia pública.


- Sometida a votación la proposición del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Cristi y señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.  


Seguidamente, la Comisión Mixta consideró el encabezado del inciso primero aprobado por ambas Corporaciones. El Ejecutivo propuso sustituirlo por el siguiente:


“En cumplimiento de dicho objeto, corresponderá al Servicio:”.


Esta propuesta del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Cristi y señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner y Montes.
Letra a), nueva


En la sesión del 4 de octubre de 2010, el señor Ministro del Interior propuso intercalar una letra a), nueva, al artículo 19, del siguiente tenor:


“a) Ejecutar las políticas y programas, en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva del alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas.”.


El Honorable Senador señor Larraín consideró adecuada la ubicación de la letra propuesta, porque en los textos de ambas Cámaras se iniciaba la enumeración de las facultades del nuevo Servicio señalando que será el colaborador del nuevo Ministerio en materias relativas a las políticas de prevención y rehabilitación de las personas que abusan de las drogas y el alcohol cuando ello incide en la comisión de delitos.


Su Señoría explicó que esa misión es importante, pero la filosofía detrás de la creación de este nuevo servicio indica que él se ocupará, principalmente y de manera autónoma, del esfuerzo estatal para combatir el abuso de las drogas y el alcohol en todos los espectros sociales que estos fenómenos abarquen, y sólo de forma secundaria colaborará con el nuevo ministerio sólo en la parte que dicho fenómeno incide en la comisión de delitos. 


De esta forma, señaló, queda en primer lugar del articulado la función principal del nuevo servicio; luego viene la función de colaboración con el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública; después la colaboración con el resto de la Administración y, al final, las actividades con los órganos privados.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo planteado y señaló que corresponde al criterio general fijado en las fases anteriores de la discusión de la Comisión Mixta, que consideró que el esfuerzo público encaminado a la prevención, rehabilitación y reinserción social del consumo de drogas y alcohol estará radicado en el nuevo servicio que el proyecto crea, que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y la Subsecretaría del Interior sólo tendrán competencia en estos ámbitos cuando se trate de fenómenos que incidan en la comisión de delitos, y sólo respecto de esos aspectos regirá para el nuevo servicio la obligación de coordinarse con aquella cartera de Estado.


Sometida a votación esta nueva letra a) propuesta por el Ejecutivo, la Comisión la aprobó sustituyendo su texto por el siguiente:


“a) Ejecutar las políticas y programas propios de su objeto;”.


Este acuerdo lo adoptó en consideración a que
-como se ha explicado- el nuevo inciso primero explicita suficientemente el objeto del Servicio. Concurrió a aprobar esta decisión la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

Letra a) del Senado y de la Cámara de Diputados


En la sesión del 4 de octubre de 2010, el señor Ministro del Interior propuso reemplazar la letra a) del artículo 19, aprobada por ambas Cámaras, por la siguiente letra b):


“b) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública y con el Subsecretario de Prevención del Delito en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuando estas conductas constituyan un factor de riesgo en la comisión de delitos.”


El Honorable Diputado señor Burgos indicó que la propuesta es razonable, pero deja abierta la pregunta respecto de cómo se procederá cuando las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, incidan en los ámbitos de actividad de ministerios como el de Trabajo y Previsión Social o el de Educación, porque respecto de ellos también debería existir una facultad genérica para coordinarse.


El señor Ministro del Interior señaló que la cuestión planteada por el Honorable Diputado señor Burgos está contenida en la letra siguiente, que faculta al nuevo Servicio para dar apoyo y coordinar al resto de la Administración Pública en las políticas que los órganos que la componen, emprendan en el ámbito de competencia de la institución.


Agregó que en estos ámbitos, además de la letra de la ley, será muy importante el estilo y capacidad de las personas que en el futuro dirijan al Servicio y a los ministerios coordinados y apoyados, porque todo esto termina siendo una compromiso del sector público en conjunto.


Los Honorables Diputados señora Cristi y señor Montes plantearon que es muy difícil determinar cuál es el límite del consumo de drogas y alcohol que es relevante para el fenómeno delictual.


Al respecto, el Honorable Diputado señor Montes expuso el caso de un joven de buena situación económica que viaja en su auto a una población periférica a comprar drogas puede ser considerado un asunto de adicción no criminal, pero esa misma situación tiene como contraparte al vendedor de esas sustancias ilícitas, que comete un delito cuando las provee a los adictos, que es un asunto de incumbencia directa del nuevo Ministerio y no debería escapar de su conocimiento, toda vez que también afecta a personas inocentes que viven cerca de ese vendedor. En razón de ello, sugirió eliminar la frase final de la proposición.


El señor Ministro del Interior expresó que en el ejemplo expuesto hay que considerar que no todos los adictos a las drogas y al alcohol son criminales o están involucradas en delitos, y si se establecen políticas públicas que no distingan entre el fenómeno asociado al delito y el que no lo es, se terminará criminalizando todo el fenómeno, perdiendo la óptica general que el nuevo Servicio pretende instaurar.


El Honorable Senador señor Espina indicó que hay una distinción clara en este ámbito. Explicó que es cierto que una gran proporción de los delitos los cometen personas que son dependientes de las drogas o el alcohol, pero es incorrecto asumir a priori que todos los alcohólicos o drogadictos son delincuentes y que el problema de la drogadicción o el alcoholismo es sólo un fenómeno criminal. Su Señoría observó que ese reduccionismo ha condenado al fracaso a muchas políticas anteriores y que este proyecto, por la vía de establecer un nuevo Servicio autónomo, pretende superar.


El Honorable Diputado señor Harboe aseveró que la nueva institucionalidad que se propone para hacer frente al fenómeno del abuso de las drogas y el alcohol no debe quedar circunscrito únicamente a los temas de seguridad, porque con ello se pierde la posibilidad de promover valores preventivos que no tienen que ver con el delito, sino con la salud pública, la educación y otros, y es importante que el nuevo Servicio, de forma expresa, también tenga competencia para ello.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que comparte la idea contenida en la redacción propuesta, pero sugirió que al principio de ella, después de la identificación del ministro y del subsecretario, se ubicara la frase “en el ámbito de sus funciones”, para especificar que el objeto de la colaboración se circunscribe al ámbito de funciones de esas autoridades, y no la gama general de competencias del nuevo Servicio.


En definitiva, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para esta letra b):





“b) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública, y con el Subsecretario de Prevención del Delito, en el ámbito de sus atribuciones, en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuando estas conductas constituyan un factor de riesgo para la comisión de delitos;”.

- Sometida a votación esta letra, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Cristi y señores Harboe y Monckeberg Bruner. Votó en contra el Honorable Diputado señor Burgos.

- - -

Letra b) de la Cámara de Diputados


Los miembros de la Comisión Mixta consideraron que las ideas contenidas en esta letra están recogidas en la letra a) ya aprobada y, por tanto, la declararon subsumida en ella, con la misma votación ahí establecida.

- - - 

Letra b) del Senado y letra c) de la Cámara de Diputados


La Comisión estimó innecesarias estas proposiciones y decidió rechazarlas.


- El acuerdo anterior fue alcanzado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos y Harboe.

- - -

Letra d), nueva


En la sesión del 8 de noviembre de 2010, el señor Ministro del Interior propuso reemplazar la letra a) del artículo 19, por otra del siguiente tenor:


“d) Elaborar una estrategia nacional de prevención del consumo de drogas y alcohol, coordinar su implementación, y dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de su ejecución”.


El Honorable Diputado señor Harboe indicó que esta redacción recoge la preocupación que tuvo la Comisión en la discusión de la letra b) antes aprobada, porque considera que habrá una estrategia nacional de drogas que deberá ser aplicada por toda la Administración Pública, y que la coordinación para esta misión será por cuenta del nuevo Servicio.


La Comisión planteó una duda sobre el quórum de aprobación de esta norma porque, a la luz de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, la función de elaboración de políticas públicas corresponde a los ministerios y no a los servicios públicos, que según el artículo 28 de la misma norma tiene por objetivo fundamental ejecutar las políticas públicas.


El señor Ministro del Interior observó que esa interpretación merece una segunda mirada, porque en este caso no se crea una política pública específica, sino sólo una estrategia general en el marco de la cual el nuevo Servicio asumirá su función propia, que es ejecutar acciones para cumplir con su objeto establecido en el inciso primero del artículo 19, antes aprobado. 


El Secretario de Estado agregó que, en contraste, el segundo literal del artículo en debate sí hace mención expresa a la elaboración de políticas, y no estrategias, en materia de prevención, pero en ese ámbito indica que el autor será el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que actuará en coordinación con el nuevo Servicio.


Los miembros de la Comisión estimaron suficiente la explicación y consideraron que la disposición debe ser aprobada con quórum de ley común porque se sujeta a las disposiciones de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


- Sometida a votación esta nueva letra d) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos y Harboe.  
Letras c) del Senado y d) de la Cámara de Diputados.


Pasan a ser letra e), sin otra modificación.

Letra e) de la Cámara de Diputados


Los miembros de la Comisión Mixta recordaron que el inciso segundo del artículo 10 antes aprobado otorga, de manera expresa, competencia a la Subsecretaría del Interior para mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley Nº 20.000, por lo que corresponde rechazar este el literal e) de la Cámara de Diputados que propone la misma competencia para el nuevo Servicio que el proyecto crea, con la misma votación señalada en aquél inciso.

Letra d) del Senado y letra f) de la Cámara de Diputados

En la sesión del 8 de noviembre de 2010, el Ejecutivo propuso reemplazar estas letras, por otra del siguiente tenor:


“f) Vincularse con organismos nacionales e internacionales que se ocupen de temas propios de su competencia y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común.”.


La Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Diputado señor Harboe consideraron delicado dar a un Servicio Público competencia para vincularse de forma autónoma con organismos internacionales, porque ello puede implicar superposición de funciones con el rol propio de la Cancillería, y generar, de forma involuntaria conflictos con las políticas generales de relaciones exteriores.


Sus Señorías manifestaron que debe dársele al nuevo servicio alguna competencia para establecer vínculos de trabajo con organismos técnicos que se dediquen al mismo tema de su competencia en otros países, pero ello debe ser bajo la supervigilancia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


El señor Ministro del Interior compartió este criterio.


En una sesión posterior el Ejecutivo ingresó una nueva proposición que recoge las inquietudes precedentemente consignadas, cuyo texto es el siguiente:





“f) Vincularse con organismos nacionales que se ocupen de temas propios de su competencia, y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común. Con el mismo propósito podrá también, previa autorización del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, relacionarse con organismos internacionales;”.

- Sometida a votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales.

Letra e) del Senado y letra g) de la Cámara de Diputados

Pasan a ser letra g), sin enmiendas.

Letra f) del Senado y letra h) de la Cámara de Diputados

 
El Ejecutivo propuso reemplazarlas por una nueva letra, signada como nueva c) del siguiente tenor:


“c) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades de Ministerios o Servicios Públicos destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso;”. 


Los miembros de la Comisión consideraron que esta disposición amalgama en forma consistente las disposiciones aprobadas por ambas Corporaciones, y decidieron aprobarlas en reemplazo de las letras f) del Senado y h) de la Cámara de Diputados.


- Sometida a votación esta letra fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Cristi y señores Harboe y Monckeberg Bruner.  
Letra h) del Senado

Letra j) de la Cámara de Diputados

En la sesión de 8 de noviembre de 2010 el señor Ministro del Interior propuso reemplazar este literal por el siguiente:


“Mantener una base de datos actualizada y pública que contenga información sobre los objetivos, metas comprometidas, beneficiarios, presupuestos y acciones realizadas durante la ejecución  y evaluación de los planes y programas de consumo de drogas y alcohol, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo.”.


El Honorable Diputado señor Burgos destacó que el término “beneficiarios” que ocupa la proposición genera dudas en torno a la obligación que debe tener este nuevo Servicio de guardar estricta confidencialidad de los nombres de las personas que son usuarios de los programas de rehabilitación o reinserción.


El Honorable Senador señor Espina observó que esta proposición es muy similar a la aprobada en trámites constitucionales anteriores, pero bajo ninguna circunstancia se debe hacer pública la lista de personas sometidas a tratamiento que monitoree o financie el nuevo Servicio.


La Honorable Senadora señora Alvear sostuvo que no es relevante, para efectos del control de esta nueva institución, saber quiénes son los destinatarios finales de sus programas sino más bien saber qué entidades públicas o privadas recibirán fondos de este nuevo Servicio para desarrollar dichos programas, por lo que propuso reemplazar la palabra “beneficiarios” por “entidades beneficiadas”. Al respecto, Su Señoría recordó que esta misma Comisión Mixta anteriormente aprobó en la letra d) del artículo 3º, entre las facultades del Ministerio, la de mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos que no permitan la singularización de personas determinadas. Señaló que en el mismo espíritu de esa disposición debe quedar claro en ésta que en ningún caso se hará pública la lista de personas que padecen dependencia a las drogas o al alcohol.


El Honorable Diputado señor Burgos solicitó dejar constancia de su preocupación acerca del cuidado con que se deben elaborar este tipo de normas, porque si se llega a interpretar como excepciones a la Ley de Datos Personales, es muy posible que esta información termine transándose en el comercio.


En una sesión posterior, el Ejecutivo ingresó una proposición que recoge la discusión habida en la Comisión Mixta sobre este punto, mediante la cual se reemplaza la palabra “beneficiarios” por la expresión “entidades beneficiadas”. 


- Sometida a votación, esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales. 


Pasa a ser letra i)

Letra k) de la Cámara de Diputados.

El señor Ministro del Interior explicó que este literal se diferencia de lo aprobado en la letra f) porque en ella se plantea la posibilidad de celebrar acuerdos para elaborar proyectos de interés común con organismos nacionales e internacionales. En cambio, agregó, en esta letra el ámbito de acción está centrado en la ejecución material de esos proyectos, y los demás planes y programas generales de la nueva institución.


El Secretario de Estado planteó que, en el sentido anteriormente explicado, la proposición de la Cámara de Diputados debería ser acogida, pero actualizando la referencia para incluir al alcohol y el alcoholismo dentro del radio de acción de estos convenios de ejecución.


Los miembros de la Comisión estimaron acertado el cambio.


En una sesión posterior el Ejecutivo ingresó una proposición formal que recoge lo anterior. 


- Sometida a votación esta propuesta del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales.  

Pasa a ser letra j).
Letra i) del Senado y letra l) de la Cámara de Diputados

Pasa a ser letra k), sin otra modificación.


- - -

Artículo 20, nuevo


El Ejecutivo propuso incorporar al proyecto un artículo 20, nuevo, del siguiente tenor:


“16) Para intercalar un artículo 20, nuevo, del siguiente tenor, pasando el actual a ser 21°:


“Artículo 20.- El patrimonio del Servicio estará formado por: 


a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;


b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título;


d) Las herencias, legados y donaciones que acepte, las que quedarán exentas del trámite de insinuación y del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271, y demás disposiciones que resulten aplicables, y


e) Los bienes que, en virtud de las disposiciones transitorias de esta ley, se le traspasen desde el Ministerio del Interior.”.”.


El Honorable Diputado señor Burgos dijo que en el articulado no hay una referencia clara al Fondo que proviene de los bienes decomisados en los procesos criminales seguidos por aplicación de la ley que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, que actualmente están dirigidos al Consejo Nacional para el Control de estupefacientes (CONACE), a cargo del Ministerio del Interior.


El señor Ministro del Interior hizo presente que las disposiciones transitorias establecen que el nuevo Servicio que crea este proyecto será el continuador legal del CONACE, por tanto todas las recaudaciones que hasta el momento ingresan a ese programa, serán de la nueva institución.

 
El Honorable Senador señor Espina aseveró que el primer literal de la propuesta considera tanto las leyes generales como las especiales, y este sería el caso de una ley especial, por lo que propuso modificar los artículos 40, 46 y 50 de la Ley de Drogas para especificar en ella, que sería la ley especial a que hace referencia el primer literal de esta disposición. Para ello, señaló que es necesario acoger la propuesta de la Cámara de Diputados que incorpora un artículo 26 al proyecto.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que el resto de los literales de la disposición no representan mayores dificultades, por lo que propuso aprobarlos sin más debate.


- Sometida a votación la proposición de incorporar un artículo 20, nuevo, fue aprobado con las siguientes votaciones:


- El encabezado del artículo y las letras a) y b) fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Cristi y señores Burgos, Harboe y Montes.


- Las letras c), d) y e) del artículo, aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señora Cristi y señores Burgos, Harboe y Montes.

- - -

Artículo 20 del Senado y de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 20, que en dos numerales modifica el decreto con fuerza de ley Nº 7.912, del Ministerio del Interior, ley orgánica de Ministerios.


El número 1 modifica el artículo 1º del cuerpo normativo antes referido, que contiene la nómina de los ministerios. En el primer trámite constitucional el Senado modificó la referencia al Ministerio del Interior por la nueva designación Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y actualizó el resto de la nómina.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputado acogió la propuesta del Senado, pero posteriormente vuestra  Comisión Mixta acordó reformar la referencia al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción por “de Economía, Fomento y Turismo”, que es su actual denominación, y agregó a lista de Carteras de Estado una referencia a los ministerios de Energía y de Medio Ambiente, ambos de reciente creación.


- El cambio de referencia al nombre del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales. La agregación de los Ministerios de Energía y de Medio Ambiente, propuesta por el Ejecutivo, fue acogida por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


En cuanto al número 2) de este artículo 20, en el primer trámite constitucional el Senado aprobó un segundo numeral para este artículo, que modifica el artículo 3º del cuerpo normativo antes referido, que enumera las facultades de la Cartera de Interior, reemplazando la designación “Ministerio del Interior”, por su nuevo nombre, que es “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó la propuesta del Senado.


En el trámite de Comisión Mixta, a solicitud del Honorable Diputado señor Harboe, la Comisión estudió la enumeración de las atribuciones contenidas en esta disposición y acogió la idea del Ejecutivo de actualizarlas recogiendo los últimos cambios legislativos. 


Con ese propósito, el Gobierno presentó una propuesta que reemplazaba el literal f) del artículo 3º, que faculta al Ministerio del Interior para el otorgamiento de las cartas de nacionalización, por una denominación técnica más correcta, consistente en señalar que dicha facultad se refiere a la aplicación de las normas sobre extranjeros en Chile, y elimina las atribuciones contenidas en las letras g) a l) del tantas veces citado artículo 3º, porque ellas se refieren a instituciones que ya no existen o a facultades que han sido otorgadas a otras reparticiones públicas.


La Comisión Mixta acogió esta propuesta del Gobierno, modificando el segundo numeral del artículo 20 del proyecto,  por otro de tres literales. La letra a) contiene la misma idea aprobada en el primer trámite por el Senado; la letra b) reemplaza la atribución relativa a los extranjeros, y la letra c) elimina las facultades referidas a instituciones que ya no existen o a facultades que han sido otorgadas a otras reparticiones públicas.


- Sometida a votación esta propuesta, fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

Pasa a ser artículo 21.
Artículo 21 del Senado y de la Cámara de Diputados.

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 21, que en once numerales modifica la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. De ellos, sólo fueron acogidos por la Cámara: los números 7, letra k), 9) y 10).


 A continuación se describen los numerales rechazados en el segundo trámite constitucional por la Cámara de Diputados:

Número 1)


Modifica el artículo 1º de la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros. Esta disposición establece que Carabineros es una institución policial técnica, de carácter militar, que integra la fuerza pública y que tiene por fin dar eficacia al derecho, garantizar y mantener el orden público y la seguridad interior y las demás funciones que le señala la ley. Agrega que se integrará, con las demás Fuerzas Armadas, en la misión de garantizar el orden institucional de la República. Señala, a continuación, que dependerá directamente del Ministerio de Defensa Nacional y se vinculará con él administrativamente, por medio de la Subsecretaría de Carabineros.


La modificación aprobada por el Senado consiste en eliminar la mención a la función de garantizar el orden institucional de la República, y establecer que ese cuerpo policial dependerá del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y se vinculará administrativamente con él por medio de la Subsecretaría del Interior.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en la formulación aprobada en el primer trámite constitucional.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que la Subsecretaría de Carabineros actual no se aboca sólo a temas administrativos, por lo que el cambio de la dependencia es correcto ya que concentra en una sola autoridad política las decisiones sobre las Fuerzas de Orden y Seguridad.


El Honorable Senador señor Espina constató que el cambio de dependencia que acá se consagra constituye a la Subsecretaría del Interior en una entidad muy poderosa, pero a esta altura de la discusión no es posible proponer la creación, dentro del nuevo Ministerio, de una Subsecretaría distinta que se aboque sólo a los temas administrativos de las fuerzas de orden, como fue lo que se aprobó en su minuto en la nueva organización del Ministerio de Defensa Nacional.


El Honorable Diputado señor Harboe coincidió con lo indicado por Su Señoría, y señaló que la hipotética creación de una Subsecretaría que se aboque sólo a los temas administrativos de las Fuerzas Policiales podría generar, nuevamente, la cuestión de la doble dependencia de esas Fuerzas, tema que ha sido tan discutido en este proyecto, y que, a su juicio, ya se encuentra zanjado.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que en el futuro podría estudiarse una proposición para la creación de una Subsecretaría de Fuerzas de Orden y Seguridad que se dedique a los temas administrativos de las Fuerzas de Orden. Observó que en el mediano plazo una institución de este tipo puede ser muy necesaria por el gran volumen de asuntos de las personas que son funcionarios en servicio activo y en retiro de estas Ramas, y de sus familias.


La Honorable Senadora señora Alvear dejó constancia de la preocupación expresada respecto de la capacidad de la Subsecretaría del Interior para hacer frente al gran volumen de asuntos administrativos de las personas que son funcionarios en servicio activo y en retiro de las Fuerzas de Orden y Seguridad, y de sus familias. Su Señoría recordó que esta inquietud ya se planteó con ocasión de la discusión del artículo 9º del Senado, que pasó a ser artículo 10, y que, aunque a esta altura del debate no es posible plantear la creación de una nueva Subsecretaría dentro del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, este asunto debería ser tratado en un futuro proyecto de ley.


- Sometido a votación el número 1) del Senado fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales. 
Número 2


Este número modifica el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros. Esta disposición indica que es facultad de Carabineros de Chile implementar los servicios policiales suficientes para cumplir sus finalidades, siempre y cuando no interfieran con las demás instituciones dependientes del Ministerio de Defensa Nacional.


La modificación consiste en reemplazar el inciso primero citado por otro, que elimina la referencia a la no interferencia con las demás instituciones dependientes del Ministerio de Defensa Nacional.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó esta modificación.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su formulación aprobada en el primer trámite constitucional.

Número 3


Enmienda el artículo 10 de la ley Nº 18.961. Esta disposición establece que los nombramientos, ascensos, reincorporaciones y retiros del personal de nombramiento supremo se harán mediante decreto supremo extendido a través del Ministerio de Defensa Nacional.


La modificación consiste en señalar que el decreto supremo citado será extendido a través del nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

 
En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en la formulación aprobada en el primer trámite constitucional.

Número 4


Modifica el inciso segundo del artículo 21 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición indica que el General Director de Carabineros informará al Ministerio de Defensa Nacional las necesidades presupuestarias para cumplir los programas de capacitación que establece la ley.


La enmienda reemplaza la referencia al Ministerio de Defensa Nacional por otra al nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su planteamiento original.

Número 5


Modifica el artículo 28 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición establece que los ascensos de oficiales y personal civil de nombramiento supremo se harán mediante decreto supremo extendido a través del Ministerio de Defensa Nacional.


La modificación consiste en señalar que el decreto supremo citado será extendido a través del nuevo ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

 
En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su planteamiento original.

Número 6


Modifica el artículo 32 de la ley N
º 18.961. Esta disposición indica que las comisiones de servicio del personal de Carabineros para desempeñar funciones ajenas a su cargo deberán ser propuestas por el General Director y aprobadas por decreto supremo extendido a través del Ministerio de Defensa Nacional. La modificación consiste en confiar este trámite al nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó íntegramente la modificación.

 
En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su formulación aprobada en el primer trámite constitucional.

Número 7)


Modifica el artículo 52 de la ley Nº 18.961. Esta disposición establece las facultades del General Director de Carabineros.


La modificación incide en las siguientes facultades: proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Defensa Nacional, la designación del General Inspector que desempeñará el cargo de General Subdirector de Carabineros (letra a); proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Defensa Nacional, la disposición, organización y distribución de los medios humanos y materiales, de acuerdo a las funciones que la Constitución Política de la República y las leyes encomienda a Carabineros (letra b); proponer al Ministro de Defensa Nacional el Presupuesto Institucional (letra d); proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Defensa Nacional, la designación del Edecán de Carabineros de la Presidencia de la República o para personalidades extranjeras, la que se efectuará por decreto supremo en conformidad con las atribuciones decisorias que la Constitución Política confiere al Presidente de la República (letra k), y, proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Defensa Nacional, la designación del Auditor General de Carabineros y de los Oficiales de Justicia que integren la Corte Marcial (letra l). 


La modificación consiste en encomendar los trámites anteriormente señalados, al nuevo ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó estas enmiendas, salvo la relativa a la letra k).


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su planteamiento original.

Número 8)


Modifica el inciso segundo del artículo 78 de la ley Nº 18.961.  Esta disposición prescribe que existirá una Dirección de Previsión de Carabineros que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Defensa Nacional, específicamente por medio de la Subsecretaría de Carabineros.


La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional y a la Subsecretaría de Carabineros por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública y la Subsecretaría del Interior, respectivamente.


En el segundo trámite constitucional la Cámara rechazó la enmienda.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en la formulación aprobada en el primer trámite constitucional.

Número 11)


Modifica el inciso segundo del artículo 89 de la ley Nº 18.961. Este precepto dispone que los gastos reservados de Carabineros de Chile serán establecidos anualmente mediante decreto supremo extendido por el Ministerio de Defensa Nacional. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional por otra al Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en la formulación aprobada en el primer trámite constitucional.


Los números 2), 3), 4), 5), 6), 7), 8) y 11) del artículo 21 del Senado, que pasó a ser artículo 22, fueron sometidos a discusión conjunta.


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que el rechazo de la Cámara de Diputados a estas disposición fue a consecuencia de la poca claridad de la norma aprobada por el Senado relativa al traspaso de dependencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad al nuevo Ministerio. Aseveró, sin embargo, que durante la discusión del artículo 2º de este proyecto el asunto fue zanjado de forma satisfactoria, por lo que corresponde aprobar la proposición del Senado en los numerales citados del artículo 21, que pasa a ser artículo 22.


- Sometida a votación la proposición del Senado relativa a los números 2), 3), 4), 5), 6), 7), 8) y 11) del artículo 21 del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales. 

Pasa a ser artículo 22.
- - -

Artículo 23 del Senado y de la Cámara de Diputados.


Esta disposición modifica, en tres numerales, el decreto ley Nº 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. 


La primera modificación incide en el inciso primero del artículo 1º de decreto ley citado, que crea el Departamento de Previsión de Carabineros de Chile como organismo dependiente del Ministerio de Defensa Nacional, vinculado a él a través de la Subsecretaría de Carabineros. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional y a la Subsecretaría de Carabineros por el nuevo ministerio del Interior y Seguridad Pública y la Subsecretaría del Interior, respectivamente.


La segunda enmienda se refiere al artículo 4º del citado decreto ley, que establece que la jefatura del Departamento estará cargo de un Oficial General, en servicio activo o en retiro, designado por el Ministro de Defensa Nacional. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministro de Defensa Nacional por otra al Ministro del Interior y Seguridad Ciudadana.


La tercera modificación incide en el artículo 25 del mencionado decreto ley, que establece que la regulación interna del Departamento será establecida por el Gobierno a propuesta de la Subsecretaría de Carabineros.


Todas estas modificaciones fueron rechazadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en la formulación aprobada en el primer trámite constitucional.


Puesto en discusión, el Honorable Diputado señor Burgos explicó que, al igual que en el artículo 21 del Senado, que pasó a ser artículo 22, el rechazo de la Cámara Baja en este caso se debió a un cierto grado de imprecisión sobre el cambio de dependencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad al nuevo Ministerio. Agregó que, como ese tema ya está zanjado, procede ahora aprobar la proposición del Senado.


- Sometida a votación la proposición del Senado relativa a los números 1) 2) y 3) del artículo 23 del Senado, que pasó a ser artículo 24, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales. 

Pasa a ser artículo 24.

- - - 

Artículo 26, nuevo


La Comisión Mixta recibió una proposición del Gobierno que planteaba la incorporación al proyecto de un artículo 26, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 26.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3° de la ley Nº 19.303, la frase “Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Ministerios del Interior y Seguridad Pública, y de Economía, Fomento y Turismo”.

Se indicó que esta ley regula la situación de los establecimientos, instituciones o empresas que, por sus actividades habituales, reciban, mantengan o paguen valores, siempre y cuando los montos en caja que manejan para ese efecto superen las quinientas unidades de fomento.


Estas entidades, definidas con precisión en un decreto supremo, quedan sometidas a una serie de medidas de seguridad especiales para evitar delitos contra la propiedad que las puedan afectar, a ellas o a sus clientes.


La norma modificada indica que ese decreto supremo será expedido a través de los Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción, y la modificación propuesta plantea reemplazar la referencia a esas Carteras por “Ministerios del Interior y Seguridad Pública, y de Economía, Fomento y Turismo”.

- Sometida a votación la propuesta de Su Excelencia el señor Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales. 
- - - 
Artículo 25 del Senado y de la Cámara de Diputados.


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 25 que modifica, en once numerales, el decreto con fuerza de ley Nº 22, de Hacienda, de 1959, que establece la ley orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República.


En el segundo trámite constitucional la Cámara aprobó las modificaciones propuestas, salvo la establecida en el primer numeral 1), que a continuación se describe.

Número 1)


Este numeral incide en al artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 22, de Hacienda, de 1959. Esta disposición prescribe que el Servicio de Gobierno Interior es el instrumento del Primer Mandatario para ejercer el gobierno interior del Estado, y que depende del Ministerio del Interior. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y establecer que el jefe superior del Servicio será el Subsecretario del Interior.


Como se señaló anteriormente, la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, rechazó esta modificación.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en la formulación aprobada en el primer trámite constitucional.


El Honorable Diputado señor Harboe afirmó que esta proposición aclara una duda de larga data dentro del Ministerio del Interior. Explicó que la Subsecretaría del Interior cuenta con dos Servicios, el de Administración General, llamado SAG, y el de Gobierno Interior. Añadió que es claro que el Subsecretario del Interior es el jefe de Servicio de Administración General, pero hay dudas sobre si le corresponde la misma calidad en el Servicio de Gobierno Interior, sobre todo en regiones, ya que de el dependen los funcionarios de las intendencias y gobernaciones.


Sostuvo que esta norma soluciona adecuadamente esta duda.


- Sometida a votación la propuesta del Senado respecto al Nº 1) del artículo 25, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales.


En consecuencia, el artículo 25, aprobado por el Senado en primer trámite, pasa a ser artículo 27.

- - -
Artículo 26, de la Cámara de Diputados

La Cámara de Diputados introdujo, en el segundo trámite constitucional, un artículo 26, nuevo.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó por completo el artículo 26, nuevo, insertado por la Cámara de Diputados en el segundo trámite.


Esta nueva disposición modifica, en seis numerales, la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Número 1)


Modifica el artículo 40 de la ley Nº 20.000. Esta disposición regula el destino de los instrumentos, objetos, valores, armas, y otros incautados con ocasión de la investigación judicial de los delitos que sanciona esa ley. Agrega que, escuchando previamente a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, esos objetos serán destinados a instituciones públicas o privadas que se dediquen a la prevención del consumo indebido de drogas, el tratamiento y la rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción. Por último, dispone que el Ministerio Público deberá dar cuenta trimestral de las incautaciones hechas por esta causa al Ministerio del Interior. 


La enmienda consiste en reemplazar la referencia a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes y al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Número 2)


Este numeral se refiere al artículo 46 de la ley Nº 20.000. Esta disposición regula el destino de los bienes que la sentencia judicial dictada en el marco de esa ley dispone que serán objeto de comiso. Los bienes decomisados serán vendidos en pública subasta y su producto, más las multas cursadas en cumplimiento de esa ley, ingresarán a un fondo especial para programas de prevención, tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas, que será administrado por el Ministerio del Interior. Agrega que el tribunal que condene a una sanción de comiso o multa deberá informar sobre el hecho a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes. 

La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior y a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, por otra, al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Número 3)


Este artículo afecta al artículo 50 de la ley Nº 20.000. Esta disposición sanciona al que consuma drogas, estupefacientes o sicotrópicos en lugares públicos, a la asistencia obligatoria a programas de prevención, tratamiento o rehabilitación en instituciones autorizadas por el Servicio de Salud del lugar. Estos programas serán financiados preferentemente por el Ministerio del Interior. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.


Los miembros de la Comisión discutieron, de manera conjunta, los números 1), 2) y 3) del artículo 26 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser artículo 28, y estimaron acertada la proposición de la Cámara de Diputados, porque se estimó que todos los asuntos relativos a fondos para la prevención y rehabilitación del consumo de drogas deben quedar a cargo del nuevo Servicio.


En razón de lo anterior, acordaron acoger la proposición de la Cámara de Diputados, modificando la denominación del nuevo Servicio por la acordada por la Comisión Mixta con ocasión de la discusión habida en torno al artículo 18.


- Sometida a votación la proposición de la Cámara de Diputados respecto a los números 1), 2) y 3) del artículo 26, que pasó a ser artículo 28, fue aprobada, con la modificación recién señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe, Montes y Morales.

Número 4)


Este número modifica el artículo 55 de la ley
Nº 20.000.


Este artículo establece que el Ministerio del Interior creará y manejará un registro en el que deberán integrarse todas las personas naturales o jurídica que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas en un reglamento y susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Número 5)


Modifica el artículo 56 de la misma ley.


Este precepto señala los requisitos para integrar el registro de personas naturales o jurídica que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas en un reglamento y susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas, que lleva el Ministerio del Interior, y las causales de denegación a la solicitud para integrarlo y de expulsión posterior del mismo. Estas causales deberán ser declaradas por resolución judicial, la que será cumplida por el Ministerio del Interior mediante un acto administrativo. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Número 6)


Modifica el artículo 57 de la referida ley.


Esta disposición indica que los que integran el registro de personas naturales o jurídica que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas en un reglamento y susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas, que lleva el Ministerio del Interior, deberán comunicar a ese Ministerio las operaciones de exportación o importación en las que tengan parte, relativas a las sustancias controladas. La modificación consiste en reemplazar la referencia al “Ministerio del Interior” por otra al “Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas”.


Respecto de estos numerales, el Ejecutivo presentó una proposición que los reemplaza por los siguientes:


“4) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 55 la expresión "Ministerio del Interior" por "Subsecretaría del Interior".


5) Sustitúyese en el inciso final del artículo 56 las expresiones "Ministerio del Interior", y “Ministerio” por “Subsecretaría del Interior” y “Subsecretaría”, respectivamente.


6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 57, la expresión "Ministerio del Interior" por “Subsecretaría del Interior”.”.


El señor Ministro del Interior explicó que esta modificación es concordante con lo antes aprobado en el inciso segundo del artículo 10 del proyecto, que faculta a la Subsecretaria del Interior para  llevar el registro de precursores y sustancias químicas lícitas que pueden ser desviados a la elaboración de drogas y estupefacientes ilícitos.


Señaló que este ámbito, a diferencia de los tres numerales de este artículo, se refieren a un asunto que sí tiene que ver, de manera directa, con evitar que se cometan delitos, y no con temas generales de prevención o rehabilitación de consumo de drogas; por ello, acotó, no deben corresponder al nuevo Servicio, sino a la Subsecretaría del Interior.


- Sometida a votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


Pasa a ser artículo 28.

Artículo 26 del Senado y artículo 27 de la Cámara de Diputados.

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 26, que establece que la ley entrará a regir ciento veinte días después de publicada en el Diario Oficial y, luego de ese término, se suprimirán las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones y su personal será traspasado y encasillado en las nuevas Subsecretarías que crea el proyecto.


En el segundo trámite constitucional la Cámara reemplazó el artículo por otro que señala que la ley entrará en vigencia conjuntamente con su publicación en el Diario Oficial, pero subsistirán las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones que el proyecto elimina, mientras sus funcionarios no sean traspasados y encasillados en las nuevas Subsecretarías que crea el proyecto.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la sustitución propuesta por la Cámara en el trámite anterior.


Por su parte, Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo llegar una propuesta que reemplaza este artículo por el siguiente:


“Artículo 29.- La presente ley   entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones se suprimirán a la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal que se fijen y los encasillamientos y traspasos del personal que se dispongan en conformidad con lo establecido en las normas transitorias de esta ley. 


Con todo, las funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito serán ejercidas por la Subsecretaría del Interior, mientras la primera no inicie sus actividades.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, a partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Prevención del Delito, para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Prevención del Delito, grado C, se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio del Interior, Capítulo 01, Programa 05.”.


Los miembros de la Comisión dividieron la discusión en dos partes. La primera comprende el inciso primero del artículo y la segunda los dos incisos finales

Inciso primero 


Los miembros de la Comisión estimaron acertada la propuesta de la Cámara de Diputados y acordaron acogerla con cambios formales menores para su mejor entendimiento.


- Sometida a votación la propuesta de la Cámara de Diputados referida al inciso primero del artículo 26 del Senado,  fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio y los Honorables Diputados señores Bertolino, Burgos, Harboe y Morales.

Incisos segundo y tercero


Los miembros de la Comisión Mixta consideraron apropiada la proposición del Ejecutivo, porque permite que desde el inicio de la vigencia de la ley exista un funcionario a cargo del proceso de instalación de la Subsecretaría de Prevención del Delito, que se aboque, únicamente, a sacar adelante la puesta en marcha de esa institución, mientras que la Subsecretaría del Interior, que actualmente está en funciones y, por tanto, tiene una estructura orgánica que la soporte, asumiría temporalmente sus atribuciones.


- Sometidos a votación los incisos segundo y tercero de la propuesta Nº 21 de Su Excelencia el señor Presidente de la República, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo primero transitorio que en sus ocho números faculta al Presidente de la República para dictar, dentro de los ciento veinte días siguientes a la publicación de la ley en el Diario Oficial, un decreto con fuerza de ley que, entre otras cosas, fije las plantas de personal de las Subsecretarías de Prevención y Rehabilitación y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol; traspase el personal que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros, de Investigaciones y del Ministerio del Interior a la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y, traspase bienes desde el Ministerio del Interior a la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. 


La primera modificación propuesta por la Cámara de Diputados a esta disposición en el segundo trámite constitucional consistió en reemplazar la referencia al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, formulación que excluye al alcohol de entre las materias de competencia de esa repartición.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó esa modificación.


Además, el artículo primero transitorio aprobado por el Senado en el primer trámite contiene un numeral 4), del siguiente tenor:


“4) En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. En todo caso, en los primeros concursos que deban realizarse en la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la limitación establecida en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo;”.


Esta disposición fue eliminada por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.


En el tercer trámite constitucional el Senado insistió en su formulación original.


Finalmente, el artículo primero transitorio aprobado por el Senado contiene un numeral 6) que establece que el personal traspasado desde el Ministerio del Interior y las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones podrán ser objeto de modificaciones en su régimen estatutario, previsional, de seguridad social y remuneratorio por efecto del encasillamiento en las nuevas Subsecretarías y el nuevo servicio que se crea en el proyecto. 


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó la posibilidad de que el encasillamiento afecte el régimen previsional y de seguridad social del personal traspasado, e hizo una modificación formal de referencia.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.


Durante la discusión habida en la Comisión Mixta, el Ejecutivo ingresó una propuesta para reemplazar el artículo primero transitorio por el siguiente:


“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los que también deberán ser suscritos por los Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional,  cuando corresponda, las normas necesarias  para regular las siguientes materias:


1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol;


El encasillamiento en las plantas de personal de las instituciones antes señaladas incluirá sólo a personal titular proveniente de la Secretaría y Administración General del Ministerio del Interior contenida en el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, que  corresponderá, en adelante, a la Subsecretaría del Interior.


2. Ordenar el traspaso de personal titular de planta y a contrata que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones a la Subsecretaría del  Interior, a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, en su caso, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad. De igual modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que   sirven se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a  diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de esa institución disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la    República", por intermedio del Ministerio de Hacienda;


3. Modificar la planta de personal de la Subsecretaría del Interior, en atención a los traspasos de personal que se efectúen de conformidad al numeral anterior, al nuevo personal que ingrese a esta Subsecretaría, a las funciones que conserva y a las nuevas que adquiere en virtud de esta ley.


El encasillamiento en esta planta sólo incluirá personal titular proveniente de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones; 


4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada     estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus de-nominaciones, los cargos que tendrán la  calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.


5. Establecer las dotaciones máximas de personal para las entidades señaladas en el número 1) de este artículo;


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal siguiente, el Presidente de la  República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria y remuneratoria que sean necesarias para el adecuado   encasillamiento y traspaso que disponga, para los efectos previstos en la letra e) de este numeral. 


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los   funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla  suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se  otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. Con  todo, no se aplicará la norma establecida en la letra a) del artículo 46, del decreto   supremo N° 412, de 1992, de la  Subsecretaría de Carabineros.


e) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último conforme a los procedimientos que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.


7. Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1).


8. Traspasar a la Subsecretaría del Interior los recursos de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y


9. Traspasar los bienes que determine, desde el Ministerio de Defensa a la Subsecretaría del Interior, y de ésta a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.”.


La Comisión decidió tratar esta proposición del Gobierno dividiendo la discusión entre los incisos que la componen.

Encabezado del inciso primero


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que el plazo original establecido en el encabezado para dictar los respectivos decretos con fuerza de ley es muy breve. Resaltó que el artículo 64 de la Constitución Política de la República establece que para este efecto el Congreso puede otorgar al Ejecutivo hasta un año para dictar la norma en cuestión, pero si por algún motivo el Gobierno no logra materializar el encargo dentro del término otorgado, no podrá cumplirlo.


Precisó, por ello, que lo que se pretende regular tiene una alta complejidad técnica y, por ellos, es mejor en este caso otorgar el plazo máximo que establece la Carta Fundamental, esto es, un año como lo pretende la proposición, para evitar, como ha ocurrido en otras ocasiones, tener que conceder una ampliación del plazo original.


El señor Ministro del Interior indicó que su intención es finiquitar la instalación de las nuevas entidades en el menor plazo posible, por lo que había considerado, originalmente, reducir el plazo establecido por el Senado, que era de 120 días, pero los funcionarios de su Cartera le han hecho ver que la tramitación administrativa de los decretos con fuerza de ley aconseja optar por un plazo mayor. 


Sobre el punto, el Secretario de Estado se comprometió a hacer su mejor esfuerzo para concluir con este proceso en el menor plazo posible.


El Honorable Diputado señor Harboe señaló que es facultad del Parlamento establecer el plazo que considere razonable para la delegación de atribuciones, teniendo como límite máximo un año. Con todo, compartió las observaciones hechas por el Honorable Diputado señor Burgos, pero solicitó que quedara en actas el compromiso del señor Ministro del Interior en orden a finiquitar el tema en un plazo sustantivamente menor al acá fijado.


Además, se planteó reeemplazar la expresión “180 días” por “dentro del año siguiente”.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


Al adoptar este acuerdo, se hizo presente que él tiene por objeto hacer aplicable la regla general en esta materia y facilitar la implementación del proceso de instalación de los nuevos Servicios y el traslado del personal.

Números 1) y 2) del inciso primero del artículo primero transitorio


El Honorable Diputado señor Burgos aseguró que en la proposición relativa al Nº 1) no hay una norma clara que regule la forma como se van a hacer los encasillamientos de personal. Al respecto, Su Señoría sostuvo que en esta materia hay dos posibles caminos a seguir; el primero consiste en ocupar el sistema general que establece el artículo 15 del Estatuto Administrativo, que fija un procedimiento general que garantiza los derechos funcionarios; el segundo, es optar por un procedimiento especial que se dicte al efecto.


El señor asesor del Ministro del Interior, señor Galli, explicó que en este caso se opta por el procedimiento general al que hizo alusión Su Señoría, y no se considera una norma especial en el proyecto justamente para que proceda esa regla general.


El Honorable Diputado señor Harboe consultó la razón por la cual sólo se hace mención, para efectos de encasillamiento, al personal de planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio del Interior y no al Servicio de Gobierno Interior de esa repartición.


El señor Ministro del Interior respondió explicando que los funcionarios de planta que se traspasan desde las Subsecretarías de Investigaciones y Carabineros serán destinados, únicamente,  como personal de planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio, y no al de Servicio de Gobierno Interior.


El Honorable Diputado señor Harboe aseguró que esta opción es demasiado rígida, porque no permite integrar estos funcionarios traspasados a las intendencias y gobernaciones, que son dependencias del Servicio de Gobierno Interior.


El señor Ministro del Interior afirmó que no es voluntad del Gobierno traspasar funcionarios de planta de las Subsecretarías que se extinguen en este proyecto al Servicio de Gobierno Interior. Señaló que se llegó a esta conclusión después de una concienzuda revisión de las actuales plantas y las que se proyectan para el evento de que esta iniciativa sea aprobada próximamente.


En relación con lo indicado en el número 2 del inciso primero del artículo primero transitorio, el Honorable Diputado señor Burgos explicó que la disposición no establece un orden de prelación para el encasillamiento para los funcionarios de planta y a contrata de las Subsecretarías que se extinguen en este proyecto, de forma tal que, por ejemplo, personal de la Subsecretaría de Carabineros podría ocupar un cargo en el nuevo Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, desplazando a otro funcionario que ocupe un cargo similar en el actual CONACE.


En segundo lugar, Su Señoría observó que dentro de la numeración de los servicios desde los cuales se traspasan funcionarios, al no estar mencionado el actual Ministerio del Interior, repartición que naturalmente debería considerarse algunos de los cargos de las nuevas Subsecretarías que el proyecto crea podrían quedar vacantes.


En tercer lugar, el Parlamentario sugirió precisar mejor el número de funcionarios que serán traspasados, la calidad jurídica en la cual se realiza el traspaso y el plazo en el cual debe llevarse a cabo el proceso.


El señor Ministro del Interior concordó con la apreciación relativa a la incorporación de los funcionarios del actual Ministerio del Interior en la enumeración de las reparticiones desde las cuales saldrían los funcionarios que se encasillen en las nuevas dependencias que crea el proyecto, tal como ya había sido mencionado en el texto aprobado en primer informe.


Respecto a la inquietud planteada en último lugar, señaló que esos asuntos están detalladamente regulados en los números 5) y 6) de este artículo.


En relación a la primera inquietud planteada por el Honorable Diputado señor Burgos, el Secretario de Estado planteó que ella le merece algunos reparos. Indicó que es efectivo que, como criterio general, las personas que ocupan en la actualidad un cargo en un área determinada pasarán a ocupar otro cargo similar que se aboque a una labor parecida en alguna de las nuevas reparticiones que el proyecto crea; por ejemplo, agregó, es muy probable que los funcionarios de la Subsecretaría de Carabineros terminen en la división de Carabineros que se cree dentro de la Subsecretaría del Interior, y que los actuales funcionarios del CONACE sean destinados al nuevo Servicio de Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol que considera el proyecto.


Con todo, el señor Ministro sostuvo que también es factible que ciertos funcionarios de las instituciones que suprime el proyecto hayan desarrollado ciertas destrezas profesionales en áreas anexas; así, por ejemplo, puede darse el caso de funcionarios de la Subsecretaría de Carabineros que hayan asistido a muchos cursos y actividades en materia de prevención de la drogadicción, y esa experiencia podría aprovecharse mejor en el nuevo Servicio de Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol que crea el proyecto. En razón de lo anterior, el señor Secretario de Estado declinó aceptar la proposición, ya que una norma como la propuesta, a su juicio, propicia una rigidez innecesaria en el proceso de encasillamiento.


El Honorable Diputado señor Harboe repuso que  el actual CONACE ha funcionado como programa presupuestario por más de diez años, y hay muchos funcionarios que están vinculados a este programa desde su inicio, y han desarrollado una importante capacidad profesional en las áreas propias de esa institución, pero siempre han estado contratados bajo la fórmula jurídica de honorarios, la que implica una importante inestabilidad laboral.


Su Señoría relató que a lo largo de los años se ha querido mejorar la situación jurídica de estos funcionarios, y en esta ocasión se tiene la oportunidad para hacerlo, si se aprueba la prelación que propuso el Honorable Diputado señor Burgos.


El señor Ministro del Interior recordó que el literal sexto de este artículo establece, de forma clara y perentoria, que los traspasos y encasillamientos que se hagan en cumplimiento de esta ley no provocarán, de manera alguna, detrimento de las remuneraciones, empeoramientos de condiciones laborales o previsionales de los encasillados o traspasados, ni podrán ser, en caso alguno, causal de término de relación laboral. Indicó que estas normas satisfacen la inquietud de Su Señoría.


El Honorable Senador señor Larraín destacó que las proposiciones antes señaladas aseguran fuera de toda duda el traspaso de las personas que actualmente ocupan funciones en los servicios y programas que terminan con este proyecto, a otros cargos donde cumplirán idénticas funciones. Lo anterior, explicó, puede leerse como el respeto irrestricto a los derechos de los trabajadores, pero también implica, necesariamente, rigidizar el proceso de puesta en marcha de la nueva institucionalidad.


El Honorable Senador señor Chadwick hizo notar que proceder de la forma propuesta implica encapsular a un grupo de funcionarios, que pueden estar a contrata o vinculados mediante el régimen de honorarios, de manera de integrarlos, de forma absolutamente preferente, al nuevo servicio. Su Señoría señaló que esto va más allá del respeto a los derechos funcionarios, que está claramente establecido en el numeral sexto, y que impone una especie de herencia automática entre programas presupuestarios y servicios públicos que se creen en el futuro, lo que constituye un precedente que no se puede avalar.


El Honorable Diputado señor Harboe sostuvo que una norma similar se discutió y aprobó en los proyectos de ley que crearon las nuevas Subsecretarías en los Ministerios de Salud, Educación y de Defensa, y en la Superintendencia de Casinos. Indicó que en esas oportunidades se adujo en el Parlamento que detrás de esas reglas habían motivos de Estado, que trascendían al Gobierno de turno, y que permitían respetar derechos funcionarios y asegurarse que el Ejecutivo no perdiera capacidad profesional instalada, y no se ve razón por la cual en este caso, que es del todo similar, no pueda regir la misma disposición. 


El Honorable Diputado señor Burgos precisó que su propósito no es que todos los funcionarios de las Subsecretarías de Investigaciones y Carabineros, y los que ocupan cargos en el CONACE, pasen a ejercer, de forma automática, exactamente el mismo cargo en las nuevas dependencias que el proyecto crea. Al respecto, concordó con lo señalado con el señor Ministro del Interior, en el sentido de que los actuales funcionarios de las entidades que se extinguen puedan haber desarrollado capacidades profesionales que los hagan más útiles en otra repartición, como en el ejemplo que señaló, pero observó que ese caso debería ser la excepción y no la regla.


Su Señoría expresó que la Coalición que representa pretende que estos funcionarios tengan cierta preferencia al momento del encasillamiento en las instituciones, que sean las continuadoras de las entidades donde laboran, y teniendo presente que los derechos de esos funcionarios están asegurados por las disposiciones tantas veces referidas, bastaría con establecer esta preferencia.


Acogiendo este planteamiento, el señor Ministro del Interior, propuso a la Comisión Mixta incorporar en el número 6, la siguiente letra e):


“e) Los cargos que se provean en el nuevo Servicio que se crea en el artículo 18 de esta ley serán ocupados, preferentemente, por los funcionarios que desempeñen funciones de similar naturaleza al momento del encasillamiento.”.

Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín, Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.


Seguidamente, el Honorable Diputado señor Montes observó que no hay una norma que regule la fecha de iniciación de actividades de las nuevas reparticiones que crea este  proyecto. Le pareció lógico que tal evento ocurra en una fecha posterior al proceso de fijación de plantas y de encasillamiento, pero, advirtió, no hay ninguna disposición que claramente así lo indique.


Su Señoría connotó que este es un asunto importante, porque de él depende la fijación de la condición jurídica de los funcionarios que laborarán en las nuevas reparticiones, pero lamentablemente el texto acá discutido sólo considera un plazo de un año para  dictar los decretos con fuerza de ley correspondientes.


El Honorable Senador señor Larraín, recogiendo la observación del Honorable Diputado señor Montes, propuso que se haga una referencia expresa en el primer numeral del artículo, señalando que los decretos con fuerza de ley que se dicten deberán considerar, obligatoriamente, la fecha de entrada en funcionamiento de los nuevos Servicios.


En atención a lo anterior, el Gobierno propuso agregar, al final del número 1. del inciso primero, la siguiente frase:


“y determinar la fecha en que, una vez fijadas, iniciarán sus actividades.”.


Esta última proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín, Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

Números 3) y 4) del artículo primero transitorio


El Honorable Diputado señor Burgos consultó la razón por la que se optó en esta proposición cambiar la referencia, en el número 3), de la planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio del Interior por la planta de personal de la Subsecretaría del Interior.


El Honorable Diputado señor Harboe inquirió la razón por la cual el párrafo segundo de este número sólo se refiere al personal titular de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones.


El Honorable Diputado señor Montes observó que traspasar a la Subsecretaría del Interior únicamente al personal titular de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones es insuficiente, porque la primera de las nombradas asumirá, en virtud de las normas antes aprobadas, una gran cantidad de atribuciones y responsabilidades relativas al manejo operativo y de personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad, que necesariamente requerirán de mayor personal y capacidad instalada.


El señor asesor del Ministro del Interior, señor Galli, respondió a la primera inquietud señalando que el párrafo segundo del numeral primero antes aprobado indica que, en adelante, la referencia a la Subsecretaria del Interior comprenderá al personal proveniente de la Secretaría y Administración General del Ministerio del Interior, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 1-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecuó sus plantas.


En relación a la segunda pregunta, informó que las únicas dependencias que dejan de existir según el proyecto y que en la actualidad tienen funcionarios de planta son los de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, por tanto sólo respecto de ellos cabía hacer una modificación del personal de la planta en la Subsecretaría del Interior para acomodar en ella a los traspasados. 


Finalmente, respecto a la tercera observación, el asesor hizo presente que hay muchos funcionarios de Carabineros e Investigaciones que están en comisión de servicio en las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones. Señaló que ellos seguirán integrando sus instituciones, pero empezarán a prestar similares cometidos a los que hoy desarrollan, en las Subsecretarías del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, sin que sea necesario efectuar un traspaso o encasillamiento.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que el cuarto numeral del artículo primero transitorio aprobado por el Senado contenía una excepción respecto a la aplicación de las reglas generales sobre concursos públicos para cargos directivos que señala el artículo 8º del Estatuto Administrativo, y esa disposición en su momento fue considerada norma de carácter orgánico constitucional por el Tribunal Constitucional, por lo que una excepción a ella también debería tener el mismo rango, tal como lo razonó acertadamente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado en el primer trámite constitucional. 


Su Señoría agregó que esa excepción no se considera en este numeral por la proposición del Ejecutivo, por lo que si ella es aprobada debe serlo con rango ley común.


El señor asesor del Ministro del Interior, señor Galli, indicó que es correcto el razonamiento de Su Señoría, y que la excepción en cuestión se repone en el artículo cuarto transitorio de la proposición del Ejecutivo, que repite la disposición aprobada por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.


Estos números 3) y 4) fueron aprobados por la Comisión Mixta.

Números 5), 6), 7) y 8) del artículo primero transitorio


Vuestra Comisión Mixta observó que estas proposiciones no difieren sustantivamente con los preceptos aprobados por el Senado y la Cámara de Diputados, ya que, salvo una proposición supresiva referida a la letra a), y la denominación del nuevo Servicio, contenida en la letra e), que pasó a ser f), todas del numeral sexto, en lo demás hay amplia coincidencia.


Por lo anterior, la Comisión Mixta aprobó estos numerales con las enmiendas ya indicadas, referida a la preferencia en el encasillamiento.

Número 9) del artículo primero transitorio


El Honorable Diputado señor Montes indicó que la redacción propuesta parece señalar que todos los bienes de las Subsecretarías que desaparecen son asignados primero a la Subsecretaría del Interior, la que posteriormente los traspasaría a la de Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, pero sin especificar la forma o el plazo para hacerlo, y aunque esos bienes tengan una clara destinación a una de esas nuevas instituciones. 



La Honorable Senadora señora Alvear aseguró que la observación anterior se soluciona especificando que el traspaso de bienes de las Subsecretaría que desaparecen se hará, “según corresponda”, a cada una de las nuevas instituciones. Pero, advirtió, una norma de ese tipo es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


El señor Ministro del Interior hizo llegar una proposición para sustituir este número 9).


- Todos los acuerdos sobre el artículo 1º transitorio antes consignados, con la excepción del inciso primero, fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.

Artículo tercero transitorio del Senado y de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo tercero transitorio que faculta al Presidente de la República para conformar el primer presupuesto de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. 

La Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional suprimió en esta disposición la referencia al “Alcohol” en la denominación del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.


Los miembros de la Comisión Mixta estimaron que, en concordancia con el criterio general aprobado en el artículo 18, que integró al nuevo Servicio una competencia general para la prevención y tratamiento de la adicción al alcohol, en este caso procede aprobar la proposición del Senado.


- Sometida a votación la propuesta del Senado respecto al artículo tercero transitorio, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Harboe y Morales.

Artículo cuarto transitorio de la Cámara de Diputados


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados intercaló, entre los artículos tercero y cuarto transitorios, un artículo transitorio cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo cuarto transitorio.- En los primeros concursos que deban realizarse en la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, no regirá la limitación establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.".

En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó este nuevo artículo transitorio.


Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo llegar la siguiente proposición para reemplazar el artículo cuarto transitorio propuesto por la Cámara de Diputados:


“Artículo cuarto.- En la primera provisión de los cargos de carrera que deba realizarse en la Subsecretaría de Prevención del Delito y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la norma establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.”.

Los miembros de la Comisión observaron que la proposición del Gobierno tiene carácter de ley orgánica constitucional porque plantea una excepción respecto del artículo 8º del Estatuto Administrativo, el que, como antes se señaló, fue considerado norma de quórum orgánico constitucional en su momento por el Tribunal Constitucional.


El señor Ministro del Interior resaltó que esta norma proviene del Senado, ya que corresponde a la parte final del numeral cuarto del artículo transitorio que, en la revisión del proyecto por la Cámara Baja, cambió de lugar.


El Honorable Diputado señor Harboe puso de relieve que en esta disposición no se regula cómo se eligen los cargos de jefes de departamento y los niveles de jefatura jerárquica equivalente, ni de qué forma se integraría el Comité de Selección para la elección de esos puestos. 


Su Señoría puntualizó que si no es posible ocupar la regla general del artículo 8º transitorio, en este caso debería recurrirse al Consejo de la Alta Dirección Pública.


El señor Ministro del Interior señaló que esta regla sólo se aplicaría para la primera designación de jefaturas, y al respecto se espera que el Gobierno pueda elegir, de manera más libre, quienes encabezarán el importante proceso de puesta en marcha de estas nuevas instituciones.


El personero observó que el Ejecutivo está comprometido con los resultados de esta nueva institucionalidad y es responsable políticamente de su éxito o fracaso, por lo que requiere una norma como la propuesta.


El Honorable Diputado señor Burgos sostuvo que el Ejecutivo ha obtenido en este proyecto una amplia libertad para determinar las plantas de las nuevas instituciones, por lo que podría fijar una alta proporción de funcionarios de jefatura superior o de exclusiva confianza.



- Sometida a votación la propuesta de la Cámara de Diputados relativa a su artículo cuarto transitorio, fue aprobada, con modificaciones formales, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Monckeberg Bruner, Montes y Morales. Se abstuvieron los Honorables Diputados señores Burgos y Harboe. 

Artículo cuarto transitorio del Senado y artículo quinto transitorio de la Cámara de Diputados. 


Aunque la Cámara Revisora no rechazó ni enmendó el artículo cuarto transitorio del Senado, el Ejecutivo presentó un propuesta para reemplazar el guarismo que contiene esta disposición, elevándolo de $1.412.542 miles a $ 2.879.249 miles. Esta cifra indica el gasto máximo autorizado para fijar las nuevas plantas y encasillamientos que contemplan los artículos transitorios anteriores.


La Comisión tuvo en consideración que la propuesta de Su Excelencia el señor Presidente de la República plantea un ajuste presupuestario que implica un mayor gasto y que no fue conocida antes por ninguna de las dos Cámaras.


Asimismo, se hizo presente que este mayor gasto se relaciona con una norma nueva que se ha agregado al artículo 29, que tampoco fue considerada en los trámites anteriores.


Al respecto, observó lo señalado en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que establece que en cada Cámara habrá una Comisión de Hacienda que estará encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas, indicando la fuente de recursos reales y efectivos con los que se pretende hacer frente a ese gasto.


También se trajo a colación un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, recaído en una consulta de la Sala sobre la forma de proceder cuando en un proyecto de ley en trámite de Comisión Mixta se sugiere agregar una norma nueva, que en virtud de la norma orgánica antes citada, es de competencia de la Comisión de Hacienda, Boletín Nº S 145-10, de 12 de mayo de 1995.


Ese informe plantea que la Comisión Mixta puede proponer tal norma siempre que concuerde con las ideas matrices del proyecto y, en tal caso, el camino a seguir recomendado es el siguiente:


1.- Dar cuenta en la Sala del informe de la Comisión Mixta según el trámite habitual.


2.- Enseguida, que la Sala remita los antecedentes a la Comisión de Hacienda para el solo efecto que ella informe sobre el precepto nuevo, y


3.- Que la Sala del Senado se pronuncie acerca de la proposición de la Comisión Mixta, teniendo a la vista la opinión vertida por la Comisión de Hacienda respecto del aludido precepto.


Se tuvo también en consideración que este informe fue conocido únicamente por la Sala del Senado, por lo que afecta, en principio, sólo a dicha Corporación. Además, se tuvo presente que en el proyecto de ley sobre acceso a la información pública, Boletín Nº 3.773-06, también se incluyeron normas de carácter hacendario en el trámite de Comisión Mixta, pero en esa oportunidad los asuntos no fueron derivados a la Comisión de Hacienda.


El Honorable Diputado señor Montes consultó si en caso de aprobarse el criterio de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado,  los antecedentes deberían enviarse a las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que si se opta por ese camino, el proyecto debería ser conocido por las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras, porque aunque el informe lo aprobó sólo el Senado, se asienta en una norma que es común para las dos Corporaciones.


El Honorable Diputado señor Montes expresó que esta situación plantea un problema complejo, porque existe la posibilidad que una o ambas Comisiones de Hacienda no concuerden plenamente con lo aprobado por la Comisión Mixta, lo que genera una situación que no tiene una salida práctica. En todo caso, concordó con lo señalado por la Honorable Senadora señora Alvear, en el sentido de que si se opta por uno u otro camino debe aplicarse en ambas Corporaciones el mismo curso de acción.


El Honorable Senador señor Larraín estimó que en principio no debería recurrirse a otra Comisión, porque la Constitución Política de la República establece que la proposición final en caso de conflicto entre ambas Cámaras en la tramitación de un proyecto de ley corresponde a la Comisión Mixta, y ya se encuentra precluida la oportunidad para que la Comisión de Hacienda conozca el asunto.


El Honorable Senador señor Chadwick replicó que esa es la situación normal, pero acá se plantea algo inusual, como es que la Comisión Mixta incorpora una disposición nueva, que además tiene incidencia presupuestaria.



La Honorable Senadora señora Alvear planteó que si se decide que debe pasar a la Comisión de Hacienda, una vez evacuado el informe de la Comisión Mixta los antecedentes deberían ser remitidos, inmediatamente, a la Comisión de Hacienda.


El Honorable Senador señor Larraín recordó que es la Sala de cada Corporación la soberana para determinar el trámite reglamentario que corresponda, por lo que ella, y no esta Comisión Mixta, debería mandar los antecedentes a la Comisión de Hacienda respectiva. Con todo, observó que podría procederse como señala el informe citado, esto es, enviar a la Sala el informe de la Comisión Mixta para que se de cuenta de él y los asuntos sean remitidos, inmediatamente, a la Comisión de Hacienda, la que deberá evacuar su informe en el más breve plazo para que la Sala de la Corporación conozca de ambos informes en una misma sesión y los apruebe o rechace en una misma votación.


El señor Ministro del Interior sostuvo que la Comisión Mixta que conoció el proyecto sobre Transparencia y Acceso a la Información Pública actuó bien al no enviar los antecedentes presupuestarios que ahí se agregaron a la Comisión de Hacienda. Expresó que el precedente de la consulta citado es el más gravoso en este caso y no señala, de manera clara, cuál fue la naturaleza específica del asunto que dio lugar a la consulta; en cambio, agregó, en la Comisión Mixta que conoció el proyecto sobre transparencia y acceso a la información pública se sabe a ciencia cierta cuáles fueron los antecedentes nuevos aprobados y el criterio que respecto a ellos se tomó, que es diametralmente opuesto al que afirma la consulta antes citada. 


Por ello, el Secretario de Estado solicitó seguir el segundo precedente, teniendo además en consideración que el asunto que da lugar a esta duda no plantea alteraciones sustanciales a las condiciones financieras de este proyecto, sino que simplemente actualiza un valor ya aprobado en trámites constitucionales anteriores. Agregó también que proceder de otra manera sienta un gravoso precedente para el futuro, ya que prácticamente inhibe la posibilidad de hacer cualquier cambio presupuestario en futuros trámites de proyectos en Comisión Mixta.


Los Honorables Senadores señores Chadwick y Walker, don Patricio, observaron que aunque formalmente la proposición del informe de la consulta es correcto, genera una serie de problemas sin solución, y posibilidades ciertas de incoherencia jurídica, por lo que cabría la posibilidad de estudiar que se ocupe en este caso el precedente menos gravoso.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que tal vez la Comisión Mixta que conoció el proyecto sobre transparencia y acceso a la información pública no haya tenido a la vista el informe de la Consulta antes citado. 


Agregó que el proyecto en discusión contiene normas de carácter orgánico constitucional, por lo que será conocido en su totalidad por el Tribunal Constitucional en el trámite de control obligatorio de constitucionalidad. Indicó que esa instancia, frente al tenor literal del artículo 17 antes citado, podría pesquisar el informe de la Comisión de Hacienda, y si él no es habido, podría incluso proceder a declarar inconstitucional la disposición en discusión, lo que haría imposible el proceso de encasillamiento e instalación de las nuevas plantas de las instituciones que crea este proyecto.


El Honorable Diputado señor Montes señaló que si se quiere obviar el trámite de Hacienda debe retirarse la indicación que solicita el aumento, entendiendo que en este caso el mayor gasto del proceso de encasillamiento y de fijación de plantas debería correr por cuenta de las asignaciones actuales del Ministerio del Interior, las que si son insuficientes deberán ser complementadas por los correspondientes traspasos vía reasignación desde el Tesoro Público.


El señor Ministro del Interior acogió la idea de Su Señoría, y retiró la proposición. Planteó mantener la norma ya aprobada, lo que la Comisión Mixta acogió por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Chadwick, Larraín y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Burgos, Harboe, Monckeberg Bruner, Montes y Morales.
Artículo sexto transitorio del Senado y séptimo transitorio de la Cámara de Diputados. 


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo sexto transitorio que establece que los derechos y obligaciones del Ministerio del Interior contraídos por causa de la ejecución de los programas presupuestarios 05.01.04 y 05.01.05 de la ley de presupuestos vigente, quedarán radicados en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación, respectivamente.


La modificación propuesta por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional a esta disposición consiste en reemplazar la denominación del Servicio involucrado, suprimiendo la expresión “y Alcohol”.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.


Los miembros de la Comisión estimaron que, en concordancia con el criterio general aprobado en el artículo 18, que integró al nuevo Servicio una competencia general para la prevención y tratamiento de la adicción al alcohol, en este caso procede aprobar la proposición del Senado.


- Sometida a votación la propuesta del Senado respecto a su artículo sexto transitorio, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señores Bertolino, Harboe y Morales.

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito del debate y acuerdos expuestos precedentemente y con el fin de salvar las divergencias entre ambas ramas del Congreso Nacional, esta Comisión Mixta sugiere aprobar la siguiente proposición:

Artículo 1º

del Senado y de la Cámara de Diputados

Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 1º.- Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público y la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, y coordinará, evaluará y controlará la ejecución de planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y Servicios Públicos en materia de prevención y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su reinserción social, en la forma que establezca la ley y dentro del marco de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Asimismo, le corresponderá la gestión de los asuntos y procesos administrativos que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública requieran para el cumplimiento de sus funciones y que sean de su competencia.





Además de las funciones que esta ley le señale, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el sucesor legal, sin solución de continuidad, del Ministerio del Interior, y tendrá todas las atribuciones que las leyes le confieren.”. (Unanimidad 8 x 0). 

Artículo 2°
Inciso segundo

del Senado y de la Cámara de Diputados





Sustituirlo por el siguiente:





“Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública dependerán de este Ministerio y se regirán por sus respectivas leyes orgánicas.” (Unanimidad 8 x 0).

Artículo 3º

Letra a)

del Senado y de la Cámara de Diputados





Reemplazarla por la siguiente:





“a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente, tanto a nivel nacional, regional y comunal, en su caso. La formulación de dicha política tendrá en consideración la evidencia surgida de estudios que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;”. (Unanimidad 7 x 0). 
Letra c)

del Senado


Sustituirla por la siguiente:


“c) Encomendar y coordinar las acciones y programas que los demás Ministerios y los Servicios Públicos desarrollen en relación con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, evaluarlas y controlarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de las políticas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley, sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden;”. (Unanimidad 7 x 0).
Letra d)

del Senado

Letra c)

de la Cámara de Diputados.


Reemplazarla por la siguiente:


“d) Mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos, documentos y otros antecedentes que no permitan la singularización de personas determinadas, con el fin de evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio, para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior. También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictivo, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;”. (Unanimidad 6 x 0). 
Letra e)

del Senado y

Letra d)

de la Cámara de Diputados


Sustituirla por la siguiente:


“e) Autorizar, regular, supervisar, controlar y ejercer las demás atribuciones, en la forma que señale la ley, en materia de seguridad privada;” (Unanimidad 7 x 0).
Letra f)

del Senado

Letra e)

de la Cámara de Diputados


Reemplazarla por la siguiente:


“f) Encargar la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con el orden público, la prevención y el control del delito, la rehabilitación y reinserción social de los delincuentes y la victimización.”. (Unanimidad 7 x 0).

Letras g) y h)

del Senado

Letras f) y g)

de la Cámara de Diputados


Consignarlas, como letras g) y h), en los mismos términos en que las aprobó el Senado. 

Letra i)

del Senado
Suprimirla (Unanimidad 9 x 0). 
Letra j)

del Senado

Letra i)

de la Cámara de Diputados.



Consignarla, como letra i), en los mismos términos en que la aprobó el Senado (Unanimidad 9 x 0).
Letras k) y l)

del Senado

Suprimirlas (Unanimidad 7 x 0).
Letras m) y n)

del Senado

Letras k) y l)

de la Cámara de Diputados


Pasan a ser letras j) y k), sin enmiendas (Unanimidad 7 x 0).
Artículo 4º

Inciso primero

del Senado


Consignarlo en los términos en que lo aprobó el Senado (Unanimidad 7 x 0).
Inciso segundo

Sustituirlo por el siguiente:





“Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el diseño y la evaluación de los planes y programas que se ejecuten en dichos ámbitos, deberán ser autorizados por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”. (Unanimidad 9 x 0).
Artículo 5º

del Senado y de la Cámara de Diputados





 Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de los avances en la implementación y los resultados parciales de los programas de seguridad pública.”. (Unanimidad 8 x 0).
ooo

Intercalar, a continuación el siguiente artículo 6°, nuevo:





“Artículo 6º.- Existirá un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante de la Corte Suprema designado por ésta, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.





Un Subsecretario designado al efecto por el Ministro del Interior y Seguridad Pública actuará como Secretario del Consejo.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.


El Consejo sesionará, como mínimo, una vez por semestre. Asimismo, a lo menos una vez al año, deberá oír a los representantes de la sociedad civil en la forma que determine el Consejo. (Unanimidad 9 x 0). 
Artículo 6º

del Senado y de la Cámara de Diputados.

Pasa a ser artículo 7º.

Inciso primero





Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 7°.- En el ejercicio de sus atribuciones en materia de seguridad pública interior y orden público, el Ministro del Interior y Seguridad Pública contará con la colaboración inmediata de las Subsecretarías del Interior y de Prevención del Delito. Asimismo, contará con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para el cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y demás que le confiere a la misma la legislación vigente, así como también, las tareas que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública.” (Unanimidad 8 x0).  
Inciso segundo





Sustituir la denominación “de Prevención y Rehabilitación” por “de Prevención del Delito” (Unanimidad 8 x 0)

Inciso tercero





Aprobarlo en los términos propuestos por el Senado, con la sola enmienda de reemplazar la expresión “de Prevención y Rehabilitación” por “de Prevención del Delito” (Unanimidad 8 x 0). 

Artículo 7º

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 8º

Inciso primero





Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 8°.- Las Subsecretarías del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo y de Prevención del Delito tendrán todas aquellas funciones y atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que las regulen.”.(Unanimidad 9 x 0).
Inciso segundo


Consignarlo en los términos en que lo aprobó el Senado, eliminando la palabra “propias” (Unanimidad 8 x 0).
Artículo 8º

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 9





Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 9°.- Corresponderá a la Subsecretaría del Interior ser el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás tareas que aquél le encomiende.”. (Unanimidad 8 x 0).
Artículo 9º

del Senado





Pasa a ser artículo 10

Inciso primero




Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 10.- Sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue, el Subsecretario del Interior deberá, especialmente, ocuparse de los asuntos de naturaleza administrativa de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de los organismos del sector que corresponda; en especial, elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, comisiones de servicios nacionales a otros organismos del Estado y al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución de solicitudes, beneficios u otros asuntos que interesen al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública  en servicio activo, al personal en retiro y a los familiares de todos los anteriores.”. (Unanimidad 7 x 0).

A continuación, agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Subsecretaría del Interior deberá mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley Nº 20.000.”.(Unanimidad 8 x 0).
Artículo 10

del Senado y de la Cámara de Diputados.

Pasa a ser artículo 11, sin enmiendas. 
Artículo 11

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 12

Sustituirlo, junto con el epígrafe que le precede, por el siguiente:

“Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Prevención del Delito




Artículo 12.- Créase en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública una Subsecretaría de Prevención del Delito, que será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia, a rehabilitar y a reinsertar socialmente a los infractores de ley, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue.”. (Unanimidad 7 x 0).
Artículo 12

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 13

Incisos primero, segundo y el encabezado del inciso tercero





Remplazarlos por los siguientes:




“Artículo 13.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de infractores de ley.




Asimismo, coordinará los planes y programas que los demás Ministerios y Servicios Públicos desarrollen en este ámbito. Para tal efecto, articulará las acciones que éstos ejecuten, así como las prestaciones y servicios que otorguen, de manera de propender a su debida coherencia y a la eficiencia en el uso de los recursos.




Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención del Delito:”(Unanimidad 9 x 0).
Letra a)

del Senado



Sustituirla por la siguiente:



“a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo de este artículo, pudiendo encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;” (Unanimidad 8 x 0).
Letra b)

del Senado


Rechazarla (Unanimidad 9 x 0)

Letra c)

del Senado 

Letra a)

de la Cámara de Diputados

Pasan a ser letra b)



Sustituirlas por la siguiente:



“b) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley;”. (Unanimidad 8 x 0).
Letra b)

de la Cámara de Diputados

Rechazarla (Unanimidad 9 x 0)

Letra c)

de la Cámara de Diputados


Sustituirla por la siguiente:


“c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención, rehabilitación y reinserción social de infractores de ley;”.(Unanimidad 8 x 0). 
Letra d)

del Senado y de la Cámara de Diputados




Reemplazarla por la siguiente:




“d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción, y”. (Unanimidad 8 x 0).

A continuación, agregar la siguiente letra e), nueva:


“e) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas y programas en materias de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias, siempre que se trate de infractores de ley.”.(Unanimidad 8 x 0).
Artículo 13

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser artículo 14

Inciso primero

Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 14.- La ejecución de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las realidades respectivas en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los Intendentes.” (Unanimidad 7 x 0).
Letra d)

del Senado y de la Cámara de Diputados.


Suprimirla (Unanimidad 8 x 0).

Letra e)

del Senado y de la Cámara de Diputados

Pasa a ser letra d), en los términos en que la aprobó la Cámara de Diputados (Unanimidad 8 x 0). 

Artículo 14

del Senado

Rechazarlo (Unanimidad 8 x 0).
Artículo 15

del Senado y de la Cámara de Diputados





Sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior dé cuenta de la realidad local. 


Para estos efectos, los Intendentes establecerán instancias que permitan recibir las propuestas de las gobernaciones y de los municipios para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.



Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, de manera coherente con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.” (Mayoría de votos 5 x 1 en contra).

Artículo 16

del Senado

Rechazarlo (Unanimidad 9 x 0).





A continuación, intercalar el siguiente artículo 16, nuevo:





“Artículo 16.- En cada región del país existirá un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, los alcaldes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante de la Corte de Apelaciones respectiva designado por ésta, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Director Regional de Gendarmería de Chile, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores, y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.



Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Intendente en la implementación y coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local. 



Dicho Consejo se reunirá a lo menos una vez por semestre.



El Consejo contará con un Secretario Ejecutivo designado por el Intendente, a quien le corresponderá coordinar las acciones del Consejo en la aplicación de la Política de Seguridad Pública Interior. El Secretario Ejecutivo levantará acta de las sesiones del Consejo y enviará copia de las mismas al Subsecretario de Prevención del Delito.”. (Unanimidad 9 x 0).

Artículo 17

del Senado y de la Cámara de Diputados

Aprobar las enmiendas acordadas por la Cámara de Diputados (Unanimidad 7 x 0).

Artículo 18

del Senado y de la Cámara de Diputados

Inciso primero





Consignarlo en los términos en los que lo aprobó el Senado (Unanimidad 8 x 0). 

Inciso segundo





Suprimirlo (Unanimidad 9 x 0). 

Inciso final





Consignarlo en los términos en que lo aprobó la Cámara de Diputados (Unanimidad 8 x 0).

Artículo 19

del Senado y de la Cámara de Diputados





Agregar el siguiente inciso primero, nuevo:





“Artículo 19.- El Servicio tendrá por objeto la ejecución de las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas y, en especial, en la elaboración de una estrategia nacional de drogas y alcohol.” (Unanimidad 9 x 0).

Inciso primero

del Senado y de la Cámara de Diputados





Pasa a ser inciso segundo. Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:





“En cumplimiento de dicho objeto corresponderá al Servicio:”. (Unanimidad 9 x 0). 




A continuación, intercalar la siguiente letra a), nueva:





“a) Ejecutar las políticas y programas propias de su objeto;”. (Unanimidad 9 x 0).
Letra a)
del Senado y de la Cámara de Diputados





Pasa ser letra b), sustituida por la siguiente:





“b) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública, y con el Subsecretario de Prevención del Delito, en el ámbito de sus atribuciones, en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuando estas conductas constituyan un factor de riesgo para la comisión de delitos;”. (Mayoría de votos 7 x 1 en contra).

Letra b)

de la Cámara de Diputados





Aprobarla en los términos de la nueva letra a). (Mayoría de votos 6 x 1)
Letra b)

del Senado

Letra c) 

de la Cámara de Diputados.





Suprimirlas (Unanimidad 8 x 0). 

ooo




A continuación, agregar las siguientes letras c) y d), nuevas:





“c) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades de Ministerios o Servicios Públicos destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso;”. (Unanimidad 7 x 0. Reemplaza a las letras f) del Senado y h) de la Cámara de Diputados).




“d) Elaborar una estrategia nacional de prevención del consumo de drogas y alcohol, coordinar su implementación, y dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de su ejecución;” (Unanimidad 8 x 0).

ooo
Letra c)

del Senado

Letra d)

de la Cámara de Diputados.





Pasan a ser letra e), sin enmiendas.
Letra e)

de la Cámara de Diputados





Rechazarla (Unanimidad 8 x 0).

Letra d)

del Senado

Letra f)

de la Cámara de Diputados





Pasan a ser letra f). Reemplazarla por la siguiente:





“f) Vincularse con organismos nacionales que se ocupen de temas propios de su competencia, y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común. Con el mismo propósito podrá también, previa autorización del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, relacionarse con organismos internacionales;”. (Unanimidad 9 x 0). 
Letra e)

del Senado

Letra g)

de la Cámara de Diputados





Pasan a ser letra g), sin enmiendas.

Letra f)

del Senado

Letra h)

de la Cámara de Diputados.





Pasan a ser letra c), según se ha consignado precedentemente. (Unanimidad 7 x 0).
Letra g)

del Senado

Letra i) 

de la Cámara de Diputados.





Pasan a ser letra h), sin enmiendas.

Letra h)

del Senado

Letra j)

de la Cámara de Diputados





Pasan ser letra i). Sustituir la expresión “beneficiarios” por “entidades beneficiadas” (Unanimidad 9 x 0).
Letra k)

de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser letra j). Reemplazarla por la siguiente:





“j) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención del consumo de drogas y alcohol, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y (Unanimidad 9 x 0).
Letra i)

del Senado

Letra l)

de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser letra k), sin enmiendas.

ooo





A continuación, intercalar el siguiente artículo 20, nuevo:





“Artículo 20.- El patrimonio del Servicio estará formado por: 





a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales; (Unanimidad 8 x 0).





 b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título; (Unanimidad 8 x 0). 





c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título; (Unanimidad 7 x 0).




d) Las herencias, legados y donaciones que acepte, las que quedarán exentas del trámite de insinuación y del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271, y demás disposiciones que resulten aplicables, y (Unanimidad 7 x 0).





 e) Los bienes que, en virtud de las disposiciones transitorias de esta ley, se le traspasen desde el Ministerio del Interior. (Unanimidad 7 x 0).

Artículo 20

del Senado y de la Cámara de Diputados





Pasa a ser artículo 21 con las siguientes enmiendas:

Número 1)





- Sustituir en el inciso primero del artículo 1º propuesto la frase “7º Economía, Fomento y Reconstrucción;” por “7º Economía, Fomento y Turismo;”(Unanimidad 9 x 0).





- Reemplazar al final del número 17° la conjunción “, y” por un punto coma (;),





- Agregar los siguientes números, nuevos:





“19º Energía, y

 20º Medio Ambiente.”.”.(Unanimidad 9 x 0).
Número 2)

Sustituirlo por el siguiente:





“2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 3°:





a) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “Ministerio del Interior” por “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, y en el párrafo segundo de la primera letra a), la expresión “Ministro del Interior” por “Ministro del Interior y Seguridad Pública”.





b) Sustitúyese la letra f) por la siguiente:





“f) La aplicación de las normas sobre extranjeros en Chile.” 




c) Suprímense los literales g), h), i), j), k) y l).”. (Unanimidad 9 x 0).
Artículo 21

del Senado y de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser artículo 22, en los términos en que lo aprobó el Senado. (Unanimidad 9 x 0). 

Artículo 22

del Senado y de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser artículo 23, sin enmiendas.

Artículo 23

del Senado y de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser artículo 24, en los términos que lo aprobó el Senado (Unanimidad 9 x 0).

Artículo 24

del Senado y de la Cámara de Diputados.

Pasa a ser artículo 25, sin enmiendas





A continuación, intercalar el siguiente artículo 26, nuevo:





“Artículo 26.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3° de la ley Nº 19.303, la frase “Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Ministerios del Interior y Seguridad Pública, y de Economía, Fomento y Turismo”.”. (Unanimidad 8 x 0).
Artículo 25

del Senado y de la Cámara de Diputados





Pasa a ser artículo 27 en los términos aprobados por el Senado (Unanimidad 9 x 0)

Artículo 26

de la Cámara de Diputados





Pasa a ser artículo 28. Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas:

1) Modifícase el artículo 40 de la siguiente manera:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

b) Sustitúyese en su inciso final, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

2) Modifícase el artículo 46 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en su inciso segundo, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

b) Sustitúyese en su inciso cuarto, la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

3) Sustitúyese en el literal b) del inciso primero del artículo 50, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol”. (Unanimidad 10 x 0).
4) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 55 la expresión " el Ministerio” por “la Subsecretaría”. 

5) Sustitúyese en el inciso final del artículo 56 las expresiones "al Ministerio", y “El Ministerio” por “a la Subsecretaría” y “La Subsecretaría”, respectivamente. 

6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 57, la expresión "el Ministerio” por “la Subsecretaría”.” (Unanimidad 9 x 0).

Artículo 26

del Senado

Artículo 27

de la Cámara de Diputados.





Pasan a ser artículo 29. Sustituirlo por el siguiente:




“Artículo 29.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones se suprimirán a la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal que se fijen y los encasillamientos y traspasos del personal que se dispongan en conformidad con lo establecido en las normas transitorias de esta ley. (Unanimidad 9 x 0).





Con todo, las funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito serán ejercidas por la Subsecretaría del Interior, mientras la primera no inicie sus actividades.



Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, a partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Prevención del Delito, para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Prevención del Delito, grado C, se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio del Interior, Capítulo 01, Programa 05.”.”.(Unanimidad 9 x 0). 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

del Senado y de la Cámara de Diputados.

Reemplazarlo por el siguiente:




“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los que también deberán ser suscritos por los Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional,  cuando corresponda, las normas necesarias  para regular las siguientes materias: (Unanimidad. 8 x 0).




1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y determinar la fecha en que, una vez fijadas, iniciarán sus actividades;



El encasillamiento en las plantas de personal de las instituciones antes señaladas incluirá sólo a personal titular proveniente de la Secretaría y Administración   General del Ministerio del Interior contenida en el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, que  corresponderá, en adelante, a la Subsecretaría del Interior.



2. Ordenar el traspaso de personal titular de planta y a contrata que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones y del Ministerio del Interior a la Subsecretaría del  Interior, a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, en su caso, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad. De igual modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que   sirven se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a  diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el  funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de esa institución disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la    República", por intermedio del Ministerio de Hacienda;



3. Modificar la planta de personal de la Subsecretaría del Interior, en atención a los traspasos de personal que se efectúen de conformidad al numeral anterior, al nuevo personal que ingrese a esta Subsecretaría, a las funciones que conserva y a las nuevas que adquiere en virtud de esta ley.



El encasillamiento en esta planta sólo incluirá personal titular proveniente de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones;



4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la  calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.



5. Establecer las dotaciones máximas de personal para las entidades señaladas en el número 1) de este artículo;



6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:



a) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria y remuneratoria que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga, para los efectos previstos en la letra f) de este numeral. 



b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla  suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se  otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.



d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. Con  todo, no se aplicará la norma establecida en la letra a) del artículo 46, del decreto supremo N° 412, de 1992, de la  Subsecretaría de Carabineros.



e) Los cargos que se provean en el nuevo Servicio que se crea en el artículo 18 de esta ley serán ocupados, preferentemente, por los funcionarios que desempeñen funciones de similar naturaleza al momento del encasillamiento.



f) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último conforme a los procedimientos que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.



7. Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1).



8. Traspasar a la Subsecretaría del Interior los recursos de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y



9. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Ministerio de Defensa a la Subsecretaría del Interior, y de ésta a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.”.(Unanimidad 9 x 0).

Artículo tercero

del Senado y de la Cámara de Diputados





Consignarlo en los términos en que lo aprobó el Senado (Unanimidad 8 x 0)
Artículo cuarto

de la Cámara de Diputados.





Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo cuarto.- En la primera provisión de los cargos de carrera que deba realizarse en la Subsecretaría de Prevención del Delito y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la norma establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.”. (Mayoría de votos 7 x 2 abstenciones). 

Artículo cuarto

del Senado

Artículo quinto

de la Cámara de Diputados





Pasa a ser artículo quinto, sin enmiendas.

Artículo quinto

del Senado

Artículo sexto

de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser artículo sexto, sin modificaciones

Artículo sexto

del Senado

Artículo séptimo

de la Cámara de Diputados.





Pasa a ser artículo séptimo, en los términos en que lo aprobó el Senado. (Unanimidad 6 x 0).
OOOO

En consecuencia, de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública

Artículo 1º.- Créase el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el cual será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en asuntos relativos al orden público y la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentrará la decisión política en estas materias, y coordinará, evaluará y controlará la ejecución de planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y Servicios Públicos en materia de prevención y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su reinserción social, en la forma que establezca la ley y dentro del marco de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.

Asimismo, le corresponderá la gestión de los asuntos y procesos administrativos que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública requieran para el cumplimiento de sus funciones y que sean de su competencia.

Además de las funciones que esta ley le señale, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el sucesor legal, sin solución de continuidad, del Ministerio del Interior, y tendrá todas las atribuciones que las leyes le confieren.

Artículo 2°.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 101 de la Constitución Política de la República, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será el Ministerio encargado de la seguridad pública.

Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública dependerán de este Ministerio y se regirán por sus respectivas leyes orgánicas.

Artículo 3°.- Además de las facultades ya existentes para el Ministerio del Interior en otras materias, corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública:

a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente, tanto a nivel nacional, regional y comunal, en su caso. La formulación de dicha política tendrá en consideración la evidencia surgida de estudios que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;

b) Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional;

c) Encomendar y coordinar las acciones y programas que los demás Ministerios y los Servicios Públicos desarrollen en relación con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, evaluarlas y controlarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de las políticas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley, sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden;

d) Mantener y desarrollar un sistema actualizado de procesamiento de datos, documentos y otros antecedentes que no permitan la singularización de personas determinadas, con el fin de evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio, para cuyo efecto podrá requerir la información y documentación pertinente a los órganos e instituciones del Estado vinculados con la seguridad pública interior. También podrá elaborar estadísticas relacionadas con la seguridad pública interior y difundirlas. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictivo, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;

e) Autorizar, regular, supervisar, controlar y ejercer las demás atribuciones, en la forma que señale la ley, en materia de seguridad privada;

f) Encargar la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con el orden público, la prevención y el control del delito, la rehabilitación y reinserción social de los delincuentes y la victimización.

g) Promover, coordinar y fomentar medidas de prevención y control de la delincuencia, la violencia y la reincidencia delictual;

h) Definir y evaluar las medidas orientadas al control de los delitos y aquellas que permitan una adecuada respuesta policial a las infracciones de la ley penal;

i) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas, planes y programas de seguridad interior y orden público;

j) Evaluar el cumplimiento de las metas y objetivos de los planes y programas de seguridad pública a cargo de las instituciones policiales, y 

k) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 4°.- El Ministro del Interior y Seguridad Pública deberá efectuar la coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos que se hayan fijado en materia de seguridad pública interior, orden público, prevención, rehabilitación y reinserción social.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el diseño y la evaluación de los planes y programas que se ejecuten en dichos ámbitos, deberán ser autorizados por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de los avances en la implementación y los resultados parciales de los programas de seguridad pública.

Artículo 6º.- Existirá un Consejo Nacional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Ministro del Interior y Seguridad Pública e integrado por el Ministro de Justicia, el Subsecretario del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito, el Subsecretario de Justicia, un representante de la Corte Suprema designado por ésta, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros de Chile, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, el Director Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades.

Un Subsecretario designado al efecto por el Ministro del Interior y Seguridad Pública actuará como Secretario del Consejo.

Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.

El Consejo sesionará, como mínimo, una vez por semestre. Asimismo, a lo menos una vez al año, deberá oír a los representantes de la sociedad civil en la forma que determine el Consejo.

TÍTULO II

De las Subsecretarías

Artículo 7°.- En el ejercicio de sus atribuciones en materia de seguridad pública interior y orden público, el Ministro del Interior y Seguridad Pública contará con la colaboración inmediata de las Subsecretarías del Interior y de Prevención del Delito. Asimismo, contará con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para el cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y demás que le confiere a la misma la legislación vigente, así como también, las tareas que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 

Los jefes superiores de estas Subsecretarías serán los Subsecretarios del Interior, de Prevención del Delito y de Desarrollo Regional y Administrativo, respectivamente.

El Ministro será subrogado por el Subsecretario del Interior y, a falta de éste, sucesivamente por el de Desarrollo Regional y Administrativo y por el de Prevención del Delito, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.

Artículo 8°.- Las Subsecretarías del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo y de Prevención del Delito tendrán todas aquellas funciones y atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que las regulen.

Asimismo, podrán formular planes y programas en el ámbito de sus funciones, ejecutarlos y evaluarlos.

Párrafo 1°

De la Subsecretaría del Interior

Artículo 9°.- Corresponderá a la Subsecretaría del Interior ser el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relativas a la seguridad pública interior, mantención del orden público, la coordinación territorial del gobierno y las demás tareas que aquel le encomiende.

Artículo 10.- Sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue, el Subsecretario del Interior deberá, especialmente, ocuparse de los asuntos de naturaleza administrativa de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de los organismos del sector que corresponda; en especial, elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, comisiones de servicios nacionales a otros organismos del Estado y al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución de solicitudes, beneficios u otros asuntos que interesen al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública  en servicio activo, al personal en retiro y a los familiares de todos los anteriores.

La Subsecretaría del Interior deberá mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley Nº 20.000.

Artículo 11.- La Subsecretaría del Interior será la sucesora, para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales, de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que éstas fueren titulares y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de su supresión. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos u otras normas a tales Subsecretarías se entenderá efectuada, a partir de esa fecha, a la Subsecretaría del Interior.

Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Prevención del Delito

Artículo 12.- Créase en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública una Subsecretaría de Prevención del Delito, que será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia, a rehabilitar y a reinsertar socialmente a los infractores de ley, sin perjuicio del ejercicio de las atribuciones que el Ministro le delegue, así como del cumplimiento de las tareas que aquél le encargue.

Artículo 13.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción de infractores de ley.

Asimismo, coordinará los planes y programas que los demás Ministerios y Servicios Públicos desarrollen en este ámbito. Para tal efecto, articulará las acciones que éstos ejecuten, así como las prestaciones y servicios que otorguen, de manera de propender a su debida coherencia y a la eficiencia en el uso de los recursos.

Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención del Delito:

a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo de este artículo, pudiendo encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;

b) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley;

c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención, rehabilitación y reinserción social de infractores de ley;

d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención del delito, la rehabilitación y la reinserción, y

e) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas y programas en materias de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias, siempre que se trate de infractores de ley.

TÍTULO III

De la Ejecución Territorial de la Política de Seguridad Pública

Artículo 14.- La ejecución de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las realidades respectivas en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los Intendentes. 

Para ejecutar esta labor, los Intendentes podrán, especialmente:

a) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluidas las municipalidades, que tengan relación directa con los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior;

b) Evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción;

c) Disponer la realización de estudios y encuestas que tengan relación directa con la ejecución de los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior, y

d) Implementar medidas de prevención de la delincuencia y aquellas orientadas a disminuir la violencia y la reincidencia delictual.

Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública Interior dé cuenta de la realidad local. 

Para estos efectos, los Intendentes establecerán instancias que permitan recibir las propuestas de las gobernaciones y de los municipios para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.

Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, de manera coherente con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior.

Artículo 16.- En cada región del país existirá un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, presidido por el Intendente e integrado por los Gobernadores Provinciales, los alcaldes de los municipios de la región, el Secretario Regional Ministerial de Justicia, un representante de la Corte de Apelaciones respectiva designado por ésta, el Fiscal Regional del Ministerio Público, el Defensor Regional de la Defensoría Penal Pública, el Jefe de Zona de Carabineros de Chile, el Director Regional de Gendarmería de Chile, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores, y el Director Regional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.

Este Consejo tendrá carácter consultivo y asesorará al Intendente en la implementación y coordinación de la Política Nacional de Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local. 

Dicho Consejo se reunirá a lo menos una vez por semestre.

El Consejo contará con un Secretario Ejecutivo designado por el Intendente, a quien le corresponderá coordinar las acciones del Consejo en la aplicación de la Política de Seguridad Pública Interior. El Secretario Ejecutivo levantará acta de las sesiones del Consejo y enviará copia de las mismas al Subsecretario de Prevención del Delito.

TÍTULO IV

Del Personal

Artículo 17.- El personal de planta y a contrata del Ministerio del Interior y Seguridad Pública estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria, y al decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.

El personal de la Subsecretaría del Interior estará conformado por los funcionarios que integran su planta de personal establecida por el decreto con fuerza de ley N° 1- 18.834, del Ministerio del Interior, de 1990; por los funcionarios de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones que pasen a integrarla conforme a las reglas establecidas en esta ley; por los funcionarios a contrata asimilados a dicha planta, y por el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública destinado a prestar servicios a requerimiento del Ministro del Interior y Seguridad Pública o del Subsecretario del Interior.

El personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública destinado a prestar servicios en la Subsecretaría del Interior percibirá, exclusivamente, las remuneraciones que les correspondan como miembros de las respectivas instituciones.

TÍTULO V

Del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol

Artículo 18.- Créase el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

El Servicio estará sujeto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882.

Su personal de planta y a contrata estará afecto a la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones contemplado en el decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria, y al decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.

Artículo 19.- El Servicio tendrá por objeto la ejecución de las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas y, en especial, en la elaboración de una estrategia nacional de drogas y alcohol.

En cumplimiento de dicho objeto corresponderá al Servicio:

a) Ejecutar las políticas y programas propias de su objeto;
b) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública, y con el Subsecretario de Prevención del Delito, en el ámbito de sus atribuciones, en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuando estas conductas constituyan un factor de riesgo para la comisión de delitos;

c) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades de Ministerios o Servicios Públicos destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso;

d) Elaborar una estrategia nacional de prevención del consumo de drogas y alcohol, coordinar su implementación, y dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de su ejecución;

e) Administrar el fondo establecido por el artículo 46 de la ley Nº 20.000;

f) Vincularse con organismos nacionales que se ocupen de temas propios de su competencia, y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común. Con el mismo propósito podrá también, previa autorización del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, relacionarse con organismos internacionales;

g) Elaborar, aprobar y desarrollar programas de capacitación y difusión, orientados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, y estimular la participación ciudadana en estas materias;

h) Certificar, de acuerdo a criterios técnicos, los proyectos cuyo financiamiento provenga de donaciones destinadas a los objetivos señalados en la letra anterior;

i) Mantener una base de datos actualizada y pública que contenga información sobre los objetivos, metas comprometidas, entidades beneficiadas, presupuestos y acciones realizadas durante la ejecución y evaluación de los planes y programas del Servicio, y recopilar, sistematizar y analizar los antecedentes relevantes sobre el fenómeno de las drogas y el alcohol;

j) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención del consumo de drogas y alcohol, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y

k) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 20.- El patrimonio del Servicio estará formado por: 

a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título;

d) Las herencias, legados y donaciones que acepte, las que quedarán exentas del trámite de insinuación y del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271, y demás disposiciones que resulten aplicables, y

e) Los bienes que, en virtud de las disposiciones transitorias de esta ley, se le traspasen desde el Ministerio del Interior.

TÍTULO VI

Otras Normas

Artículo 21.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, de 1927, Ley Orgánica de Ministerios:

1) Reemplázase el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:

Artículo 1°. El Presidente de la República ejercerá el gobierno y administración del Estado por intermedio de los siguientes Ministerios:

1° Interior y Seguridad Pública;

2° Relaciones Exteriores;

3° Defensa Nacional;

4° Hacienda;

5° Secretaría General de la Presidencia de la República; 6° Secretaría General de Gobierno;

7° Economía, Fomento y Turismo;

8° Planificación;

9° Educación;

10° Justicia;

11° Trabajo y Previsión Social;

12° Obras Públicas;

13° Salud;

14° Vivienda y Urbanismo;

15° Agricultura;

16° Minería;

17° Transportes y Telecomunicaciones;

18° Bienes Nacionales;

19º Energía, y

20º Medio Ambiente.”.
2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 3°:

a) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “Ministerio del Interior” por “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, y en el párrafo segundo de la primera letra a), la expresión “Ministro del Interior” por “Ministro del Interior y Seguridad Pública”.

b) Sustitúyese la letra f) por la siguiente:

“f) La aplicación de las normas sobre extranjeros en Chile.” 

c) Suprímense los literales g), h), i), j), k) y l).”.

Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros:

1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:

a) Elimínase la oración final de su inciso primero.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“Dependerá directamente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y se vinculará administrativamente con éste a través de la Subsecretaría del Interior.”.

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3°.- Carabineros de Chile podrá establecer los servicios policiales que estime necesarios para el cumplimiento de sus finalidades específicas, de acuerdo con la Constitución Política y la ley.”.

3) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 21, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

5) Reemplázase, en el artículo 28, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

6) Sustitúyese, en el artículo 32, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

7) Reemplázase, en las letras a), b), d), k) y l) del artículo 52, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

8) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 78, por el siguiente:

“La Dirección de Previsión de Carabineros de Chile es un organismo funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por intermedio de la Subsecretaría del Interior, y otorgará los beneficios que señale su respectiva ley orgánica.”.

9) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 86, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

10) Sustitúyese, en el artículo 87, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”, y

11) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 89, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública”.

Artículo 23.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:

1) Reemplázase el inciso primero de su artículo 1°, por el siguiente:

“Artículo 1°.- La Policía de Investigaciones de Chile es una Institución Policial de carácter profesional, técnico y científico, integrante de las Fuerzas de Orden, dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, cuyo personal estará sometido a un régimen jerárquico y disciplinario estricto. Se vinculará administrativamente con el referido Ministerio a través de la Subsecretaría del Interior.”.

2) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 6°, por el siguiente:

“Artículo 6°.- La Policía de Investigaciones de Chile podrá establecer servicios policiales urbanos, rurales, fronterizos y cualquier otro que diga relación con sus funciones específicas, de acuerdo con la Constitución Política y la ley.”.

Artículo 24.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile:

1) Reemplázase, en el inciso primero de su artículo 1°, la expresión “de Defensa Nacional y vinculado a él a través de la Subsecretaría de Carabineros” por “del Interior y Seguridad Pública y vinculado a él a través de la Subsecretaría del Interior”.

2) Sustitúyese, en el inciso primero de su artículo 4°, la expresión “de Defensa Nacional”, por “del Interior y Seguridad Pública”.

3) Reemplázase, en el artículo 25, la expresión “de Carabineros” por “del Interior”.

Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.607, de 1981, que establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados:

1) Reemplázase, en el artículo 2°, la expresión “las firmas de los Ministros del Interior y de Defensa Nacional” por “la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública”, y

2) Reemplázase, en el artículo 9°, la expresión “de Defensa Nacional” por “del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría del Interior,”.

Artículo 26.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3° de la ley Nº 19.303, la frase “Ministerios del Interior y de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Ministerios del Interior y Seguridad Pública, y de Economía, Fomento y Turismo”.

Artículo 27.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 22, del Ministerio de Hacienda, de 1959, ley orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República:

1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma: 

a) Intercálase, en su inciso primero, entre la palabra “Interior” y el punto aparte (.) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”, y

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

"Su Jefe Superior será el Subsecretario del Interior.”.

2) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 16, entre la palabra “Interior” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

3) Derógase su artículo 24.

4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 25, entre la palabra “Interior” y la letra “o” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

5) Modifícase el artículo 26, de la siguiente forma:

a) Intercálase, en el párrafo segundo de la letra b) de su inciso tercero, entre la palabra “Interior” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”, y

b) Intercálase, en el párrafo segundo de la letra f) de su inciso tercero, entre la palabra “Interior” y la letra “y” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

6) Sustitúyese, en su artículo 27, la palabra “Interior”, las dos veces que aparece, por la expresión “Interior y Seguridad Pública”, respectivamente.

7) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 35, entre la palabra “Interior” y el punto a parte (.) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

8) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 45, entre la palabra “Interior” y la letra “o” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

9) Intercálase, en el artículo 68, entre la palabra “Interior” y la letra “y” que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

10) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 80, entre la palabra “Interior” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”, y

11) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 85, entre la palabra “Interior” y el punto aparte (.) que le sigue, la expresión “y Seguridad Pública”.

Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas:

1) Modifícase el artículo 40 de la siguiente manera:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

b) Sustitúyese en su inciso final, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

2) Modifícase el artículo 46 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en su inciso segundo, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

b) Sustitúyese en su inciso cuarto, la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol".

3) Sustitúyese en el literal b) del inciso primero del artículo 50, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol”.

4) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 55 la expresión " el Ministerio” por “la Subsecretaría”. 

5) Sustitúyese en el inciso final del artículo 56 las expresiones "al Ministerio", y “El Ministerio” por “a la Subsecretaría” y “La Subsecretaría”, respectivamente. 

6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 57, la expresión "el Ministerio” por “la Subsecretaría”. 

Artículo 29.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones se suprimirán a la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal que se fijen y los encasillamientos y traspasos del personal que se dispongan en conformidad con lo establecido en las normas transitorias de esta ley. 

Con todo, las funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito serán ejercidas por la Subsecretaría del Interior, mientras la primera no inicie sus actividades.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, a partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Prevención del Delito, para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Prevención del Delito, grado C, se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio del Interior, Capítulo 01, Programa 05.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los que también deberán ser suscritos por los Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional,  cuando corresponda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y determinar la fecha en que, una vez fijadas, iniciarán sus actividades.
El encasillamiento en las plantas de personal de las instituciones antes señaladas incluirá sólo a personal titular proveniente de la Secretaría y Administración   General del Ministerio del Interior contenida en el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, que  corresponderá, en adelante, a la Subsecretaría del Interior.

2. Ordenar el traspaso de personal titular de planta y a contrata que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones y del Ministerio del Interior a la Subsecretaría del  Interior, a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, en su caso, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad. De igual modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que   sirven se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a  diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el    funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de esa institución disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Hacienda;

3. Modificar la planta de personal de la Subsecretaría del Interior, en atención a los traspasos de personal que se efectúen de conformidad al numeral anterior, al nuevo personal que ingrese a esta Subsecretaría, a las funciones que conserva y a las nuevas que adquiere en virtud de esta ley.

El encasillamiento en esta planta sólo incluirá personal titular proveniente de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones;

4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.

5. Establecer las dotaciones máximas de personal para las entidades señaladas en el número 1) de este artículo;

6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal siguiente, el Presidente de la  República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria y remuneratoria que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga, para los efectos previstos en la letra f) de este numeral. 

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla  suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se  otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. Con  todo, no se aplicará la norma establecida en la letra a) del artículo 46, del decreto   supremo N° 412, de 1992, de la  Subsecretaría de Carabineros.

e) Los cargos que se provean en el nuevo Servicio que se crea en el artículo 18 de esta ley serán ocupados, preferentemente, por los funcionarios que desempeñen funciones de similar naturaleza al momento del encasillamiento.

f) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último conforme a los procedimientos que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.

7. Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1).

8. Traspasar a la Subsecretaría del Interior los recursos de las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, y

9. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Ministerio de Defensa a la Subsecretaría del Interior, y de ésta a la Subsecretaría de Prevención del Delito y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.”.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas del Ministerio del Interior, sus Subsecretarías y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a objeto de adecuarlas al traspaso de funciones que en virtud de la presente ley se efectúa al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Asimismo, reestructurará las plantas de personal de las referidas instituciones, ajustándolas a las funciones que conserva el Ministerio, sus Subsecretarías o los servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, debiendo en todos ellos suprimir los empleos asociados a las funciones traspasadas.

Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente”, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Prevención del Delito y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y readecuará el presupuesto de la Subsecretaría del Interior, transfiriendo a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo cuarto.- En la primera provisión de los cargos de carrera que deba realizarse en la Subsecretaría de Prevención del Delito y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la norma establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo quinto.- El mayor gasto que pueda derivar de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique en virtud de los artículos primero y segundo transitorios, no podrá exceder, considerando su efecto año completo, de la cantidad de $1.412.542 miles. 

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24- 03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.

Artículo séptimo.- Los derechos y obligaciones contraídos por el Ministerio del Interior en virtud de la ejecución de los Programas Presupuestarios 05.01.04 y 05.01.05 de la Ley de Presupuestos del año respectivo, quedarán radicados en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y la Subsecretaría de Prevención del Delito, respectivamente.

.-.-.-.-

Acordado en sesiones celebradas los días 15 de diciembre de 2009; 27 de julio; 4, 16 y 30 de agosto; 27 de septiembre; 4 de Octubre, y 8 y 29 de noviembre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández, Pedro Muñoz Aburto y Patricio Walker Prieto (José Antonio Gómez Urrutia), y los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señores Jorge Burgos Varela (Gabriel Ascencio Mansilla), Felipe Harboe Bascuñan, Cristián Monckeberg Bruner (Mario Bertolino Rendic), Carlos Montes Cisternas y Celso Morales Muñoz (María Angélica Cristi Marfil, Romilio Gutiérrez Pino).


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2010.

(Fdo.): RODRIGO PINEDA GARFIAS,

Secretario de la Comisión Mixta
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL PROCEDIMIENTO APLICABLE PARA LA PROTECCIÓN DEL INTERÉS COLECTIVO O DIFUSO DE LOS CONSUMIDORES 

(7256-03)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Evelyn Matthei Fornet y Lily Pérez San Martin, y señores Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero y José García Ruminot.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 6 de octubre de 2010, pasando a la Comisión de Economía.  
- - - - - - -

A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistieron las siguientes personas:

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Director, señor Juan Antonio Peribonio Poduje y la Abogada Jefa de la División Jurídica, señora Ximena Castillo Faura. 

Del Ministerio de Economía: el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada Ríos. 

De la Secretaría General de la Presidencia: la Asesora, señora Gigliola Cella Garrido. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista señor James Wilkins Binder. 

- - - - - - -


Cabe dejar constancia que por oficio 
Nº 811/SEC/10, de fecha 6 de octubre de 2010, de conformidad a los artículos 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se remitió a la Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


La Corte, por oficio N° 169 de 16 de noviembre de 2010, informó favorablemente el proyecto de ley y sólo precisó que, en su opinión, resulta preferible consagrar el recurso de apelación en el sólo efecto devolutivo en ambas hipótesis, esto es, tanto en caso de que se declare la admisibilidad como la inadmisibilidad de la acción deducida.

- - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El numeral 1 del artículo único establece una nueva atribución para los jueces que conocen de los procedimientos por acciones colectivas. Este numeral tiene el carácter de orgánico constitucional, atendido lo prescrito en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, del mismo cuerpo normativo.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Agilizar el procedimiento por acciones colectivas y difusas, simplificando el trámite de la admisibilidad de la demanda, y fortalecer la conciliación, haciéndola obligatoria.
- - - - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 18.959, que creó el Servicio Nacional del Consumidor.

- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

- Ley N° 19.955, que incorporó a la anterior la defensa de intereses colectivos y difusos.

- Leyes N° 19.659 y N° 19.761, sobre cobranzas ilegales.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción afirma que la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, tiene disposiciones que es necesario modificar a la brevedad. Esta ley regula los procedimientos para la defensa de los intereses individuales, colectivos y difusos de los consumidores.


En el artículo 50, incisos tercero, cuarto y quinto de la citada ley, se define qué se entiende por cada una de estas acciones. Son de interés individual las acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado; son de interés colectivo las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual, y son de interés difuso las que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.


En cuanto al juez competente para conocer de ellas, si se trata de aquellas destinadas a defender el interés individual, es el juzgado de policía local, es decir un consumidor en forma particular puede iniciar una acción destinada a obtener las indemnizaciones o reparaciones que procedan, pudiendo comparecer sin el patrocinio de un abogado habilitado para el ejercicio de la profesión. Sin embargo, tratándose del interés colectivo o difuso de los consumidores, la ley N° 19.496 establece normas especiales, contenidas en el párrafo 2°, Título IV "Del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores", consagrando la competencia de los tribunales ordinarios de justicia respecto de estas acciones, y establece que 50 o más consumidores que se encuentren en una misma situación, o una asociación de consumidores, o directamente el SERNAC, pueden presentar una demanda cuando se ve afectado el interés colectivo o difuso.

El proyecto tiene como objetivos:


1. Modificación de las exigencias de admisibilidad de la demanda establecidas en el artículo 52 de la ley sobre protección de los derechos del consumidor.


Este procedimiento especial, tratándose de acciones colectivas, se inicia con la interposición de la demanda, cuya admisibilidad debe ser examinada por el tribunal. Ahora bien, las causales de admisibilidad y el procedimiento para resolver las controversias sobre ellas se han transformado, en los hechos, en uno de los principales obstáculos para una eficaz y correcta tramitación de estos juicios. Los retrasos que se han producido corresponden principalmente a esta etapa de admisibilidad de la demanda colectiva, ya que en la práctica esta fase se ha convertido en una oportunidad de litigación y controversia prolongada sobre el fondo del asunto, contemplándose una etapa probatoria y la procedencia de recursos ordinarios y extraordinarios, que en definitiva han dilatado en forma significativa la tramitación misma de la demanda colectiva.

El artículo 52 de la ya citada ley de protección de los derechos de los consumidores dispone:


“Corresponderá al propio tribunal declarar la admisibilidad de la acción deducida para cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, verificando para ello la concurrencia de los siguientes elementos:


a) Que la acción ha sido deducida por uno de los legitimados activos individualizados en el artículo 51.


b) Que la conducta que se persigue afecta el interés colectivo o difuso de los consumidores en los términos señalados en el artículo 50.


c) Que la acción deducida precisa las cuestiones de hecho que afectan el interés colectivo o difuso de los consumidores y los derechos afectados.


d) Que el número potencial de afectados justifica, en términos de costos y beneficios, la necesidad procesal o económica de someter su tramitación al procedimiento especial del presente Párrafo para que sus derechos sean efectivamente cautelados. Cualquiera sea el número de afectados, se entenderá que esta circunstancia no concurre si se dan todas y cada una de las siguientes condiciones respecto del caso: el proceso de fabricación, por su naturaleza, contempla un porcentaje de fallas dentro de los estándares de la industria; el proveedor pruebe mantener procedimientos de calidad en la atención de reclamos, reparación y devolución de dinero en caso de productos defectuosos, sin costo para el consumidor, y las fallas o defectos no representan riesgo para la salud.


El demandado dispondrá de un plazo de diez días para exponer lo que estime procedente en relación con los requisitos de admisibilidad de la acción. Si el juez estima que existen hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá a prueba la admisibilidad. La prueba se regirá por las reglas de los incidentes. El juez se pronunciará sobre la admisibilidad de la acción dentro de los cinco días siguientes a aquél en que se efectúe la presentación del demandado o dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo para efectuar dicha presentación y ésta no se hubiere efectuado, o dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del término probatorio, en su caso.


La resolución que se pronuncie sobre la admisibilidad de la acción será apelable en ambos efectos.


Una vez que se encuentre ejecutoriada la resolución que declara admisible la acción, se certificará esta circunstancia en el expediente. Si es declarada inadmisible, la acción respectiva sólo podrá deducirse individualmente ante el juzgado competente, de conformidad a lo señalado en la letra c) del artículo 2° bis.


No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, si aparecen nuevas circunstancias que justifiquen la revisión de la inadmisibilidad declarada, cualquier legitimado activo podrá iniciar ante el mismo tribunal una nueva acción.”

Los autores de la Moción explican que la etapa de admisibilidad de la demanda colectiva corresponde a una fase previa a la discusión sobre el fondo de la demanda, en la que el tribunal debe pronunciarse sobre aspectos que en principio debieran ser requisitos formales de rápida constatación. Sin embargo, la exigencia establecida en la letra d) del artículo 52, que se refiere a la necesidad procesal o económica que habilitaría para la interposición de la demanda, nada tiene que ver con el objetivo que la ley persigue, en cuanto a proteger los derechos del consumidor y, en todo caso, es una cuestión de fondo que no corresponde debatir en esta etapa del juicio. Por la razón expuesta, se propone eliminar la referida letra d), que se ha utilizado para promover un verdadero juicio dentro del juicio, al punto que la gran mayoría de las demandas interpuestas por consumidores en virtud de esta ley se han demorado años en resolver esta cuestión de admisibilidad, sin entrar a la cuestión de fondo.


Respecto de la duración de este trámite previo de admisibilidad de una demanda de interés colectivo o difuso, y su repercusión en la duración del juicio, se concluye:


a) De los 22 juicios iniciados por el SERNAC desde el año 2005 a la fecha, sólo 8 han terminado, 7 de los cuales concluyeron por avenimiento entre las partes, mientras que el otro se archivó por no haberse encontrado al proveedor. Los 14 juicios restantes aún se encuentran en tramitación. Ningún juicio colectivo iniciado por el SERNAC ha terminado con una sentencia definitiva, lo que lleva a sostener que los juicios más antiguos, vigentes desde el año 2006, llevan un promedio de tramitación de 46 meses contados desde la presentación de la demanda sin que exista un pronunciamiento del tribunal. 

b) En cuanto al tiempo que demora un tribunal en pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda se indica:


i. En los juicios colectivos iniciados por el SERNAC en el año 2006 este término fue aproximadamente de 7 meses.


ii. En los juicios colectivos iniciados por el mismo demandante en el año 2007, en promedio la demora en pronunciarse acerca de la admisibilidad fue de 26 meses.


iii. En similar situación se encuentra el juicio colectivo iniciado por el SERNAC el año 2008, en el cual, desde la presentación de la demanda han transcurrido 28 meses, sin que a la fecha haya concluido la etapa de admisibilidad.


iv. En la gran mayoría de los juicios colectivos iniciados por el SERNAC el año 2009 han transcurrido 14 meses desde la interposición de la demanda, sin que haya un pronunciamiento definitivo respecto de la admisibilidad.

Teniendo presente que en las relaciones de consumo, particularmente en los procedimientos colectivos en que están involucrados un gran número de consumidores afectados en la misma forma en sus derechos, la demora en la tramitación del juicio, comenzando por la tardanza en la declaración de admisibilidad de la demanda, implica mantener o aumentar los perjuicios sufridos por ellos. Se requiere tutelar los derechos de los consumidores, que son la parte económicamente vulnerable y más débil en las relaciones de consumo. Para lograr este objetivo y permitir que el juicio, en la fase de admisibilidad de la demanda, tenga una correcta, pronta y eficaz tramitación, los autores de la Moción proponen modificar el artículo 52 de la ley, suprimiendo las letras b) y d) del inciso primero y los incisos segundo al quinto. En consecuencia, el juez únicamente hará un análisis formal de la admisibilidad o inadmisibilidad de la demanda, dando una rápida tramitación al procedimiento, y su resolución sólo será apelable si declara la inadmisiblidad de la acción.

2. Fortalecer la Conciliación.


La Moción señala que deben potenciarse mecanismos que incentiven la búsqueda de soluciones eficientes y prácticas entre los proveedores y los consumidores, y para ello es necesario consagrar el llamado obligado a conciliación una vez que se notifica la resolución que declara admisible la demanda, a objeto de que el juez de la causa inste a las partes a llegar a un acuerdo y de esta forma poner término inmediato al asunto controvertido, estableciéndose que el acta en la que conste este acuerdo tendrá el valor de sentencia ejecutoriada.

Los cambios legales propuestos buscan modificar una realidad que afecta gravemente a los consumidores que han sido vulnerados en los derechos consagrados en la ley respectiva. En efecto, en la gran mayoría de los casos en que se han iniciado acciones colectivas reguladas por este procedimiento, se ha constatado un atraso y dilación en la tramitación de los respectivos juicios, lo que frustra los propósitos buscados al incorporarlos en la ley, dado que el grupo de consumidores afectados debe esperar un largo tiempo para que el tribunal tome su decisión. Tratándose de relaciones de consumo, se requiere contar con soluciones eficientes y rápidas, de manera de asegurar que el procedimiento judicial provea una tutela efectiva a los derechos afectados.

 - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión inició la discusión general del proyecto escuchando las observaciones del Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Juan Antonio Peribonio. 

El señor Peribonio señaló que el proyecto persigue dar agilidad al procedimiento colectivo, fundamentalmente en la etapa de admisibilidad, puesto que en los hechos ésta se ha convertido en una oportunidad de litigación y controversia del asunto de fondo planteado, más que en un trámite formal de verificación de los requisitos de admisibilidad, lo que se traduce en que los procesos colectivos demoran muchos años sólo en precluir esta etapa de admisibilidad. 


Desde que se incorporó la acción de clase, el SERNAC ha interpuesto 22 acciones colectivas, de las que 12 continúan vigentes; de éstas, sólo 6 han superado el trámite de admisibilidad. Las diez no vigentes terminaron principalmente por avenimiento. El tiempo promedio de duración de esta etapa va desde los 8 hasta los 23 meses. En Chile sólo se ha dictado una sentencia de primera instancia, recaída en una demanda interpuesta por una asociación de consumidores, existiendo recursos pendientes, por lo que no se encuentra ejecutoriada.


La Moción advierte que los requisitos del artículo 52 para la admisibilidad de la acción se han convertido en un juicio de fondo, particularmente en lo relativo a las letras b) y d), que contienen exigencias que ameritan una discusión larga, pues se trata de materias de lato conocimiento. Incluso la letra d) contempla la apertura de un término probatorio de la admisibilidad, y la sentencia que se dicte es apelable en ambos efectos. Esas son las razones de la extensa duración del trámite, lo que desvirtúa el objetivo de estas acciones colectivas, que es proporcionar a los consumidores, a las asociaciones de consumidores y al SERNAC como legitimados activos, una herramienta oportuna, rápida y eficaz para demandar judicialmente a un proveedor cuando son muchos los consumidores afectados por una determinada acción.


El proyecto propone suprimir los requisitos de las letras b) y d), para transformar el trámite de admisibilidad en un proceso de revisión de requisitos formales, sin entrar en asuntos de fondo. Esto se vería reforzado con la eliminación del término probatorio en esta etapa y haciendo inapelable la sentencia que declara admisible la acción, concediendo el recurso sólo contra aquella que la declara inadmisible. Lo anterior resulta razonable, por cuanto las partes podrán apelar posteriormente de la sentencia de fondo que se dicte, por lo que no se verían afectados derechos constitucionales. Se tiende a agilizar los procesos colectivos.


Se propone que la acción deducida esté sujeta a dos requisitos. Que la acción haya sido deducida por uno de los legitimados activos individualizados en el artículo 51 (SERNAC, una Asociación de Consumidores o 50 consumidores), y que la acción deducida precise las cuestiones de hecho que afectan el interés colectivo o difuso de los consumidores y los derechos afectados, lo que resulta obvio y es propio de toda demanda.


Por otra parte, el proyecto fortalece la conciliación, pues establece la obligación del juez de citar a ese trámite, una vez declarada la admisibilidad de la demanda, a fin que las partes puedan entrar en un debate directo, con el juez actuando como un amigable componedor y proponiendo bases de acuerdo a fin de poner término al juicio por esta vía.


El señor Peribonio expresó que el SERNAC ve favorablemente esta iniciativa, ya que tiende a mejorar el estándar de protección de los consumidores. Agregó que es un hecho público y notorio que la acción colectiva no ha tenido el éxito que se esperaba, desde su incorporación el año 2004, básicamente debido a lo que se ha señalado en cuanto a los requisitos de admisibilidad, que transforma el trámite en un verdadero antejuicio sobre el fondo.


En cuanto a la conciliación, le pareció bien su fortalecimiento en los términos del proyecto y recordó que actualmente el juez tiene la facultad, pero no la obligación, de llamar a las partes a ella.


El señor Director del SERNAC comentó luego la incorporación de los artículos 52 A) y 52 B). El primero se refiere a la conciliación, detallando algunos aspectos. El segundo introduce una modificación al procedimiento. Explicó que estas demandas se someten al procedimiento sumario y que el artículo 52 B) que se busca incorporar se aleja de lo prescrito por los artículos 681 y siguientes del Código de Procedimiento Civil (CPC), pues, declarada la admisibilidad, el demandado dispondrá de un plazo de diez días para contestar la demanda, contados desde la fecha de la certificación que dé cuenta del rechazo de la conciliación o de la inasistencia de alguna de las partes. Propuso, a fin de hacer coherente la norma con el procedimiento del juicio sumario, que se señale expresamente que en esta parte el procedimiento de la demanda colectiva no se va a regir por el artículo 683 del CPC sino por la norma que se propone en el proyecto. Además, sugirió incorporar un inciso conforme al cual, con el mérito de lo expuesto en la demanda, el juez resolverá recibir la causa a prueba o citar a las partes a oír sentencia. 


Mostró su preocupación respecto de la modificación del artículo 52, puesto que implica también la eliminación de los dos últimos incisos actualmente vigentes, conforme a los cuales la sentencia de inadmisibilidad de la acción colectiva no produce cosa juzgada, lo que en su opinión debiera mantenerse.


Precisó que los requisitos actuales son la causa de dilación de los juicios colectivos. Se podría pensar que al suprimir la letra d), que es la que mayores problemas ha ocasionado, se producirá una proliferación de juicios colectivos, en definitiva un abuso en el ejercicio de esta acción. Al respecto, recordó que el artículo 50, letra e) de la ley, contempla la declaración de acción temeraria, con sanciones para los responsables e impone multas bastante altas para las partes y sanciones disciplinarias para el abogado patrocinante.


El Honorable Senador señor Novoa recordó que el año 2004, al modificarse la ley incorporando este procedimiento colectivo, existió el temor de que se generara una “industria de demandas colectivas” por lo que se adoptaron medidas tendientes a precaver ese efecto, como el examen de admisibilidad. Ahora bien, si los hechos han demostrado que más bien con ello se entraba el procedimiento, corresponde modificarlo.


En relación a los dos últimos incisos del artículo 52, concordó con la conveniencia de mantener el penúltimo, aún cuando en su opinión es meramente declarativo, pues, aunque la ley no lo diga, nada obsta a que los consumidores interpongan la acción individual correspondiente; se debe evitar que la supresión del inciso dé lugar a interpretaciones erróneas. Respecto del inciso final, que establece la posibilidad de revisar la  inadmisibilidad declarada si aparecen nuevas circunstancias que lo justifiquen, estimó que es una norma demasiado amplia, que daría lugar a que la admisibilidad tuviera que entrar más al fondo del asunto.


El Honorable Senador señor Tuma mostró su acuerdo con el proyecto, pues se perfecciona la protección de los derechos de los consumidores. Afirmó que la experiencia ha demostrado que los resguardos adoptados tratándose de demandas colectivas fueron excesivos.


Consideró pertinente oír la opinión de las Asociaciones de Consumidores en relación con este proyecto, como también sobre los otros proyectos que modifican la ley de protección de los derechos de los consumidores que se encuentran actualmente en tramitación.

El asesor legislativo del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada expresó que se está realizando un análisis del impacto sistémico de los tres proyectos relativos a la materia que han sido estudiados por esta Comisión, con miras a perfeccionarlos coordinadamente. Formuló también algunas observaciones al texto en estudio, y afirmó que sin duda las cifras han demostrado que estas acciones colectivas, establecidas para ayudar a los consumidores, no han tenido el impacto y desarrollo que se esperaba.


En su parecer, no es apropiado contemplar un llamado a conciliación obligatorio una vez finalizado el examen de admisibilidad, con un carácter más bien formal, por lo que  el juez no tendría suficientes elementos para poder sentar las bases de un acuerdo y resolver adecuadamente. Estimó que, desde un punto de vista procesal, el momento propuesto es confuso, por lo que sería bueno modificar la norma y que el llamado a conciliación obligatorio se produjera una vez que se ha comenzado a debatir sobre el fondo del asunto. 


En otro ámbito, consideró prudente revisar y elevar los montos de las multas que se imponen a quienes sean declarados responsables de interponer una acción temeraria.


En cuanto a los dos últimos incisos del artículo 52, que el proyecto suprime, manifestó que consagran lo que doctrinalmente se denomina “cosa juzgada sustancial provisional”, más bien propia de materias de familia, especialmente alimentos, y no de juicios de carácter patrimonial. También se refirió al recurso de apelación y a la posición de la Corte Suprema al respecto, que le parece se funda más bien en la tradición del control de grado y no resulta tan necesario tratándose de un procedimiento de carácter formal.


El Honorable Senador señor Zaldívar estimó que el proyecto perfecciona el procedimiento colectivo. En relación a la conciliación, es positivo incorporarla al comienzo, pues puede evitar la proliferación de trámites y traducirse en un acuerdo positivo para los consumidores. Consideró necesario analizar en conjunto las ideas de los tres proyectos en tramitación sobre la materia y, de ser posible, reunirlas en un solo proyecto.


La Comisión resolvió proponer a la Sala, a fin de modificar en forma coherente la ley de protección de los derechos de los consumidores, que las ideas contenidas en los Boletines N° 6543-03, 
Nos 6.973-03 y 7.047-03 refundidos y en el proyecto en informe se consoliden en un proyecto. Por lo anterior, solicitó fijar un mismo plazo para presentar indicaciones en todos ellos, para el 11 enero de 2011.
- - - - - - -

-- Sometida a votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - - - - -
TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe el texto de la Moción, que la Comisión de Economía propone aprobar en general: 

“PROYECTO DE LEY:

Artículo único. Modificase la ley N° 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores de la forma siguiente:

1.- Reemplázase el actual artículo 52, por el siguiente:

“Artículo 52: El tribunal examinará la demanda y le dará tramitación una vez que verifique la concurrencia de los siguientes elementos:

a. Que la acción ha sido deducida por uno de los legitimados activos individualizados en el artículo 51.

b. Que la acción deducida precisa las cuestiones de hecho que afectan el interés colectivo o difuso de los consumidores y los derechos afectados.

Sobre la resolución que declare admisible la demanda no procederá recurso alguno. Respecto de la resolución que declara inadmisible la demanda procederá recurso de apelación.

Admitida a tramitación la demanda, el juez citará a las partes a una audiencia de conciliación para dentro de quinto día contado desde la fecha de notificación de la demanda. A esta audiencia, las partes deberán comparecer representadas por apoderados con poder suficiente y deberán presentar bases concretas de arreglo. El juez obrará como amigable componedor y tratará de obtener un avenimiento total o parcial en el litigio. Las opiniones que emita no lo inhabilitan para seguir conociendo de la causa. La audiencia se llevará a cabo con las partes que asistan.

Si los interesados lo piden, la audiencia se suspenderá para facilitar la deliberación de las partes. Si el tribunal lo estima necesario postergará la audiencia para dentro de tercero día, se dejará de ello constancia y a la nueva audiencia las partes concurrirán sin necesidad de nueva notificación.”

2.- Agrégase los siguientes artículos nuevos a continuación del artículo 52:

“Artículo 52 A: De la conciliación total o parcial se levantará un acta que consignará sólo las especificaciones del arreglo, la cual subscribirán el juez, las partes que lo deseen y el secretario, y se estimará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, en especial para los efectos de lo establecido en el artículo 54.”

“Artículo 52 B: El demandado dispondrá de un plazo de diez días para contestar la demanda contados desde la fecha de la certificación que dé cuenta del rechazo de la conciliación o de la inasistencia de alguna de las partes.

En este procedimiento, el demandado podrá oponer excepciones dilatorias sólo hasta las 12,00 horas del día anterior al fijado para la realización de la audiencia de conciliación. Las excepciones deberán oponerse todas en un mismo escrito y se resolverán breve y sumariamente antes de dar inicio a la audiencia de conciliación.”.”.
- - - - - - -
Acordado en sesión celebrada el día 1 de diciembre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.

Valparaíso, a 7 de diciembre de 2010.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario de la Comisión

9

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

(7196-06)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes:


Del Ministerio de Planificación:  el Ministro, señor Felipe Kast; la Subsecretaria, señora Soledad Arellano; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Francisco Moreno; el Jefe de Gabinete de la Subsecretaria, señor Sebastián Villarreal; la Jefa de la División Jurídica, señora María José de las Heras, y la asesora legislativa, señora Anne Traubm; Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor de la División Jurídica, señor Cristián García Huidobro, y la analista, señora Catalina Salazar; de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: la abogada señora Patricia Orellana; de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Planificación: la Presidenta Nacional, señora Delia Arneric; el Secretario Nacional, señor Juan Carlos Reyes y los Directores señora, María Soledad Cevallos y señores Pedro Vega y Manuel Sarabia; de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de los Servicios relacionados con el Ministerio de Planificación: el Presidente Nacional, señor José Emilio Oda; el Vicepresidente, señor Patricio Lama; el Tesorero, señor Víctor Flores; la Secretaria, señora Soledad Castillo y los Directores señores Rodrigo Ferrada, Francisco Rojas y Manuel Namuncura; de la Fundación para la Superación de la Pobreza: el Presidente, señor Rodrigo Jordán, y el Director (S), señor Mauricio Rosenblüth; el Instituto Libertad y Desarrollo: el Director Ejecutivo, señor Luis Larraín; la abogada del Programa Legislativo, señora Silvia Baeza y la investigadora, señora Paulina Henoch; del Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile: el Director, señor Ignacio Irarrázaval, y de la Corporación de Estudios para Latinoamérica:  el abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic.

- - -

I. OBJETIVO


Crear el Ministerio de Desarrollo Social en reemplazo del Ministerio de Planificación, que se extingue.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 4°, 5°, 6°, 8°, 11, 12, 13, 14, 20 y 25 de este proyecto de ley, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, pues se refieren a la organización básica de la Administración Pública, lo cual, de conformidad con el artículo 38 de la Constitución Política, ha de regularse con normas de esa jerarquía.

III. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que durante la discusión en general de este proyecto de ley, se adjuntaron los siguientes documentos, todos disponibles en la Secretaría de la Comisión.


1.-  Presentación del Ministro de Planificación.


2.-  Cuadro explicativo de la Sistematización de Análisis de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Planificación y sus Secretarías Regionales Ministeriales.


3.- Presentación de la Federación de las Asociaciones de Servicios Relacionados del Ministerio de Planificación.


4.-  Reflexiones sobre el Ministerio de Desarrollo Social.  Fundación para la Superación de la Pobreza.


5.-  Minuta sobre el proyecto de ley sobre el Ministerio de Desarrollo Social.  Ignacio Irarrázaval, del Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


6.-  Análisis del proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social del Centro de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN).


7.-  Principales aspectos del Sistema Nacional de Inversiones, de la Biblioteca del Congreso Nacional.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Ley N° 18.989, que creó el Ministerio de Planificación.


2. Ley N° 19.885, sobre donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.


3. Ley N° 19.949, que estableció el sistema de protección social “Chile Solidario”.


4. Ley N° 20.379, que creó el sistema de protección social “Chile crece contigo”.


5. Ley N° 20.422, sobre igualdad de oportunidades de personas con discapacidad.

4.2. De Hecho


Expresa el mensaje con que se inició este proyecto, que el crecimiento económico y la estabilidad política que el país ha experimentado en las últimas décadas entregan la oportunidad histórica de convertirlo en el primer país latinoamericano en alcanzar el desarrollo y superar la pobreza.  En este sentido –continúa– el compromiso del Ejecutivo radica en fortalecer las bases que permitan hacer frente a los desafíos que ello conlleva, fomentando la igualdad de oportunidades para librar de la pobreza a millares de compatriotas que hoy la padecen. 


Agrega que la superación de la pobreza, la igualdad de oportunidades, la integración y movilidad social  y la protección de los grupos vulnerables, constituyen objetivos insoslayables de la actual Administración. La estrategia para enfrentarlos requiere, entre otros factores, de una economía pujante que favorezca el emprendimiento y la innovación, generando así más y mejor empleo; de una educación de calidad accesible para todos basada en el esfuerzo y la superación personal y familiar, y de un Estado activo por medio del rol solidario que le toca cumplir en estas tareas, entregando ayuda rápida y útil no sólo a quienes se encuentran actualmente en sectores de pobreza, sino también a los que en algún momento así lo requieran.


En el mismo orden, el mensaje señala que esta ayuda debe constituir un incentivo que entregue herramientas para salir de la situación de precariedad en que una persona se encuentre, en vez de volver a sus destinatarios en dependientes crónicos del sistema asistencial. Como ejemplo, cita el Ingreso Ético Familiar que el Ejecutivo pretende implementar, el que irá acompañado de una serie de exigencias de capacitación y búsqueda de empleo para los que se encuentren en edad de trabajar y de asistencia a capacitación y controles de salud para los menores. 


Observa que el desarrollo del crecimiento económico debe ejecutarse con un enfoque socialmente sustentable, debiendo el Estado ajustar, incrementar y fortalecer las políticas sociales como sus instituciones competentes en dichas áreas. Enfrentados a este desafío, expresa el mensaje que existe consenso en que el mejoramiento de las políticas sociales pasa por una integración  que las transforme en acciones coordinadas y consistentes, de manera de entregar respuestas a las urgencias que se presenten. 


Menciona, igualmente, que para hacer efectivas las propuestas del Ejecutivo en estas materias, es necesario contar con una renovación de la actual institucionalidad, que tenga objetivos claros y definidos además de facultades suficientes que permitan garantizar y asumir un rol preponderante en los desafíos sociales del país. De esta manera –continúa el mensaje–, debe existir un órgano de administración y gestión que colabore con el Presidente de la República y los diversos ministerios en la coordinación de los programas sociales impulsados por el Estado, entregando la ayuda de manera coordinada para alcanzar el objetivo central: derrotar la pobreza.  Así, la creación del Ministerio de Desarrollo Social (que reemplaza al Ministerio de Planificación) busca asegurar la consistencia de las prestaciones y beneficios sociales por medio de la recolección y consolidación de la información disponible, la cual será analizada para implementar programas de ayuda y seguimiento que permitan una acción global, alineada y coordinada de la política social del país. 


A continuación, el mensaje aduce que es fundamental que la nueva institucionalidad cuente con instrumentos precisos y atribuciones suficientes para la identificación y levantamiento de los beneficiarios y contenidos de los programas sociales, con el objeto de determinar cuáles son las necesidades y quiénes son los beneficiarios que efectivamente requieran de la ayuda. Con este objeto, el nuevo Ministerio habrá de disponer de herramientas de monitoreo y evaluación previa de programas y proyectos que sirvan de base de apoyo al proceso presupuestario del sector público. 


Destaca el mensaje, enseguida, los siguientes aspectos del actual sistema que es necesario reforzar: 


Uno) Implementación de una marco general para la evaluación de las políticas sociales. 


El mensaje señala que si bien existe un mecanismo de evaluación, éste ha demostrado debilidades e insuficiencias que es necesario corregir. Para ello se establecen procedimientos que estén a disposición de la comunidad que fijen claramente cómo el Gobierno evalúa la necesidad de un determinado programa social y su posterior efectividad durante su ejecución. Es necesario entonces reforzar los criterios de evaluación y monitoreo que permitan determinar, previamente a su ejecución, su coherencia y consistencia con otros programas en ejecución o que estén por implementarse por otros ministerios. 


Dos) Focalización de los programas sociales para evitar duplicidades. 


Profundización del estudio, evaluación y definición de las medidas que permitan entregar apoyo efectivo en los sectores de la población que así lo requieran (grupo objetivo). Reconoce el mensaje que gracias a la aplicación de diversos programas y a la materialización de importantes reformas, como la previsional, existen avances importantes en la definición de los criterios de priorización de los programas. Sin perjuicio de ello, expresa que estos mecanismos deben ser aún más efectivos para considerar las prestaciones adecuadas de cada programa, alcanzando al grupo de beneficiarios para los cuales los criterios de priorización fueron definidos. De esta manera, la nueva institucionalidad deberá contar con herramientas que le permitan solicitar, sistematizar y analizar la información disponible, para arribar a diagnósticos claros y confiables sobre la realidad social del país. 


Tres) 
Coordinación efectiva de las políticas sociales del Estado. 


Es necesario un organismo público con competencias suficientes para articular el diseño de las políticas sociales en el país. En la actual institucionalidad –señala el mensaje– cada Ministerio o servicio público define, ejecuta y evalúa sus políticas, planes y programas sociales, sin que exista un eje que los una en su origen y coordinación. El nuevo Ministerio propuesto cuenta con herramientas concretas para la coordinación, diseño e implementación de cualquier programa social, para lo cual deberá analizar, junto a los ministerios sectoriales, si él o los programas que se pretenden ejecutar se encuadran en la política social, evitando duplicidades que dilapidan recursos que el país ha destinado a los más necesitados. A mayor abundamiento, el Principio de Transparencia guiará las mediciones y seguimiento de los programas, con el objeto de que la ciudadanía conozca cómo la Administración enfoca los esfuerzos para una adecuada evaluación de la gestión. 


Cuatro) Articulación de los ministerios y sus servicios. 


Las falencias de la actual institucionalidad redundan en que la ejecución de políticas sociales por parte de los ministerios y sus servicios relacionados opere de manera independiente y sin la coordinación que se requiere, lo que dificulta (y en algunos casos elimina) la combinación de esfuerzos en la implementación de programas, traduciéndose en superposición y duplicidad en perjuicio de la entrega de recursos públicos a los beneficiarios. El Ministerio de Desarrollo Social, afirma el mensaje, debe ejercer un rol sistematizador y agrupador de todos los servicios que de él dependen, creando la institucionalidad que permita satisfacer integral y eficientemente las necesidades de las personas o grupos bajo su tutela. 


Enseguida, el mensaje recuerda que el actual Ministerio de Planificación fue creado por la ley N° 18.989, publicada el 19 de julio de 1990, con el objeto de transformar la Oficina de Planificación Nacional en un órgano con rango ministerial que lo dotara de mecanismos que permitieran la distribución de recursos de manera eficiente y equitativa en materia de beneficios sociales para la superación de la pobreza. Con ese objeto, se encargó al Ministerio de Planificación proponer el diseño y aplicación de políticas, planes y programas de desarrollo nacional, además de la fijación de las metas de inversión pública y la evaluación de proyectos financiados por el Estado, junto con la coordinación de las diferentes iniciativas del sector público encaminadas a derrotar la pobreza. 


Luego de veinte años (en que se pasó de un modelo de planificación nacional a otro de planificación sectorial), el Ministerio de Planificación fue perdiendo paulatinamente competencia en el ámbito del desarrollo nacional y regional, concentrándose en funciones concretas de erradicación de la pobreza. El cambio de foco se profundizó durante la última década, en que se impulsaron diversas iniciativas que fortalecen el rol social de esta cartera, como lo fueron las leyes N°s 19.885, sobre el buen uso de donaciones extendiéndolas a fines sociales y públicos; 19.949, que estableció el sistema de proyección social Chile Solidario, y la 20.379, que creó el Sistema Intersectorial de Protección social. Todas estas propuestas pretenden institucionalizarse en este proyecto de ley. 


De acuerdo con el mensaje, las principales innovaciones contenidas en esta iniciativa dicen relación con:


Uno) El Ministerio de Desarrollo Social como colaborador en el proceso presupuestario en los ámbitos de su competencia. 


El Ministerio podrá presentar informes de monitoreo de ejecución y de evaluación previa de programas sociales, como también respecto de los relativos a proyectos de inversión.


Dos) El Ministerio de Desarrollo Social y la evaluación de la coherencia, consistencia y atingencia de los programas sociales (evaluación ex ante). 


La evaluación ex ante será realizada por el Ministerio por medio de criterios objetivos aprobados previamente por el Comité Interministerial asesor del Presidente de la República. Una vez aprobados, los criterios se aplicarán por medio de un informe de recomendación no vinculante en el cual el Ministerio manifestará una opinión previa y fundada acerca de la ejecución del proyecto. A este respecto, la iniciativa define lo que se entiende por “programas sociales”, puesto que, independiente del ministerio de que se trate, serán objeto de esta evaluación. Se comprende dentro de la idea de “programas sociales” a las actividades contenidas en la definición funcional de gasto público social que elabora la Dirección de Presupuestos, el que deberá considerar, además, el procedimiento contenido en un reglamento que para ese objeto emita el Ministerio de Desarrollo Social (suscrito también por el Ministerio de Hacienda), en el cual se determinarán los programas que se encuadren funcionalmente en el gasto público social. 


Tres) El Ministerio de Desarrollo Social y el monitoreo de la ejecución de los programas sociales (evaluación ex dure). 


El Ministerio colaborará en el seguimiento de los programas sociales en ejecución por las carteras sectoriales y los servicios públicos. La evaluación se llevará a cabo mediante un informe (ficha de monitoreo) que estará a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social y de la Dirección de Presupuestos.


Cuatro) Fortalecimiento del Sistema Nacional de Inversiones. 


El Ministerio de Desarrollo Social tendrá como función preponderante perfeccionar la evaluación previa de la rentabilidad social de los proyectos de inversión que soliciten apoyo estatal. Con este objeto, esta iniciativa de ley fortalece las competencias de esa cartera en el Sistema Nacional de Inversiones, lo que se traduce en un reconocimiento legal del Banco Integrado de Proyectos de Inversión. A mayor abundamiento, el Sistema Nacional revisará los proyectos de inversión pública independiente de su fuente de financiamiento, permitiendo mayores grados de control y transparencia en la formulación y ejecución de propuestas, así como en la ejecución presupuestaria. En el mismo sentido, se aumenta el grado de coordinación con la Dirección de Presupuestos para velar por el buen uso de los recursos fiscales, poniendo especial atención en los niveles regionales de desarrollo para generar mejores proyectos a lo largo del país. 


Cinco) El Ministerio de Desarrollo Social y la publicidad de los resultados sobre el seguimiento de los programas. Creación de un registro ad-hoc. 


El Principio de Transparencia de la función pública se ve plasmado en el proyecto de ley en las disposiciones que obligan al Ministerio de Desarrollo Social a publicar los resultados del seguimiento de programas sociales, datos que estarán disponibles para que la ciudadanía conozca y evalúe la gestión de los mismos. Además, existirá un Banco Integrado de Programas Sociales, que será un registro de los programas sociales (nuevos o en ejecución) que sean objeto del seguimiento por parte del Ministerio. 


Seis) El Ministerio de Desarrollo Social y la consolidación de la información social. 


Otra de las funciones de la nueva institucionalidad será la consolidación de la información de los beneficios entregados por el Estado.  A este efecto se facultará al Ministerio para solicitar, sistematizar y analizar los antecedentes indispensables (que estén disponibles en la Administración) que describan la realidad social del país. Ello complementa la competencia reconocida por la ley N° 19.949 a la que se hizo mención, y que creó el Registro de Información Social , permitiendo al Ministerio requerir información para completar este catastro a instituciones públicas y las que administren prestaciones creadas por ley. Se creará entonces el Sistema de Información Centralizado de Receptores y Aportantes de Beneficios Sociales, que contendrá el detalle de todos los beneficios y beneficiarios. Se establecen normas de protección de los titulares de la información descrita.


Además, el Ministerio podrá sugerir nuevos beneficios, para lo cual habrá de contar con información de la realidad social y económica de los destinatarios. La base de datos de la nueva institucionalidad le permitirá disponer de antecedentes actualizados para la elaboración de diagnósticos precisos para el diseño de los instrumentos necesarios para combatir la pobreza. 


Siete) Creación de dos nuevas Subsecretarías. 


La iniciativa separa las funciones en dos áreas: Evaluación Social y Servicios Sociales. 


La Subsecretaría de Evaluación Social será responsable de la coordinación interministerial del desarrollo social; el diseño de políticas, planes y programas de su competencia, y la supervisión del Sistema Nacional de Inversiones. Con el objeto de cumplir con estas nuevas funciones, el Ministerio deberá, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, fijar los criterios de evaluación de los programas sociales; pronunciarse sobre la consistencia y coherencia de éstos; realizar el seguimiento de la gestión e implementación de proyectos; analizar la realidad social , y evaluar los instrumentos de focalización. 


Por su parte, la Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo de la coordinación de los servicios y prestaciones que entregue el Ministerio. Para ello deberá, entre otras funciones, administrar el Sistema Intersectorial de Protección Social; supervigilar los programas de los servicios públicos relacionados y celebrar convenios de desempeño con los mismos, y velar por la coordinación de los subsistemas que integran el Sistema Intersectorial de Protección Social y de los servicios públicos. 


Ocho) Coordinación del Sistema Intersectorial de Protección Social y de los servicios relacionados con el Ministerio de Desarrollo Social. 


La supervigilancia del Presidente de la República sobre los servicios relacionados se hará por medio del Ministerio de Desarrollo Social, específicamente por la Subsecretaría de Servicios Sociales. La iniciativa confiere potestad al Presidente de la República para que, de conformidad con la ley N° 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado, adecue las funciones de estos servicios a los objetivos y normativa de la nueva institucionalidad. 


Los servicios públicos que actualmente se relacionan con el Presidente de la Republica vía Ministerio de Planificación son los siguientes 


1.- Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS).


2.- Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS).


3.- Corporación de Desarrollo Indígena (CONADI).


4.- Instituto Nacional de la Juventud (INJUV).


5.- Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM).


(También se considera el traslado del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA) desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación).


Para coordinar las acciones de los servicios enunciados, el Ministerio requerirá la suscripción de planes de desempeño y la entrega de informes de programas ejecutados alineados con las políticas definidas por el Ministerio. 


Nueve) Creación del Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


Órgano colegiado asesor del Presidente de la República, que servirá de instancia de coordinación, orientación e información para los ministerios que lo integran.  Será responsable de definir los lineamientos y objetivos de la política social del Estado.  Su presidencia será ejercida por el Ministro de Desarrollo Social, y estará integrado por los Ministros de Educación; Salud; Vivienda y Urbanismo; Secretaría General de la Presidencia; Trabajo y Previsión Social, y Hacienda. Sus funciones principales serán:


1.- Conocer las metas estratégicas de los ministerios y su cumplimiento. 


2.- Proponer al Presidente de la República planes sociales de cobertura interministerial.


3.- Evaluar programas sociales. 


4.- Adoptar medidas respecto de los programas de ejecución. 


Este organismo reemplazará el Comité Interministerial creado por la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Sustituye también al Comité Interministerial de la ley N° 20.379, que creó el Sistema Intersectorial de Protección Social. 


Diez) Traspaso a los gobiernos regionales de la función de planificación del desarrollo regional. 


En concordancia con una iniciativa en trámite que modifica la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, se entregan a los gobiernos regionales atribuciones relativas a la planificación de las políticas de desarrollo subnacional. De esta manera, las funciones del nuevo Ministerio a nivel regional se concentran en la coordinación de las acciones de los servicios públicos, del Sistema Intersectorial de Protección Social y en el fomento del Sistema Nacional de Inversiones.

VI. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN GENERAL DEL TEXTO PROPUESTO EN EL MENSAJE

El proyecto está estructurado con veintisiete artículos permanentes y seis normas transitorias. 



Consignamos a continuación una breve descripción del articulado del proyecto que, según se dirá más adelante, esta Comisión sugerirá aprobar en general.

El Título I, párrafo primero, “Objetivos, Funciones y Atribuciones”, está conformado con los artículos 1° al 3°. 


El artículo primero prescribe que el Ministerio de Desarrollo Social está encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas de desarrollo social destinados a erradicar la pobreza y entregar protección a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integridad social (inciso primero). Corresponde al Ministerio velar por la implementación descentralizada y la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas de desarrollo social a nivel nacional y regional (inciso segundo). También será función de éste evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, con el objeto de determinar su rentabilidad social, eficacia y eficiencia en el uso de los recursos públicos.


El artículo segundo define los siguientes conceptos:


1) Programas Sociales: conjunto integrado de acciones, prestaciones y beneficios para lograr objetivos específicos en una población objetivo para resolver un problema o atender una necesidad que lo afecte. Estas actividades deberán incluirse en la definición funcional de gasto público social. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito por el Ministerio de Hacienda, establecerá el procedimiento para determinar los programas que se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. 


2) Personas o Grupos Vulnerables: aquellos que por su situación social, económica, física, mental o sensorial (entre otras) estén en desventaja, requiriendo de apoyo público especial para participar con igualdad de oportunidades.  


3) Banco Integrado de Programas Sociales: registro de los programas sociales que anualmente solicitan apoyo del Estado a cargo del Ministerio de Desarrollo Social.


4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: catastro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social con los estudios de preinversión y proyectos de inversión que anualmente solicitan financiamiento del Estado, incluidos los que obtienen recursos vía transferencia de capital.


El artículo tercero dispone que corresponde especialmente al Ministerio de Desarrollo Social las siguientes funciones:


a) Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas y programas sociales de su competencia, particularmente las orientadas a la erradicación de la pobreza y a las personas o grupos vulnerables.  


b) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, los criterios de evaluación para determinar la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que estén en ejecución o se pretendan implementar por los ministerios o los servicios públicos relacionados. 


c) Pronunciarse sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas que se pretendan implementar o reformularse por los ministerios o servicios públicos, coordinando así el diseño de las políticas sociales. En su párrafo segundo, este literal señala que para el cumplimiento de esta norma, el Ministerio de Desarrollo Social deberá estudiar la realidad social, velar porque el diseño del programa sea coherente con los objetivos y revisar los que actualmente estén en ejecución, evitando duplicidades o superposiciones. El párrafo tercero reenvía a un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social la forma y oportunidad de estos informes.  El párrafo cuarto de la letra c) preceptúa que lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación sobre programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo segundo ya descrito. 


d) Colaborar, mediante informes de eficiencia, eficacia y focalización, con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas en ejecución por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste o de otros ministerios. Estos informes deberán estar a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


e) Analizar la realidad social e informar de las necesidades detectadas al Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


f) Definir los instrumentos de focalización de los programas sociales, sin perjuicio de las facultades que otros ministerios tengan para estos efectos. Uno o más reglamentos del Ministerio de Desarrollo Social (suscritos también por el Ministerio de Hacienda y, en su caso, por los ministros sectoriales que corresponda) establecerán el diseño y forma de aplicación de los referidos instrumentos. 



g) Fijar criterios y metodologías de evaluación de la rentabilidad social de los estudios de preinversión de proyectos de inversión que soliciten apoyo del Estado, incluyendo los financiados por transferencias de capital. Para ello deberá elaborar un informe de conformidad con el artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. (Dicha norma prescribe, en lo pertinente, que los estudios preinversionales deberán contar con un informe del organismo de planificación nacional o regional, el que deberá estar fundado en una evaluación técnica que analice su rentabilidad. Corresponde al Ministerio de Hacienda resolver al respecto. No obstante lo anterior, los estudios de inversión de las Fuerzas Armadas serán evaluados por el Ministerio de Defensa Nacional sobre la base de una metodología fijada por decreto de los Ministerios de Hacienda y Defensa Nacional (inciso cuarto). La autorización de recursos para los estudios y programas o proyectos y la celebración de los contratos respectivos, sólo podrá efectuarse previa identificación presupuestaria. Tal identificación deberá ser aprobada a nivel de asignaciones especiales, por decreto o resolución, según corresponda, conforme a las normas que establezca un reglamento, emanado del Ministerio de Hacienda, el cual establecerá los contenidos de dichos instrumentos aprobatorios, incluido lo relativo a montos por concepto de gasto, compromisos futuros que pueden irrogar y límites máximo, las autoridades facultadas para suscribirlos y los demás procedimientos y modalidades aplicables al efecto (inciso quinto)).


Para el cumplimiento de lo enunciado en el párrafo primero de este literal, le corresponderá velar para que las inversiones que utilicen recursos públicos sean rentables socialmente y respondan a las políticas nacionales y regionales de desarrollo (párrafo segundo). 


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social elaboración de informes de recomendación sobre iniciativas no comprendidas en esta ley (párrafo tercero).


h) Analizar resultados de estudios de preinversión y de inversión evaluados, con el objeto de confirmar criterios, beneficios y parámetros considerados en la letra precedente (párrafo primero). También le corresponderá el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y de estudios de preinversión, para lo cual utilizará los informes presentados por el organismo público que solicita la emisión del documento interno de la Administración (párrafo segundo). 


i) Poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, durante el mes de agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión que hayan sido evaluados y que indiquen, al menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente sometida a la evaluación del inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975 y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva. 


j) Colaborar con la Dirección de Presupuestos en materias de su competencia para la preparación de la Ley de Presupuestos, para lo cual dispondrá los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones a que se refieren las las letras c), d), g) y h), ya descritas. 


k) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión (párrafo primero). Para ello, elaborará en conjunto con la Dirección de Presupuestos las normas e instructivos para el diseño y funcionamiento de dichos Bancos (párrafo segundo). 


l) Elaborar normas, instructivos y procedimientos para la presentación de estudios de preinversión y de programas sociales según las funciones que esta ley les asigna.


m) Promover la capacitación de funcionarios públicos para la preparación y evaluación de estudios de preinversión y proyectos de inversión y de los programas sociales.



n) Administrar el Registro de Información Social a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.949 (Chile Solidario). (La norma citada crea un registro de información social administrado por MIDEPLAN para proveer información para la asignación y racionalización de las prestaciones que entrega el Estado, así como para el estudio y diseño de planes, políticas y programas de desarrollo local y de los análisis estadísticos que la administración de las prestaciones sociales requieran (inciso primero). El registro contendrá los datos de los que sean actual o potencialmente beneficiarios y de los beneficios que obtengan según la información del MIDEPLAN y de las que proporcionen las demás entidades públicas requeridas (inciso segundo). La información contenida en el registro estará a disposición de las municipalidades respecto de los datos de la comuna que corresponda, como también para las instituciones que administren programas o prestaciones sociales (inciso tercero))


ñ) Administrar y supervisar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social de la ley N° 20.379.


o) Velar por el mejoramiento de la gestión del Sistema Intersectorial señalado y de los subsistemas que lo integran como de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social. 


p) Ejecutar las acciones para la coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos dependientes o relacionados con el Ministerio (párrafo primero).  Para el ejercicio de esta atribución, el Ministerio determinará las políticas a ejecutar por sus servicios públicos relacionados o dependientes de manera de manera periódica, los que elaborarán un informe que dé cuenta de la implementación encargada (párrafo segundo).


q) Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios públicos o dependientes del Ministerio. 


r) Solicitar información a otras reparticiones públicas para el cumplimiento de sus funciones, la que deberá ser entregada de manera oportuna (párrafo primero). Sobre la información amparada en la reserva del artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos la que se refiere a los ingresos de las personas y que sea indispensable para verificar la elegibilidad de los beneficiarios, la que deberá ser entregada por el Servicio de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros (párrafo segundo). El personal del Ministerio que tome conocimiento de esta información estará obligado en los mismos términos del inciso segundo del artículo 35 ya enunciado, y su incumplimiento será sancionado de acuerdo al procedimiento administrativo correspondiente, sin perjuicio de las penas consignadas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal. 


s) Sistematizar registros de datos y otros antecedentes relativos a la realidad social y publicarla según la normativa vigente. 


t) Asesorar a los intendentes por medio de las Secretaría Regionales Ministeriales de Desarrollo Social en las materias de su competencia. 


u) Estudiar y proponer las normas aplicables al Ministerio de Desarrollo Social y sus servicios dependientes o relacionados y velar por el cumplimiento de las dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades que le correspondan. 


v) Las demás que la ley le encomiende. 


El párrafo segundo del Título I, comprensivo de los artículos 4° al 8°, trata de la organización del Ministerio.  A este efecto, distingue al Ministerio propiamente tal; a las Subsecretarías de Evaluación Social y de Servicios Sociales, y a las secretarías regionales ministeriales.  Agrega que la estructura organizativa se determinará en un reglamento que habrá de atemperarse a la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración, considerando áreas funcionales (estudio de la realidad social, evaluación de los programas sociales y el seguimiento de su ejecución), y la articulación del Sistema Intersectorial de Protección Social, la evaluación de la rentabilidad social de la inversión y de las demás que sean necesarias para los objetivos y atribuciones del Ministerio (artículo 4°).


En seguida, se ocupa de las funciones de ambas Subsecretarías, artículos 5° y 6°, disponiendo que ellas tienen por finalidad colaborar con el Ministro en el ejercicio de las atribuciones que se asignan a éste en el artículo 3°.


Culmina este párrafo con los artículos 7° y 8°.  El primero regula la subrogación del Ministro (el Subsecretario de Evaluación Social y después el de Servicios Sociales, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República de alterar ese orden), en tanto que el segundo organiza las secretarías regionales ministeriales encargadas de asesorar al intendente y coordinar la ejecución de las políticas y programas sociales vinculados al Ministerio.  Además, les asigna a estas entidades atribuciones específicas (integrar la secretaría técnica del intendente, colaborar con ambas Subsecretarías en la coordinación con los servicios públicos relacionados; velar por el mejoramiento de la ejecución de las políticas y programas sociales y otras que enumera en los restantes cuatro literales del artículo 8°).

El párrafo tercero, del Personal, artículos 9° y 10, afilia a éste al régimen estatutario de la ley N° 18.834; y en materia de remuneraciones, al DL N° 249, de 1974, con declaración expresa de que este personal debe guardar reserva de la información que contenga datos personales, so pena de incurrir en falta grave a la probidad.


El Título II, del Comité Interministerial de Desarrollo Social, artículos 11 al 16, sin divisiones en párrafos, crea un organismo de esa mención cuyo objetivo será asesorar al Jefe del Estado en la difusión de los lineamientos de la política social del Gobierno.  También actuará como coordinador de los Ministerios que lo integran (artículo 11).


El artículo 12 menciona a los Ministerios que formarán parte del Comité:  el de Desarrollo Social, cuyo Ministro será su Presidente; el de Hacienda; el de la Secretaría General de la Presidencia; el de Educación; el de Salud; el de Vivienda y Urbanismo, y el de Trabajo y Previsión Social.


Seguidamente, en el artículo 13, el proyecto previene que este Comité reemplaza al que fue creado por la ley N° 20.422 y al establecido por la ley N° 20.379, y será el continuador de ambos en sus respectivas áreas de competencias.


El artículo 14 establece las funciones del Comité, cuales son las de proponer al Ejecutivo los lineamientos y objetivos de las políticas de desarrollo social del Estado y los planes, programas y políticas públicas sociales de cobertura interministerial; conocer las metas de cada Ministerio en materia social y su coherencia con los lineamientos y objetivos sociales ya mencionados, y los informes sobre rentabilidad social de los proyectos de inversión del Estado (artículo 3°, letra d), y proponer medidas para potenciar programas sociales, sin perjuicio de otras funciones o atribuciones que le asigne la legislación en general.


Los artículos 15 y 16 se ocupan, el primero, de la periodicidad de las sesiones del Comité, sus quórum de funcionamiento y para la adopción de acuerdos y la forma cómo éstos se materializarán (a través del Ministerio de Desarrollo Social).


El Título III, Disposiciones Finales, artículo 17 al 27, regula la transición desde el actual Ministerio de Planificación a la nueva Secretaría de Estado que crea esta ley.


El artículo 17 dispone que el nuevo Ministerio será el sucesor legal del actual cuando así lo disponga el Presidente de la República, el cual, además, queda facultado para determinar la fecha de extinción de Mideplan.  (El artículo 1°, transitorio, N° 1, preceptúa que mediante decreto con fuerza de ley se establecerán las normas para fijar ambas fechas).


Declara, además, que las normas y referencias que se hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director así como al Ministro, Ministerio de Planificación y Cooperación y al Mideplan, se entenderán hechas al Ministro y al Ministerio de Desarrollo Social.


El artículo 18 hace inaplicable al nuevo Ministerio la limitación a que se refiere el inciso primero del artículo 19 de la ley N° 18.267.  (En lo pertinente, prohíbe a los servicios públicos, instituciones y empresas públicas, a las municipalidades, al Fondo Social y al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, cuando recurran a los organismos técnicos del Estado para el estudio, proyección, construcción y conservación de obras de cualquiera naturaleza, encomendar a éste la atención financiera de las obras mediante la provisión de recursos.).


El artículo 19 intercala en el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 20.403, entre los vocablos “Hacienda” y la conjunción “y” la frase “de Evaluación Social”; precedida de una coma (,).  (El referido precepto previene que las Subsecretarías de Hacienda y de Previsión Social y la Dirección de Presupuestos están facultadas para acceder a la información contenida en el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56 de la ley N° 20.255.


El artículo 20, en su numeral 1, deroga, a la fecha en que entre en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social, los artículos 1° al 6° de la ley N° 18.989, que creó el Ministerio de Planificación.  (Estos preceptos crearon dicho Ministerio, establecieron sus funciones y atribuciones, su organización y las plantas de su personal).



El numeral 2 del artículo 20 deroga el artículo 27 de la mencionada ley N° 18.989, que establece las funciones y atribuciones de las unidades de Planificación y Presupuesto o de Programación de Mideplan.


El número 3 de  este artículo suprime en el artículo 28 de la referida ley, a contar de la fecha en que entre en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social, la oración “del Ministerio de Planificación y Cooperación”.  (El artículo 28 ya singularizado faculta al Presidente de la República para regular la organización de ese Ministerio, del Fondo de Solidaridad e Inversión Social y de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile).


Finalmente, por lo que hace al artículo 20 de este proyecto, el número 4 sustituye el inciso final del artículo 7° de la ley N° 18.989 (crea y define el FOSIS) por otro que dispone que tal organismo estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, con quien se relacionará por intermediación del Ministerio de Desarrollo Social (Subsecretaría de Servicios Sociales).


El artículo 21 modifica, a contar desde la fecha en que entre en funcionamiento el nuevo Ministerio, el inciso primero del artículo 62 de la ley N° 20.422, intercalando entre la palabra “Planificación” y la conjunción “y” que le sigue, la frase “a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.  (El mencionado artículo 62 dispone que el Servicio Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Planificación y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que establezca.).


El artículo 22 agrega, a contar desde la fecha en que entre en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.042 la frase “por intermedio de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.  (El precepto mencionado crea el Instituto Nacional de la Juventud como un servicio público “funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Planificación y Cooperación.”).


El artículo 23 intercala en el inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 19.949, entre el vocablo “mismos” y la frase “y de sus condiciones socioeconómicas” la oración “los montos que perciban por estos conceptos, las causales por las cuales tengan la calidad de beneficiarios”, precedida de una coma (,).  (El mencionado precepto que se refiere al sistema de protección social Chile Solidario, en lo pertinente, dispone que el registro de información social que provea la información para las prestaciones sociales que otorga el Estado contendrá los datos de los beneficiarios de esas prestaciones y programas públicos, de los beneficios que obtengan de los mismos y de sus condiciones socioeconómicas, de acuerdo con la información de que disponga Mideplan.).


El artículo 24 sustituye el artículo 2°, inciso final, del decreto N° 900, de 1996, de Obras Públicas, por otro que prescribe que los estudios de preinversión y los proyectos de inversión del sistema de concesiones deberán contar con un informe del Ministerio de Desarrollo Social, el que, en el caso de los proyectos de inversión, se fundamentará en una evaluación que analice su rentabilidad social.  Todos los informes (de preinversión y de inversión) conformarán el Banco Integrado de Proyectos de Inversión del Ministerio de Desarrollo Social.  Agrega que mientras no se disponga de ese informe no se podrá iniciar licitaciones.


El artículo 25 atribuye exclusivamente a los gobiernos regionales las funciones y atribuciones de planificación del desarrollo de la región, ajustadas a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación.


El artículo 26 incorpora en el artículo 2° del DFL N° 1, 18.359, de 1985, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, una nueva letra h) que le asigna a ésta la de velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.


Finalmente, el artículo 27 del proyecto agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo 24 de la ley N° 18.482 (sobre normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria) que obliga a las empresas a las cuales se les aplican las normas del artículo 11 de la ley N° 18.196 (empresas del Estado y aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan un aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento) a contar, en su estudios y proyectos de inversión, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas SEP, o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, que dé cuenta de su rentabilidad.

Artículos transitorios


El artículo primero transitorio faculta al Ejecutivo para realizar diversas tareas relacionadas con la puesta en marcha del nuevo Ministerio, como por ejemplo, la fecha en que éste entrará en funcionamiento y, consecuencialmente, se extinguirá el Ministerio de Planificación.  Corresponderá también a estas nuevas competencias fijar las plantas de ambas Subsecretarías (de Evaluación Social y de Servicios Sociales); disponer el traspaso del personal (por estamento y condición jurídica) y dictar normas para estructurar las plantas y, en general, adoptar las disposiciones que la misma norma menciona (numerales 4 al 7) para evitar todo menoscabo de la condición funcionaria con motivo del traspaso e incorporación a las nuevas plantas.


El artículo segundo transitorio obliga al Ejecutivo a conformar el primer presupuesto de las nuevas Subsecretarías con los recursos de la Subsecretaría de Planificación (que se extingue) pudiendo crear, modificar o suprimir capítulos, programas, asignaciones y glosas.


El artículo tercero autoriza al Presidente de la República, mediante facultad de ley delegada, para modificar las disposiciones orgánicas de las entidades relacionadas o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social que pasan a ser desempeñadas por este último, y que digan relación con las materias a que se refiere el inciso segundo del artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración.  (Autoriza al legislador común para encomendar a los servicios públicos funciones propias de los Ministerios, como son las de proponer y evaluar políticas, planes y normas para los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar actividades.  También; en casos calificados, autoriza a los Ministerios para actuar como órganos de ejecución.).


El artículo cuarto transitorio dispone que la modificación al artículo 2° del DFL N° 164 de 1991, de Obras Públicas, consignada en el artículo 24 de este proyecto de ley (según se dijo, obliga a acompañar a los estudios de preinversión y a los proyectos de inversión un informe del Ministerio de Desarrollo Social sobre rentabilidad social), entrará en vigor doce meses después de la publicación de esta ley.


El artículo quinto transitorio prevé que las facultades dispuestas por el artículo 1° transitorio, hasta su completa ejecución, no podrán irrogar un gasto mayor a $ 1.678.541 miles.


Finalmente, el artículo sexto transitorio dispone que el mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el primer año de su entrada en vigencia se financiará con el presupuesto del Ministerio de Planificación o el de su sucesor.  No obstante, ese presupuesto se podrá implementar con cargo a la Partida Tesoro Público.

- - -

VII. DISCUSIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA


En sesiones de los días 26 de octubre y 15, 29 y 30 de noviembre del año en curso, esta Comisión se ocupó del estudio en general de este proyecto y escuchó diversos planteamientos y observaciones formulados tanto por representantes del Ejecutivo como de las entidades que se han singularizado al inicio de este informe, que se describen a continuación.


En la primera oportunidad en que la Comisión se impuso de este asunto, intervino el Ministro de Planificación, señor Felipe Kast, quien señaló que la complejidad de las demandas sociales requiere de una visión integrada para identificar de manera adecuada y precisa los requerimientos de la población, en especial las necesidades de aquéllos grupos más vulnerables, permitiendo aplicar de forma efectiva las estrategias y programas sociales destinados a superar la pobreza y a garantizar la igualdad de oportunidades, integración y movilidad social. En efecto –continuó–, la existencia de un órgano de administración y gestión que colabore con el Presidente de la República y con los demás ministerios sectoriales en la tarea de alcanzar la debida coordinación de los programas sociales impulsados por el Estado y que abogue por la consistencia y coherencia en materia de desarrollo social, resulta imperiosa para conseguir los objetivos sociales en beneficio de la población nacional.


Expresó que la creación del Ministerio de Desarrollo Social –que reemplazará al actual Ministerio de Planificación– busca asegurar la consistencia de las prestaciones y beneficios sociales mediante la recolección y consolidación de la información disponible y del análisis y seguimiento de los programas que se ejecutan con fondos públicos, de manera de contar con una visión global, alineada y coordinada de la política social del país. Para ello, es necesario disponer de herramientas adecuadas con el fin de que los programas sociales de cada ministerio sean coherentes y complementarios entre sí y sus beneficios se focalicen en quiénes efectivamente los necesitan. 


Para llevar a la práctica los objetivos descritos, es indispensable que la nueva institucionalidad colabore en la toma de decisiones en materia presupuestaria, para lo cual contará con facultades de monitoreo y evaluación previa de programas sociales y proyectos de inversión, que constituyen un instrumento importante para la toma de decisiones presupuestarias en materia social, lo que se traduce en un compromiso integrado en la forma de abordar la política social del país. 


De acuerdo a lo expuesto, el señor Ministro explicó que la sustitución del Ministerio de Planificación por el Ministerio de Desarrollo Social implica un cambio de enfoque en su misión, la que ahora se centra en la superación de la pobreza; la creación de condiciones para el fomento de la participación social en igualdad de oportunidades; la integración de la población; la promoción de la movilidad social, y la protección de los grupos vulnerables. 


Los objetivos centrales de la nueva institucionalidad son:


1.- La coordinación interministerial en materia de desarrollo social.


2.- El diseño de políticas, planes y programas en las materias de su competencia. 


3.- La coordinación de la acción del sistema Intersectorial de Protección Social y de los servicios públicos relacionados con el Ministerio de Desarrollo Social.


4.- La evaluación social de proyectos de inversión que cuenten con financiamiento del Estado. 


5.- La creación de un Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


6.- Colaborar en el proceso de formulación del presupuesto de la Nación.


7.- Implementar herramientas de coordinación para la emisión de informes de recomendación de programas sociales (evaluación ex ante), informes de monitoreo y recolección de información.


En razón de lo expuesto, las funciones del Ministerio se desglosan de la siguiente manera:


1.- Coordinación interministerial en materia de desarrollo social. Esta función se divide, a su turno, en cuatro subgrupos, a saber:


1.1.- Coordinación del diseño de la política social.


a) Análisis de la realidad social nacional y regional.


b) Estudiar, definir y proponer instrumentos de focalización de los programas sociales que determinan su aplicación. 


1.2.- Evaluación.


a) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, los criterios de evaluación de los programas sociales. 


b) Emitir informes de recomendación sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales en ejecución o de los que se formulen.


c) Realizar el seguimiento y emitir informes de la gestión e implementación de los programas sociales en ejecución. 


1.3.- Cooperación en el proceso presupuestario.


a) Colaborar con la Dirección de Presupuestos en la preparación de la Ley de Presupuestos mediante la entrega de los informes de evaluación previa de programas sociales (ex ante) y los de monitoreo de los que estén en ejecución. 


b) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales. 


1.4.- Tratamiento y acceso a la información.


a) Solicitar de las entidades públicas la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones, las que deberán entregarla de manera oportuna. 


b) Sistematizar y analizar la información.


c) Administrar el Registro de Información Social del Sistema de Protección Chile Solidario (ley N° 19.949).


2.- Supervigilancia del Sistema Nacional de Inversiones.


2.1.- Establecer criterios de evaluación y emitir informes sobre la rentabilidad social de los proyectos de inversión que requieran financiamiento del Estado –incluidas las transferencias de capital–.


2.2.- Analizar los resultados de los proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar los criterios y parámetros considerados en la evaluación.


2.3.- Promover la capacitación de funcionarios públicos en materias de preparación, formulación y evaluación de estudios de preinversión, proyectos y programas de inversión.


2.4.- Colaborar con la Dirección de Presupuestos en la elaboración de la Ley de Presupuestos.


2.5.- Administrar el Banco Integrado de Proyectos de Inversión. 


3.- Interacción con sus servicios relacionados. 


3.1.- Diseño de política social.


a) Proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales en las áreas de su competencia, particularmente las relacionadas con grupos vulnerables para la erradicación de la pobreza. 


3.2.- Funciones normativas y de fiscalización. 


a) Estudiar y proponer las normas aplicables al Ministerio de Desarrollo Social y sus servicios relacionados, velando por el cumplimiento de las normas aplicables y la asignación de recursos.


3.3.- Coordinación.


a) Coordinar la ejecución de los servicios relacionados y observar la coherencia en sus acciones.


b) Administrar, coordinar, supervisar y evaluar el Sistema Intersectorial de Protección Social.


La estructura del Ministerio de Desarrollo Social –continuó– estará encabezada por su Ministro, quien será el responsable de la conducción y dirección superior de la institución, colaborando de manera directa con el presidente de la República en las materias de su competencia. 


El Ministro será apoyado por dos Subsecretarías, la de Evaluación Social y la de Servicios Sociales. 


La Subsecretaría de Evaluación Social será la responsable de la coordinación interministerial en materia de desarrollo social y del Sistema Nacional de Inversiones, además del diseño de políticas, planes y programas en materias propias de su competencia. Con el objeto de desarrollar estas funciones, esta repartición deberá: establecer –previa aprobación del Comité de Ministros– los criterios de evaluación de los programas sociales; pronunciarse sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales; analizar la realidad social, y evaluar y proponer instrumentos de focalización.


Por su parte, la Subsecretaría de Servicios Sociales tendrá a su cargo la coordinación e integración de los servicios y prestaciones sociales que entregue el Ministerio de Desarrollo Social. De esta forma, deberá administrar, coordinar y supervisar el Sistema Intersectorial de Protección Social; supervigilar la ejecución de programas sociales de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social: velar por la consonancia de la acción y el mejoramiento de los subsistemas del Sistema Intersectorial de Protección Social (Chile Solidario y Chile Crece Contigo), y celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios dependientes o relacionados con el Ministerio. 


4.- Secretarías Regionales Ministeriales. 


Sus funciones serán asesorar al intendente; coordinar los programas sociales; evaluar los proyectos de inversión; velar por la ejecución de políticas y programas sociales; colaborar en la realización de estudios sobre la situación social; identificar grupos o personas vulnerables; evaluar la rentabilidad social de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, y capacitar, a solicitud de las municipalidades, a los funcionarios para el diseño y formulación de estudios de preinversión, proyectos y programas de inversión.


Enseguida, el señor Ministero señaló que existirá un Comité Interministerial de Desarrollo Social, que será un órgano colegiado que tendrán por función principal asesorar al Presidente de la República como instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios que lo integran (reemplaza a los Comités de Ministros creados por las leyes Nºs 20.422 –que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social sobre personas con discapacidad- y 20.379 –que creó el Sistema Intersectorial de Protección Social-) . Será responsable de la definición de los lineamientos y objetivos estratégicos de la política social del Estado. Respecto de su composición, expresó que será presidido por el Ministro de Desarrollo Social e integrado por los Ministros de Educación, Salud, Vivienda y Urbanismo, Secretaría General de la Presidencia, Trabajo y Previsión Social y Haicenda. 


A propósito del personal del Ministerio de Desarrollo Social, explicó que se delegan facultades al Presidente de la República para que, vía decreto con fuerza de ley, fije las plantas del personal y establezca las normas de encasillamiento según las garantías establecidas en la ley. El personal estará afecto a las disposiciones de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo. Además, deberá guardar secreto de la información que conozcan con oportunidad del ejercicio de su cargo y abstenerse de utilizarla en beneficio propio o de terceros. 


Al finalizar su exposición, el señor Ministro se reifirió a otros cuerpos legales que modifica esta iniciativa.


1.- Ley de concesiones de obras públicas. 


Se modifica el inciso final del artículo 2º, estableciendo la obligación de que las concesiones de infraestructura deben necesariamente obtener un informe de rentabilidad social al inicio del proceso de licitación, ingresado al Banco Integrado de Proyectos de Inversión.


2.- Ley Nº 20.403, sobre ajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público y contiene disposiciones misceláneas. Faculta a la Subsecretaría de Evaluación para requerir información del Sistema de Información de Datos Previsionales que administra el IPS.

3.- Leyes de los servicios relacionados al Ministerio de Desarrollo Social.


Se introducen enmiendas en el sentido de que la supervigilancia de estos servicios corresponderá al Presidente de la República por medio del Ministerio de Desarrollo Social, específicamente por la Subsecretaría de Servicios Sociales. 


4.- Ley que asigna funciones de velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Adminstrativo.


5.- Se transfieren a los gobiernos regionales la facultad de asesorar a los intendentes para la formulacion y elaboración de políticas, planes y programas de desarrollo y presupuestos de inversión regional. 


6.- Ley Nº 18.482 (sobre empresas públicas). 


Los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las que se apliquen las normas del artículo 11 de la ley Nº 18.196, deberán contar con un informe de evaluación técnico económica que de cuenta de su rentabilidad, emitido por el Ministerio de Desarrollo Social, el Sistema de Empresas Públicas, la Comisión Chilena del Cobre, el Ministerio de Energía u otro organismo, según sea el caso. 

- - -


En sesión de 15 de noviembre de 2010 expusieron los representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Planificación y de la Federación de Asociaciones de Servicios Relacionados del Ministerio de Planificación.


La Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Planificación, señora Delia Arneric, se refirió, en primer lugar, a las materias del proyecto que dicen relación con el personal. De esta manera, señaló que el artículo primero transitorio de la iniciativa faculta al Presidente de la República para, vía decreto con fuerza de ley, ocuparse de las siguientes materias:


a) Fijar la planta del personal de la Subsecretaría de Evaluación Social, pudiendo incluir en el encasillamiento a personal del Ministerio de Planificación.


b) Fijar la planta de la Subsecretaría de Servicios Sociales. El encasillamiento de esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Planificación. 


Respecto de los literales a) y b), la Presidenta de la Asociación del Ministerio de Planificación, realizó las siguientes observaciones: en el literal a), reemplazar la frase subrayada por la siguiente: “incluirá al personal del actual Ministerio de Planificación”; en la letra b), sustituir la frase destacada por la siguiente: incluirá al personal del actual MInisterio de Planificación, como así también de los Servicios Relacionados de MIDEPLAN”.


c) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.


Señaló que esta norma es inconsistente con los literales que siguen.


El literal d), que faculta al Ejecutivo para determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a cada una de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Planificación. 


Afirmó que el encasillamiento del personal de planta y el traspaso del personal a contrata debe hacerse de acuerdo a la ley, quedando claramente establecido en este proyecto que crea el Ministerio de Desarrollo Social. Sugirió utilizar una redacción similar a las iniciativas que crearon la Subsecretaría de Turismo, la reforma provisional y la institucionalidad ambiental.  


El literal e) que le entrega al Presidente de la República la potestad de dictar normas para estructurar las plantas, el número de cargos de cada una, los requisitos para su desempeño y determinar los que tendrán la condición de exclusiva confianza y de carrera.  También podrá determinar la supresión o conversión de cargos en las nuevas plantas que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado una vez que dichos funcionarios dejen de ocupar el cargo. Además podrá dictar las normas necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables. 


En opinión de la señora Arneric la discrecionalidad de la norma descrita tensiona al personal, pues menciona requisitos para el desempeño de cargos, además de eventuales supresiones y conversiones de cargos. Precisó que los cargos no deben tener nombres, sino que determinarse de manera genérica para entregar dinamismo a la estructura orgánica. Así, los requisitos del encasillamiento deben considerar a quienes forman parte de la planta y la dotación actual para el caso de que existan vacantes concursables. 


Enseguida señaló, a propósito de las materias técnicas que contiene el proyecto, que los objetivos del nuevo Ministerio consisten en superar la pobreza, fomentar la participación social en igualdad de oportunidades, impulsar la movilidad social y proteger a los grupos vulnerables. En su opinión, el articulado no permite este desarrollo, pues se concentra en la focalización de prestaciones sociales, lo que constituye sólo una parte de los programas sociales. Así, la institucionalidad requiere no sólo de herramientas técnicas y programas asistencialistas, sino que constituirse en una efectiva “autoridad social”, asumiendo el diseño, implementación, monitoreo y evaluación ex ante de los programas a ejecutar. 


Además –continuó– la iniciativa no se refiere a los municipios, los que constituyen los principales receptores de las transferencias de los distintos programas sociales, razón por la cual, según dijo, los municipios seguirán recibiendo recursos sólo con la obligación de rendir cuenta financiera, pero no del cumplimiento de los objetivos para los cuales fueron entregados (En este mismo sentido, los servicios relacionados debieran convertirse en servicios dependientes, evitando así una institucionalidad innecesaria desde el punto de vista de sus competencias y atribuciones.). 


En relación con el traspaso de competencias de planificación a los gobiernos regionales, expresó que ello constituye un avance desde el punto de vista de la descentralización. No obstante, deben fortalecerse estos organismos para tener las competencias adecuadas de articular las políticas nacionales y regionales en materia de inversión pública y privada. Además, debe evaluarse la instalación de una estructura orgánica de la nueva institucionalidad en regiones.


En la misma sesión de 15 de noviembre de 2010, la Comisión escuchó al Presidente de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de Servicios Relacionados de Mideplan, señor José Oda, quien señaló que los contenidos de este proyecto fueron debatidos en una mesa de trabajo integrada, además, por la Subsecretaría del Ministerio de Planificación y por la Asociación de Funcionarios de MIDEPLAN.  Recordó que en cuatro sesiones se analizaron diversos documentos y presentaciones para arribar a un diagnóstico común y consensuar los objetivos estratégicos, funciones, atribuciones y organigrama de la nueva institucionalidad. 


Expresó que el 27 de julio de 2010 la Asociación de Funcionarios de MIDEPLAN decidió no continuar con la mesa de trabajo con motivo de la desvinculación de veintinueve trabajadores del Ministerio. Por ello, MIDEPLAN llevó a cabo un proceso directo y colectivo de participación con los funcionarios, en que nuevamente se revisaron antecedentes relativos a los lineamientos, funciones, atribuciones y proceso de encasillamiento del nuevo Ministerio.  Adicionalmente –continuó– se realizó una “Gira País”, con visitas a todas las Secretarías Regionales de Planificación y Coordinación (SERPLAC), con el objeto de contar con espacios directos de trabajo y presentar a los funcionarios los principales aspectos de esta iniciativa de ley.


La creación de la Mesa de Trabajo con la Federación de Asociaciones de Funcionarios de Servicios Relacionados (FENAMIAS) fue propuesta por la Subsecretaría de Planificación con fecha 14 de mayo de 2010, oportunidad en que se acordó su integración, modelos de trabajo y cronograma de sesiones. Durante el período de trabajo de esta instancia (tres sesiones), se analizó la presentación de la Subsecretaría sobre los lineamientos del proyecto, alcanzando numerosos puntos de consenso. Por las razones enunciadas, el Presidente de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de Servicios Relacionados afirmó que el proyecto fue debidamente socializado a nivel de cada servicio relacionado, funcionarios y jefes de servicio, facilitando la regulación de plantas; la definición del tercer nivel jerárquico; la creación de Direcciones Regionales y el traspaso al Sistema de Alta Dirección Pública.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que es necesario introducir mejoras en el proyecto, particularmente en temas como la facultad que se le entrega al Presidente de la República en el artículo 3° transitorio y las condiciones contractuales de los trabajadores de los servicios. Sugirió también se regule la situación del personal, de manera de contar con una dotación a la altura de los nuevos desafíos y con un aporte técnico que permita la formulación de planes y políticas adecuadas a la ejecución de programas sociales, así como la participación de la sociedad civil en su diseño, ejecución, seguimiento y evaluación.


Finalizadas las exposiciones, el Honorable Senador señor Bianchi hizo presente que sería oportuno que el Ejecutivo tomara en consideración las observaciones presentadas por los funcionarios del Ministerio de Planificación, con el objeto de que la creación de la nueva institucionalidad sea una oportunidad para que no sólo se construya un nuevo ministerio, sino que, además, la opinión de los trabajadores constituya un pilar para el mejor funcionamiento de la ejecución de políticas sociales.


El Honorable Senador señor Zaldívar concordó con el Honorable Senador señor Bianchi, en el sentido de que la opinión de los trabajadores debe ser considerada en la instalación del Ministerio de Desarrollo Social. Así, las facultades que se delegan en el Presidente de la República en las normas transitorias deben estudiarse con mayor detención, de manera tal de no entregar prerrogativas demasiado amplias que atenten en contra de la estabilidad laboral del sector público, particularmente de los trabajadores del Ministerio de Planificación y de sus servicios relacionados. 

El Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que el Ministerio de Planificación ha ido perdiendo presencia en la discusión de las políticas públicas sociales en el país, lo que ha derivado en una digresión de los diferentes programas según sea el ministerio que lo encabeza. En ese sentido el proyecto, a su juicio, constituye un avance en materias de coordinación y fomento de las políticas sociales del Estado, lo que significa que ésta debe ser una institución que tenga poder de acción para liderar los procesos necesarios para construir un país con igualdad de oportunidades para derrotar la pobreza. 

- - -


En sesión de 29 de noviembre de 2010 expuso el Director del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Luis Larraín, quien expresó que el proyecto en informe persigue que los recursos lleguen de forma oportuna a quienes más lo necesitan, focalizando el gasto de modo de alcanzar mayor eficiencia en la articulación e implementación de las políticas. Además, mejora la coordinación, el monitoreo y el orden de los programas sociales y el impacto de programas sectoriales en otras realidades, lo que permite definir prioridades en materia social como es la superación de la pobreza y la disminución de la vulnerabilidad.

Señaló que el diagnóstico de la actual institucionalidad muestra un débil vínculo entre los resultados de los programas sociales y el presupuesto asignado a los mismos, lo que se traduce en que existan numerosas iniciativas y poca revisión de su implementación. Este análisis macro puede desglosarse de la siguiente manera:


Uno) Incapacidad de detectar a las familias pobres (error de focalización).


Dos) Falta de consistencia y coordinación de los programas sociales. 


Tres) Ausencia de información de los costos administrativos de los programas sociales. 


Cuatro) Pérdida de influencia del Sistema Nacional de Inversiones. 


Cinco) Las soluciones no llegan de manera oportuna. 


Lo anterior, según dijo, hace necesaria una reforma de la actual institucionalidad, cuestión que fue debatida en el Consejo Asesor Presidencial “Trabajo y Equidad”. Recordó que en el informe final de esa instancia, “Hacia un Chile más justo: trabajo, salario, competitividad y equidad social”, se estableció que se hace necesaria “la introducción de cambios en la institucionalidad encargada de conducir la política social, de tal manera que exista una autoridad responsable de: (i) el examen de la consistencia y coherencia de las políticas existentes; (ii) el seguimiento de su cumplimiento; y (iii) la responsabilidad en la evaluación de sus resultados a través de un proceso de rendición de cuentas públicas. La propuesta sugiere algunas formas de fortalecimiento y focalización de la labor de MIDEPLAN en la coordinación y rendición de cuentas de la política de desarrollo social.”. 

Enseguida, afirmó que el proyecto está constituido sobre las siguientes bases:


Uno) Coordinación: terminar con la duplicidad y lograr la integración de programas sociales.


Dos) Focalización: asegurar un criterio objetivo para la priorización de los beneficiarios.


Tres) Evaluación: traslado desde una gestión orientada al gasto hacia una gestión centrada en variables sociales medibles.


Cuatro) Transparencia: permitir que la sociedad civil conozca y evalúe la gestión social del Gobierno. Ello implica publicar en forma periódica diversos indicadores relacionados con el uso de recursos y con los resultados de los programas que implementa el Ministerio.

Destacó el Comité Interministerial que se crea, en el cual los Ministros que lo integran podrán coordinar, orientar, informar y acordar la política social del Estado, permitiendo contar con una visión global en la materia. 


También se refirió al fortalecimiento del Sistema Nacional de Inversiones y apoyo el proceso presupuestario. Sobre este punto, afirmó que se busca establecer criterios de evaluación para determinar la rentabilidad social de los proyectos de inversión, mejorando el uso de fondos públicos y generando una cartera de iniciativas de inversión que esté a disposición de las instituciones públicas que toman decisiones de inversión. En este sentido, precisó que el Ministerio de Desarrollo Social elaborará informes que serán útiles para la toma de decisiones en materia presupuestaria, lo que permite una visión más global para las asignaciones que hace la Dirección de Presupuestos.  Además, el Ministerio de Desarrollo Social administrará el Banco Integrado de Programas Sociales, lo que permitirá contar con una identificación clara de los beneficiarios de los programas sociales y con publicaciones periódicas de indicadores relacionados con el uso de recursos públicos y de evaluaciones de proyectos. 


Finalmente, destacó esta iniciativa de ley por cuanto permitirá la ejecución coordinada de los programas sociales, particularmente considerando lo siguiente:


Uno) El Ministerio de Desarrollo Social es la base que sustenta el nuevo diseño de la política social de Chile.  

 
Dos) Es necesario tener claro quiénes son las personas que necesitan los recursos y quiénes son los beneficiados con los programas sociales, para asegurar que las políticas sociales lleguen efectivamente a los que más las necesitan.


Tres) Actualmente, el Gobierno tiene 318 programas sociales que son llevados a cabo por distintos ministerios que no están siendo coordinados.


Cuatro) Contar con información pública sobre la efectividad de los programas no sólo facilitaría la focalización de los recursos, sino que permitiría evaluarlos y tomar decisiones más oportunas.


Cinco) Es necesario que los temas sociales tengan mayor importancia en el Gobierno. Es tarea del nuevo Ministerio demostrar que este cambio en la  institucionalidad contribuirá a ganar la lucha contra la pobreza.

El Presidente de la Fundación para la Superación de la Pobreza, señor Rodrigo Jordán, fue de opinión que debe existir un piso de oportunidades para el desarrollo humano, disponible para ser experimentado por todos los miembros de la sociedad. Ello se traduce en prolongar las expectativas de vida de los más pobres; recibir educación continua y de calidad; tener un hábitat digno e integrado; acceder a más y mejores oportunidades laborales; contar con un nivel de ingresos constante que permitan resolver las necesidades inmediatas y ser escuchados en la toma de decisiones sobre los asuntos que les competan de manera directa. 


Destacó los principios sobre los que se funda la iniciativa, a saber:


Uno) Separación de funciones.


i.- Planificación y articulación global.


ii.- Ejecución sectorial.


iii.- Evaluación.


Dos) Aprovechamiento de las capacidades instaladas en la sociedad. Se debe potenciar la complementariedad con la sociedad civil. 


Tres) Mayor participación del Poder Legislativo (como fiscalizador y creador de los marcos normativos).


Cuatro) Transparencia y accesibilidad. Debe existir información sistémica y transparente sobre el desempeño de las políticas y programas sociales.


Cinco) Funciones y condiciones explícitas.  El diseño de la institucionalidad debe ser claro, explícito y orientado al usuario final de las políticas sociales.


De esta manera, continuó, el proyecto permite una reordenación administrativa y la utilización de herramientas que posibilitan la evaluación ex ante de los programas sociales por medio del Banco Integrado de Programas Sociales. Además, existirá una instancia de coordinación permanente de políticas públicas en esta materia, como es el Comité Interministerial de Desarrollo Social y mayores grados de descentralización en la ejecución de estos programas. 

Sugirió que durante la discusión particular de esta iniciativa, se estudien cuestiones como la definición funcional del gasto; participación en la formulación presupuestaria y explicitación de la funciones de articulación y competencia asociadas al Sistema Intersectorial de Protección Social.


A continuación, intervino el señor Ignacio Irarrázaval, Director del Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile, quien hizo presente que luego de observar los datos de la institucionalidad social en América Latina contenidos en un informe de la CEPAL de este año, puede concluirse lo siguiente:


Uno) La política social debe ser integral. Sin embargo, en la práctica es posible comprobar que ella se caracteriza por la fragmentación institucional y la duplicación, lo que suele provocar confusión y descoordinación y, por ende, al desperdicio de recursos.


Dos) Funciones de la autoridad social. La actuación de la autoridad social debiera orientarse a principios como la definición de su población meta, la consecución del objetivo buscado y la utilización de los medios asignados a alcanzarlo. Para ello, ha de priorizar coordinar y asignar recursos. Sobre este último punto, precisó que la elaboración del presupuesto mediante la simple corrección de las provisiones presupuestarias de años anteriores es incorrecta. Sostuvo que estas decisiones deben adoptarse sobre la base de una información real fruto de evaluaciones físico-financieras centradas en el impacto del programa.


Según lo expuesto, la institucionalidad de la política social en Chile debe considerar los siguientes aspectos:


Uno) Definición de los objetivos específicos de la política social, con sus correspondientes estándares, indicadores y planificación para su consecución.


Dos) Identificación de la población objetivo, de las estaciones territoriales y de los sistemas de información pertinentes.


Tres) 
Monitoreo y evaluación de los programas implementados con instrumentos confiables de medición. 


Cuatro) Coordinación de los distintos niveles gubernamentales y organismos ejecutores de los programas, asignando los recursos de manera eficiente.


Cinco) Incorporación de instancias de atención y participación ciudadana.


Seis) Acceso a información confiable de los beneficiarios y de sus necesidades, como también del funcionamiento de los programas sociales, sus ejecutores y sus resultados.


Sobre el contenido del proyecto, destacó la coordinación de la política social y el establecimiento de mecanismos concretos para avanzar en ese sentido, como también el conocimiento sistemático que puede lograrse con perspectiva e independencia de los gobiernos de turno, con énfasis en la generación y administración de la información social del país y con un profundo ánimo descentralizador. 


Señaló, finalmente, que hay aspectos que estudiar durante la discusión particular, tales como la efectividad del Comité Interministerial, el carácter vinculante de algunas recomendaciones y la conexión de esta iniciativa con la futura Agencia de Calidad de las Políticas Públicas.


El Honorable Senador señor Rossi consultó por la necesidad de la creación de esta nueva institucionalidad para la ejecución de políticas públicas en materia social. 


A su vez, el Honorable Senador señor Sabag abogó porque la creación del nuevo Ministerio de Desarrollo Social no signifique  una mayor burocracia en la aprobación de proyectos que persigan la derrota de la pobreza, por lo que es importante considerar la opinión de los trabajadores y de los centros de estudios que han hecho presente sus planteamientos. 


Los Honorables Senadores señores Bianchi y Zaldívar recordaron que es importante que los funcionarios tengan participación en las normas del encasillamiento del personal, particularmente en lo que dice relación con la norma que señala que se “podrá incluir personal del Ministerio de Planificación.”.


La Subsecretaria del Ministerio de Planificación, señora Soledad Arellano, expresó que la creación de la nueva institucionalidad se hace necesaria para una mejora estructural en la entrega y en los estándares de la ayuda social que entrega el Estado, con el objeto de coordinar los programas que llevan adelante los diferentes ministerios sectoriales con programas sociales. A mayor abundamiento, precisó que más que la instalación de una nueva institucionalidad, es la sustitución de lo que hoy existe por un Ministerio con nuevas herramientas institucionales para la coordinación y evaluación de la ejecución de los programas sociales, lo que permitirá focalizar de mejor manera el esfuerzo estatal para la derrota de la pobreza.  


Respecto de la norma transitoria, explicó que esta disposición debe ser entendida en conjunto con otras del proyecto, en el sentido de que no obliga a incluir (todo o parte) a personal del Ministerio de Planificación. Así, se optó por esta redacción para evitar problemas de interpretación con la Contraloría General de la República respecto de si debe ser todo el personal o que sólo puede ser personal que viene del Ministerio de Desarrollo Social.

- - -


En sesión de 1° de diciembre de 2010, el representante de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señor Sebastián Pavlovic, afirmó que la iniciativa, de acuerdo a su objetivo principal, aparece como necesaria para contribuir a la implementación de políticas necesarias de mejor calidad. Sin perjuicio de lo anterior, existen aspectos que requieren ser revisados para velar por un adecuado diseño institucional.  Afirmó que si bien este proyecto es un avance, hay asuntos que es necesario revisar, como la coordinación interinstitucional y la consolidación del uso de la información y de las evaluaciones para una mejor toma de decisiones, cuestión que, a su juicio, escapa al ámbito legislativo. 


Señaló que la iniciativa presenta siete factores críticos respecto de los cuales es necesario ahondar el análisis:


Uno) Definición y delimitación del campo de acción del Ministerio de Desarrollo Social.


Sugirió determinar de manera clara qué debe entenderse por “programas sociales”, con el objeto de establecer cuál será la capacidad normativa del Ministerio en relación con otras carteras. 


Dos) Adecuada separación de funciones en el diseño, ejecución y evaluación de políticas. 


Sobre este aspecto, destacó que si bien se crea una nueva Subsecretaría que coordinará los servicios dependientes, ésta puede resultar insuficiente para obtener datos objetivos que permitan adoptar decisiones macro en materia de ejecución de programas sociales, lo que puede derivar –según dijo– en que la nueva institucionalidad se transforme en juez y parte respecto de otros programas sociales de otros ministerios. 


Tres) Coordinación efectiva de otras instancias evaluadoras del Gobierno. 


Cuatro) Uso efectivo de la información para la toma de decisiones.


Si bien existe una norma especial para la confidencialidad de los datos del Servicio de Impuestos Internos, nada se dice respecto de la información sensible que posee el Ministerio de Salud y otros ministerios (ley de protección de datos personales), pues la autorización genérica no parece cumplir a cabalidad con el artículo 11 de la ley N°19.628. En su opinión, esto debe estar resuelto de manera específica. 


Cinco) Coordinación interministerial.


El proyecto propone la creación del Comité Interministerial de Desarrollo Social como un órgano colegiado, asesor del Presidente de la República, con el objeto de definir los lineamientos y objetivos estratégicos de la política social del Estado. Sobre este asunto, opinó que no es claro que este Comité constituya un avance respecto de las instancias de coordinación que hoy existen. 


Seis) Fortalecimiento de la institucionalidad a nivel de recursos humanos.


Las mayores atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social hacen atendible su fortalecimiento en materias de personal y sistemas de información. En este sentido, continuó, el proyecto entrega la atribución de fijar las plantas vía decreto con fuerza de ley, en que el informe financiero no entrega mayores detalles sobre lo que se piensa realizar.  Así, la aprobación de estas facultades delegadas para la reorganización institucional y traspaso de personal debe quedar condicionada a que el Ejecutivo entregue señales específicas en ese sentido. 


Siete) Modernización de organismos públicos y servicios dependientes y sus programas.


Una reforma orgánica debe suponer una revisión orgánica de la necesidad de modernizar otros aspectos institucionales, por lo que se hace necesaria una revisión más profunda del funcionamiento de sus servicios dependientes. Además, tampoco resulta clara la forma en que se compatibiliza la iniciativa con otras propuestas institucionales. 


En síntesis, declaró que la iniciativa constituye un esfuerzo importante para el diseño e implementación de políticas públicas, en que hay que tener presentes los siete aspectos críticos a los que se ha hecho mención, como también que el rediseño institucional no soluciona por sí solo el problema de las políticas sociales.

El Honorable Senador señor Zaldívar preguntó al Ministro de Planificación por el sentido de la norma que faculta al Presidente de la República para incluir personal del Ministerio de Planificación. 

El señor Ministro de Planificación precisó que el contenido del proyecto ha sido discutido con diversos centros de estudio y con los trabajadores del Ministerio, de manera tal que sus ejes principales están definidos de manera consensuada, lo que no obsta a que durante la discusión particular sea enriquecido con las observaciones que se han planteado durante este debate. 


Respecto de la observación acerca del personal del Honorable Senador señor Zaldívar, explicó que no se pueden tomar decisiones que impliquen desvinculación de funcionarios, y que el sentido de la expresión “podrá” contenido en una de las disposiciones transitorias implica la contratación de nuevo personal para el caso de que el Ministerio se expanda, puesto que de lo contrario no se podría contar con nuevos funcionarios, pero en ningún caso ello implica la exoneración de trabajadores del Ministerio. En el mismo sentido, la frase “disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal de contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social”, significa que se transfiere todo el personal de planta y a contrata, lo que se hará manteniendo el grado, calidad jurídica y antigüedad. 


El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó considerar la respuesta del señor Ministro en la discusión particular, de manera de contar con las indicaciones que precisen en la ley el sentido de la norma tal como lo entiende el Ejecutivo.

- - -

IDEA DE LEGISLAR


Luego de escuchar las exposiciones transcritas y atendidos los fundamentos del mensaje y el contenido del articulado, esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag y Zaldívar, prestó su aprobación en general al proyecto de ley en informe.

Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Rossi hizo presente que hay que tener especial consideración con la creación de nuevas instituciones y la desvinculación de funcionarios del sector público, particularmente en instituciones que dependen del Ministerio de Planificación como el FOSIS, por lo que instó que esta iniciativa tome en cuenta los planteamientos realizados por los funcionarios en el sentido indicado.


El Honorable Senador señor Zaldívar concordó con el planteamiento del Honorable Senador señor Rossi, puesto que numerosos funcionarios han sido desvinculados no sólo en el FOSIS, sino también en el Instituto Nacional de la Juventud y otros dependientes del Ministerio de Planificación. Manifestó su preocupación por la falta de criterios objetivos para la no renovación de contratos en el sector público, por lo que confía en la declaración del señor Ministro en el sentido de que las normas transitorias no implican exoneración de trabajadores del Ministerio, sino que, por el contrario, contar con nuevos funcionarios desde los profesionales, técnicos y auxiliares que ya existen para el caso de que los nuevos desafíos así lo exijan.


El Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que la Administración Pública debe contar con profesionales de excelencia de acuerdo a criterios técnicos y de mérito que le permitan llevar adelante sus funciones y no según objetivos o cuotas que transformen al Estado en un centro de operaciones de los partidos. Existen cargos de confianza que deben ser ejercidos por quien el Presidente de la República determine, en tanto hay otros que deben ser ocupados según criterios objetivos de mérito para contar con un Estado que ejerza sus funciones de manera profesional más allá de toda consideración político partidista. Recordó que la última campaña senatorial, sus contrincantes no sólo eran los otros candidatos o dirigentes de partidos, sino que funcionarios públicos, cuestión que, a su juicio, lesiona el sentido del trabajo en el Estado. 


El Honorable Senador señor Bianchi afirmó que el centro de la discusión es la creación del nuevo Ministerio de Desarrollo Social, por lo que solicitó al Ministro patrocine indicaciones que perfeccionen el proyecto, puesto que varias normas son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Respecto de las opiniones vertidas por los otros señores Senadores miembros de la Comisión, sostuvo que ello implica una reforma profunda del sistema de empleos del Estado, cuestión que lo transforma en un mal empleador, generando incertidumbre año tras año con la renovación de los funcionarios a contrata. Por ello, solicitó al Ejecutivo una revisión de este asunto para terminar con una situación ingrata que afecta todos los años a los funcionarios de la Administración.


El Honorable Senador señor Sabag valoró la propuesta en informe, por cuanto ayudará en una mejor y más expedita entrega de la ayuda que el Estado entrega a los más desposeídos. Sin perjuicio de ello, insistió en que durante la discusión particular se incorporen las observaciones planteadas por los funcionarios y por los centros de estudio, además de otras que surjan en el debate. Solicitó también al Ejecutivo tener especial consideración por el sistema de calificaciones, respetando carreras que se han desempeñado de manera profesional en el Administración Pública.

- - -


En consecuencia, habida consideración de la relación y acuerdo precedentes, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de ley. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL Y MODIFICA LOS CUERPOS LEGALES QUE INDICA

“TÍTULO I

Párrafo 1°
Objetivos, Funciones y Atribuciones


Artículo 1°.-  El Ministerio de Desarrollo Social es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social.

El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada. 


Corresponderá también a este Ministerio evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. Además, evaluará las solicitudes para la realización de estudios preinversionales que requieran financiamiento del Estado.


Artículo 2°.-  Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte. Dichas actividades deberán encontrarse incluidas en la definición funcional de gasto público social. Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará el procedimiento a través del cual se determinará qué programas se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social.


2) Personas o Grupos Vulnerables: aquellos que por su situación o condición  social, económica, física, mental o sensorial, entre otras, se encuentran en desventaja y requieren de un esfuerzo público especial para participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional y acceder a mejores condiciones de vida.


3) Banco Integrado de Programas Sociales: registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social que contiene los programas sociales que anualmente solicitan financiamiento del Estado.

4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social que contiene los estudios de preinversión y proyectos de inversión que anualmente solicitan financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital.

Artículo 3°.- Corresponderán especialmente al Ministerio de Desarrollo Social, las siguientes funciones y atribuciones:


a) Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales de su competencia, en particular las orientadas a las personas o grupos vulnerables y la erradicación de la pobreza.

b) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social a que se refiere el artículo 11° de la presente Ley, los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos.


c) Pronunciarse, a través de un informe de recomendación sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros, de los programas sociales que planteen  implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. 


Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá, entre otros, estudiar la realidad social, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar los programas sociales en formación o los ya existentes, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social determinará la forma y oportunidad de estos informes de recomendación.


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de la presente Ley.


d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la realización de informes sobre su eficiencia, eficacia y focalización, entre otros. Estos informes deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social. 

e) Analizar la realidad social nacional y regional de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social.


f) Definir los instrumentos de focalización de los programas sociales, sin perjuicio de las facultades de otros ministerios a estos efectos. Uno o más reglamentos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscritos además por el Ministro de Hacienda, y en su caso por los ministros sectoriales que corresponda, establecerán el diseño, uso y formas de aplicación de él o los referidos instrumentos y las demás normas necesarias para su implementación.


g) Establecer criterios y actualizar las metodologías para evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado.


En cumplimiento de lo anterior, le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable, y que responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación respecto de iniciativas no comprendidas en la presente Ley.


h) Analizar los resultados de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados en la evaluación a que hace referencia la letra precedente. 


Asimismo, realizará el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y estudios de preinversión. Para ello utilizará los informes que le sean presentados por el organismo público que solicita se emita el documento interno de la Administración.


i) En conjunto con el Ministerio de Hacienda, poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, durante el mes agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión evaluados por el Ministerio de Desarrollo Social que indique, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente, que fue sometida a la evaluación señalada en el inciso cuarto del artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263, de 1975 y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva.


j) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en la preparación anual de la Ley de Presupuestos del Sector Público, para lo cual pondrá a disposición de la Dirección de Presupuestos los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones establecidos en las letras c), d), g) y h) precedentes.


k) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión.


Con este fin elaborará, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos, las normas e instructivos necesarios para establecer el diseño y adecuado funcionamiento de dichos Bancos. 


l) Elaborar las normas, instructivos y procedimientos relativos a la presentación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, y de los programas sociales para el cumplimiento de las funciones que esta Ley le asigna. En el caso de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, dicha normativa deberá además ser suscrita por el  Ministro de Hacienda. 


m) Promover la capacitación de funcionarios públicos en materia de preparación, formulación y evaluación de los estudios de preinversión y proyectos de inversión y de los programas sociales.


n) Administrar el Registro de Información Social a que se refiere el artículo 6° de la Ley N° 19.949, que estableció un Sistema de Protección Social para familias en Situación de Extrema Pobreza denominado "Chile Solidario". 


ñ) Administrar, coordinar, supervisar y evaluar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la Ley N° 20.379. 


o) Velar por el mejoramiento constante en la gestión del Sistema Intersectorial de Protección Social, de los subsistemas que lo integran y de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social. 


p) Ejecutar las acciones necesarias para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.


En el ejercicio de esta atribución, el Ministerio de Desarrollo Social determinará periódicamente las políticas en materia de  desarrollo social que deberán ser ejecutadas por sus servicios públicos relacionados o dependientes, los cuales, con la periodicidad que determine el Ministerio, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas. 


q) Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios dependientes o relacionados del Ministerio de Desarrollo Social.


r) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente.

Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El  Servicio de Impuestos Internos informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros para el uso de sus funciones propias.


El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal.

s) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que se obtengan por el Ministerio de Desarrollo Social en el ejercicio de sus atribuciones para el cumplimiento de sus funciones, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


t) Asesorar técnicamente a los Intendentes, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social, en las materias de competencia del Ministerio de Desarrollo Social que tengan aplicación regional.


u) Estudiar y proponer las normas aplicables al Ministerio de Desarrollo Social y sus servicios dependientes o relacionados y velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades que le correspondan.


v) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2°

De la Organización


Artículo 4°.- La organización del Ministerio de Desarrollo Social será la siguiente:


a) El Ministro de Desarrollo Social;


b) La Subsecretaría de Evaluación Social;


c) La Subsecretaría de Servicios Sociales; y


d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio, deberán considerarse áreas funcionales, tales como, las encargadas de estudiar la realidad social, de evaluar la consistencia de los programas sociales que se propone implementar, de realizar el seguimiento de la ejecución de los programas sociales, de articular el Sistema Intersectorial de Protección Social, de coordinar la ejecución de sus servicios relacionados o dependientes, de evaluar la rentabilidad social de las iniciativas de inversión y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 5°.- La Subsecretaría de Evaluación Social estará a cargo del Subsecretario de Evaluación Social, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá especialmente colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), r) y s) del artículo 3° precedente.


Artículo 6°.- La Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo del Subsecretario de Servicios Sociales, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá colaborar especialmente con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras ñ), o), p), q) y r)  del artículo 3° precedente.


Artículo 7°.- El Ministro de Desarrollo Social será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Evaluación Social. En caso de ausencia o impedimento de éste, el Ministro será subrogado por el Subsecretario de Servicios Sociales. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.

Artículo 8°.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Desarrollo Social, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio de Desarrollo Social, quien asesorará al Intendente y servirá de organismo coordinador de la ejecución de las políticas y programas sociales relacionados con este Ministerio a nivel regional y de evaluador de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social y que tengan aplicación regional.

Les corresponderá en especial a las Secretarías Regionales Ministeriales:

a) Integrar la secretaría técnica del Intendente.


b) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación de la acción de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


c) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación regional y, en caso de ser necesario, en la coordinación local de los subsistemas que forman parte del Sistema Intersectorial de Protección Social regulado en la Ley N° 20.379.


d) Velar por el mejoramiento constante en la ejecución de las políticas y programas sociales y propender a un trabajo coordinado entre los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social a nivel regional.


e) Realizar, de acuerdo a los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social, la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social. Además, deberán emitir los informes respectivos y estudiar su coherencia con las estrategias regionales de desarrollo.


f) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la realización de estudios y análisis permanentes de la situación social regional y mantener información actualizada sobre la realidad regional.


g) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la identificación de las personas o grupos vulnerables de la región.


h) Colaborar a solicitud de las Municipalidades, en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad social. Estos proyectos podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión a que se refiere el artículo 2° número 4) de la presente Ley.


i) Capacitar, a solicitud de las Municipalidades, a sus funcionarios en el diseño y formulación de estudios de preinversión y proyectos de inversión.
Párrafo 3°

Del Personal


Artículo 9°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social estará afecto a las disposiciones de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del Decreto Ley N° 249 de 1974, y su legislación complementaria.


Artículo 10°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social deberá guardar reserva y secreto absolutos de la información que contenga datos personales de la cual tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a este artículo vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.
Título II

Del Comité Interministerial de Desarrollo Social


Artículo 11°.- Créase el Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales. Adicionalmente, este Comité constituirá una instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios que lo integran.


Artículo 12°.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social estará integrado por los siguientes Ministros:



a) El Ministro de Desarrollo Social, quien lo presidirá;



b) El Ministro de Hacienda;



c) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia; 



d) El Ministro de Educación;



e) El Ministro de Salud;



f) El Ministro de Vivienda y Urbanismo; y



g) El Ministro del Trabajo y Previsión Social.



Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Desarrollo Social podrá invitar a participar con derecho a voz a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito social.


Artículo 13°.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social reemplazará al Comité de Ministros creado en la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y al Comité Interministerial establecido en la Ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, de manera que toda referencia realizada a estos Comités se entenderá hecha al Comité Interministerial de Desarrollo Social creado por esta Ley.



En consecuencia, y sin perjuicio de las funciones que de conformidad a esta Ley le correspondan al Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuando éste deba conocer sobre las materias a las que se refiere la Ley N° 20.422, el Comité Interministerial de Desarrollo Social deberá abordar, en forma prioritaria tales materias. El Comité deberá adoptar todas las medidas que sean necesarias de manera de contar en estas sesiones con la participación de los Ministros de Justicia y Transporte y Telecomunicaciones conforme lo requiere la Ley N° 20.422. En la medida que el Comité Interministerial de Desarrollo Social se encuentre conociendo de las materias a que dicha ley se refiere no se requerirá la integración de los Ministros de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia. 



Asimismo, cuando de conformidad a lo dispuesto en esta Ley y en la Ley N° 20.379, le corresponda al Comité Interministerial de Desarrollo Social conocer de las materias a que dicho cuerpo legal se refiere, se abordará prioritariamente tales materias y el secretario del Comité Interministerial de Desarrollo Social velará porque en tanto se traten las materias propias de esa ley, el Comité se integre por los miembros que establece el Reglamento de la Ley N° 20.379.


Artículo 14°.  Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Desarrollo Social:



a) Proponer al Presidente de la República los lineamientos y objetivos estratégicos de la política de desarrollo social del Estado.



b) Proponer al Presidente de la República políticas públicas, planes y programas sociales de aplicación o cobertura interministerial.



c) Conocer las metas estratégicas definidas anualmente por cada Ministerio en materia de desarrollo social y su cumplimiento, además de su coherencia con los lineamientos y objetivos estratégicos a que se refiere la letra a) precedente. 



d) Conocer los informes a que se refiere la letra d) del artículo 3° elaborados por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social.



e) Proponer la reformulación, el término o la adopción de medidas para potenciar programas sociales, según corresponda, en base a las evaluaciones que, sobre los mismos, se encuentren disponibles o que el Comité haya propuesto realizar. 



f) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones. 


Artículo 15°.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social determinará la periodicidad de sus sesiones, la convocatoria, el quórum necesario para sesionar, el quórum requerido para adoptar acuerdos y todas las demás disposiciones necesarias para su adecuado funcionamiento.


Artículo 16°.- Los acuerdos del Comité Interministerial de Desarrollo Social que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social.

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 17°.-  El Ministerio de Desarrollo Social será el sucesor legal y patrimonial del Ministerio de Planificación una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 1) del Artículo Primero Transitorio de la presente Ley.


En consecuencia, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director de dicha Oficina; así como al Ministerio de Planificación y Cooperación y al Ministro de Planificación y Cooperación; y al Ministerio de Planificación y al Ministro de Planificación, deberán entenderse hechas al Ministerio de Desarrollo Social y al Ministro de Desarrollo Social, respectivamente.


Asimismo, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa realicen al órgano de planificación nacional, entidad planificadora o cualquier expresión similar o equivalente, se entenderán hechas al Ministerio de Desarrollo Social, siempre y cuando se trate de materias de su competencia.


Artículo 18°.- No será aplicable al Ministerio de Desarrollo Social la limitación contenida en el inciso primero del artículo 16 de la Ley N° 18.091, sustituido por el artículo 19 de la Ley N° 18.267. 


Artículo 19°.- Modifícase la Ley N° 20.403 en el sentido de intercalar, en el inciso primero de su artículo 30, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción “y”, la frase “, de Evaluación Social”. 


Artículo 20°.- Modifícase la Ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación, en el siguiente sentido:


1) Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.

2)  Derógase el artículo 27.


3) En el artículo 28, elimínase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, la frase “del Ministerio de Planificación y Cooperación”.


4) Sustitúyese, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, el inciso final del artículo 7° por el siguiente: “Estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, con quien se relacionará por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales.”


Artículo 21°.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 62 de la Ley N° 20.422, entre la palabra “Planificación” y la conjunción “y” la siguiente frase: “, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 22°.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 1° de la Ley N° 19.042, que crea el Instituto Nacional de la Juventud, antes del punto (.) final la frase “, por intermedio de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 23°.- En el inciso segundo del artículo 6° de la Ley N° 19.949, que establece un Sistema de Protección Social para Familias en Situación de Extrema Pobreza denominado Chile Solidario, intercálase entre la palabra “mismos” y la frase “y de sus condiciones socioeconómicas”, lo siguiente: “, los montos que perciban por estos conceptos, las causales por las cuales tengan la calidad de beneficiarios”.


Artículo 24°.- Sustitúyese el artículo 2° inciso final del Decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, por el siguiente: “La realización de estudios de preinversión y los proyectos de inversión a ejecutarse mediante el sistema de concesión, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe emitido por el Ministerio de Desarrollo Social. En el caso de los proyectos de inversión, el informe deberá estar fundamentado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes relativos a los estudios de preinversión y proyectos de inversión formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión administrado por el Ministerio de Desarrollo Social. Mientras no se cuente con dicho informe no se podrá iniciar el proceso de licitación.”


Artículo 25°.- A los gobiernos regionales corresponderán exclusivamente las funciones y atribuciones en materia de planificación del desarrollo de la región, mediante el diseño, elaboración, aprobación y aplicación de políticas, planes y programas dentro de su territorio, los que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación. 

Artículo 26°.- Incorpórese en el artículo 2° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1-18.359 de 1985, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, una nueva letra h) del siguiente tenor: “h) Velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.” 


Artículo 27°.- Agreguése el siguiente inciso tercero nuevo al artículo 24° de la Ley N° 18.482, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y final, del siguiente tenor: “Del mismo modo, los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las que se aplican las normas establecidas en el artículo 11° de la Ley N° 18.196, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas SEP, o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, entre otros, según sea el caso. Dicho informe deberá fundarse en una evaluación técnico-económica que dé cuenta de su rentabilidad. Corresponderá al Ministerio de Hacienda impartir instrucciones y resolver al respecto. Las empresas aludidas deberán remitir al Ministerio de Desarrollo Social una copia del citado informe, cuando éste no fuese elaborado por dicha Secretaría de Estado, dentro de los treinta días siguientes a la recepción por parte de los referidos organismos responsables de elaborarlo, y demás antecedentes que el Ministerio de Desarrollo Social solicite para el adecuado estudio de dicho informe.”

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.-  Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de la presente Ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Planificación y suscritos además por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social. Además, determinará la fecha de supresión del Ministerio de Planificación.


2) Fijar la planta de personal de la  Subsecretaría de Evaluación Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Planificación.


3) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Servicios Sociales. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Planificación.


4)  Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.


5) Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica, a cada una de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Planificación.


6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. También, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 5° precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón. También, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. 


7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones.


Artículo Segundo.-  El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, y traspasará a ellas los fondos de la Subsecretaría de Planificación, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítem, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente Ley, modifique mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Planificación o el organismo que lo reemplace y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las disposiciones orgánicas de los organismos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social en orden a traspasar a dicho Ministerio  las funciones y atribuciones actuales de los mencionados organismos que correspondan a las señaladas en el inciso segundo del artículo 22 de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Además, determinará la entrada en vigencia del traspaso de funciones que disponga conforme al ejercicio de esta facultad.


Artículo Cuarto.- La modificación a que se refiere el artículo 24° de esta Ley, que sustituye el artículo 2° inciso final del Decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, entrará en vigencia transcurridos 12 meses contados desde la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial.


Artículo Quinto.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente Ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.678.541 miles.

Artículo Sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación o el órgano que lo reemplace. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 26 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Pérez Varela, Rossi y Zaldívar; 15 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Pérez Varela y Zaldívar; 29 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Rossi y Zaldívar; 30 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Pérez Varela y Zaldívar, y 1 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Pérez Varela, Rossi y Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 13 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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MOCIÓN LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE COMERCIALIZAR RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS ENFERMOS O CONTAMINADOS 

(7353-03)
Honorable Senado:

1. El Centro Ecoceanos, la Liga Ciudadana de Defensa del Consumidor y Consumers Internacional, la Política Nacional de Inocuidad de los Alimentos establece, han señalado que el respeto y promoción del derecho a la salud y a una alimentación saludable y segura, garantía de transparencia y participación muy especialmente en el proceso de análisis de riesgo, decisiones basadas en información y evidencia científica, y cumplimiento de las obligaciones en el ámbito internacional. Por su parte la Ley del Consumidor asegura el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos y otras características relevantes de los mismos (b) el no ser discriminado arbitrariamente por parte de proveedores de bienes y servicios (c) la seguridad en el consumo de bienes y servicios, la protección de la salud y el medio ambiente y el deber de evitar los riesgos que pueden afectarles y (d) el derecho al consumo de alimento, inocuo, sano y seguro.

2. En el caso del manejo del primer brote de virus de la Anemia Infecciosa del Salmón (ISA) en la Región de Magallanes, reconocido oficialmente por el Sernapesca el 5 de noviembre de 2010, ha dejado en evidencia una serie de graves incumplimientos a las regulaciones sanitarias, ambientales y de manejo acuícola existentes en el área de Bahía Perales, Provincia de Última Esperanza, y en la ciudad de Punta Arenas, Región de Magallanes y Antártica chilena. Circunscrito en esta lógica un ejemplo de mal manejo esta dado por el centro de Bahía Perales que detenta una sobreproducción de peces que triplica lo aprobado en su DÍA, correspondiente a 220 ton anuales. Esto implica la existencia de altas concentraciones de peces en sus 10 balsas jaulas, de lo que es posible inferir que el potencial volumen de salmones en riesgo de ser infectados por el virus ISA correspondería a unos 600.000 kgs de Salmón del Atlántico.

3. Llama la atención, que a una misma partida de 230.000 Kg. de peces infectados, se le hayan aplicado diferentes tratamientos: 11 de un total de 50 toneladas fueron efectivamente eliminadas en el vertedero municipal de Punta Arenas. Una cantidad indeterminada de miles de kilos fue incinerada ilegalmente en el centro de cultivo de Bahía Perales, y otra cantidad, también indeterminada de miles de kilos, estaría siendo procesada para consumo humano. Estos volúmenes de peces infectados estarían siendo procesados y congelados en una planta de la Pesquera Edén, en la Región de Magallanes, según información entregada por el director regional del Sernapesca, Patricio Díaz, a consejeros de pesca y aparecida en un reportaje del 16 de noviembre del 2010 difundida por la Red Austral de TVN. Sin embargo, no existe información sobre el volumen total, tipo de peces afectados (smolt, reproductores o engordas) y el destino final que tendrán estas producciones de congelados de Salmón del Atlántico provenientes de este brote de virus ISA. Tampoco es claro que la planta procesadora de Pesquera Edén sea el único lugar donde se estaría procesando y congelando estos peces infectados. Preocupan las afirmaciones del director regional del Sernapesca, Patricio Díaz, asegurando la absoluta inocuidad del consumo de salmones infectados, basándose en información difundida por el sector empresarial y en la falta de estudios epidemiológicos sobre humanos expuestos al consumo de peces muertos por brotes de este patógeno, pues el que la literatura a la fecha no describa los efectos del virus sobre humanos, no significa que no exista peligro.

4. El virus ISA pertenece a la familia Orthomyxoviridae, género Isavirus, que también produce el virus de la gripe A, y causa diversas enfermedades en aves y mamíferos. La enfermedad clínica afecta a peces cultivados en agua de mar de la especie Salmón del Atlántico y fue reportada por primera vez en Noruega en 1984, luego en Canadá, Escocia, Islas Faroe y EEUU. El 2008 se confirmó su desplazamiento al hemisferio sur, tras de brotes de gran virulencia y tamaño en Chile. En los últimos 25 años, se registran más de 460 brotes de ISA, todos en Salmones del Atlántico cultivados.

5. El Estado a través del Ministerio de Salud debe garantizar la aplicación del principio precautorio para asegurar el derecho de los consumidores, a la salud y al consumo de alimento inocuos, frente a un agente viral de reciente data en el país, que se encuentra en una activo proceso de expansión geográfica desde 2007 y posee gran capacidad para el cambio y adaptación a nuevos huéspedes. Más aún considerando que por mandato constitucional deben someter su acción a la Constitución, y es del caso que el derecho a la vida y salud están consagradas expresamente en la Carta fundamental. En efecto, el Ministerio de Salud debe asegurar los derechos de los chilenos para acceder a alimentos inocuos y seguros frente a los productos de salmónidos provenientes del brote de Magallanes. Esto, especialmente al ser un país de la OCDE, que obligan al país a tener las mismas normas, estándares, metodologías, técnicas y criterios para los productos que se exportan, como para los que se destinan al consumo interno, no pudiendo existir discriminación respecto a los consumidores nacionales. Al no existir tiempo para aplicar el período de carencia para metabolizar los productos químicos utilizados en los procesos de crianza y engorda, el Ministerio de Salud debe asegurar que las partidas de salmones que se están procesando para consumo humano no presentan residuos de antibióticos por sobre las normas internacionales, que ya ha sido antes causa de rechazo.

6. Los chilenos tienen el derecho a saber cuál es el riesgo sanitario existente en el consumo de las partidas de salmones provenientes del brote de virus ISA en Magallanes. Para ello debe conocerse la evaluación de riesgo y la metodología científica y estandarizada que permite al Estado señalar que no existe riesgo al consumir peces de cultivo provenientes de mortalidades provocadas por este agente  viral de alto dinamismo.

7. La producción industrial de salmones cuenta en Chile con un sistema de trazabilidad administrado por el Sernapesca, lo que debiera facilitar conocer la inocuidad de los productos provenientes del centro de Bahía Perales afectado por este brote de virus ISA, especialmente sobre presencia de residuos de antibióticos y otros químicos empleados en su producción. Dicha información debiera ser conocida antes que dichos productos sean comercializados y exportados.

8. En definitiva el proyecto busca incorporar a la ley de pesca y acuicultura, la prohibición expresa de comercializar, vender, o poner a disposición del consumo humano peces enfermos o contaminados con residuo químicos.

Por lo anterior, vengo en proponer el siguiente,

Proyecto de Ley
Artículo único: Incorpórese al Artículo 107 de la Ley General de Pesca y Acuicultura el siguiente inciso segundo nuevo:

“Asimismo, queda prohibida la venta, comercialización entrega o cualquiera otra forma de expendio u oferta de recursos hidrobiológicos para el consumo humano, tales como peces o algas, cuando éstos se encuentren enfermos o contaminados con sustancias nocivas para la salud de las personas.”.
(Fdo.): AlejandroNavarro Brain, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE INTERCEPTACIÓN TELEFÓNICA EN MATERIA PROCESAL PENAL

(7354-07)
La naturaleza misma de las maniobras que implica la intervención de llamadas telefónicas hace que necesariamente con ellas se invada la esfera de la privacidad perso9nal de quienes hablan por el teléfono intervenido, por lo que es necesario reflexionar sobre la licitud de tales actividades, sea que ellas provengan de particulares, de agentes de la autoridad, de funcionarios de la policía o de la judicatura. La inviolabilidad de las comunicaciones es reconocida universalmente como un derecho fundamental. Esto se comprueba en la declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948, la Proclamación de lo Derechos Humanos de 1968, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convención de Americana obre Derechos Humanos de San José de Costa Rica.

La trascendencia de este derecho, deriva en parte, de que la comunicación privada e una forma de expresión personal en que se manifiestan rasgos de intimidad no expuestos al conocimiento de cualquiera, y también, de que la privacidad de las comunicaciones constituye un valor esencial para el hombre, que emana de su propia naturaleza, y que le permite tener conciencia de su individualidad e independencia y desarrollar el sentido de ser una persona única e irrepetible, con un derecho inalienable a su propia dignidad.

La totalidad de las legislaciones considera necesario proteger enérgicamente este bien jurídico consagrando al efecto diversas figuras delictivas en este sentido. Por su parte la Constitución Política de la República de Chile dispone en su artículo 19 Nº 5 que es inviolable toda forma de comunicación privada, prescribiendo que las comunicaciones y documentos privados sólo pueden interceptarse, abrirse o registrarse “en los casos y formas determinados por la ley”. De esta manera queda claro que la regla de la inviolabilidad admite excepciones que solo provengan del legislador, y sus límites solo pueden estar descritos y definidos en el texto legal respectivo.

Con todo, existen en la vida jurídica situaciones en las que podría ser conveniente y necesaria la interceptación de alguna llamada telefónica con el objeto de imponerse del contenido de comunicaciones telefónicas. Es indispensable que la necesidad de bien común que existiría en tal caso, quede legitimada mediante instrumentos jurídicos adecuados; así se evitaría que una medida de ese tipo, que afecta a un derecho esencial del hombre, pudiera erradamente escudarse en el principio inaceptable de que el fin justifica los medios. Por lo tanto la aparente colisión entre el derecho a la privacidad de la comunicaciones y eficacia de la acción de la justicia, debe solucionarse armonizando o compatibilizando ambos bienes, de forma que ninguno de ellos quede negado, disminuido o perjudicado, para lo cual debe darse una clara normativa legal que delimite las condiciones en que pueda ocurrir una interferencia telefónica, tales sería por ejemplo los delitos de crimen organizado, terrorismo, esclavitud, etc.

En el derecho comparado, específicamente en España, se señala que como la intervención telefónica supone una intromisión en la esfera de la intimidad de las personas, hay que ser sumamente cauteloso a la hora de su aplicación como prueba. Existe una jurisprudencia muy estricta respecto a la utilización de este medio de prueba. El tribunal Supremo define que es intervención telefónica: “unas medidas instrumentales que suponen una restricción del derecho fundamental del secreto de las comunicaciones y que aparecen ordenadas por el Juez de Instrucción en ¡a fase instructora o sumarial del procedimiento penal, bien frente al imputado, bien frente a otros con los cuales éste se comunique, con la finalidad de captar el contenido de las conversaciones para la investigación de delitos concretos y para la aportación, en su caso, de determinados elementos probatorios”. Las intervenciones telefónicas han de ser adoptadas por un órgano judicial. Solamente la autoridad judicial es competente para adoptar esta medida que sacrifica el derecho a la intimidad y han de ir destinadas a la investigación de un determinado delito. No se admiten las intervenciones predelictuales.

En Chile, la ley 19.640 orgánica del Ministerio Público da amplias facultades a este órgano autónomo del Estado apara a la hora de ejecutar su mandato legal, cual es la persecución penal de los hechos que revisten caracteres de delito instruyendo la respectiva investigación. Si embargo, en el ejercicio de sus funciones han ocurrido varios hecho de intervención de llamadas telefónicas al margen de la ley, sin intervención del órgano jurisdiccional, demoliendo el derecho de defensa de lo imputados y lo que es peor, trasgrediendo la labor profesional del letrado. Este comportamiento más que el propio de un órgano público en ejercicio de su función, se asimila más a un aparato de inteligencia.

En este sentido, el Consejo General del Colegio de Abogados ha manifestado su preocupación por algunas actuaciones que conculcan el derecho a defensa de todo imputado, afectando el secreto profesional. Esto, pues existiendo una instrucción expresa del Ministerio Público, la Policía de Investigaciones habría interceptado ilegalmente comunicaciones telefónicas sostenidas entre el abogado Carlos Balbontín Gubbins y su cliente Andrés Tupper Lyon, en la causa en que se investigan presuntos delitos asociados a la licitación del Registro Civil. Adicionalmente a dicha interceptación, los funcionarios habrían reproducido y seleccionado las conversaciones a su juicio relevantes, para luego procederá transcribirlas.

Si bien el 7º Juzgado de Garantía de Santiago, en una audiencia de cautela de garantías -aquella que permite al imputado denunciar vulneración de sus garantías constitucionales- ordenó eliminar todos esos registros, y a pesar de que el Ministerio Público retiró el disco en que constaban esas evidencias, este hecho no puede pasar inadvertido ni quedar sin corrección enérgica. Se trata de una actuación flagrantemente inconstitucional e ilegal, que perturba el derecho a defensa del imputado y afecta directamente el ejercicio profesional del abogado. Además, violenta el derecho-deber del secreto profesional, protegido por la garantía del número 3 del artículo 19 de la Constitución. En ella se consagra que “toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale, y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida”. Ésta es una de las bases fundamentales del Estado de Derecho.

En el caso que se analiza, más allá de la imposibilidad de utilizar la referida información en el juicio, es evidente que la sola existencia y presentación de esos registros (aunque luego hayan sido descartadas) ya ha permitido al Ministerio Público conocer la estructura y teoría de la defensa del imputado. Esto, que es precisamente lo que quiere impedir la institución del secreto profesional, desmejora indudablemente la posición de la defensa. Acerca de este último punto, el Consejo del Colegio de Abogados ha mostrado su sorpresa por el hecho de que, habiendo sido dicho material obtenido con infracción de lo ordenado por la fiscal, ésta lo haya incorporado a la investigación. Razonablemente, y según sus propias palabras, esto parece “incomprensible a la luz de un correcto ejercicio de la labor investigativa, con apego a las normas legales y constitucionales”.

Es de tener presente que el Ministerio Público ha sido dotado de un rango amplísimo de atribuciones para llevar adelante su labor de modo eficaz, y goza, además, de una autonomía casi sin igual en nuestro ordenamiento. Todo ello redobla su responsabilidad de ejercerlas con el más riguroso atendimiento a la normativa jurídica.

Si el MP graba conversaciones entre los abogados y su representado por razones técnicas, significa que comete delito con dolo de consecuencias necesarias. Eso en Chile es un crimen grave. Por tanto el fiscal pasa a ser delincuente y el MP necesariamente debe actuar ejerciendo la acción penal pública correspondiente.

El artículo 19 Nº 7) letra i de nuestra Carta fundamental consagra el error judicial capaz de comprometer la responsabilidad del estado es inocua pues es imposible acreditar que la formalización de la investigación ha sido injustificadamente “errónea o arbitraria”. Tampoco el artículo 5 de la Ley Orgánica del MP constituye un avance, pues para que el MP comprometa la responsabilidad estatal deben ser sus conductas injustificadamente erróneas, lo cual tampoco puede ser probado. De este modo existe un órgano persecutor con una autonomía incomparable dentro de la institucionalidad chilena.

El objetivo de esta ley, es establecer que las medidas intrusivas a la intimidad e inviolabilidad de las comunicaciones privadas pueda sola mente tener lugar cuando exista resolución fundada del órgano jurisdiccional. Lo anterior implica que el Juez de Garantía velará por el total respecto de las garantías fundamentales de lo imputados, evitando excesos y controlando la legalidad de la medida solicitada. Además se busca que el derecho del imputado a tener una conversación franca con su letrado asesor, es prisma del derecho a defensa, por ello, en ningún caso podrán ser intervenidas conversaciones sostenidas entre un imputado y su abogado. Además, se busca establecer sanciones penales para los funcionarios del MP y de las policías que violando la ley, igualmente participen, instruyan y practiquen escuchas telefónicas sin la intervención del juez.

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO 1: Modifíquese el artículo 222 del Código Procesal Penal del modo que sigue:

a) Elimínese en el inciso primero, entre la palabras “la” y “comisión”, la frase “preparación o”.
b) Elimínese en el inciso primero, entre las palabras “comisión” y “en”, la frase “o participación”.

c) Agréguese en el inciso segundo entre las palabras “hechos” y “determinados” la palabra “precisos”.

d) Elimínese en al inciso tercero la oración “a menos que el juez de garantía lo ordenare, por estimar fundadamente, sobre la base de antecedentes de los que dejar constancia en la respectiva resolución, que el abogado pudiere tener responsabilidad penal en los hechos investigados”.

e) Agréguese el siguiente inciso quinto nuevo:

“En caso de haber sentencia absolutoria, o que se produzca el sobreseimiento definitivo de la causa, las grabaciones o cualquier otro soporte en que se hallen las comunicaciones telefónicas o virtuales interceptadas deberán ser destruidas o eliminadas.”
f). Agréguese el siguiente inciso final, los funcionarios del Ministerio Público, o de las Policías encargadas de diligenciar los trámites de la investigación que llevaren a cabo intercepciones telefónicas sin observar lo prescrito en este artículo serán sancionados con las penas del artículo 161 A del Código Penal.

Artículo 2: Agréguese en el artículo 161 A del Código penal agréguese el siguiente inciso segundo nuevo pasando el actual inciso segundo a ser el tercero y así sucesivamente:

“En caso de que autor, cómplice o encubridor del delito descrito en este artículo sea un fiscal del Ministerio Público en ejercicio de sus funciones o policías en ejercicio de sus prerrogativas la pena será aumentada en un grado.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY REFERIDO A LA DISTANCIA ENTRE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES Y LUGARES DE VENTA DE TABACO
(7355-11)

Como es bien sabido, el tabaco constituye la principal causa de muerte evitable en Chile, con 14 mil victimas anuales. Asimismo, es causante del 17% de fallecimientos por enfermedades cardiovasculares, respiratorias y diversos tipos de cáncer y del 11% de la mortalidad infantil por un bajo peso al nacer en madres fumadoras, entre otros efectos nocivos.

Pero no solo ello, pues “¿Los adolescentes chilenos encabezan el consumo mundial de tabaco entre los 13 y 15 años, según lo revelan los resultados preliminares de la Encuesta Mundial de Tabaquismo Juvenil encargada por la Organización Mundial de la Salud (OMS). De acuerdo con las cifras, un tercio de los jóvenes en este grupo etáreo consume cigarrillos en forma regular, hecho que fue catalogado como preocupante por las autoridades sanitarias”.

La Sociedad Chile de Pediatría señaló que “Mientras en séptimo básico el 20% de los niños, en promedio consume (27,3% en Santiago), en primero medio esta cifra sube casi al 40% promedio, aunque en la capital es de 43,3%. A esta edad, la adicción es mayor en mujeres que en hombres. Prácticamente el 18% de los jóvenes admite el inicio del tabaquismo antes de los 10 años, y 10% señala haber recibido cigarrillos en forma gratuita de parte de promotores de las tabacaleras”.

El año 2000 estábamos en el tercer lugar. Hoy superamos a todos.

Resulta esperanzador entonces que existan Programas tales como la “Clase sin Humo” en  el Ministerio de Salud, pero estos programas deben ser reforzados con una legislación clara y eficaz en la prevención del tabaquismo infantil

Ante este drama, el legislador respondió modificando la ley 19.314. Su artículo 4 inciso segundo dispone hoy:

“Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público”.

Por Resolución Exenta Nº 523, de 2006, de la Subsecretaría de Salud Pública, el Minsal aprobó instrucciones a las Secretarías Regionales Ministeriales del Ramo sobre la implementación de las modificaciones a la ley IST19.419 introducidas por la ley Nº 20.105, con el ánimo de implementar tales normas.

En este instructivo se disponía que: “La distancia se medirá desde el punto medio de cada puerta de acceso al establecimiento, se incluyen TODAS las puertas, estén o no destinadas al ingreso de estudiantes”. (La ley no distingue puertas de acceso, habla de cada puerta de acceso al establecimiento).

“La medición se practicará por aceras, calles y espacios de uso público, siguiendo el trayecto que puede realizar un escolar, bajo la siguiente directriz: La línea de medición se proyectará por aceras (bermas o franjas laterales de la calzada cuando no hayan aceras), cruzando en las esquinas o cruces peatonales. Excepción: No podrán estar ubicados en la misma cuadra, sea en la misma acera o en la de enfrente, respecto de la o las puertas de acceso al establecimiento”.

Es del caso que mediante dictamen de Contrataría General de la República Nº 29.554 Fecha: 29-VI-2007, este órgano, a solicitud de la Asociación Chilena de Gastronomía, la Confederación Nacional de Suplementeros de Chile, la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile, y la Compañía Chilena de Tabacos S.A., declaró la ilegalidad de la esta interpretación.

Contraloría señaló: "En efecto, excede los términos de la disposición legal citada, la regla en orden a que se considerarán para los efectos de la medición en referencia todas las puertas del establecimiento, estén o no destinadas al ingreso de estudiantes, pues no es concebible que sirvan para tal mensura las puertas de servicios -normalmente ubicadas en la parte trasera de los planteles de enseñanza- o utilizadas exclusivamente por profesores o inspectores del colegio u otras de acceso restringido para fines específicos, pues se trata de espacios ajenos a la circulación de los estudiantes, de manera que para poder considerarlas el legislador debió establecer una norma expresa en tal sentido.

Asimismo, el numeral en referencia crea una exigencia no prevista en la ley al disponer que los lugares donde se vendan productos hechos con tabaco no podrán estar ubicados en la misma cuadra respecto del acceso al establecimiento, toda vez que incorpora una prohibición nueva concebida en términos amplios y en función de la cuadra en que se sitúan los negocios aludidos, elemento completamente extraño a la norma prevista por el legislador.

Es importante consignar que el artículo 19, Nº 21, de la Carta Fundamental, garantiza a todas las personas el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen. Por consiguiente al tenor de este precepto las regulaciones esenciales inherentes a esta materia deben estar contenidas en una ley, lo cual se deduce también al concordar esta disposición con el artículo 63, Nº 2, de la Carta Suprema conforme al cual sólo son materias de ley las que la Constitución exija que sean reguladas por una ley.

En la especie, el artículo 4° de la ley Nº 19.419 contempla una norma de carácter prohibitivo que impide el libre ejercicio de la actividad económica de venta de tabaco en los lugares que ella determina, y por ende, sólo mediante la dictación de una nueva ley podrían restringirse o ampliarse las limitaciones que contiene.

En estas condiciones, resulta además evidente que tratándose de esta clase de disposiciones no tiene cabida el ejercicio de la potestad reglamentaria de ejecución en cuanto afijar condiciones o elementos esenciales de la prohibición, pues ésta sólo puede ser configurada por el legislador.

Menos aún podría serlo por un documento de rango inferior como las instrucciones que, tal como lo ha sostenido en forma invariable y reiterada la jurisprudencia administrativa -dictámenes Nos 1.813 de 1990, 26.112 de 1991,18.668 de 1995 y 49.487 de 1999, entre otros por su naturaleza, no constituye un instrumento normativo propiamente tal, sino que tiene por objeto fijar al interior de un organismo público las modalidades prácticas que se seguirán para aplicar las prescripciones de las normas legales y reglamentarias, a las cuales tiene que sujetarse íntegramente para tener validez y eficacia”.

Es del caso que venimos en acatar la sugerencia de Contraloría, que señala que los reglamentos no pueden agregar nada más que lo dispuesto por la ley. Presentamos en este acto, un proyecto de ley que tiene por destino:

1. Señalar que la distancia de cálculo es de metros a la redonda, es un radio, no contados por veredas, esquinas y cruces de calle.

2. Que la distancia se mide desde cualquier punto del perímetro del establecimiento educacional, no por puertas de acceso, en el entendido que toda la cuadra de un establecimiento educacional es lugar de transito de los estudiantes.

3. Que jamás podrán ubicarse puntos de venta o de publicidad en la misma cuadra del establecimiento.

4. Aumentamos la distancia de 100 metros a 300 metros en relación a los lugares de venta. Por tanto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifíquese el inciso 2 del artículo 4 de la Ley Nº 19.419, Que regula actividades que indica relacionadas con el tabaco, de la siguiente manera:
1. Reemplazase el guarismo “100”, por el guarismo “300”
2. Reemplazase la fórmula “La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público", por la fórmula "La distancia se medirá desde todos los puntos de la línea perimetral del establecimiento, por un radio medido en metros a la redonda. Las cuadras adyacentes abarcadas parcialmente por estos radios, se entenderán sufrir completamente la misma prohibición. Jamás podrá ubicarse un lugar de venta o realizarse publicidad dentro de la misma cuadra del establecimiento, ni en las veredas de las cuadras inmediatamente contiguas a su línea perimetral”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain,


Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y ROSSI, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE NUEVOS COBROS POR SERVICIOS SUSPENDIDOS 
(7356-03)

Como es sabido, por denuncias realizadas en paginas de Internet de reclamos, el cobro de servicios cortados por no pago de cuentas por parte del consumidor, es algo bastante común.

Cabe señalar que la medida es totalmente injusta. Un servicio cortado no puede ser cobrado. Pueden cobrarse intereses, pero no cobrarse los meses en que el servicio simplemente no se rinde, pues eso viola el principio de la prohibición del enriquecimiento sin causa, establecido en la ley civil o común, que es el telón de fondo de la ley del consumidor como rama especial del derecho.

Del principio del enriquecimiento injusto o sin causa, nace la acción judicial “in rem verso”, o de reembolso de lo injustamente pagado.

El artículo 1437 del Código Civil que señala cuales son las fuentes de las obligaciones: “Las obligaciones nacen, ya sea del concurso real de las voluntades de dos o más personas, como en ¡os contratos y convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos o cuasidelitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de familia”.

La tesis de doña Elena Caffarena, “El enriquecimiento sin causa a expensas de otro en el derecho civil chileno” (1926), señala: “Son innumerables las disposiciones de nuestro Código Civil que se inspiran en la doctrina del enriquecimiento sin causa. Tanto que, puede decirse sin temor de exagerar que sus principios campean por todo el cuerpo del código”.

Así, procede aparece manifiesto en numerosas situaciones del Código Civil, como la agencia oficiosa, el pago de lo no debido, las recompensas entre marido y mujer en sociedad conyugal, entre otras. Tal y como señala el Profesor Joel González de la Universidad Católica en sus apuntes de Derecho Civil: “Se ha contentado el legislador con reglamentar diversos casos particulares, sin duda inspirados en el principio del enriquecimiento sin causa.

Debido a que se reconoce en él un principio general del derecho, fuente de la acción in rem verso, se ha aplicado a numerosos casos concretos donde se cumplen las hipótesis de su aplicación.

Entre los requisitos que menciona la doctrina, cabe señalar que en la especie se cumplen todos:

a) que una persona se haya enriquecido;

b) que haya un empobrecimiento correlativo de otra;

c) que el enriquecimiento sea injusto, ilegítimo o sin causa;

No obstante, se ha interpretado que ante un contrato, no se puede demandar por la actio in rem verso, pues la causa del enriquecimiento es la voluntad. Así, solo la ley puede señalar específicamente de que manera puede resguardarse la equidad del contrato y sus prestaciones.

Ante un contrato, la única solución es la ley, que inspirada en el principio del enriquecimiento sin causa, regula directamente un contrato, cuando hay imposibilidad practica de demandar por la actio in rem verso.

En este sentido, el artículo 25 de la Ley del Consumidor Nº 19.496, establece que establece que:

Artículo 25.- “El que suspendiere, paralizare o no prestare, sin justificación, un servicio previamente contratado y por el cual se hubiere pagado derecho de conexión, de instalación, de incorporación o de mantención será castigado con multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.

Cuando el servicio de que trata el inciso anterior fuere de agua potable, gas, alcantarillado, energía eléctrica, teléfono o recolección de basura o elementos tóxicos, los responsables serán sancionados con multa de hasta 300 unidades tributarias mensuales.

El proveedor no podrá efectuar cobro alguno por el servicio durante el tiempo en que se encuentre interrumpido y, en todo caso, estará obligado a descontar o reembolsar al consumidor el precio del servicio en la proporción que corresponda”.

No obstante, este derecho a que no se cobre el servicio no rendido, solo opera cuando se realizare “sin justificación”, lo que se puede interpretar (y así se interpreta en la práctica) justificando el cobro del servicio no prestado cuando hay cuentas atrasadas o impagas.

Entonces se convierte, a nuestro juicio, en un deber del legislador, hacer imperar el principio del enriquecimiento injusto en los contratos de consumo, como el servicio de telefonía, de televisión por cable o de Internet, pues nada justifica el cobro de cuentas no pagadas. Se pueden cobrar intereses, pero no cuentas por servicios no rendidos. Nadie puede cobrar un servicio no prestado.

Ahora cabe advertir que algunas empresas de internet establecen el descuento de los derechos de conexión, de instalación, de incorporación o de mantención cobrados al consumidor. Ante esta eventualidad, que podría hacer inaplicable el artículo 25 en virtud de este descuento si se extiende su imperio a los casos descritos, creemos que la mejor técnica legislativa es crear un artículo autónomo 25 bis, que sancione la conducta reprochada en esta exposición de motivos.

Portante, venimos en presentar el siguiente

Proyecto de Ley
Agregase el siguiente nuevo artículo 25 bis a la Ley 19.496, que Establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.
“Tampoco podrán cobrarse servicios previamente contratados, si fueren cortados o suspendidos por no pago de cuentas atrasadas. Tampoco podrán cobrarse totalmente si fueren limitados o parcialmente rendidos. La infracción de esta norma será sancionada con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quinta Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A CONSTITUIR SERVIDUMBRE DE PASO PARA ACCEDER A LAS MONTAÑAS 

(7357-12)
El artículo 590 del Código Civil establece que son “bienes nacionales aquellos cuyo dominio pertenece a la nación toda. Si además su uso pertenece a todos los habitantes de la nación, como el de calles, plazas, puentes y caminos, el mar adyacente y sus playas, se llaman bienes nacionales de uso público o bienes públicos”.

La definición que contiene esta norma, indudablemente que es a título meramente ilustrativo o ejemplar, por lo cual debemos concluir que las montañas de nuestro país, son también bienes nacionales de uso público o bienes públicos.

Existen múltiples fallos judiciales como interpretaciones administrativas emanadas de la Contraloría General de la República, que han establecido que por tener las playas el carácter de bienes nacionales de uso público o bienes públicos, no resulta procedente limitar, restringir o turbar su acceso a ningún habitante del país, ya que tales trabas atentan contra la norma antes transcrita.

Sin embargo, no ocurre lo mismo con las montañas que abundan a lo largo de nuestro extenso territorio, ya que la ubicación de muchos predios que colindan con el acceso inmediato a las mismas, impiden que los habitantes del país accedan libremente a esas montañas.

Para subsanar dicha situación, por cierto anómala, consideramos que debe establecerse una servidumbre de tránsito obligatoria a los predios que colindan con el acceso a las montañas, ya sea que se trate de propietarios particulares o de bienes fiscales, en este último caso, en los términos previstos en el inciso final del artículo 590 ya citado.

Asimismo, estimamos que debe definirse a la montaña, como toda elevación natural del terreno superior a setecientos metros, medidos desde su base.

Para este efecto, estimamos que debe modificarse el artículo 847 del Código Civil, con el objeto que todo propietario de un predio colindante a una montaña, sea particular o fiscal, quede obligado a constituir una servidumbre de tránsito obligatoria y perpetua en beneficio de la o las montañas con las que limiten, por cualquiera de sus flancos o laderas.

En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Modificasen el artículo 847 del Código Civil, agregándose un inciso final del siguiente tenor:

“Con todo, los propietarios de predios colindantes a una o más montañas, sean particulares o fiscales, quedan obligados a constituir una servidumbre de tránsito obligatoria y perpetua en beneficio de la o las montañas con que limiten, por cualquiera de sus flancos o laderas. Se entiende por montaña, toda elevación del terreno, superior a setecientos metros, medidos desde su base.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán,


Senador
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN AL EJECUTIVO PROMOVER LA ADOPCIÓN DE UNA DECLARACIÓN INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS DE LA TERCERA EDAD 

(S 1314-12)
1. Que para describir el enorme aumento del número de personas de edad en todo el mundo se han utilizado términos como “un terremoto demográfico” y “un nuevo orden internacional de la población”.

2. Que se prevé que el porcentaje de personas de 60 años o más en todo el mundo se ha de duplicar con creces, pasando del 10% al 22% entre 2000 y 2050, año en el que igualará al de niños (de O a 14 años).

3. Que en la actualidad, en las regiones desarrolladas el número de personas de edad supera al de niños, y las tasas de natalidad han descendido por debajo del nivel de reemplazo. En algunos países desarrollados, para el año 2050 el número de personas de edad duplicará con creces al de niños.

4. Que se prevé que para 2050 el porcentaje de personas de edad ha de aumentar del 8% al 21%, mientras que el de niños bajará del 33% al 20%.

5. Que en menos de tres decenios, tres cuartas partes de las personas de edad de todo el mundo vivirán en países en desarrollo.

6. Que cuando se celebró la Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en 1982, la mayoría de las personas de edad vivía en el mundo desarrollado. Sin embargo, en los países en desarrollo, a pesar del aumento de la urbanización, la mayoría de las personas de edad seguirá viviendo en las zonas rurales.

7. Que este rápido envejecimiento tiene repercusiones en virtualmente todos los ámbitos del Estado y la sociedad, incluida la atención de la salud, los mercados del empleo y el trabajo, las medidas de protección social y el crecimiento económico.

8. Que lo repentino de los cambios demográficos, sumado a los niveles, ya alarmantes, de pobreza y de disminución de los recursos en los países en desarrollo subrayan la necesidad acuciante de formular una política que tenga en cuenta perspectivas innovadoras a fin de aumentar la participación e integración social de las personas de edad.

9. Que parece una necesidad urgente que la comunidad internacional y las comunidades nacionales y locales deben comenzar de inmediato a ajustar y alinear sus infraestructuras, normas, planes y recursos.

10. Que la ONU elaboró un Plan de Acción Internacional de Viena sobre Envejecimiento, en 1983, el que refleja la realidad demográfica y social de la época y que ha sido ampliamente superado. Veinte años atrás, por ejemplo, en los debates de fondo de la primera Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento, celebrada en Viena, se prestó gran atención al envejecimiento en los países desarrollados.

11. Que en 2002, se celebró la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en Madrid, el que examinó, además de las necesidades de las personas de edad de todo el mundo, la gran fuerza de esa población y su repercusión en el desarrollo y las instituciones, especialmente en el mundo en desarrollo, revisando el Plan Internacional de Acción sobre el Envejecimiento.

12. Que en el Plan revisado se hace hincapié en la importancia de incorporar la cuestión del envejecimiento en los programas nacionales de desarrollo de todas las sociedades.

13. Que la Asamblea General, en su resolución 45/106, de 14 de diciembre de 1990, proclamó el 1° de octubre Día Internacional de las Personas de Edad, como seguimiento de iniciativas de las Naciones Unidas tales como el Plan de Acción Internacional de Viena sobre el Envejecimiento, aprobado en la Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento celebrada en 1982 y que la Asamblea General hizo suyo ese mismo año (resolución 47/86).

14. Que la Asamblea General (Resolución 47/5} decidió observar el año 1999 como el Año Internacional de las Personas de Edad (IYOP). Esto es en reconocimiento de la llegada de la humanidad a su madurez demográfica y de la promesa que ello encierra de que maduren las actitudes y las capacidades en la esfera social, económica, cultural y espiritual, en particular para el logro de la paz mundial y el desarrollo en el próximo siglo. El lema del año internacional fue “Una sociedad para todas las edades”.

15. Que la ONU difunde y mantiene los Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad, que fueron aprobados por resolución 46/91 de la Asamblea General de las Naciones Unidas de fecha 16 de diciembre de 1991, los que alientan a los Gobiernos a que introduzcan en sus programas nacionales cada vez que sea posible los principios siguientes: Independencia, Participación, Cuidados, Autorrealización y Dignidad

16. Que el órgano específico en Naciones Unidas sobre tercera edad es sólo la denominada Dependencia sobre el Envejecimiento, Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas.

17. Que para los niños, para las mujeres, para los migrantes y refugiados, existen en Naciones Unidas sendas Declaraciones específicas de Derechos Humanos, Convenciones específicas de Derechos Humanos, y órganos de supervigilancia específicos para la salvaguardia de los mismos.

18. Que valorando todos estos esfuerzos, debemos avanzar como país, poniendo en la agenda internacional este imprescindible tema para los países en desarrollo.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República, al Sr. Ministro de Relaciones Exteriores, al Comité de Ministros para el Adulto Mayor, y a la Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor, que:

1. Promuevan ante la Asamblea General de Naciones Unidas, o ante el Consejo de Derechos humanos de Naciones Unidas, el estudio de una Declaración Internacional de Derechos Humanos de las personas de la Tercera Edad, como antesala a una Convención Internacional de Derechos Humanos de las personas de la Tercera Edad.

2. Proponer ante estos órganos un contenido mínimo de tales instrumentos de DDHH, tales como:

Derechos civiles y políticos, y económicos, sociales y culturales de las personas de la tercera edad.

Derecho a la participación de las personas de edad en la sociedad, representación política e inclusión social;

Derechos especiales de las personas de la tercera edad, tales como derecho al descanso, a la dignidad de sus últimos días, a la paz, entre otros.

Efecto de la migración de la generación más joven en las personas de edad;

Protección de las personas de edad frente a los malos tratos y la violencia;

Mayor atención a las personas de edad de las zonas rurales y a las pertenecientes a grupos étnicos minoritarios;

Promoción de planes a lo largo de toda la vida para mejorar la salud y el bienestar en edades avanzadas.

Ampliar los ámbitos de la acción normativa para tener en cuenta la evolución de las pautas demográficas, la tecnología y la investigación biomédica;

Incluir preocupaciones concretas de los países en desarrollo, posiblemente sobre la base de una evaluación regional de los progresos y las dificultades.

3. Promover en la Asamblea General de Naciones Unidas o en el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas la creación de un órgano especial de alta jerarquía, al estilo de la UNICEF o ACNUR, para el seguimiento del cumplimiento de estos tratados por parte de los Estados signatarios, a través de un Relator de DDHH para las personas de la tercera edad.

4. Como medida provisional, promover que se encausen las denuncias de violaciones de los derechos humanos de las personas de la tercera edad en los Informes de los Relatores Especiales de la Comisión de Derechos Humanos.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE REQUIEREN AL EJECUTIVO ESTABLECER UNA POLÍTICA PÚBLICA EN MATERIA DE DISCAPACIDAD PSÍQUICA INFANTIL
(S 1315-12)

1. Que de acuerdo al Primer Estudio Nacional de la Discapacidad realizada por FONADIS (2004), en Chile la población con discapacidad representa el 12,9%, esto es más de 2 millones de personas. De éstos el 70,8% no realiza trabajos remunerados y portante no cuenta con acceso a prestaciones previsionales.

2. Que por lo mismo las demandas de la sociedad civil se concentran en las grandes falencias existentes en materia de empleo formal y su consecuente acceso a los beneficios previsionales, y que en mayor gravedad afecta a las personas con discapacidad psíquica.

3. Que se considera que una persona tiene discapacidad psíquica cuando presenta “trastornos en el comportamiento adaptativo, previsiblemente permanentes”. La discapacidad psíquica puede ser provocada por diversos trastornos mentales, como la depresión mayor, la esquizofrenia, el trastorno bipolar; los trastornos de pánico, el trastorno esquizomorfo, el síndrome orgánico y el síndrome X Frágil.

4. Que el conjunto de alteraciones psíquicas varía mucho de unos enfermos a otros, razón por la que el colectivo de discapacitados psíquicos es totalmente heterogéneo, abarcando desde casos leves, con pequeñas discapacidades, hasta otros en los que la afectación es tan grave que supone una incapacidad y dependencia total.

5. Que la discapacidad intelectual es una característica, entre otras, de algunas personas y no sólo afecta a quien la tiene, sino también a la sociedad que le rodea, empezando por su familia. Así entendida, la discapacidad surge entonces cuando la relación entre la persona y la sociedad no es del todo ajustada, cuando el entorno no ofrece a estas personas las ayudas necesarias para que la interacción sea adecuada.

6. Que por lo anterior es que internacionalmente se ha hecho hincapié en que el concepto de discapacidad intelectual, más que en las deficiencias de las personas, está en los apoyos que precisan para vivir una vida propia de calidad y en relación con los demás.

7. Que una idea básica que intentan comunicar las organizaciones que trabajan con ellos consiste en que las personas con discapacidad intelectual son precisamente eso: personas. Tienen el mismo deseo de participar y contribuir en sus comunidades que cualquier otra persona y también el mismo deseo que los demás de ser tratadas con dignidad y respeto.

8. Que en la misma línea se asume que tener una discapacidad es sólo un aspecto de la vida de una persona. Hay más facetas en su vida, aparte de esa discapacidad. Por ejemplo, las personas con discapacidad intelectual a menudo tienen otras habilidades, algunas pueden ser artistas o músicos. Sus relaciones personales son normales: tienen novio, novia, se casan y, a veces, hasta tienen hijos.

9. Que en el 2000, el Ministerio de Salud anunció la aplicación del nuevo Plan Nacional de Salud Mental y Psiquiatría, orientado a contribuir con la inserción social y laboral de las personas con discapacidad mental, en sus familias y comunidades. Esto a raíz de la experiencia internacional y al avance en las medicinas que permiten un mejor nivel de vida de los pacientes. De esta forma, se comenzó una fuerte reducción de los cupos en los hospitales psiquiátricos y se abrieron los Centros de Rehabilitación Psicosocial (CRPs) y otros establecimientos de atención ambulatoria. La idea de la autoridad era fomentar la interacción entre los pacientes y con el medio ambiente de modo de promover su bienestar, además del desarrollo y uso de sus potencialidades psicológicas, cognitivas y relacionales.
10. Que con el propósito de conocer los resultados de la aplicación de este plan nacional, académicos de la Universidad Central realizaron la investigación “Necesidades de Integración Social (NIS) de los discapacitados psíquicos”, en la que se estudió la situación, dificultades y obstáculos de los usuarios de los Centros de Rehabilitación Psico-social (dependientes del Servicio de Salud Metropolitano Oriente) y la impresión de sus familiares.

11. Que dicho estudio determinó que el nuevo modelo ambulatorio, si bien resulta relativamente eficiente en el aspecto médico (un 82% de los “usuarios” se declara satisfecho con los recursos farmacológicos y profesionales, y un 86% valora la contención que recibe de los profesionales), existe una importante necesidad de integración social no resuelta. Así, el 66% de las usuarias mujeres consultadas afirma tener una alta y mediana alta necesidad de integración social, lo mismo ocurre con el 59% de los usuarios varones, lo cual es avalado por el 53% de los familiares que los lleva a estos establecimientos.

12. Que además, evidenció que sólo una pequeña parte (en torno al 10% del total estimado para esta zona) de los enfermos se atiende en este tipo de establecimientos (estatales o municipalizados), y se desconoce si el resto recibe algún tipo de atención y dónde, demostrando así que un sector importante de los niños, jóvenes, mujeres y senescentes, no aparecen vinculados a estos servicios.

13. Que los encuestados por este estudio son personas adultas diagnosticadas principalmente con Esquizofrenia (68%) y Bipolaridad (sobre el 10%), que en general llevan un máximo de un año asistiendo el centro de rehabilitación psicosocial (54%) y tienen en un 44% estudios de educación media completa. De los usuarios consultados, el 64% son varones y el 36% mujeres, los cuales se agrupan en forma mayoritaria entre los 38 y 49 años.

14. Que durante los últimos años diversas instituciones, como es el caso del Hospital Las Higueras de Talcahuano, han trabajado el tema del cuidado del cuidador (con madres de niños del espectro autista), mediante técnicas de teatro, circo y risoterapia, entre otras, buscando evitar que estas discapacidades transformen a las familias de los pacientes en familias enfermas, a la espera de que se desarrollen planes y tratamientos integrales para este tipo de pacientes, no sólo priorizando el uso exclusivo de fármacos.

15. Que en Chile existen en el registro de Fonadis 73 organizaciones sociales vinculadas a las distintas expresiones de discapacidad psíquica.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República pueda instruir a los Ministerios de Salud y de Planificación, para que puedan relevar y visibilizar la existencia de un importante número de chilenos, especialmente niños, que tienen Discapacidad Psíquica y que no cuentan con políticas sociales, educacionales y de salud sustentables, desarrollando políticas, planes, programas y tratamientos integrales -no sólo farmacológicos- para este tipo de pacientes y sus familias, de manera de evitar que estos chilenos sean o se sientan discriminados ante otras discapacidades, afectándolos a ellos, a sus familias y especialmente a sus posibilidades de plena inserción social.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES BIANCHI, CANTERO, CHAHUÁN, HORVATH, NAVARRO, ORPIS, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE Y TUMA, CON EL QUE SOLICITAN ESTABLECER UN PROCESO NACIONAL ÚNICO SOBRE CONCESIONES PORTUARIAS, QUE INCLUYA A TODOS LOS TRABAJADORES DEL SECTOR
(S 1316-12)

La ley número 19.542 que introdujo un nuevo estatuto para la modernización del sector portuario estatal creo 10 empresas del Estado que son las continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile en todas sus atribuciones, derechos, obligaciones y bienes.

Estas empresas tienen por objeto la administración, explotación, desarrollo y conservación de los puertos y terminales, así como de los bienes que posean a cualquier título, incluidas todas las actividades conexas inherentes al ámbito portuario indispensable para el debido cumplimiento de éste.

Ahora bien, estas empresas del Estado pueden realizar su objeto directamente o a través de terceros, en este último caso, lo harán por medio del otorgamiento de concesiones portuarias, la celebración de contratos de arrendamiento o mediante la constitución con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, de sociedades anónimas.

En virtud de dicha ley han pasado a operadores privados los sitios 1, 2 y 3 de los puertos de Valparaíso y San Antonio y el Terminal, asimismo se concesionaron los puertos de Arica, Iquique y Antofagasta.

En los últimos meses, tanto el gobierno así como también el Consejo de Sistema de Empresas Publicas han dado fuertes señales y anuncios en cuanto a avanzar hacia una completa concesión a privados de la totalidad de los puertos existentes en nuestro país y que son administrados en la actualidad por las empresas publicas señaladas en la ley 19.542.

Sobre dichos anuncios surge la inquietud en cuanto a la situación de los trabajadores portuarios y sus derechos frente a estos procesos de concesión.

Esta inquietud surge fundamentalmente, por la experiencia dada en los últimos procesos de concesión, puesto que fruto de ellos se han desvinculado por parte de las empresas concesionarias a un alto porcentaje de los trabajadores de estas empresas sin que muchas veces se hayan garantizado ni resguardado por parte del Estado una desvinculación justa para estos trabajadores.

Es por esto que este proyecto de acuerdo busca solicitar al Gobierno la inclusión de la situación de los trabajadores portuarios al interior de los procesos de concesión portuaria, de manera que en dichos procesos pueda desde ya resguardarse el respeto de los derechos de estos trabajadores frente a eventuales desvinculaciones.

Para esto es que es necesario que el Gobierno establezca un solo proceso de concesiones portuarias y que incluya dentro de estos a todos los trabajadores portuarios del país.

Dentro de las temáticas que deben incluirse dentro de este proceso están la necesaria implementación de un sistema de seguridad social, y el establecimiento de una pensión de gracia que remedie el daño previsional que afecta a la mayoría de los trabajadores portuarios

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo
Solicitar al Señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Felipe Morando Lavín el establecimiento de un sólo proceso nacional de concesiones portuarias, que incluya dentro de éste a todos los trabajadores portuarios del país de manera de garantizar sus derechos a una seguridad social y a pensiones de gracia ante las desvinculaciones que se producirán a raíz de este proceso de concesión.
(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
_924333119

